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INTRODUCCIÓN 


Ferran Archilés e Ismael Saz 


Desde la aprobación de la Constitución de 1978 nunca ha estado tan 
cuestionada la forma de articulación territorial (el llamado modelo de la España 
de las Autonomías), como lo ha sido en los años que van desde 2006 hasta el 
presente. Aunque los debates en torno al modelo, sus posibilidades y límites, se 
han sucedido desde 1978, así como ya sucediera durante la redacción de la 
propia Constitución, parece claro que el llamado proceso soberanista en 
Cataluña supone un cambio cualitativo respecto a un escenario, a pesar de todo, 
relativamente estable. 


En realidad el protagonismo de Cataluña, de los proyectos políticos surgidos 
del catalanismo (entendido en sentido estricto o en un sentido social más 
amplio), no es ninguna novedad de los últimos años. A pesar del impacto de las 
derivas amparadas en la lucha armada de ETA y las reacciones y distorsiones sin 
fin que ha provocado, no es desde el País Vasco desde donde se han planteado 
los desafíos más poderosos al modelo de Estado e, incluso, a la identidad 
nacional española. Desde finales del siglo xIx, el catalanismo ha impulsado unas 
demandas de reconocimiento cultural y de acción política que han transformado 
por completo el modelo de Estado-Nación consolidado desde la Restauración. 
La Mancomunitat, primero, y el Estatut d'Autonomía de 1932, después, 
supusieron los cambios más profundos, aunque ciertamente no duraderos, en la 
forma de articulación del estado-nación España. 


De nuevo bajo la dictadura franquista, cuyo componente nacionalista 
(español) parece ser relegado a un curioso olvido en no pocos discursos 
académicos y políticos, Cataluña y el catalanismo actuaron como faro. Nunca 
como desde los años sesenta se produjo una extensión de las demandas de 
cambio y de redefinición de las identidades colectivas de los diversos territorios 
españoles en el seno de un programa democrático antifranquista. Contradictorios 
y frecuentemente divergentes, estos movimientos en el País Valenciano, 
Andalucía, Aragón o Canarias, por citar solo algunos ejemplos, sentaron las 


bases para lo que debía ser una alternativa. 


La Constitución de 1978 fue y no fue esa alternativa. La izquierda y la 
derecha españolas, surgidas desde concepciones rivales de la identidad nacional 
española, se vieron obligadas con mayor o menor grado de aquiescencia a 
elaborar una propuesta de organización territorial que permitiera encajar las 
demandas de los territorios «periféricos». La España de las autonomías acabó 
siendo algo más (al menos para algunos territorios o nacionalidades) que un 
simple modelo descentralizado, aunque sin llegar a un reconocimiento 
consecuente de la plurinacionalidad española. 


En las dos décadas posteriores, las energías se dedicaron a construir el marco 
de las autonomías, con no escaso éxito social. Pero el modelo nunca fue 
definitivo, ni podía serlo. Durante unos años la imagen de los regates, acuerdos y 
«cesiones» fue entendida como una suerte de anomalía de la política española, 
como el resultado de coyunturas cortas, por no decir de la miopía. La llegada al 
gobierno de José María Aznar, primero, con su escasamente disimulado proyecto 
nacionalista español; el cambio, después, a partir de 2004, con un gobierno 
socialista aparentemente dispuesto a primar una vía federal, y, finalmente, la 
desastrosa gestión de la reforma del Estatuto de Cataluña figuran entre algunos 
de los elementos que han modificado de nuevo el escenario político español de 
la última década y que nos acercan al presente más estricto. 


El crecimiento de un sentimiento de «desafección» y finalmente favorable a 
la independencia en amplísimos sectores de la sociedad catalana, así como la 
singular configuración del espectro político catalán, han permitido dibujar en los 
últimos tres años un horizonte ante el cual casi todo el pasado de tres décadas 
parece licuarse. 


Naciones y Estado: la cuestión española es un intento de proponer vías para 
el análisis del nuevo escenario de la que, sin duda, debe denominarse la 
«cuestión española». El título de este libro se permite, a manera de homenaje, un 
juego de palabras con el título que Alfons Cucó diera a su obra de 1988: Nació i 
Estat: la questió valenciana. El presente volumen ha surgido en el marco de las 
actividades que la Catedra Alfons Cucó desarrolla en la Universitat de Valencia. 
Es innecesario destacar la enorme importancia que en la trayectoria política e 
intelectual de Alfons Cucó tuvo la reflexión sobre los fenómenos nacionales y 
nacionalistas. El valenciano, ciertamente, pero también el español y los 
europeos. El objetivo de Naciones y Estado: la cuestión española no es ni puede 
serlo el desarrollo de las tesis que Cucó defendió en sus trabajos. Es probable 


que no estuviera de acuerdo con muchas de las reflexiones contenidas en este 
volumen; su prematuro fallecimiento nos impide saber cuál hubiera sido su 
pensamiento en la coyuntura presente. Pero es seguro que hubiese formado parte 
de los que animaran a pensar, a repensar, a dialogar. 


Naciones y Estado: la cuestión española surge de un encuentro celebrado el 
21 de noviembre de 2013, en el marco de la Catedra Alfons Cucó, y bajo el 
amparo del Centre Internacional de Gandia y del Departament d'Históoria 
Contemporania de la Universitat de Valencia. A su patrocinio se debe la 
posibilidad del encuentro, así como la publicación que se deriva de este y que el 
lector tiene ahora en sus manos, y que ha sido posible gracias a la colaboración y 
eficacia habitual de Publicacions de la Universitat de Valencia, y de Vicent 
Olmos en particular. Para la celebración de la jornada así como para la edición 
del libro contamos con las aportaciones (en forma de ponencias oO 
comunicaciones) de casi una quincena de especialistas procedentes de la 
Universitat de Barcelona, Universidad Complutense de Madrid, Universitat 
Pompeu Fabra, Universitat Autónoma de Barcelona, Universidad del País Vasco, 
Universitat de Girona, Universitat d'Alacant y Universitat de Valencia, con 
especialistas en historia, ciencias políticas, comunicación, geografía y derecho. 


Solo gracias a la profesionalidad de los autores de cada capítulo de este libro 
un esfuerzo tal ha sido posible. Especialmente cuando los recursos son tan 
escasos como en el presente. Máxime, cuando se trata de reflexiones impulsadas 
desde la doble periferia en la que se encuentra situada Valencia. A diferencia de 
Madrid o Barcelona, donde se concentran recursos culturales y políticos muy 
poderosos, desde Valencia es muy difícil competir cuando se dispone de tan 
pocos medios. 


Pero el objetivo de este libro no es competir, sino contribuir al análisis y el 
debate. Quizá, en el fondo, es seguramente desde la periferia desde donde mejor 
se percibe la complejidad, no siempre admitida, de procesos que son 
intrínsecamente complejos. En todo caso, el objetivo de Naciones y Estado: la 
cuestión española no es tanto ofrecer respuestas como plantear preguntas, 
abordar el problema en todas sus dimensiones, repensar, en suma, la idea de 
nación española, de cuál ha sido su pasado y también cuál es su presente. 
Cuando estas líneas se redactan el escenario de futuro parece incierto y sin duda 
cambiante. Es seguro que el inmovilismo y, peor aún, la huida hacia atrás serían 
unas pésimas respuestas ante el desafío generado desde Cataluña. Ninguna 
tragedia sería tan grande como el rearme de un nacionalismo español agresivo y 


excluyente. La historia de la cuestión española en el siglo xx ha tenido ya 
demasiados ejemplos de ello. 


PRIMERA PARTE 
MARCOS PARA EL DEBATE 


UNA IMPROVISADA PERVIVENCIA: LA CONSTITUCIÓN DE 
1978 Y LA IDEA DE NACIÓN ESPAÑOLA 


Ferran Archilés 
Universitat de Valencia 


La Constitución española de 1978 fue el resultado de una meditada reflexión 
tanto como de la improvisación. Si muchas de las posiciones en juego contaban 
con décadas de maceración, la plasmación final fue, como no es extraño que 
suceda en la redacción de textos constitucionales, el resultado del trabajo de 
unos pocos meses. De manera abusiva o no y amparados en una automitificación 
que juzgaban como favorable, muchos de los protagonistas de aquel proceso han 
insistido en la importancia de la coyuntura, del día a día. O mejor, del noche a 
noche, de las negociaciones cerradas en la madrugada, con llamadas telefónicas 
intempestivas. El «consenso» lo exigía, el regate lo imponía. Una constitución 
nacida entre el humo de los cigarrillos y el café a deshoras. 


No faltaron estudios y publicaciones que, de izquierda a derecha, y 
especialmente desde finales de los años sesenta, plantearan el futuro institucional 
para España tras la muerte de Franco. De Un proyecto de democracia para el 
futuro de España del prolífico Ramon Tamames al Libro blanco para la Reforma 
de Manuel Fraga, con mayor o menor concreción, la cuestión territorial estuvo 
siempre muy presente. Pero lo cierto es que acertaron más bien poco en el 
resultado final, la derecha más que la izquierda, tal vez. 


Fue debido a la presión del nacionalismo catalán y vasco, y en general de las 
demandas surgidas en sus sociedades, el que resultara insoslayable una reforma 
de la articulación territorial del Estado, ante la inviabilidad de pervivencia de la 
dictadura y su modelo centralista, abiertamente desacreditado. Las izquierdas 
españolas integraron, con mayor o menor facilidad, la propuesta federal en sus 
planteamientos de cambio social, mientras que las derechas españolas 
«reformistas» fueron casi siempre a remolque. Excepto en el momento 


decisivo.1 


Con la aprobación de la Constitución de 1978, quedó fijada la existencia 
jurídica de la nación española, de manera que (aunque con vacilaciones y 
contradicciones) el texto constitucional se convirtió en una suerte de grado cero 
de la nación misma (aunque en realidad se reconocía la preexistencia de la 
nación al acto constitutivo). Esta idea de nación española se redefinió aceptando 
un principio de descentralización que afecta a la estructura territorial del Estado, 
pero no desde un postulado ni de federalismo explícito ni de plurinacionalidad, 
aunque retazos, tal vez jirones, de todo ello quedaran entre las páginas de las 
agotadoras sesiones de discusión parlamentaria y extraparlamentaria. 


Desde entonces la gestión de gobierno de los tres partidos mayoritari0s, UCD, 
PSOE y PP, ha incidido, aunque con prácticas y ritmos bien distintos, en un doble 
proceso de descentralización y construcción del marco autonómico, por una 
parte, pero de inequívoco reforzamiento de la nación española y su unidad, por 
otra. Desde 1977 se ha consolidado y legitimado una esfera política nacional 
(vinculada a las nuevas libertades) ya desde las primeras elecciones libres, que 
no por casualidad fueron «generales», cuya importancia está muy por encima del 
peso (excepto en Cataluña y Euskadi) de los ámbitos políticos autonómicos. 


¿Supuso entonces la democracia el fin de todo vestigio de gran relato 


nacionalista (español)?2 En mi opinión, difícilmente. El marco nacional 
diseñado en la Constitución, acompañado del modelo de la España de las 
autonomías, ha servido para reinventar y consolidar la identidad nacional 
española así como el nacionalismo español. Ningún indicador social permite 
afirmar que en las dos primeras décadas tras la aprobación de la Constitución y 
de funcionamiento del marco autonómico hayan debilitado la identidad nacional 
española allí donde no lo estaba ya. Hacia la primera mitad de los años noventa 
(con la única excepción clara de Euskadi, donde el porcentaje no superaba el 
50%, y Cataluña) en el conjunto de España, entre dos tercios y un 80% de la 
población se autoidentifican como españoles, ya sea de manera exclusiva O 
mayoritariamente a través de la llamada (aunque se trata de una definición no 


exenta de problemas)? «identidad dual» regional/española (que no pone en 


cuestión la identidad nacional superior) 4 Los resultados no son muy diferentes 
en los últimos diez años, con la salvedad fundamental de la transformación 


producida en Cataluña.2 


Sin embargo, junto a estos resultados y según algunas encuestas, cerca del 
68% de los españoles no se autoidentifican como nacionalistas españoles, frente 


a un 29% que sí lo haría.£ ¿Significa ello, por tanto, que no deberíamos hablar 


más que en pasado de nacionalismo español?, ¿que la España constitucional está 
exenta de nacionalismo español? 


No hay que olvidar, por otra parte, que la idea de España como nación 
parcialmente fallida en la modernidad ha formado parte de los análisis 
académicos más relevantes desde los años sesenta en adelante, ya sea en la obra 
inmensamente influyente del sociólogo Juan José Linz, como en la historiografía 


que culmina en el debate sobre la débil nacionalización española.Z Cabe recordar 
que durante mucho tiempo solo desde las culturas políticas nacionalistas 


alternativas se hablaba de nacionalismo español. 2 


Pero, en mi opinión, al menos cinco elementos caracterizan el nacionalismo 
español desde 1978, que con matices, claro está, son compartidos por la 
izquierda y la derecha. En primer lugar, la incuestionable definición de España 
como nación, entendida como único sujeto de soberanía. En segundo lugar, un 
relato histórico que se basa en los lazos compartidos políticos y culturales de una 
experiencia común y anterior (objetivamente forjada por la historia) a la 


Constitución de 1978.2 En tercer lugar, la oposición a cualquier voluntad de 


secesión de los territorios que componen la nación. 40 A la vez que se afirmaría 


la españolidad de Gibraltar, Ceuta y Melilla. En cuarto lugar, la definición de la 
nación española no es solo de cariz cívico (frente a las definiciones de los 
nacionalismos alternativos), sino también cultural. En este sentido, la centralidad 
del nacionalismo lingúístico (al menos desde finales del siglo x1x) ha sido una 
premisa central. Las dificultades para aceptar la diversidad lingúística en el seno 
del Estado (una cifra relativamente estable del 40% de la población vive en 
territorios bilingijes) y su reconocimiento son la segunda cara de la misma 
moneda. El reconocimiento constitucional de la centralidad del español (y por 
consiguiente su función como lengua de prestigio) o el hecho de ser requisito 
para obtener la ciudadanía española son dos ejemplos de carácter institucional, 
pero deben completarse con la función simbólica del español como lengua 
«global» (la de los «trescientos millones») que permea el discurso de los medios 
de comunicación. En quinto lugar, cabría explorar la función de «enemigo 
interno» que juegan los nacionalismos catalán (y el desarrollo del 
anticatalanismo como discurso asociado) y vasco (especialmente agudizado por 
la acción de ETA) y que se desborda hacia el menosprecio y denuncia ante las 
demandas culturales asociadas. 


Se ha señalado la relativa invisibilidad y débil articulación política del 
nacionalismo español posterior a 1975 (y vinculada precisamente a la 
hiperinflación previa y deslegitimación anterior) como una característica 


excepcional del caso español. LL Probablemente así fue (aunque, por ejemplo, el 
francés es otro caso de nacionalismo invisibilizado) pero, como señala Xosé- 
Manoel Núñez Seixas, ello no es prueba alguna de su inexistencia. En mi 
opinión, sin embargo, debería valorarse también el hecho de que a partir de 
1975, el Estado que debía relegitimarse y que, en todo caso, se estaba 
refundando mantuvo el control en todo momento sobre la redefinición del marco 
territorialnacional (no olvidemos el estatus permanentemente minoritario del 
peso del electorado catalán y vasco en el conjunto). La visibilidad del 
nacionalismo español era irrelevante en el periodo de 1975-1977 e innecesaria 
en el fondo, a partir de 1978, cuando el Estado-nación ya estaba refundado. Su 


eficacia, por otra parte, se situaría en definitiva, en su banalidad. 12 


Se ha apuntado, sin embargo, que precisamente la existencia de un activo 
nacionalismo español (opuesto a los nacionalismos periféricos) y a la vez la 
debilidad y carácter divisorio de los símbolos nacionales introducirían matices a 


la posible definición como nacionalismo banal.13 Pero en realidad presencia 
activa y carácter banal no son contradictorios, pues son dos caras de una moneda 
que dependen de las coyunturas. De hecho, los individuos transitan de una forma 
de experimentación a otra porque están compuestas de la misma materia (la 
«identidad nacional»). 


En numerosas ocasiones se ha argumentado que la presión de las culturas 
nacionalistas alternativas habría provocado desde la transición en adelante la 
erosión e incluso el «olvido» de la idea de nación española por su identificación 
con el pasado franquista. Sin embargo, conviene destacar que fue la crisis de 
legitimidad del régimen la que abrió la puerta a las nuevas demandas y cambios. 
Como sucedió tras 1898 y de nuevo a partir de 1931, fue una crisis de 
legitimidad la que permitió una relectura (y abrió un nuevo horizonte de 
expectativas) del significado de lo nacional en España. 


Fue el propio régimen el que deslegitimó el discurso amparado por el modelo 
oficial del nacionalismo español, mientras que los nacionalismos periféricos son 
solo una parte de este proceso. Solo desde el cinismo más extremo se puede 
llegar a afirmar que «lo autonómico era más un problema de la clase política, de 
los políticos nacionalistas, por supuesto [...] ¿Por qué entonces la cuestión de las 
autonomías pasó a ser un problema importante que no estaba sin embargo entre 


las primeras exigencias de los españoles, ni siquiera en los territorios históricos 
donde tenía mayor arraigo, a convertirse en un problema urgente y perentorio?». 
Según Rodolfo Martín Villa: «Aquí, sinceramente, yo no encuentro otra 


respuesta ni otra explicación que la que se deriva del fenómeno terrorista». 14 


Teniendo en cuenta que el autor está exponiendo su experiencia como 
gobernador civil de Cataluña, el argumento no es solo insostenible, sino que 
revela el grado de improvisación que sintieron algunos de los protagonistas clave 
para el cual, precisamente, ellos no estaban advertidos. 


NACIONES PARA EL DESPUÉS DEL DESPUÉS DE UNA GUERRA 


En estrecha conexión con la tesis del «olvido» de la idea de España se ha 
señalado frecuentemente el posible efecto «desnacionalizador» que habría 
ejercido el franquismo. Sin embargo, ello solo tendría sentido si se estuviera 
aludiendo al alejamiento o limitada penetración del discurso nacionalista 
franquista, pero no respecto a una subyacente (auto)identificación con la 
identidad nacional española. Ningún indicador social de la década de los años 
setenta permite afirmar lo contrario y en ningún momento la adscripción de los 
ciudadanos a la identidad nacional parece haber estado en cuestión (excepto en 
el País Vasco y en menor grado Cataluña). En este sentido, creo que cabría 
matizar la tesis del fracaso del proyecto de renacionalización autoritaria 
franquista. En mi opinión ello es cierto en la dimensión «autoritaria» del 
proyecto pero no en su carácter (re)nacionalizador. Sin duda, convendría no 
ceñir el análisis a los mecanismos institucionales (educación, propaganda, 
ejército) utilizados por el franquismo, aunque incluso en estos se ha insistido en 
exceso en su «fracaso». Tal vez sirva como ejemplo señalar que a mediados de 
los años setenta entre un 60 y un 80% de la población de los territorios con 
lengua propia era incapaz de citar un hecho histórico o escritor en lengua propia 


(con la excepción del País Vasco). 12 


La castellanización excluyente promovida por el régimen franquista en la 
esfera pública y en la enseñanza es uno de los legados más duraderos y eficaces. 
En su conjunto, la consolidación (interrumpiendo los cambios introducidos en 
los años treinta) del desprestigio social de las demás lenguas tuvo enormes 
efectos al consolidar usos diglósicos. Además, reforzó el desconocimiento y los 
prejuicios lingúísticos en el conjunto del Estado (a pesar de que el 40% de la 
población vivía en territorios con otras lenguas), dificultando el respeto y 
reconocimiento de la diversidad y sentando las bases de un agresivo 


nacionalismo lingúístico,1€ 


En todo caso, también hay que prestar atención a otros mecanismos 
informales de nacionalización, incluyendo formas de nacionalismo «banal» del 
franquismo que cabría analizar con detalle. La esfera pública, los espectáculos 
(del cine al fútbol), las fiestas locales, el énfasis en las identidades regionales... 
estaban saturados de «españolidad». Y en absoluto en una dimensión 
estrictamente folclorizante o retrógrada. El «desarrollismo» franquista se hizo de 
la mano de un programa no menos españolista. De hecho, este «desarrollismo» 
permitiría la aparición de un nuevo modelo de consenso social que el franquismo 
ni había intentado ni había obtenido en momento previo alguno. No hay que 
olvidar que el crecimiento económico acelerado se convirtió en Europa, ya en la 
década de los años cincuenta, en una eficaz ideología legitimadora del 
Capitalismo. De lo que se trata, por tanto, es en todo caso de la «deslegitimación 
ideológica» del nacionalismo español (lo que significa que solo la derecha 
posfranquista dispuesta a no rechazar el legado ideológico podía asumir el 
discurso nacionalista). Pero no de sus efectos sociales, cuya identificación no 
debemos trazar de manera mecánica. 


Sin duda, este proceso de redefinición implicó una mutación de la naturaleza 
discursiva y de la presencia pública del nacionalismo español. Este experimentó 
un proceso de «ocultación» y pudo quedar subsumido en otras dinámicas. Pero 
es imposible separarlo de dinámicas de más largo alcance. La redefinición de la 
identidad nacional española producida durante la Transición reabsorbió los 
efectos sociales de la nacionalización los cuarenta años previos. No fue, ni pudo 
ser, desde una perspectiva de historia social, una tabula rasa. Presentar el 
«Olvido» de la nación como parte del «olvido» del franquismo puede ayudar a 
entender algunas de las características del proceso, pero resulta un planteamiento 
demasiado rígido y que deja fuera demasiadas variables de lo que cabe entender 
como «nación» (y como sentimiento de «pertenencia» a la nación, esto es, de 
identidad nacional). En mi opinión, no podemos pretender que exista una 
«desaparición» del nacionalismo español tout court y su discurso (y por lo tanto 
en sus efectos sociales). 


Sin duda, desde la perspectiva de las culturas políticas, el problema era cómo 
hacer uso y en qué grado del legado hiperinflacionario que la dictadura había 
dejado de la nación y la idea de España. Para la izquierda, el rechazo global al 
franquismo no implicó en absoluto desentenderse de un discurso sobre la 
identidad española, pero se incidió en una versión caracterizada por cierto 


reconocimiento de la diversidad y una voluntad de descentralización política. 
Para la derecha (y el «centro») posfranquista el legado fue no poco ambivalente, 
pues tuvo que combinar su propia versión nacionalista evolucionada con las 
demandas democráticas de autonomía, que le eran ajenas, así como 
reivindicaciones culturales. 


Desde inicios de los años sesenta, y con una fuerza y visibilidad creciente en 
el tardofranquismo, la visibilidad de las demandas y presencia social de los 
nacionalismos, catalán y vasco sobre todo (pero también gallego y valenciano, 
entre otros de menor visibilidad) se convirtió en un factor decisivo del escenario 
político, relegitimados por su oposición a la dictadura, lo que permitió su 
inserción en el conjunto de las culturas de oposición antifranquistas. 


No es fácil establecer unas pautas comunes en las demandas de las diversas 
culturas nacionalistas alternativas surgidas o reformuladas desde los años 
sesenta. De hecho, sus fundamentaciones teóricas eran muy diferentes: la 
distancia que hay entre la Vasconia de Federico Krutwig y Nosaltres els 
valencians de Joan Fuster, ambos aparecidos en 1962, es enorme. Además, 
tampoco pueden minimizarse sus propias diferencias internas, de las que el caso 
vasco es el ejemplo más visible, pero no el único. Pero, indudablemente, todos 
los movimientos nacionalistas alternativos abogaban, en su condición 
antifranquista, por una reformulación radical del marco político y por tanto de su 
organización territorial, lo que en la práctica significaba apostar desde posiciones 
federalistas a las independentistas, estas últimas minoritarias, pero no por ello 
menos activas. 


En realidad el problema de fondo era otro. Con singular presciencia, Juan 
José Linz señalaba ya en 1967 que de cara al futuro (aun añadiéndose otros 
movimientos en distintos territorios) el electorado de Cataluña y el País Vasco 
tendría un estatus permanentemente minoritario respecto al conjunto del 
electorado español, lo que le llevaba a concluir que «las elecciones de principio 
mayoritario no pueden resolver el problema de la autonomía local y de las 


demandas nacionalistas».12 Un estatus minoritario que, en contraste, no se 


correspondía con la fuerza económica de estos territorios, y en general con los 
que planteaban demandas de autonomía. De las diez provincias con mayor 
riqueza per cápita hacia 1975, solo Madrid no planteaba problemas 


identitarios.19 


Por otra parte, sería profundamente erróneo plantear la existencia de 
demandas nacionalistas alternativas como una anomalía española en el contexto 


de la Europa occidental del momento. Al revés, desde los años sesenta se asistió 
en este marco territorial a una nueva oleada de demandas políticas y culturales, a 


un «nuevo nacionalismo», 12 que afecta, sin ánimo de exhaustividad, a los 


movimientos bretón, corso, occitano, flamenco y valón, frisón, norirlandés, 
escocés y galés. Además, es imposible minimizar el hecho de que a finales de los 
años sesenta y desde los años sesenta, los debates en torno a procesos de 
descentralización o regionalización estaban muy presentes incluso en Francia, 
además de en Gran Bretaña. A principios de los años setenta Italia inició un 
proceso de implementación de su texto constitucional, y desarrolló por fin su 
modelo de Estado regional, un ejemplo que estuvo muy presente en los debates 
españoles durante la redacción de la Constitución. Bélgica modificó su estatus 
como estado federal en 1970. En realidad solo Portugal quedó al margen de este 
proceso (manteniendo como única peculiaridad la de las Islas Azores). Este 
nuevo nacionalismo responde, sin duda, a la reconfiguración de la relación de 
poder entre el centro y la periferia en los países europeos, en el marco del 
crecimiento económico de la Europa de posguerra, así como a la difusión de 
nuevas pautas de homogeneización cultural (de las que la televisión es la imagen 
más visible). Pero también cabe tener presente el auge de los movimientos de 
descolonización en África y Asia, y la oleada revolucionaria en América Latina, 
que frecuentemente encontraron eco en Europa. Asimismo, cabe no olvidar el 
clima cultural e ideológico que fraguó en torno a lo que 1968 representa como 
símbolo. La redefinición de las pautas de participación social y democrática, las 
nuevas políticas de la identidad y, en fin, el convencimiento de que «lo pequeño 
es hermoso» coadyuvaron a la nueva manera de entender las identidades 
colectivas de las naciones sin Estado. 


HORIZONTES DE EXPECTATIVAS ANTE LA CUESTIÓN NACIONAL 


Durante mucho tiempo, parece haber sido casi un lugar común que la 
identificación del españolismo con el franquismo habría llevado a la izquierda 
española a un inopinado apoyo a las demandas de los nacionalismos periféricos, 
algo ajeno a sus tradiciones y que a la postre obligaría a una rectificación 


inevitable.20 Sin embargo, esta argumentación puede incurrir en un grave 
anacronismo si se descontextualiza el significado que la redefinición de los 


planteamientos nacionales e identitarios tuvo en el marco de la lucha 


antifranquista y ya en los primeros años de la Transición.21 


En vez de presentar las opciones federales o federalizantes, puesto que esta 


era la formulación más repetida, así como la frecuente referencia al derecho de 
autodeterminación (que nunca fue defendido como sinónimo de secesión o 


«separatismo»22), simplemente como una suerte de aberración respecto a la 
trayectoria histórica de la izquierda española, sería mejor interpretarlas en los 
términos en los que se hizo en el momento, como sinónimo (parte de un mismo 
campo semántico, podríamos decir) de descentralización y de derecho a la libre 
formulación de un marco territorial común. Ningún lenguaje político puede 
entenderse al margen de su contexto de enunciación y recepción. Ciertamente, 
conceptos como el de autodeterminación se habían prestigiado entre la izquierda 
en el marco de las luchas de liberación anticolonial de los años sesenta, como 
tantos otros elementos de la misma procedencia. Pero no se trataba de simple 
mimetismo, sino de traducción al contexto de la lucha contra el franquismo y su 
estructura económico-social. En este sentido, además, es importante señalar que 
se trataba de propuestas planteadas en el seno del programa de «ruptura 
democrática» que construyó la izquierda, y no elementos accesorios. Asimismo, 
no debería olvidarse que la adopción de algumas de estas propuestas era el 
resultado de la colaboración de las fuerzas de la izquierda con otras 
sensibilidades en el día a día y no una mera elucubración abstracta, en la lucha 
por la democracia, como sucedía en la Assemblea de Catalunya, donde el 
componente catalanista era una pieza clave. 


El PCE fue el primero en plantear doctrinalmente la apuesta por un marco de 
descentralización y reconocimiento del derecho a la autodeterminación. Pesaba 
en ello la memoria del legado del periodo republicano y en todo caso la 
estructura del partido fue singular al coexistir en su seno el PpSUucC (que ejerció de 
verdadero motor para la aceptación de muchas propuestas del catalanismo) así 
como los partidos comunistas de Euskadi y Galicia. Ciertamente, hasta fechas 
muy tardías las propuestas no iban más allá de los tres territorios vinculados al 
pasado de autogobierno adquirido en la República, mientras que el resto quedaba 
inserto en una vaga concepción descentralizadora (que recogía la distinción entre 
nacionalidades y regiones). En un escrito de finales de 1970 que sintetizaba la 
posición del PCE, Dolores Ibárrruri señalaba que: «Existen problemas muy 
específicos como los de Navarra, Valencia, Baleares y Canarias a los que habría 
que dar en ese marco una solución que corresponda al derecho de sus habitantes 


libremente expresados».22 Pero, por ejemplo, respecto al País Valenciano, la 
concreción era escasa. Cuatro años antes, mientras se elaboraba la importante 
obra Un futuro para España: la democracia económica y política no se incluyó 


ninguna referencia específica al País Valenciano a pesar de que se había enviado 


abundante información al respecto. 24 


Santiago Carrillo en el importante informe al Pleno del Comité Central, en 
Roma, de 1976, había destacado cómo quedaba definitivamente anudada la lucha 
por la democracia con las luchas por la autonomía y la descentralización. En 
segundo lugar, destacaba el uso de la fórmula de «nacionalidades» y la 
distinción, por tanto, entre nacionalidades y regiones. Su uso no era una novedad 
aunque lo cierto es que los comunistas españoles habían hablado sobre todo de 
un Estado «multinacional», donde tendrían cabida diversos «pueblos» e incluso 
se había llegado a utilizar la expresión de núcleos nacionales. ¿Qué significado 
preciso cabría atribuir a esta fórmula ahora? La respuesta no es nada sencilla. Tal 
vez todos sabían a qué se referían al utilizarla, pero el terreno de la definición 
resultaba mucho más elusivo. Carrillo parecía haberla usado como sinónimo 


exacto de nación en 1958,2 pero las cosas parecían ahora ser más complejas.28 


En 1975, Jordi Solé Tura, reflexionando sobre el catalanismo (y en concreto 
sobre Prat de la Riba) señalaba que «el análisis del concepto de “nación” y de 
“nacionalidad” debe centrarse en el proceso histórico de formación, 


consolidación y transformación de un determinado bloque de clases sociales».22 


Esta afirmación se insertaba, en definitiva, en el marco de una reflexión de neta 
inspiración marxista sobre la cuestión nacional. Un año después, al traducir el 
texto al catalán (pero con un significativo cambio en el título del artículo, pues el 
énfasis pasaba de la nación precisamente a la nacionalidad) el autor le añadió 
una nota a pie de página adjunta al concepto de «nacionalidad», que decía «Si 
s'admet una diferencia substancial entre tots dos conceptes, la dualitat de 
terminología pot servir per a distinguir la plenitud o la manca de plenitud del 


poder polític estatal. Per aixó prefereixo parlar de “nacionalitat catalana”»,28 


Curiosamente hallaremos pocos textos más de Solé Tura, al margen de esta 
simple nota, que nos ayuden a entender el significado de una distinción de tanta 
trascendencia. Por ella podemos suponer, por tanto, que para el autor una 
«nacionalidad» es un determinado estadio (un proceso histórico, con un 
determinado bloque de clases sociales en acción) de una comunidad en función 
de su relación con la «plenitud» del poder político que representa el Estado. 
¿Existe entonces una distinción de base (en su «entidad», en su fundamentación 
o definición identitaria) entre una nación y una nacionalidad? ¿O se trata solo de 
un grado en un desarrollo (prefijado o no)? A la postre (como se evidenciaría en 
el debate constitucional) la clave no era tanto si ambas nociones eran idénticas, 


como resultó bastante aceptado, sino si la de nacionalidad daba lugar a derechos 
(o permitía aspiraciones) de soberanía similares, lo que resultó ampliamente 
rechazado tanto por la izquierda como por la derecha españolas. 


En todo caso, en el texto del informe de Carrillo pronunciado en Roma en 
1975 se señalaba cómo «El Partido Comunista, que defendió siempre el derecho 
de autodeterminación de los pueblos de España, considera este hecho, en su 
conjunto, no sólo como una realidad insoslayable, que ninguna violencia podría 
contener a medio plazo, sino también como un factor extraordinariamente 
positivo para el futuro democrático y socialista del país». La propuesta 
comunista sería explicitada ahora como la apuesta por un Estado federal. Pero se 
añadía inmediatamente que «España será tanto más fuerte cuanto más libres sean 
los pueblos que la componen». Es más, se añade, «la condición para que España 
permanezca unida es la liquidación del centralismo arbitrario y la construcción 
en común, libremente, de un, por todos los pueblos, de un Estado de tipo 
federal». La «unidad», por tanto, aparece como horizonte indispensable, y 
estrechamente unido a las demandas federales. Además, y con enorme fuerza 
argumentativa, se señalaba que «cuando hablamos de la España futura, lo 
hacemos porque para nosotros España es una realidad, a la que nos sentimos 
adheridos; es la comunidad en la que históricamente hemos convivido todos; en 
la que se han creado lazos económicos, sociales, culturales, humanos, que son 
también un hecho, que diferencia a España de otros Estados». Se añadirá, 
además, el convencimiento de que «España es un producto de la historia mucho 
más rico, delicado y plural de lo que quieren hacernos creer los fanáticos del 
uniformismo». La centralidad de la premisa para los comunistas españoles 
estaba clara, no menos que su firme creencia en la existencia de un «hecho» 


nacional español.22 


En el fondo, se impone una cierta sensación de imprecisión respecto al 
modelo que seguir más allá del enunciado fuerte del federalismo. Algo que es 
extensivo al PSOE, que además ni siquiera tenía una estructura claramente 
organizada por territorios históricos. En el IX Congreso de 1964 se llegó a 
incluir una declaración anexa en que se apelaba a una «Confederación 
republicana de nacionalidades ibéricas», pero hasta 1972, en el XII Congreso, no 
ganó Carta de naturaleza el análisis del llamado «problema de las 
nacionalidades», y ya claramente en 1974, en el Congreso de Suresnes, donde 
además se consagró la fórmula de las «nacionalidades y regiones», que no tenía 
precedentes en el socialismo español, además de la defensa del derecho de 


autodeterminación.20 El retraso respecto al PCE era claro. Pero desde luego, era 


mayor en otras fuerzas de la izquierda socialista española, como el psp, 21 cuya 


Comisión Nacional en 1974 se limitaba a afirmar que «reconoce la personalidad 
política de las comunidades histórica, económica y culturalmente diferenciadas, 
que constituye el Estado español» y defendía que una vez restaurada la 


democracia «las comunidades podrán definirse libremente al respecto».22 Al 
año siguiente, sin embargo, se defendía explícitamente el derecho de 
autodeterminación de las «nacionalidades y regiones», sin mayores 


concreciones.29 


Aunque, en realidad, en los documentos de la Junta Democrática, impulsada 
por el PCE, las demandas aparecían bastante más moderadas. Así, en la primera 
declaración de la Junta en julio de 1974, se propugnaba un punto noveno que 
hablaba tan solo del «Reconocimiento, bajo la unidad del Estado español, de la 
personalidad política de los pueblos catalán, vasco, gallego, y de las 
comunidades regionales que lo decidan democráticamente», sin mención alguna 


a la multinacionalidad o al derecho de autodeterminación.24 


La Plataforma de Convergencia Democrática que agrupaba al PSOE y a 
Izquierda Democrática en septiembre de 1975 pedía «El pleno, inmediato y 
efectivo ejercicio de los derechos y de las libertades políticas de las distintas 
nacionalidades y regiones del Estado Español» sin mención explícita al derecho 


de autodeterminación.22 


Los documentos unitarios posteriores de la Platajunta y otros organismos 
continuaron en la misma estela. Es el caso del que fue acordado en Valencia en 
septiembre de 1976, que reconocía las aspiraciones a «Estatutos de autonomía de 
las nacionalidades y regiones que las reivindiquen», con el restablecimiento 
provisional de la autonomía de Cataluña, Euskadi y Galicia, y de nuevo sin 
mención explícita al derecho de autodeterminación. Pero lo cierto es que incluso 
esta formulación fue revisada a la baja por presiones, entre otros, del PSOE y del 
PSP. Aunque con pocos cambios en la formulación del documento de creación de 
la llamada Plataforma de Organismos Democráticos del 23 de octubre de ese 


mismo año, una tendencia más pragmática parecía imponerse.26 De aquí iba a 


surgir, por tanto, la posición de negociación con Suárez, de la conocida como 
comisión de los nueve. Sin embargo, en la reunión preparatoria de noviembre de 
1976 se planteó una formulación algo distinta al proponerse el «Reconocimiento 


de la necesidad de institucionalizar políticamente todos los países y regiones 
integrantes del Estado español y de que los órganos de control de los procesos 


electorales se refieran también a cada uno de sus ámbitos territoriales».22 Había 
desaparecido el concepto de «nacionalidades». De hecho, la formulación inicial 
era todavía menos comprometida pues señalaba simplemente que «al establecer 
los órganos de control (del proceso electoral) se tendrá en cuenta el necesario 
reconocimiento de la personalidad de todos los países y regiones integrantes del 
Estado español». Según parece, por la presión de algunos representantes 


Catalanes y valencianos se acordó el redactado final, 38 


La delegación de la comisión de los nueve que se reúne con Suárez en enero 
de 1977 planteaba un escenario y un léxico diverso. Aludía a las nacionalidades 
Catalana, vasca y gallega y hablaba a la vez de «países y regiones», así como de 


plurinacionalidad e incluso de «plurirregionalidad».29 


En todo caso, Suárez difícilmente podía, antes de las elecciones, ni quería 
mojarse. No olvidemos que en la declaración de su toma de posesión como 
presidente del Gobierno del verano de 1976 Suárez lo más que había precisado 
era que «El Gobierno, consciente de la importancia del hecho regional, reconoce 
la diversidad de pueblos integrados en la unidad indisoluble de España. Su 
política a este respecto es la de facilitar la creación de las leyes, de aquellos 
instrumentos de decisión y representación que propicien una mayor autonomía 
en la gestión de sus propios intereses y en desarrollo de los valores peculiares de 


cada región» 40 


En todo caso, la denuncia del españolismo franquista nunca implicó ni en los 
discursos políticos ni en la elaboración de imaginarios culturales por parte de la 
izquierda, la negación de la idea y realidad (lo que implicaba su historia) de 
España, ni por supuesto de su futuro fundamento institucional y ámbito 


territorial. Los partidos de la izquierda hicieron siempre un gran esfuerzo por 
explicar que incluso las propuestas federalizantes no implicaban una negación de 
la idea de España. En mi opinión, en partidos como el PCE, y aun más claramente 
en partidos con menos tradición en este aspecto, el problema era más bien que el 
paso de concepciones centralistas a realmente federalizantes (con la excepción 
del PSUC) era aún relativamente reciente y por tanto menos consolidado de lo que 
podría parecer. 


En todo caso, el énfasis en ciertas formulaciones doctrinales fue declinando 
sobre la cuestión nacional, como sobre otros muchos aspectos del programa de 


ruptura, a medida que avanzaba el calendario político. Lo mismo sucedería con 
las propuestas federalistas. Porque, por supuesto, una vez iniciado el debate para 
la redacción de una Constitución, todo iba a cambiar. Consciente la izquierda de 
estar en minoría, su línea de actuación se orientó hacia la consecución de unos 
regímenes realistas de «autonomías». No menos, pero tampoco más. Justo es 
decir que tampoco «desde abajo» sus electores y bases los castigaron por ello, o 
exigieron rectificaciones. De hecho, antes incluso de formarse la ponencia 
constitucional el PCE, en documento redactado en el verano de 1977 por Jordi 
Solé Tura, ya señalaban que no iban a pedir la inclusión del concepto «Estado 
federal» en la futura Constitución, ya que consideraban el federalismo un 


horizonte de llegada, no un punto de partida. 42 Lo mismo cabría decir del PSOE. 


Por lo que respecta a la derecha española, cabría distinguir dos posiciones, 
por una parte la de la amalgama que acabó aglutinada en ucp (en síntesis 
inestable de planteamientos democratacristianos, tibiamente socialdemócratas o 


liberales) y la de Alianza Popular. 43 Además, claro está, de la posición de la 
extrema derecha estricta, que podemos simbolizar en la Fuerza Nueva de Blas 
Piñar y sus aledaños. En este último caso, las posiciones defendidas eran 
herederas directas de las de la dictadura, lo que supuso una defensa cerrada del 
nacionalismo español excluyente como su rasgo básico. 


En mi opinión, en su conjunto la derecha española se caracterizó por la 
improvisación a la hora de defender sus posiciones respecto a la nueva 
articulación del Estado y las demandas de los nacionalismos periféricos. 
Ciertamente, desde los años cincuenta el Estado franquista había venido 
debatiendo (dejando al margen su regionalismo retórico y folclorizante) planes 
de regionalización, al menos económica. Sin embargo y a pesar de una cierta 
abundancia de congresos institucionales y papel impreso, el bagaje disponible de 
cualquier forma articulada de un programa de «descentralización» (aunque fuera 
local, un tic que parece heredado de la Restauración y que fue de hecho el 
motivo de la última ley aprobada antes de la ley para la reforma política) era 


muy pobre. 44 


Para el influyente grupo de los autores que firmaban bajo el nombre de Tácito 
(muchos de los cuales acabarían en UCD), que por cierto dedicaron una escasa 
atención al asunto, se trataba sobre todo de una propuesta de descentralización 
con un horizonte económico, de desarrollo regional (en el fondo un modelo de 
Estado regional en absoluto federal), evidentemente heredero de los proyectos 
tecnocráticos y sus polos de desarrollo. Para Tácito: 


España no puede ser una simple suma de provincias arbitrariamente 
creadas, sino una unidad armónicamente regional en la que existe un 
pasado común, aunque diferenciado, y una vocación de presente y futuro 
solidaria. La región es, por tanto, para nosotros una entidad natural de 
carácter político con un ámbito existencial, cultural, jurídico y económico 
propio. Pensamos que el reconocimiento del hecho diferencial de los 
pueblos que componen el Estado español supondría un elemento positivo 
en el reforzamiento de la estructura político-administrativa común. Ahora 
bien, el reconocimiento de la personalidad regional comporta un 
sentimiento de solidaridad entre todas las regiones, la obligación de 
planificar el conjunto nacional con sentido de una más justa distribución de 
los bienes comunes y el compromiso de atender de modo especial a las 
regiones más deprimidas, estableciendo un nuevo equilibrio económico y 
social sobre bases equitativas. 


Como coda a este programa orgánico-regionalista se añadía que «Mantener 
indefinidamente la división territorial actual supondría seguir viviendo sobre la 
artificiosa parcelación provincial originada en las concepciones geométricas de 
la revolución francesa, que tan negativamente ha influido el funcionamiento del 
sistema político-administrativo, fomentando una permanente tensión centro- 


periferia». 42 


Tal vez algo más de concreción tenía el programa de reforma política del 
grupo GODSA, impulsado por Manuel Fraga, que en 1976, y en medio de 
inmensos recelos y cautelas, y el rechazo explícito a una propuesta federal, 
proponía un modelo de «Estado regional» y de regionalismo, probablemente más 


ambicioso que el que después defendería Fraga 40 En realidad se parecía más al 
que acabó aceptando UCD. 


Evidentemente ante la Comisión de los nueve y sus demandas federalistas, en 
enero de 1977, Suárez tenía poco concreto que ofrecer y menos aun que aceptar. 
El primer Gobierno Suárez hizo frente a las demandas de autogobierno 
procedentes de Cataluña y de Euskadi, sin tener un programa de actuación 
coherente, y menos aun lo tenía para el resto de los territorios. Aunque J. M. 
Otero Novas ha señalado que en la Semana Santa de 1977 en el proyecto de 
Constitución preparado por la Secretaría Técnica de Presidencia se incluía una 
propuesta de generalización de un marco autonómico, con tres territorios de 


régimen especial, 42 en el estudio encargado ese mismo año por el Ministerio de 
Presidencia se optaba por una vía generalista para las autonomías regionales, un 


trabajo coordinado significativamente por un discípulo de García de Enterría. 48 


En gran manera la ucp fue a remolque, pero maniobró para poder controlar la 
situación y así quien no tenía programa marcó la agenda. Frente a la propuesta 
inicial de la izquierda española y de los nacionalismos catalán y vasco, para UCD 


(para el complejo conglomerado que acabó siendo este partido)42 la idea de la 
generalización sin federalismo de los proyectos autonómicos que propugnó 
públicamente García de Enterría en septiembre de 1976 había resultado ser, en 
efecto, muy atractiva. Se trataba de una propuesta de matriz orteguiana donde el 
autor distinguía el «nuevo regionalismo» cuasitecnocrático del que denominaba 
tradicional y que endosaba, sin más, al tradicionalismo (lo que implicaba una 
notable incomprensión de las demandas culturales específicas). Vale la pena 
insistir en que García de Enterría basaba parte de su reflexión en el modelo 
derivado del «Informe Kilbrandon» de 1972, encargado por el Gobierno 


británico para regular una posible devolution para Escocia y Gales.0 El informe 
proponía un modelo no federal, una muy limitada capacidad fiscal autónoma y 
en el fondo una capacidad política de alcance limitado. Con todo era un informe 
confuso en sus propuestas, que planteaba soluciones desiguales para Escocia y 


Gales y no contemplaba ninguna articulación para Inglaterra.21 Su legado fue 
ambivalente y sus recomendaciones demasiado vagas, y en todo caso 
irrelevantes cuando en 1979 sendos referendos bloquearon en Escocia y Gales el 
proyecto de descentralización. 


En todo caso, la actuación de Suárez y de la UCD, especialmente tras las 
elecciones de junio de 1977, fue en gran medida pragmática e incluso 
oportunista, como lo prueba la negociación para el retorno del presidente Josep 


Tarradellas y el restablecimiento de la Generalitat.22 La apertura del proceso 
constituyente (una vez que Suárez abandonó la idea de encargar no a las Cortes 
sino a un comité de expertos o al ministro de Justicia la elaboración de un 
proyecto) reveló finalmente la complejidad e inestabilidad de la posición de UCD. 
Con su mayoría en la ponencia constitucional y en el pleno del Congreso la UCD 
determinó el resultado final, a pesar de importantes diferencias en su seno (pues 
entre Miguel Herrero de Miñón, Manuel Clavero Arévalo, Antonio Fontán o 
Rodolfo Martín Villa, por citar tan solo unos ejemplos relevantes, las diferencias 
eran notables). 


Ante las elecciones de junio de 1977 la coalición UCD integraba entre sus 
doce formaciones a partidos regionalistas (ciertamente sobre todo plataformas de 
élites y clientelas locales) como el Partido Social Liberal Andaluz, de Manuel 
Clavero, el Partido Gallego Independiente, de José Luis Meilán, Acción 
Regional Extremeña, de Enrique Sánchez de León, Acción Canaria, de Lorenzo 


Olarte, y Unión Demócrata de Murcia, de Pedro Pérez 23 Además, algunos 
partidos integrados, como el Partido Popular, contaban con figuras vinculadas a 
propuestas más o menos «regionalistas», como el caso del valenciano Emilio 
Attard. 


En realidad no fue extraño que, como en el caso valenciano (y también en 
Cataluña), inicialmente hubiese figuras que iban más allá del regionalismo, 
como Joaquín Muñoz Peirats, o de talante abiertamente nacionalista, como 
Francesc de P. Burguera (ambos elegidos diputados en la primera legislatura). 
Tras las elecciones de junio se acabarían integrando además gentes procedentes 
de partidos nacionalistas como Unió Democrática del País Valencia (partido que 
formó parte de Equipo Democratacristiano y que no obtuvo representación 
parlamentaria). En un principio, por tanto, y en un territorio tan sensible como 
era O podía ser el País Valenciano para el conjunto de la arquitectura identitaria 
del Estado, la UCD tenía una configuración más abierta de lo que acabaría por 
representar. Porque el endurecimiento de su discurso tuvo lugar precisamente 
para torpedear la evolución de las demandas autonomistas valencianas. Es algo 
más que una casualidad que Fernando Abril Martorell y Manuel Broseta 
(secretario de Estado de asuntos autonómicos) además de Emilio Attard fueran 
valencianos que ocuparon cargos decisivos, ya que ellos fueron responsables de 
desencadenar en Valencia un atroz anticatalanismo, y un frenazo del proceso 
autonómico en el conjunto de España. 


En realidad, aun a inicios de 1978 la uCD estaba «sin proyecto autonómico», 


en palabras de Emilio Attard.24 En el documento ideológico consensuado en 
enero de 1978, ucp se definía como «partido nacional» y proponía el 
«reconocimiento de la región» (o también la autonomía «para las diversas 


realidades y pueblos de España») sin mayores concreciones.22 


Con las excepciones que hagan al caso, no hay que olvidar que por 
procedencia geográfica y formación biográfica (por ejemplo de los presidentes 
Suá-rez o Calvo Sotelo) ante los planteamientos políticos o culturales de la 
periferia la incomprensión era notable. En palabras de Rafael Arias Salgado, «en 


nuestra generación éramos casi todos jacobinos y centralistas».2£ No solo en la 
UCD, Cabría señalar. La aceptación de la inevitabilidad de la voluntad de 
autogobierno procedente de las fuerzas políticas y sociales de Cataluña y 
Euskadi (a las que se añadió Galicia) obligó a concretar respuestas. Aunque el 
rechazo a una solución federal sí fue homogéneo, el partido de Suárez oscilaría 
entre asumir cierto grado de excepcionalidad o la generalización del marco 


autonómico (algo que defendía el propio Suárez).22 


DOS BORRADORES Y UN DESTINO (INDISOLUBLE) 


El testimonio, el juicio, es ya definitivo. «El título vir de la Constitución no 
es, desde luego, un modelo de rigor jurídico», afirmó Jordi Solé Tura. «Es un 
Título desordenado y algunos de los problemas fundamentales —como el de la 
distribución de competencias—-están resueltos de manera deficiente. La 
explicación de esto es fácil de comprender. Ningún otro Título de la 
Constitución se elaboró en medio de tantas tensiones, de tantos intereses 
contrapuestos, de tantas reservas y, en definitiva, de tantos obstáculos. El 
consenso peligró en muchas ocasiones, pero en ninguna como en el caso de las 


autonomías». 29 


En un trasfondo de vacilaciones y presiones empezó su trabajo la comisión de 
ponentes encargada de elaborar un proyecto de Constitución. La primera 
redacción (que partía del implícito de la puesta en marcha con rapidez de los 
marcos preautonómicos), finalizada en diciembre de 1977, de lo que sería el 
título VI proponía una homogeneización de la configuración del Estado de las 
autonomías, igualando las vías de acceso, frente al modelo que sería perfilado a 
partir de la propuesta de la Comisión Constitucional de antes del verano. En la 
primera redacción, según José Luis Meilán (que participaría de manera decisiva 
en la redacción y negociación posterior), 


el actual preconsituyente no es neutral; quiere un Estado regional, pero con 
un punto de precaución o de cuquería no lo declara. El constituyente 
republicano del 31 resulta más sincero y más prudente. No impuso la 
autonomía a nadie, ni la reconoció sólo a unos pocos, ni impidió que 
cualquiera que aspirase a ella la obtuviese. El anteproyecto, por el 
contrario, generaliza oblicuamente la fórmula, la impone sutilmente, 
siguiendo el impulso de la carrera hacia las «preautonomías» que estamos 


presenciando. Parece como si esta generalización del fenómeno 
autonómico pretendiese diluir la intensidad de unos casos singulares cuyo 
tratamiento diferencial corriese el riesgo de ser presentado como 


privilegio.29 


Es significativo señalar que Peces Barba entendía que la generalización de las 
autonomías era una forma de «Estado regionalizado» y que esta era la traducción 


de «federalismo funcional y orgánico» del psor QU Aunque el PSOE terminó 
apoyando la propuesta de diferenciación territorial final (subsumida en un 
modelo de más largo alcance y tras un acuerdo con UCD ya en la Comisión del 
Congreso), parece claro que, con mucho, la propuesta generalista inicial era la 


preferida por Peces Barba.01 


Para el ponente Miquel Roca, en el primer anteproyecto «se otorga a 
territorios sin conciencia de identidad nacional un mismo tratamiento que a unas 
nacionalidades muy consolidadas», pero lo cierto es que su valoración no era 
aparentemente negativa, pues, de manera algo optimista afirmaba incluso que el 


borrador reconocía la «plurinacionalidad» de España.2 


Tras el primer anteproyecto de Constitución de diciembre, y en un proceso de 
confección más amplio y complejo —entre otras cosas por las tensiones internas 


en UCD que acabaron con la marginación de Herrero de Miñón, por ejemplo—,93 


«tumultuoso», de idas y venidas y reuniones secretas, en la versión del título VIH 
que pasaría a ser votada en la Comisión Constitucional, ucD (de acuerdo 
finalmente con la minoría catalana pero también con representantes catalanes de 


PSOE y PCE, aunque no por los mismos motivos) 24 había acabado por proponer 
una vía diferenciada de acceso a la autonomía, la que entraría finalmente en el 


redactado del artículo 151.82 Se trataba, sin duda, de una vía pensada para 
Cataluña, País Vasco y Galicia, aunque dejaba la puerta abierta a otros 
territorios, como en efecto sucedería, de manera no claramente planificada y que 
generalizaba a la baja, en principio, pero no en su horizonte o techo final, al 
resto. En uno de los primeros comentarios sistemáticos de la Constitución, Óscar 
Alzaga ya defendió que el título vi, y en concreto el artículo 151, estaba 
pensado como una expresión de singularidad para Cataluña, País Vasco y 
Galicia, de manera que se les garantizaran sus demandas sin impedir a otros en 
el futuro seguir un camino parecido, si así lo deseaban. Según Alzaga, el texto 
constitucional era «casi federalista para Cataluña y el País Vasco», 


moderadamente  regionalizable para otros «pasando por situaciones 


intermedias».2£ Por ello, en la ponencia del congreso de UCD de octubre de 1978 
se argumentó que «la autonomía, concebida como derecho, no conduce a un 
Estado plenamente regional, dado que es posible que parte del territorio esté 


constituido en Comunidad autónoma y parte no».07 


Parece ser que la idea de plantear la celebración de un referéndum, el 
endurecimiento de las mayorías necesarias y conformación como ley orgánica, 
todo con la voluntad de dificultar y hacer más excepcional esta vía, fue de 


Fernando Abril.€4 Aunque es difícil creer que a esas alturas del proceso (y 
procedimiento) general de negociación no contara con el aval de Alfonso 
Guerra. Miquel Roca y Solé Tura consiguieron que, a diferencia de lo sucedido 
con el Estatuto de 1932, el procedimiento de aprobación sometiera el mismo 


texto al electorado y cámaras general y autonómica. 09 


Por la naturaleza misma del proceso constituyente (enmarcado en una 
evolución tutelada desde las estructuras jurídicas del régimen anterior) la 
insistentemente presente afirmación de la «indisolubilidad» de la unidad 
nacional estableció un límite jurídico y simbólico al terreno de juego de la propia 
descentralización. Es lo que sucedería, precisamente, en el proceso de redacción 


del artículo segundo. 4 Entre la primera redacción y la definitiva, como es bien 
sabido, el derecho a la autonomía pasó de ser fundamento de la Constitución a 
reconocida por esta, mientras con marcial soniquete se remachaba, por fin, la 
inclusión de la «indisoluble» unidad y aparecía la idea de nación española en su 


redactado, algo escrupulosamente evitado en el primer borrador. 22 


Con todo, en la redacción de este artículo (aunque de manera significativa 
quedó eliminado del título vr, donde estuvo inicialmente presente) la inclusión 
del término nacionalidades junto al de regiones, a propuesta de Miquel Roca, 
puede considerarse un logro del nacionalismo catalán y del conjunto de la 
izquierda (pues en UCD era un término visto con enorme dificultad ante casi 


insondables presiones extraparlamentarias).22 De hecho, algún ponente, como 
Gabriel Cisneros, ha llegado a afirmar: «Quizá el reproche que yo me sigo 
haciendo y que podemos hacer a la posición de los ponentes de la UCD es que el 
término de nacionalidades se entregó demasiado pronto, prácticamente en 
algunas de las primeras reuniones de la ponencia, cuando hubiera sido una 
prenda de negociación valiosísima, aunque hubiera podido entregarse oO 
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reconocerse al final».4? Casi sobran las palabras. 


Aunque en la práctica inmediata ello no implicaba nada demasiado concreto, 
teóricamente —y por tradición— quedó claro en los debates constitucionales que 
se equiparaba a nación y que aunque sin carga soberana efectiva sí tenía una 


fuerza simbólica clara4 En realidad, quedó en el terreno de lo implícito 
(ampliamente entendido así en su momento, desde luego) que este concepto se 
refería concretamente a Cataluña y Euskadi y tal vez a Galicia. En el documento 
político del primer congreso de UCD, de octubre de 1978, se afirmaba que: 


Para UCD la contraposición entre nacionalidades y regiones no conduce al 
establecimiento de regímenes autonómicos diversos para unas y otras. El 
término de nacionalidades significa un mayor y más intenso sentido de 
autoidentificación, de una más amplia conciencia del hecho diferencial, 
detectable, por lo general, por el sentimiento reivindicativo y restitutorio de 
instituciones propias, por la existencia de una cultura y de una lengua de la 
Comunidad. 


Por su parte, Gregorio Peces Barba, ante el Pleno del Congreso defendió el 
término, frente a la posición excluyente de Federico Silva. Pero su intervención 
tenía un doble filo. Para Peces Barba: «la existencia de España como nación no 
excluye la existencia de naciones en el interior de España; 
nacionescomunidades, no debe llevarnos a una aplicación rígida del principio de 
las nacionalidades tal como se formuló por los liberales en el siglo xIx, de que 


cada nación debe ser un Estado independiente».Z2 De esta manera, defendía a la 


vez la pluralidad nacional, encubierta en la fórmula «nacionalidades», tanto 
como la vaciaba de sentido de cara al cuestionamiento (por parte de esas mismas 
nacionalidades) del Estado que la Constitución iba a instituir. Y es que, por muy 
sorprendente que haya podido parecer después, en el periodo constituyente 
afirmar que además de la Nación común existían en su seno «otras identidades 
nacionales» era moneda común (excepto en AP), aunque su valor de cambio 


fuese más dudoso..€ 


Ciertamente, la izquierda cedió (en realidad ya había cedido antes) en la 
defensa del derecho de autodeterminación (defendida finalmente en la Comisión 
Constitucional solo por Francisco Letamendía y con el voto del pNv, que de 
todas formas no quería incorporarla a la Constitución) y sobre todo en la defensa 


explícita del federalismo. Creer, como hicieron socialistas y comunistas ya en el 
proceso de aprobación final de la Constitución y han hecho después, que el 
modelo adoptado era en el fondo federal y por tanto se cumplimentaron sus 
planteamientos originales es algo que responde a otras lógicas que poco o nada 
tienen que ver con el estudio de lo que sucedió. 


Pero, ciertamente, AP se dedicó a tronar contra la inclusión del término 
nacionalidades, consiguiendo crear no poco ruido en el marco de una continuada 
denuncia de los «excesos» descentralizadores y la amenaza a la unidad de 
España. Es bien significativo que, a propuesta de un diputado valenciano de AP, 
Alberto Jarabo Paya (que fue de los que ni siquiera votó finalmente a favor de la 
Constitución), pero secundada por la mayoría de las Cortes, se prohibiera 
explícitamente —como ya sucedía en la Constitución de 1931-— la federación de 
comunidades autónomas. En realidad esta enmienda, convertida en el artículo 


145, estaba dirigida a impedir una posible federación de los Países Catalanes.2 


No hay que olvidar que el anticatalanismo fue una estrategia acerbamente 


defendida por AP tanto como por la UCD valenciana. 2 No obstante, como 
señalaron Soledad Gallego-Díaz y Bonifacio de la Cuadra el «consenso UCD- 
PSOE impidió avanzar todo proyecto de institucionalización de los “Paisos 


Catalans”» 29 


Para Fraga, «La cuestión de las nacionalidades no es una cuestión semántica. 


Es el ser o no ser de España» 20 La denuncia del título vii y la amenaza a la 
unidad fueron, en efecto, poco menos que obsesiones en los textos doctrinales 


que Fraga publicó desde 1977 y durante los años ochenta.4L 


En realidad, se sentaron ahí las bases para un legado ambivalente en la 
derecha española que Manuel Fraga acabaría por refundar tras el hundimiento de 
la UCD (muchos de cuyos cuadros pasaron a Ap, entre ellos destacadas figuras del 
proceso constituyente, como Herrero de Miñón o Gabriel Cisneros). Para el PP la 
«defensa» de cierta idea de España permanentemente amenazada sería un ideal 
regulador inmutable. Alianza Popular trató de hegemonizar el sentido de 
españolidad, presentándose como su voz auténtica, lo que le permitió nuclear un 
nacionalismo español de amplio alcance social y muy hostil a las amenazas 
«separatistas». Durante los años ochenta, con AP incapaz de ganar frente al PSOE, 
la dureza de las posiciones conservadoras en materia autonómica fue 
considerable. La oposición a las incipientes políticas lingúísticas en Cataluña (o 
en Valencia a pesar de su modesto alcance) o Euskadi se convirtió en una de sus 


banderas, bastante eficaz socialmente para cohesionar a su electorado en el 


conjunto de España.22 Aunque no se trataba de un texto oficial de las posiciones 
del partido, en el balance final de la obra más minuciosa publicada por los 
aliancistas, Gabriel Elorriaga señalaba que «el peso perenne de España como 
impulso histórico y la valoración de su destino como proyecto de futuro deben 
estar claros en la conciencia de todas aquellas personas que, individual o 
colectivamente, se comprometan en la hermosa tarea de participar, desde unas u 
otras posiciones, en el rumbo histórico de una empresa que, no lo olvidemos, se 


llama la Patria».22 La denuncia de las «Autonosuyas» fue algo más que un 
clamoroso éxito editorial del inveterado franquista valenciano Fernando 
Vizcaíno Casas. 


78, MODELO PARA ARMAR: ¿UN «NO-FEDERALISMO» ASIMÉTRICO? 


La entrada en vigor de la Constitución significó, obviamente, un punto de 
inflexión decisivo en la redefinición de la idea de nación y del modelo de 
Estado. Debido al carácter normativo de toda constitución, su impacto es 
igualmente decisivo en la manera como las distintas culturas políticas 
plantearían a partir de entonces estos aspectos. 


Pero la Constitución no pudo cerrar lo que durante su redacción quedó 
deliberadamente abierto (precisamente como consecuencia de la correlación de 
fuerzas, en concreto la debilidad relativa de la izquierda y las fuerzas 
nacionalistas y el insoslayable horizonte de consenso). Esta inicia pero no agota 
el ordenamiento territorial, de suerte que las posibilidades constitucionales deben 


ser desarrolladas precisamente en el nivel de los estatutos.24 De hecho ambos 
niveles conforman lo que se suele denominar «bloque de constitucionalidad». 
Por ello, el despliegue del modelo autonómico y la relectura del alcance de la 
identidad nacional (así, en el debate en torno al patriotismo constitucional) 
continuaron siendo espacios de disputa para las culturas políticas nacionalistas 
alternativas tanto como para las españolas. 


Por lo que respecta al despliegue del Estado autonómico, hay que recordar 
que la redacción de la Constitución ni funcionó ex novo (debido a los 
compromisos adquiridos), ni enumeró —cerrándolos— los componentes del mapa 
autonómico (así como no obligaba a ningún territorio a ser Comunidad 
autónoma, además de abrir la puerta a las comunidades uniprovinciales). Es por 
ello que se ha podido hablar con Cruz Villalón de «desconstitucionalización» de 


la organización territorial del Estado.22 El título vin (de hecho, compuesto en 
gran medida por disposiciones transitorias) no resolvía ni cerraba nada de 
manera definitiva, sino que lo dejaba en manos de desarrollos ulteriores. En 
palabras de Javier Pérez Royo, «La Constitución española [...] no define la 
estructura del Estado». Esta «es en consecuencia el resultado de dos procesos: un 
proceso constituyente que culmina en 1978, en el que no se define la estructura 
del Estado, pero que posibilita su definición; y un proceso estatuyente, que se 


inicia en 1979 y culmina en 1983», 90 


Irónicamente, a quien la Constitución ha garantizado y redimido de sus 
«estigmas» es a la previa estructura provincial, lo que ha condicionado desde 
entonces toda la organización territorial —y la de los partidos políticos en 
concreto— entre otras cosas al ser la circunscripción electoral (también en todos 


los ámbitos autonómicos) y la demarcación de las diputaciones.22 


Sin duda, tuvo una especial trascendencia (y además de las vicisitudes 
asociadas a la vuelta del President de la Generalitat) que tras las elecciones de 
junio de 1977, con el ministro de UCD Clavero Arévalo al frente, se iniciara ya (a 
propuesta autónoma de las denominadas asambleas de parlamentarios) la 
configuración de los «entes preautonómicos» (con el horizonte de una voluntad 
generalizadora del proceso por parte del ministro no compartida por el conjunto 


de ucny 48 cuando la Constitución ni siquiera se había terminado de redactar (con 


cinco anteproyectos aprobados por decreto-ley).22 Por cierto que, sin 
convocatoria de elecciones municipales hasta 1979, la composición de 
ayuntamientos y diputaciones provinciales le otorgó mayor capacidad de 
maniobra al Gobierno (y además fue clave a la hora de poner en marcha los 


entes preautonómicos).2 


Una capacidad de maniobra amparada en su conjunto, conviene subrayarlo, 
por el mecanismo electoral aplicado para las elecciones de junio de 1977. Se 
trataba de un sistema proporcional (y no mayoritario, ante el peligro de un 
triunfo de la izquierda) pero con una corrección territorial sobre la base 
precisamente de las provincias que benefició extraordinariamente a la UCD frente 


a la izquierda. 21 En la práctica se negó la proporcionalidad, que solo se dio en 


cuatro circunscripciones.22 Estas elecciones conformaron a la postre unas Cortes 
constituyentes compuestas conjuntamente de Parlamento y Senado que por tanto 


elaboraron, en lo que es un tanto insólito, un redactado con filtro bicameral.93 


Un quinto del Senado era de designación real, y por tanto no fue elegido 
democráticamente, y además el mínimo de senadores por provincia introducía 


una distorsión aun mayor que en el Congreso.24 Por otra parte, la ley electoral 
había situado la edad de voto en 21 años, y dificultó el voto efectivo de los 
trabajadores emigrados, lo que pudo privar a la izquierda de importantes 
caladeros de voto. 


Además, los procesos preautonómicos relativos a Cataluña y Euskadi (que se 
saldarían a la postre con los dos primeros estatutos de autonomía aprobados) 
implicaron tener que asumir ciertos compromisos. Como hemos visto, la activa 
presencia del nacionalismo catalán (además de la presencia de Jordi Solé Tura) 
en la ponencia constitucional determinó que, en realidad, la piedra de toque de 
un proceso generalizado o no la marcara la autonomía para Cataluña, y al final 
su «techo», aunque el margen de negociación quedara finalmente más en los 
ritmos de acceso al marco autonómico que en los contenidos o competencias 
(por ejemplo, muy escasas en materia fiscal, frente al País Vasco). Por su parte, 
la negociación de la autonomía vasca fue especialmente compleja por la 
insistencia del PNv (que había quedado formalmente fuera de la ponencia 
constitucional pero participó de lleno en los demás procesos de redacción) en el 
reconocimiento foral como elemento distintivo y fundacional a efectos de 


soberanía. 92 Pero, en la práctica, las cesiones por parte del PNV al respecto 


fueron considerables (incluida la incorporación de Navarra), y poco coherente el 
cambiante comportamiento de UCD (sometida a fuertes presiones por la acción 
terrorista y la presión del ejército, además de por su propio desorden interno). 
Finalmente los «derechos históricos» se incorporaron a la Constitución, pero 
plenamente reconducidos en ella, lo que provocó la paradoja de que el PNV 
(además de la izquierda nacionalista que se opuso) no votara en el Parlamento 
español y se abstuviera de proponer la aprobación de la Constitución en Euskadi, 
con un éxito nada desdeñable. La aprobación del Estatuto de Autonomía serviría 
al PNV para recuperar la iniciativa en su propio terreno, aunque evidentemente el 
Estatuto se basaba en lo que se había inscrito en la Constitución. 


Pero lo cierto es que la UCD no lograba elaborar una dirección clara para los 
procesos autonómicos. En apenas tres años el Ministerio de Administraciones 
Territoriales tuvo cuatro titulares: Manuel Clavero, Antonio Fontán, José Pedro 
Pérez-Llorca y Rodolfo Martín Villa. Aunque es cierto que su contribución 
directa a la elaboración de los estatutos vasco y catalán fue escasa, las 


diferencias en sus planteamientos fue notable, y no facilitó las cosas. JO 


El tormentoso trámite final de la autonomía andaluza (y en otro sentido la 
gallega) evidenció las contradicciones que el doble mecanismo de acceso al 
autogobierno despertó en la derecha española (pero también en la izquierda). De 
hecho, los acuerdos autonómicos de julio de 1981 (basados en el informe de una 
comisión de técnicos encabezada por García de Enterría y no por el 


Parlamento) 22 impulsados urgentemente tras el golpe de estado del 23 de 


febrero92 evidenciaron que tanto la ucp como el PSOE habían decidido 


finalmente primar la que fue abusivamente denominada «racionalización» del 
proceso autonómico (como si la responsabilidad estuviera en el consabido 
sarampión autonomista y no en la pobre ejecución desde el Gobierno), una 


denominación que se había extendido en muchos medios de opinión. 92 El 
presidente Calvo Sotelo, sin embargo, señaló que la voluntad de acuerdo era ya 
anterior al golpe. Aunque hay no poco de racionalización retrospectiva en esta 
afirmación (que pretende desvincular las decisiones tomadas de toda cesión ante 


el golpismo), lo cierto es que traduce un clima compartido.100 Cabe destacar en 


este sentido las acciones emprendidas por el ministro de Administración 
Territorial desde septiembre de 1980 (y que había sido encargado de presidir una 


comisión de su partido al respecto desde el año anterior) que así lo indican. 101 


Pero en las propuestas de Martín Villa de diciembre del mismo año se insistía en 
aspectos que iban más allá de la «racionalización» y que adoptaban un tono 
restrictivo notable. Así, por ejemplo, desde el Ministerio se proponía restringir 
explícitamente el uso de los términos nación, nacional e incluso nacionalidad 
para referirse a España, así como una nueva insistencia en la «garantía» del uso 


y enseñanza del castellano. 102 


A la postre, este contexto se tradujo en un proceso de generalización y 
tendencia a la homogenización de los marcos autonómicos más allá de los cuatro 
territorios que habían optado por la vía del 151 (aunque Valencia —que fue el 
primer caso de viraje cuando ya se cumplían los prerrequisitos de la vía 151- y 
Canarias tuvieron un posterior tratamiento competencial) que acabó siendo 
conocido como «café para todos». Cualquier opción deliberada por la 
«asimetría» quedaba así sacrificada. Un proceso que iba en la línea que siempre 


propugnó García de Enterría, que se plasmaría en la LOAPA.L03 El escenario 


cambió notablemente y por ello hay razones para creer con Herrero de Miñón 
que, de hecho, «la configuración actual del régimen autonómico no es resultado 
de la Constitución, donde por cierto se trató de prever un sistema distinto, sino 


de los pactos autonómicos». 194 Ya en agosto de 1981 Rafael Ribó, diputado 
autonómico del psuc, había advertido de que «Si el pacto autonómico llega a 
aplicarse representará, en la práctica, una reforma de la Constitución en el 
terreno autonómico. El PSOE y UCD bajo el cobijo y la protección de la pretendida 
objetividad de unos expertos [...] se disponen a reformar ilegalmente el Título 


vi de la Constitución, vaciándolo de contenido». 105 


Con una comparación tan poco apropiada como reveladora (y no sin advertir 
que no «quiero que me den ese título, pero me lo merecería»), Leopoldo Calvo 
Sotelo afirmaría algunos años más tarde que «Yo hubiera querido ser el Javier de 


Burgos de las autonomías». 108 


Se dibujó a la postre un mapa de un país a varias velocidades. Irónicamente, 
el resultado ha sido un sistema «asimétrico» (o «no-simétrico»...) de facto, al 
distinguir distintas vías de acceso a la autonomía (la de los artículos 143, 151 y 
144, además de otros procedimientos, como las disposiciones adicionales y 
transitorias al texto constitucional) y sancionar sin resolver (pues no se indica 
explícitamente qué territorio corresponde a una u otra definición ni vincula 
explícitamente la vía de acceso o competencias) la diferencia entre 


nacionalidades y regiones. 107 Además, contempla dos territorios, Navarra y País 
Vasco, con un sistema de financiación propio y el reconocimiento de unos 
derechos históricos (preconstitucionales pero reconducidos), y un régimen fiscal 


específico para Canarias.108 E] mapa autonómico contempla finalmente hasta 


siete comunidades uniprovinciales, diez multiprovinciales y dos ciudades en 
situación especial, como son Ceuta y Melilla (que solo aprobarían sus estatutos 
de Ciudades autónomas en 1995); se mantienen las diputaciones provinciales 
(pero no en las comunidades uniprovinciales) pero también existen cuatro 
diputaciones forales, así como cabildos insulares y consells insulars en Canarias 
y las Islas Baleares respectivamente. 


A este respecto, la sui generis naturaleza federal de la Constitución y del 
Estado de las autonomías ha acabado por ser materia de debate académico, 
aunque con evidentes implicaciones políticas. La definición del Estado 
autonómico como «sistema federal con hechos diferenciales» muestra la 


dificultad taxonómica del proceso español. 109 No es un tema menor que no 
aparezca mención alguna a la naturaleza federal en la Constitución, aunque es 
cierto que tampoco aparece en casos como Estados Unidos, Canadá o mucho 
menos Gran Bretaña, y ello no es obstáculo para que de facto lo sean. Pero, en 


mi opinión, tampoco debe olvidarse que, como se plasmó en el artículo segundo 
de la Constitución, en el tema de la soberanía se excluyó de manera deliberada 
una fundamentación federalista. En palabras de Gregorio Peces Barba (que 
recordemos que había defendido la idea de España como una nación de 
naciones): «...no queríamos en ningún caso que se pudiese apoyar en la 
Constitución un federalismo originario, y no solo organizativo, consistente en 
defender una soberanía propia a las nacionalidades, basada en una torcida 
aplicación del principio romántico de que cada nación tiene derecho a ser un 
Estado independiente, y en un desconocimiento de la realidad histórica de 


España» 110 De hecho, para el Tribunal Constitucional, la Constitución «no es el 
resultado de un pacto entre instancias territoriales históricas que conserven unos 
derechos anteriores a la Constitución y superiores a ella, sino una norma del 
poder constituyente que se impone con fuerza vinculante general en su ámbito, 


sin que queden fuera de ella situaciones “históricas” anteriores» 111 


Es interesante que en el proceso de tramitación del Estatuto de Cataluña (el 
llamado Estatut de Sau) durante los meses de junio a agosto de 1979 se 
modificara la redacción del artículo 1.3, donde figuraba que «los poderes de la 
Generalitat emanan del pueblo». Tras la oposición de UCD (pero no inicialmente 
del PSOE), la redacción final fue: «Los poderes de la Generalitat emanan de la 
Constitución, del presente Estatuto y del pueblo». El texto fue aprobado por la 
Comisión Constitucional y la delegación de la Asamblea de Parlamentarios, con 
la oposición de Heribert Barrera. En el debate final de aprobación del Estatuto (y 
tras nada plácidas intervenciones por su parte en sesiones previas a propósito de 
la financiación) Alfonso Guerra afirmó: «estamos dando un paso importante para 
la concreción, la realización de Cataluña como una identidad nacional» y todo 


ello tras afirmar seguir defendiendo la idea federal de los socialistas. 112 


La declaración posterior de inconstitucionalidad de buena parte de la LOA-PA 
(que los parlamentos catalán y vascos habían denunciado, además de otras 


fuerzas de la izquierda comunista) 113 no modificó en absoluto esta realidad bá- 
sica. 


Desde 1982 y hasta 1996 (lo que incluye los importantes pactos autonómicos 
de 1992 con el PP que generalizaron el traspaso de competencias, a pesar de las 
iniciales reticencias de AP-PP) el PSOE desplegó el programa de implantación 
autonómica y de transferencias (incluyendo las primeras reformas de estatutos) y 
gobernó en hasta catorce de las comunidades autónomas (y de manera 


permanente en Andalucía, Extremadura y Castilla-La Mancha hasta 1996 —y 
después— y Valencia, Asturias y Murcia hasta 1995). De todas formas, conviene 
recordar que hasta los acuerdos con cru de 1993, que lo fijaron en una fracción 
del 15%, las comunidades autónomas no disponían de control alguno sobre 
elementos clave de financiación como el IRPF. Además, hasta mediados de los 
años noventa, al menos, el peso total del gasto público por parte del Estado era 
superior al 70% y el de las comunidades de algo más del 23%. 


En todo caso, el despliegue autonómico se integraba en un proyecto global de 
modernización económica y social, no exento de un neorregeneracionismo 
nacionalista. Acaso quepa recordar aquella afirmación de Felipe González en su 
primera entrevista como presidente del Gobierno, cuando señaló que «¿sabes lo 
que dicen del nuevo Gobierno español en Estados Unidos? Pues que somos un 
grupo de jóvenes nacionalistas. Y no les falta verdad. Creo que es necesaria la 
recuperación del sentimiento nacional, de las señas de identidad del 


español», 114 Su vicepresidente, Alfonso Guerra, afirmaría altisonantemente en 


1985 que el triunfo electoral del PSOE significaba que «estamos, por fin, ante una 
España vertebrada».112 Sin duda, el PSOE nunca dejó de tener, ni en sus líderes 


nacionales ni regionales, un discurso inequívocamente nacional español 116 


NACIÓN DE NACIONES, PATRIOTISMO DE PATRIOTISMOS 


En definitiva, a más de treinta años de la entrada en vigor de la Constitución 
y su definición de la nación y de puesta en marcha del Estado autonómico, la 
impresión que subyace es la de un proceso permanentemente en revisión. Otra 
cosa es si esto debe ser visto como una anomalía insalvable de la trayectoria 
histórica española, o como un terreno de juego derivado de la realidad diversa de 
las identidades en España (que incluye la existencia de culturas políticas 
partidarias de la independencia de Euskadi y Cataluña pero también de modelos 
de pacto) tanto como de un marco jurídico, la Constitución, ambiguo por 
definición. En este sentido, el grado de «conflictividad intergubernamental» 
(centro-autonomías) derivaría del marco abierto de distribución del poder 
sancionado por la propia Constitución, además de ser, como señalara Luis 
Moreno, algo similar a lo que sucede en muchos sistemas federales o 


federalizantes. 117 


No es extraño, sin embargo, encontrar extendida la opinión de Fernando 
Savater (intelectual próximo a UPyD) de que «el país más descentralizado de 


Europa es el más amenazado por la fragmentación nacionalista, que en todas 
partes está considerada una abominación reaccionaria salvo aquí, donde es de 


izquierdas y constituye una alternativa de progreso». 18 Dejando al margen la 
afirmación indemostrable de que España sea el país más descentralizado de 
Europa (no lo es en transferencia de recursos, gobierno compartido, 


representación internacional o capacidad legislativa, por ejemploy119, olvida 
Savater que el grado alcanzado es precisamente el resultado de las demandas y 
presiones de los nacionalismos periféricos, y no el resultado de ninguna graciosa 
concesión. 


En este debate, una de las fórmulas defendidas por la izquierda española (y en 
ocasiones por algunas fuerzas nacionalistas catalanas e incluso lo fue por algún 
miembro de UCD) es la idea de España como «nación de naciones», amparada en 
la inclusión del término nacionalidades en el artículo segundo de la 


Constitución.12% La autoría de tal fórmula, antes de los debates constitucionales, 
es dudosa, y frecuentemente se atribuye a Anselmo Carretero. Pero lo cierto es 
que su influencia en el socialismo español durante la redacción de la 


Constitución fue débil, por no decir inexistente.121 Se trata de un caso, en 


definitiva, de invención de la tradición.122 


Esta fórmula pareció cobrar fuerza a medida que el federalismo desaparecía 
del horizonte de posibilidades (un federalismo solo defendido de manera 
constante por la coalición Izquierda Unida, que ha rescatado parte del legado del 
PCE, y por buena parte de los nacionalismos periféricos). Pero no hay que olvidar 
que, a pesar de estar presente en los debates constitucionales, no figura en el 
redactado de esta, lo cual añade a su ambigiijedad básica su posible irrelevancia 
jurídica. 

Otra respuesta (en parte tal vez compatible con la idea de la nación de 
naciones) ha sido la articulada en torno a la fórmula del «patriotismo 
constitucional», popularizada por Jiúrgen Habermas como propuesta para 


Alemania.123 Impulsada originalmente por prominentes figuras del PSOE (como 


el presidente del Senado Juan José Laborda en 1992), se presentó explícitamente 
como enemiga de cualquier lectura nacionalista (por supuesto española, y en las 


antípodas del nacionalismo «cultural» de las periferias).124 Posteriormente, el 
PP, en su XIV Congreso de 2002, en una ponencia firmada por María San Gil y 
Josep Piqué, elaboraría su propia versión de este, enfatizando la dimensión de 


defensa de la unidad nacional y el ataque a las demandas de los nacionalismos 
alternativos. La modernidad de su lenguaje, sin embargo, descolocó tanto a los 
sectores más conservadores como al PSOE. En el fondo, sin embargo, tal vez sea 
una prueba de que es un discurso «patriótico» que la izquierda y la derecha 


españolas pueden compartir. 122 En consonancia, desde las culturas políticas del 
nacionalismo catalán o vasco, o de cualquier nacionalismo alternativo, el 
patriotismo constitucional se ha interpretado como una simple reformulación del 
nacionalismo español. 


En definitiva, el tema de fondo es si la Constitución de 1978 está libre o no de 
carga nacionalista y permite este tipo de lecturas teóricamente alejadas (al menos 
en la lectura impulsada por el PSOE) de una definición normativa de la nación con 
contenido cultural. Sin embargo, el artículo segundo de la Constitución parece 
apostar claramente por una definición nacional única, que además es considerada 
preexistente a la propia constitución, mientras que las demás realidades 
identitarias (estructuradas en el derecho a la autonomía de nacionalidades y 


regiones) resultan subsidiarias.128 En este sentido, no hay que olvidar que ya en 
febrero de 1981 (aunque a propósito de materia de administración local) el 
Tribunal Constitucional sentenció que «autonomía no es soberaníal...] en ningún 
caso el principio de autonomía puede oponerse al de unidad», remitiendo 


precisamente al artículo segundo.127 


En mi opinión, un problema de fondo es que el patriotismo constitucional se 
sustenta sobre un modelo teórico que distingue entre la nación «cívica» O 
«política» pura frente a la «cultural», que ha sido objeto de numerosas críticas 
por parte de la historiografía de estudio de las naciones y los nacionalismos. 
Difícilmente podría concluirse que la Constitución de 1978 está exenta de estos 
contenidos culturales, como prueba su premisa lingúística (asimétrica 
simbólicamente y de facto) de la obligación de todos los españoles de conocer el 


español, pero no las demás lenguas españolas. 128 De hecho, más allá de los 
ámbitos autonómicos, el Estado no asume ninguna responsabilidad en la 
protección o fomento de las demás lenguas, solo un vago «respeto» (el Instituto 


Cervantes es un ejemplo de las dificultades en este sentido).122 Cabe recordar 
que no se trata de olvido alguno, pues una enmienda presentada por Socialistes 
de Catalunya en el Pleno del Congreso el 5 de julio de 1978, que habría incluido 
que «los poderes públicos pondrán los medios para que todos los residentes en 
los territorios autónomos conozcan la lengua respectiva y garantizarán el 


derecho a usarla», fue rechazada. 130 


Además, cabe plantearse si lo que ha estado en juego en el debate sobre el 
patriotismo constitucional no es sino la existencia de una «cultura política 
nacional» común. En este sentido, parece que no se trataría solo de la aceptación 
de la Constitución (puesto que esto es algo que, aunque en grados distintos, ya 
comparten PSOE, PP e IU) frente a los cuestionamientos (así por parte del 
nacionalismo vasco, al menos de manera simbólica), sino de compartir una 
lectura de la idea de nación. Tal vez simplemente ello no sea posible, pues la 
definición de la idea de nación en España es y debe ser objeto de pugna pues las 
distintas culturas políticas trasladan sobre ella anhelos y aspiraciones (así como 
temores) que no pueden ser clausurados. 


EPÍLOGO: DE IMPLÍCITOS Y EXPLÍCITOS 


¿Cuántos implícitos hubo en la redacción de la Constitución española? 
¿Cuántos reconocimientos previos de lo que nunca apareció en su redactado? Sin 
duda, la preexistencia de España, de la nación española. Pero también de los 
«derechos históricos» (o sus efectos fiscales al menos) de la Generalitat de 
Cataluña o de la Monarquía, por ejemplo. Todos ellos fueron refundados en la 
propia Constitución, pero no por ello fueron menos previos. Nacionalidades fue 
la manera de denominar a unas naciones sin Estado —y en concreto Cataluña y el 
País Vasco- (y que a efectos constitucionales debían seguir siendo sin Estado, 
excepto el español) necesariamente preexistentes (como la propia nación 
española), pues en caso contrario no tendría sentido su uso y su distinción 
respecto a la región (aunque esta pudiese ser igualmente preexistente, por 
cierto). Pero se optó por no plasmar este hecho, por ello la Constitución no es 
plurinacional. ¿O sí lo es? ¿Fueron o no fundantes de la legitimidad 
constitucional? ¿Acaso el reconocimiento de la autonomía en la primera 
redacción del artículo segundo no significaba exactamente eso? 


La resolución de la cuestión española en la Constitución estuvo marcada por 
la coyuntura del proceso constituyente y es absurdo pretender minimizar este 
hecho. La búsqueda de la estabilidad institucional de un proceso efectivo de 
democratización, en medio de una tormenta de amenazas antidemocráticas, 
explica, sin ningún género de dudas, su desarrollo. Pero no puede ser una 
hipoteca y menos aún una coartada para cerrar nada de lo que quedó, 
necesariamente, abierto, en construcción. 


La izquierda española y los nacionalismos periféricos entraron en la carretera 


constitucional con unas propuestas de federalización más o menos claras que 
solo se cumplieron en parte y no de manera explícita. La derecha española 
(excepto la no democrática) consiguió a bout de souffle frenar aquel impulso y 
canalizó un modelo de descentralización, eso sí, más profundo de lo que nunca 
creyó conceder. Pero la «insoslayable unidad» se salvó. ¿Qué efectos va a tener 
primar ese horizonte como ultima ratio de cara al futuro, al presente? 


En el verano de 1979, mientras se debatía la aprobación del Estatuto de 
Cataluña, el portavoz socialista, Alfonso Guerra, dijo: «estamos dando un paso 
importante para la concreción, la realización de Cataluña como una identidad 
nacional», y aludió abiertamente a la «necesaria aspiración de identidad nacional 


de los catalanes».121 Unas palabras que, ciertamente, no ha vuelto a repetir en 


años posteriores. 


* El autor participa en el proyecto HAR20011-27392 del Ministerio de 
Economía y Competitividad. 
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CONSTRUCCIÓN Y DECADENCIA DEL ESTADO 
AUTONÓMICO 


Manuel Alcaraz Ramos 
Universitat d'Alacant 


La uniformidad nacional fue uno de los factores constitutivos del complejo 
ideológico en que se asentó el franquismo. Ese nacionalismo intensivo 
desempeñó 


un papel fundamental dentro del conjunto de discursos y recursos 
legitimadores de la dictadura, tales como la legitimidad de origen por la 
victoria en la Guerra Civil, la legitimidad de ejercicio asociada a una 
presunta gestión eficaz, la legitimidad carismática del Caudillo o la 
legitimidad social pseudodemocrática asociada a concentraciones de masas 
y consultas electorales y plebiscitarias. En dicho marco, el nacionalismo 
español puede entenderse como parte de los discursos encaminados a 
legitimar el régimen por la vía de los fundamentos político-culturales, junto 
a otros elementos como el autoritarismo, el catolicismo conservador, el 


anticomunismo, el ruralismo o el machismo.1 


Desde este punto de vista, el franquismo disolvió las posibles Españas en la 
España única del régimen. Incluso menoscabando elementos simbólicos en 
torno a los que se había construido el nacionalismo español tradicional, así, el 18 
de julio desplazó al 2 de mayo o al 12 de octubre.2 

Todo ello era percibido por las capas de la sociedad que propugnaban un 
cambio en la etapa final de la dictadura y una crítica activa de esa realidad había 
permeado muchas actitudes y perspectivas intelectuales que no solo provenían 
de las nacionalidades periféricas. Un ejemplo significativo, por el impacto de la 
obra en determinados ámbitos: Castellet, en el prólogo de la edición de 2006 de 


Nueve novísimos poetas españoles? publicada en 1970, afirmaría que los poetas 


de la antología traslucían un «horror por todo lo español, precisamente porque en 
los pocos casos en que se introducen temas españoles éstos son tratados como 
elementos exóticos». Podríamos interpretar esa tendencia como reveladora de 
una fatiga de España, quizá porque apreciaban una España toda, total, sin 


distinciones nacional-culturales* o, al menos, que pudieran constituir materia 
poética, algo que nunca antes había sucedido. 


Los restos mortales de las épicas fundacionales e imperiales habían 
desembocado en el reclamo «España es diferente», mero recurso publicitario en 
épocas de desarrollismo turístico. Podemos considerarlo un reflejo de la crisis 
profunda de algunos de los mecanismos especiales de reproducción del 
nacionalismo español: el Concilio Vaticano II dejó a la Iglesia sin fundamentos 
para proseguir en la línea del nacional-catolicismo, antiguos ideólogos del 
franquismo giraron a un liberalismo que descreía de los caracteres nacionales y 
se inclinaba al europeísmo, mientras que otros, en su afán por desmontar las 
ideologías en aras de la eficacia capitalista, se llevaban por delante el 


nacionalismo.2 Toda la maquinaria residual de españolización se debilitaría aún 
más en la medida en que crecieran los patriotismos periféricos, y la eficacia de 
otros elementos configuradores de la legitimación franquista disminuía con el 
final de las esperanzas de perpetuación del sistema. Por eso se ha dicho que «el 
franquismo pudo tener efectos tan nacionalizadores sobre amplios segmentos de 


la población como desnacionalizadores sobre otros».2 


Quizá, la mayor contradicción procedía del hecho de que la 
hipernacionalización españolista del franquismo estaba impostada sobre un país 
con una tradición relativamente débil en el uso de los instrumentos clásicos de 
nacionalización. Por eso, quizá, la nacionalización franquista estaba construida a 
retazos, no siempre cohesionados. A ello contribuyó que surgiera y germinara 
contra otra España, que también había procurado erigir un discurso nacional, 
pero sobre la base de integrar el regeneracionismo finisecular y laico e intentar 
un diálogo con la periferia. En todo caso, por encima —o por debajo, según se 
mire— de la miseria cultural tardofranquista, que lanzaba su sombra sobre 
España, florecía una cultura vital que, emergiendo sobre los restos mortales del 
falangismo o del integrismo, proyectaría su luz en la Transición, precisamente 
porque era una cultura que había cambiado, en buena medida, a España como 
centro de reflexión por la idea de libertad —y, probablemente, de europeidad. 


No es este el lugar para entrar en matices, pero sí hay que señalar que la 
complejidad no está ausente de un escenario que aún tiene muchas bambalinas 


por examinar, pero en el que parece obvio que estos vaivenes, que se expresaron 
a través de signos culturales, ofrecen las claves de debates soterrados 
eminentemente políticos, a la espera de espacios más libres en los que poder 


expresarse. Así, por ejemplo, se ha destacadoZ que la Transición puso en primer 
plano a una abstracción pictórica que venía fraguando desde los años sesenta —y 
aún antes podríamos buscar antecedentes— y que emblematizan Tapies, Millares 
o Saura, que, muy próximos en sus obras a las corrientes imperantes en Estados 
Unidos, sin embargo se esforzarían en apelar en sus textos a una herencia directa 
de Goya y otros elementos españolísimos, quizá brindándose como puente entre 
lo nacional y lo cosmopolita. En cierto sentido, el regreso del Guernica nos 
remite a la misma idea, inscrita en esas disonancias de difícil integración entre el 
desprecio por España como sinónimo de charanga y pandereta y la apertura a 
lugares renovadamente democráticos que, a la vez, prescindían de lo español y 
buscaban reintegrarlo. 


Sin duda España existía y los niveles de identificación política y adhesión 
emocional con ella, como abstracción, eran altamente mayoritarios. Pero no eran 
una existencia y una adhesión privadas de malestar. En ese camino, la afirmación 
de la pluralidad regional/nacional será esencial y explica por sí misma la alta 
apreciación de la vitalidad cultural en algunas zonas del Estado —en particular en 
las que poseían una lengua distinta del castellano—. Esa consideración serviría, 
llegado el momento, para estimular corrientes de simpatía y solidaridad con 
algunos territorios en sus demandas nacional-democráticas, sin las que sería 
imposible explicar el desarrollo de una cultura democrática común, aunque 


permanentemente inmersa en debates sobre las «señas de identidad».2 En 
encuestas realizadas en 1976 solo en las luego denominadas «nacionalidades 
históricas», País Valenciano y Canarias, triunfaban las posiciones autonomistas, 
mientras que en Aragón, Andalucía, las Castillas o Extremadura eran 
mayoritarias las posiciones centralistas, aunque, en algunos casos, por un 
estrechísimo margen. Esas cifras se mantuvieron estables en 1977 y crecieron 


mucho a favor del autonomismo en 1978.2 Para alguno eso demostraría que el 
fervor autonomista posterior tuvo mucho de componente artificial. Pero lo que 
requiere una auténtica explicación es cómo, tras cuarenta años de centralismo, 
las mentalidades habían viajado tan rápidamente, sacudiéndose la ideología 
franquista: solo ligando ese viraje a la acelerada democratización de las 
expectativas generales se puede explicar. Por otra parte, la tradición republicana 
de nacionalismo español fue postergada en la medida en que las fuerzas de 


izquierda aceptaron —o fueron obligadas a asumir, o ambas cosas a la vez— la 
restauración monárquica con un olvido manifiesto por las tradiciones 


republicanas en su conjunto. 10 


TRANSICIÓN Y CONSENSO: HACIA EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS 


Lejos de ser un producto coherente y ajustado a una estrategia previamente 
definida, hay que concebir la Transición como un sistema de tensiones que se 


resolvieron en pactos yuxtapuestos e incluso contradictorios, que, a veces, se 
condensaban en artículos constitucionales o en otras normas y, a veces, en 
prácticas políticas que fueron conformando la cultura política de la democracia 
española. Insistiendo en la idea de que ninguno de estos pactos fue perfecto, se 
deben destacar los siguientes compromisos parciales: 


A. Pacto por la Monarquía: la restauración funcionó como el a priori de todo 
el sistema y como paradoja máxima de este. Necesaria para la democratización 
porque actuaba como freno de los involucionistas, fue también el límite moral de 
la Transición, pues significaba aceptar un hecho no democrático, estabilizar y 
sacramentar la herencia del franquismo en el máximo nivel simbólico del 
Estado. La Corona mostraría que no sabía ni de éticas de la convicción ni de 
éticas de la responsabilidad: su anclaje con la realidad era una ética de la 
supervivencia. 


B. Pacto de «gestión de la historia», que, al menos, implicó: 


La ley de amnistía —y otras normas que permitieron indultos parciales— 
inserta en el relato general de la reconciliación nacional. 


El uso selectivo de la memoria del franquismo y del antifranquismo, según 
las circunstancias y los intereses de los actores políticos e intelectuales, 
pero sin políticas públicas coherentes. 


Apartar la religión del conflicto político inmediato, aunque sin evitar que 
se introdujera por diversas rendijas del texto constitucional y de decisiones 
jurídicopolíticas posteriores. 


C. Pacto democrático, que incluyó: 


Valor normativo de la Constitución española (CE), con afirmación de su 
supremacía y atribución del papel de definidor de valores y de las reglas 
de producción jurídica, todo ello con equidistancia —relativa— de los 
perfiles ideológicos más nítidos de las principales fuerzas en presencia, lo 
que fraguó en la definición de Estado social y democrático de derecho. 


— La afirmación positiva de valores constitucionales compartidos y, al 
menos, libertad, igualdad, justicia, pluralismo y dignidad humana. 


— Enunciado de una amplia carta de derechos garantizados constitucional y 
legalmente. 


— Separación de poderes de factura clásica, con centralidad teórica de las 
Cortes Generales y práctica de un Gobierno al que se facilita la 
estabilidad. 


— Tribunal Constitucional (rc) con funciones de control de la 
constitucionalidad de las normas, amparo ante la vulneración de derechos 
fundamentales o resolución de conflictos competenciales. 


— Generación de precondiciones para la plena participación de las mujeres, 
aunque en un camino lleno de obstáculos. 


Apertura implícita a la plena integración en las instituciones europeas. 


Con todo, en este diseño hubo límites, indefiniciones e insuficiencias, en 
muchos casos debido a una latente tendencia al moderantismo —compatible con 
un lenguaje predominantemente progresista— que, para algunos, era sinónimo de 
estabilidad y, para otros, intento de que la izquierda no avanzara. Por ejemplo: 
ciertos aspectos del sistema electoral, ambigiúedad del Senado, pervivencia de las 
provincias, etc. 


D. Pacto social, entendido como el resultado de una sucesión de luchas y 
acuerdos, que corregía —aunque sin alterar totalmente— un escenario histórico de 
privilegios y discriminaciones y permitía avanzar en la igualdad de 
oportunidades: 


— Los Pactos de la Moncloa tuvieron, al menos, el valor de representar un 
diálogo en política socioeconómica, por primera vez en la historia de 
España. Si cargó sobre los trabajadores el peso mayor de la salida de la 
crisis, también preparó el camino para actuaciones más equitativas y la 
universalización de ciertas prestaciones. 


— La CE recogió el principio igualdad de una manera activa, sin limitarlo al 
reconocimiento formal; para ello dispuso la intervención de los poderes 
públicos para luchar contras las fuentes de discriminación, reconoció a los 
actores del conflicto social, fijó algunos derechos fundamentales 
relacionados con estas cuestiones, así como unos principios rectores de la 
vida económica, social y cultural y generó una Constitución económica 
que posibilitaba un sistema fiscal progresivo. 


E. Pacto «nacional», que merece aquí un análisis más pormenorizado. 


La CE eliminó cualquier duda: es «de los españoles» ya que atribuye la 
soberanía a la «nación española» y el sujeto de la soberanía, a la vez, se define 
como poder constituyente exclusivo. La soberanía se diferencia del poder de 
autonomía, distinto, inferior, derivado, que podrá ser atribuido a comunidades 
autónomas (CC. AA.), según recordó la sentencia del Tribunal Constitucional 
(src) 4/1981, de 2 de febrero. La CE, pues, reconoció márgenes para una cierta 
diversidad a cambio del «acatamiento de la osamenta unitaria que protegía la 
nación y al Estado españoles», de lo que el nacionalismo español deducirá que 


las posibles disputas quedan anuladas por un texto legal. 12 Ello se fijó a través 
de: 


— Las primeras palabras del preámbulo: «La Nación Española, deseando 
establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de 
cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de...». 
Se ha suscitado una duda teórica: ¿supone la mención a la Nación en las 
primeras palabras de la Constitución una referencia de continuidad 
respecto al Estado franquista, ya que este, en sus Leyes Fundamentales 
también usó el término? Ciertamente no: quizá, si se quiere, es una alusión 
a la historia constitucional con origen en 1812 —aunque algunas 
constituciones no usaran el término—. Es más, como se ha indicado, de la 
manera —pese a las ambigiiedades a las que me referiré- en que la Nación 
aparece como depositaria de la soberanía, se deduce que la interpretación 
que planeaba en el redactado es la consideración de que el franquismo 
usurpó a la Nación su potencial carácter fundamentador de lo democrático. 
Desde esta perspectiva la Nación en la CE sería «el soporte histórico de la 
soberanía», con una concepción plural, abierta a una evolución que 
adquiere su máximo significado en el multiformismo cultural que 


posibilita el propio texto constitucional 13 y que queda abierto en el mismo 
preámbulo. Esta interpretación, de Pérez Calvo, me parece sugerente, 
aunque, muy posiblemente, vaya mucho más allá de lo que pretendió el 
redactor constituyente. 


— El artículo 1.2: «La Soberanía nacional reside en el pueblo español, del que 
emanan los poderes del Estado» y la muy enrevesada definición del 
artículo 2: «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la 
Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y 
reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y 


regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas». 


No fue fácil llegar a la redacción final de esos dos artículos: 61 páginas del 
Diario de Sesiones de la Comisión Constitucional del Congreso están dedicadas 
a este debate, mientras que los 8 artículos restantes del título preliminar —algunos 


de ellos esenciales— solo ocupan 73 páginas 14 Una sucinta alusiónl2 a esos 


debates es ilustrativa. El anteproyecto constitucional, inspirándose en la 
Constitución de la II República, afirmaba que «los poderes de todos los órganos 
del Estado emanan del pueblo español, en el que reside la soberanía», pero, en la 
misma ponencia, AP y UCD llegaron al acuerdo de introducir el concepto de 
«soberanía nacional», lo que dio lugar a un texto básicamente igual al aprobado 
definitivamente. Por otra parte, el primer redactado del artículo 2 decía: «La 
Constitución se fundamenta en la unidad de España y la solidaridad entre sus 
pueblos y reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones 
que la integran», un redactado más ligero, menos cargado ideológicamente que 
el definitivo. A estos textos Letamendía (EE) y Arzálluz (PNV) presentaron 
enmiendas que coincidían en ubicar la soberanía «en los pueblos» que componen 
el Estado, lo que hubiera dado lugar a una suerte de confederación como eje de 
la legitimación, así como a una visión de poderes originarios ubicados en esos 
pueblos, algo en lo que especialmente insistiría Arzálluz. La enmienda más 
significativa fue la de Letamendía al artículo 2: «La Constitución se fundamenta 
en la plurinacionalidad del Estado español, la solidaridad entre sus pueblos, el 
derecho a la autonomía de las regiones y naciones que lo integran, y el derecho a 
la autodeterminación de estas últimas». Lo finalmente aprobado —juego del 1.2 y 
del 2- lleva implícita la exclusión de cualquier forma de derecho a la 
autodeterminación, algo de lo que eran conscientes los nacionalistas periféricos, 
si bien los catalanes no plantearon mayores objeciones: como recordó Jordi 
Pujol en el Pleno del Congreso que debatía el dictamen de la CE, fue la Minoría 
Catalana quien propició la inclusión del término nacionalidades en el texto, 
haciendo de él, dijo, «un punto esencial, absolutamente básico en su política en 
materia constitucional y, en general, en su política consensual». 


Solozábal ha justificado la idoneidad de la fórmula adoptada desde el 
momento en que es el pueblo español el que se identificaba con el poder 
constituyente y como «soberano» posee la más importante de las capacidades: 
decidir sobre su Constitución. Frente a otras acepciones del término soberanía — 
como la ligada a la actuación de los órganos del Estado constituido— es la 


soberanía «de los grandes días», no un poder del Estado, sino «sobre el Estado», 
un poder irresistible e ilimitado. Por lo tanto es el pueblo español «homogéneo», 
según el autor que gloso, el soberano, y no lo son «los pueblos de España» o del 
Estado: el sujeto no es múltiple ni complejo. En apoyo de sus ideas cita la src 
76/1988, de 26 de abril, cuando indicó que la CE «no es el resultado de un pacto 
entre instancias territoriales históricas que conserven sus derechos anteriores a la 
Constitución y superiores a ella, sino una norma del poder constituyente que se 
impone con fuerza vinculante general». De esta manera, prosigue, 


podemos hablar de una legitimación nacionalista de la Constitución, pues 
la Constitución se justifica por su carácter nacional, en cuanto soporte de 
autogobierno propio. Así, la Constitución se acepta no solo por su utilidad 
o necesidad, en cuanto soporte de una determinada idea —democrática, 
liberal- del orden político, asumida de acuerdo con patrones universales de 
racionalidad o eficiencia técnica, sino porque es la nuestra, la que nos 
hemos dado según nuestras necesidades, conforme a nuestra experiencia y 


cultura histórica.19 


Este análisis probablemente es mayoritario en la doctrina constitucional y 
creo que se ajusta a lo que realmente pensaba el constituyente. Otra cosa es que 
se comparta un cierto idealismo teleológico que aparece en algunos aspectos de 
la construcción teórica: como si la nación española estuviera llamada a 
constituirse políticamente precisamente como lo hizo, como si no hubiera otras 
alternativas. 


Conviene contrastar estas opiniones con las de otro constitucionalista, 
González-Casanova, que ha criticado el redactado por considerar que la 
soberanía popular, proclamada en el artículo 1, «no podía permitir que la 
Constitución se fundamentara en la unidad española preexistente, pues esta era 
fruto de un unitarismo centralista de la Administración y no de un pacto 
patriótico entre españoles partidarios de crear una nueva unidad a partir de la 
diversidad reconocida», siendo, justamente, la propia CE «la que fundamentaba 
la futura unidad libre, porque ella era la base jurídica del Estado». La 
ambigiúedad del artículo 2, al mismo tiempo, «permitía cualquier autonomía que 
el poder central considerara conveniente y oportuna [...] pero también podía ser 
esgrimido como futura esperanza para los independentistas gradualistas de las 
nacionalidades». El precio pagado fue que la «retórica vacua» sobre el 


unitarismo español enmascaraba todas estas cuestiones y era posible que 
despertara más recelos entre las nacionalidades autónomas que los que evitaba 
en los más recalcitrantes españolistas uniformistas. Por todo ello, 


al no hacer la Constitución afirmación alguna que implique un modelo 
preciso de Estado en función de su organización territorial, no se puede 
sostener explícitamente que el nuevo Estado español sea más unitario de lo 
que todo Estado deba serlo, ni que sea «federal», «regional» o «integral». 
Pero, tal vez, la razón más profunda por la que es imposible definir el 
Estado español en virtud de su organización territorial sea la de que la 
autonomía no se postula de una vez y en acto para todo el conjunto de 
nacionalidades y regiones. Hay tan solo la posibilidad de ejercitar el 
derecho común a todas ellas como expresión democrática del autogobierno 


de una parcela de la Nación-Estado.1 


En todo caso, pese a las apreciaciones que niegan la existencia de un pacto 
por imposible, dada la unicidad del soberano, es evidente que la materia fue 
objeto de debate y acuerdo político concreto en las Cortes constituyentes. Desde 
este punto de vista podemos concluir con la opinión de Saz: la inclusión 
encadenada de los términos patria y nacionalidades 


descansaba en el supuesto implícito de que el término patria [...] 
«pertenecía» a la derecha y el de nacionalidades a la izquierda y los 
nacionalistas periféricos. España recobraba la democracia, pero con ella no 
se reproducía la vieja identificación liberal y republicana de patria y 
libertad. Aparecían los dos términos en el texto constitucional, pero ni el 
primero se fundamentaba en el segundo ni reaparecían explícitamente 


formulados los valores del viejo patriotismo liberal y republicano.18 


Aparte de lo indicado cabe advertir la contradicción entre la alusión a la 
soberanía «popular» y su atribución a la «nación»: en la teoría clásica ambos 
conceptos son excluyentes, por los diversos significados a los que fueron 
anudándose históricamente. De hecho es muy difícil concebir una nación 
compuesta de naciones —aunque se intentara a través de la famosa expresión 
«nación de naciones», a la que se han atribuido varios orígenes con significados 
no siempre concordantes—, mientras que el pueblo sí puede ser plural y mostrar 


diferencias en sus lealtades prioritarias en torno a sentimientos distintos de 
pertenencia. La doble referencia a la unidad de la nación y patria españolas anula 
esta posible lectura. Este hecho hay que relacionarlo con los miedos a una 
involución, tan propios de la época. 


Juliál2 ha criticado que se piense que los términos del artículo 2 fueron 
dictados por el poder militar. Pero la opinión parece extemporánea, pues con 
independencia del significado preciso, en este contexto, del verbo dictar, toda la 
Transición está atravesada por la «preocupación» mostrada por los militares por 
la posible ruptura de la unidad de España. Preocupación que actuaba como un 
prejuicio, pues incluso antes del debate constituyente se explicitaba como algo 
intrínsecamente asociado a la desaparición de la dictadura. Valga un ejemplo 
entre muchos: cuando se produce la legalización del PCE, en abril de 1977, el 
Consejo Superior del Ejército emitió una nota que tenía tanto de acatamiento 
forzado a la disciplina como de aviso de navegantes y de amenaza latente que 
pesaría en el futuro; en él puede leerse que el Consejo muestra su «profunda 
preocupación» por «la Unidad de la Patria, el honor y respeto a su Bandera, la 
solidez y permanencia de la Corona y el prestigio y dignidad de las Fuerzas 
Armadas» y, tras «exigir» al Gobierno que adopte las medidas oportunas para 
garantizar esos principios, proclama que «el ejército se compromete» a cumplir 


sus deberes «con la Patria y la Corona».2% El mismo Gutiérrez Mellado?! situó 
la cuestión en estos términos: 


Dije [...] que «España era una y no permitiríamos que nos la rompieran». 
¿Por qué fui tan tajante en aquella ocasión? Por responder de una vez por 
todas [...]. La preocupación por el separatismo se ha desmesurado y se ha 
utilizado como pretexto político. Pero a mí no me ha quitado ni una hora de 
sueño. [...] Ha preocupado en el estamento militar y ha habido gente que 
ha hecho lo posible para que esa preocupación aumentara. 


Con más precisión, Alvarez Junco ha aludido a que, tras filtrarse el primer 
borrador del texto constitucional, el estamento castrense envió una nota a La 
Moncloa exigiendo que se garantizase la unidad nacional con términos claros y 


rotundos.22 En cualquier caso, todo parece indicar que el clima de tensión en 
torno a la cuestión territorial condicionó la alambicada redacción. En su 
invitación a que el ciudadano se convierta en un hermeneuta especializado en 
desciframiento de códigos ocultos, encontramos ahora, décadas después, un 


ejemplo del envejecimiento del sentido de los equilibrios de la Transición y, con 


ello, de parte de la cE.29 


Pero ese pacto nacional que implica la aceptación de la supremacía ideológica 
y jurídica de la nación española llevaba implícito el aludido «pacto de 
diferencias», que se evidencia en: 


— El preámbulo, cuando la Nación Española proclama su voluntad de 
«Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los 
derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones». 


— El artículo 2, al reconocer el derecho a la autonomía de regiones y 


nacionalidades, 24 y más si se tiene en cuenta que el «reconocimiento» de 


un derecho implica una realidad previa, aunque no se sabe sobre qué base 
=salvo en el de las «nacionalidades históricas» y a la foral Navarra—. 
Mucho se ha debatido sobre el significado del término nacionalidades en 
la CE y, creo, nadie ha llegado a desentrañarlo ni los mismos ponentes han 


sido capaces de explicarlo. 2 Quizá la mejor aproximación sintética sea la 
que ha hecho Solozábal: «una nación sin soberanía, pero ciertamente con 


trascendencia política».28 Probablemente nos encontramos con una salida 
de emergencia ante un posible bloqueo: dice menos de lo que parece decir, 
en su contexto, pero abre la puerta a que se piense que dice más de lo que 
en realidad se pretendió. Por ello, el concepto, solo o asociado al de 
«hecho diferencial», ha servido de muy poco para fundamentar una 
exégesis doctrinal y/o jurisprudencial. Su virtualidad máxima es que, junto 
con expresiones derivadas o asimilables, ha acabado valiendo para 
enfatizar los procesos de reforma estatutaria, introduciéndose en las 


dinámicas de agravio/emulación.22 Sobre todo ello deberé volver después. 


— La inclusión en el artículo 3 de la posible cooficialidad de lenguas distintas 


del castellano.28 


Por lo tanto el sistema quedaba abierto, o, mejor dicho, relativamente 
indeterminado, y más cuando el mecanismo de la generación de 
«preautonomías» fue vacilante y desigual y, al desarrollarse parcialmente en 
paralelo al proceso constituyente, marcó una impronta que, sin embargo, con el 


paso del tiempo, hemos tendido a valorar poco. 29 Las excepciones serán 
Cataluña, País Vasco, Galicia y, en parte, Navarra, en esta ceremonia de 
reconocimiento de variantes nacionalitarias integrables en el pacto nacional. 


Aunque Galicia, en muchos aspectos, sería el artista invitado, el amortiguador 
de la imagen de las dos comunidades conflictivas: Cataluña y País Vasco, y, de 
hecho, se intentó por el Gobierno de UCD que su nivel competencial fuera más 
reducido. La anterior afirmación se comprueba por los siguientes aspectos: 


— Cataluña estructuró su régimen preautonómico a partir de la recuperación 
de una institución heredada de la República, en un ejemplo poco común de 
uso político de la memoria histórica. Con el País Vasco se intentó repetir la 
maniobra. Diversas circunstancias lo impidieron, pero la misma tentativa 
nos indica la predisposición del Gobierno para desbloquear la situación 
usando esa peculiar vía. 


— La disposición transitoria 4.* alude a Navarra —que ya era una realidad 
foral— y a la posibilidad de «incorporación» al Consejo General Vasco — 
preautonómico, vigente en ese momento— o a la futura autonomía vasca. 


— Las cuatro son las únicas nombradas en el texto constitucional, dando por 
hecho que serían comunidades autónomas (CC. AA.), aunque, curiosamente, 
también hay una alusión parecida a Ceuta y Melilla, pero condicional: 
«podrán constituirse en CC. AA.». 


— La disposición transitoria 2.* alude a los territorios que en el pasado 
hubieren plebiscitado afirmativamente proyectos de estatuto de autonomía 
y contaran con regímenes preautonómicos. Esos territorios podían acelerar 
su proceso estatutario. Obviamente es una referencia a País Vasco, 
Cataluña y Galicia, a quienes se aseguraba una autonomía de primera y 
que pasarán a ser conocidas como «nacionalidades históricas». 


— La disposición adicional 1.*, finalmente, «ampara y respeta los derechos 
históricos de los territorios forales», que deberían actualizarse en el marco 
constitucional y en los estatutos de autonomía. 


EL (INEXISTENTE) PACTO AUTONÓMICO Y EL ORIGEN REAL DEL ESTADO AUTONÓMICO 


El «pacto nacional» permitía enfrentarse a presiones enormes sobre el nuevo 
sistema político y desmontar la extrema uniformidad propia del franquismo, pero 
no fue el pacto autonómico. Es más: en realidad no existió tal pacto: no existe en 
la CE ningún aspecto que nos permita concluir que hubo una voluntad 
constituyente destinada a dotar de autogobierno jurídicopolítico, en sentido 
fuerte, a todas las partes de todo el territorio del Estado, aunque sí parece que se 
pensó en un modelo con fuerte descentralización para zonas que no fueran 
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autónomas en sentido político estricto. Así lo interpretaría Aranguren" con su 
habitual claridad: «El expediente del Estado de las autonomías fue inventado 
durante la transición [...] simplemente para disimular la necesidad política de 
conceder un Estatuto de autonomía a las dos nacionalidades que lo exigían, por 
lo cual la extensión a todas las regiones de tal autonomía fue más bien una “carta 
otorgada” que una auténtica Constitución emanada de la voluntad popular», pero 
apostilla: «sin embargo, pese a su originaria artificialidad, fue un acierto». Este 
fue el terreno de juego. Conviene, al analizar la cuestión, recordar: 


a) 


b) 


La CE nunca habla de «Estado autonómico» o «de las autonomías». Puede 
deducirse que el constituyente, que sintió la necesidad de calificar al 
Estado desde otros puntos de vista, no consideró preciso hacerlo desde 
este: posiblemente porque pensaba más en un Estado con autonomías que 
en un Estado de las autonomías. Este extremo fue advertido 
tempranamente. En la que, probablemente, fue la primera monografía 
significativa sobre la nueva realidad autonómica, se decía: «La 
Constitución evita dar una definición explícita de la forma que asume el 
Estado español: no dice que sea un Estado “regional” o “integral”», a la 
vez que constataba que los partidos de izquierda de tradición formal 
federalista renunciaron «desde el comienzo de la discusión constitucional» 
a «toda proclamación formal de federalismo»; el autor explica todas estas 
circunstancias por las exigencias del consenso que condujo al 
pragmatismo, pues, al evitar las definiciones, se podía acordar mejor el 


diseño territorial. 21 


La CE no definió un mapa autonómico; es más, aunque la cuestión se 
debatió, se rechazó, contra lo que hacen otras constituciones. Se opusieron 
de manera directa AP y PCE, pero, al parecer, lo decisivo fueron diversas 
consideraciones políticas relativas a la legitimación del proceso 
constituyente en su conjunto y el temor a la emergencia prematura de la 
disparidad de sentimientos identitarios o de polémicas en los entes 
preautonómicos. El entonces ministro Clavero ha hablado de mensajes 
informales enviados desde la Corona en el sentido de que los malestares 
que aparecían en algunas regiones pudieran influir negativamente en el 


referéndum constitucional si se cerraba el mapa.22 No sabremos nunca 
cuál pudo haber sido ese mapa, pero quizá no hubiera sido el finalmente 
resultante tras la entrada en vigor de la CE. En todo caso la concesión de 
los regímenes preautonómicos provisionales fue desarrollándose en 


paralelo al debate constitucional. Solo tres comunidades faltaban por 
obtener su correspondiente decreto al concluir la legislatura; si bien en 
algunos casos, como Castilla y León, había significativos problemas de 


definición territorial.22 También faltaba por decidir el futuro de Madrid. 
Cabe recordar que entre las propuestas de reforma constitucional de 
Rodríguez Zapatero, que finalmente no intentó llevar a la práctica, estaba 
la de incluir el mapa actual. 


Cc) La opción federal, que hubiera sido la lógica si se deseaba llegar a la plena 
autonomización territorial y que estaba disponible a través del ejemplo de 
la Ley Fundamental de Bonn —tan imitada en otras cosas—, no fue 
defendida casi por nadie y nunca fue una opción real, pese a que en 
diversos documentos de la izquierda y de formaciones nacionalistas 
periféricas se había aludido, poco tiempo antes, a la preferencia por tal 
modelo de Estado. 


d) Una confusión suplementaria se plantea por el mantenimiento de la 
autonomía municipal y provincial: al no precisarse su contenido, el 
artículo 137 parece que la equipara con la de las CC. AA. Las provincias, a 
través de las diputaciones y organismos insulares, que preexistían, 
articulaban jurídica y mentalmente todo el mapa del Estado y se 
mantenían como obligatorias para todas las CC. AA., sustrayendo del ámbito 
dispositivo de estas su mantenimiento; sin embargo, tras el Informe de la 
Comisión de Expertos, al que me referiré después, se acordó suprimir las 
diputaciones en las CC. AA. uniprovinciales. 


Puede concluirse, pues, que el mal llamado pacto autonómico fue un pacto 
sobrevenido, y lo que hoy conocemos como Estado autonómico fue el resultado 
de varias derivadas de los pactos democrático, social y nacional: 


Del pacto democrático 


La instauración misma de la democracia obligaba a derrotar las fuentes de 
legitimación del régimen franquista, y, entre ellas, como indiqué anteriormente, 
el nacionalismo español uniformizador. De ello fueron conscientes todas las 
fuerzas de la oposición democrática. No es cierta, por lo tanto, la simplificación 
que defiende que la izquierda se convirtió a los postulados de los nacionalismos 
y/o regionalismos periféricos: la izquierda, para desarrollar sus aspiraciones 
democratizadoras, debió aliarse necesariamente con quienes eran los más firmes 


críticos de esta fuente de legitimación del franquismo.4 Ello se evidenció y 


generalizó —una vez que existían los instrumentos- en una lógica de 
confrontación: o se rompía con ese discurso y las prácticas que legitimaba o se 
limitaba la democratización, lo que aún se vio agravado por el retraso de las 
elecciones locales hasta 1979. Esta realidad, por lo demás, se incrustaba en las 
movilizaciones y, en general, en las demandas principales en algunos lugares 
estratégicos. Por ejemplo, en Cataluña «el autonomismo y la movilización obrera 


marchaban por el mismo carril»22 y ello no tanto por la existencia de una 


creciente hegemonía de sectores nacionalistas, sino por una auténtica 
convergencia de intereses objetivos apreciada por los dirigentes de los distintos 
movimientos en la lucha por reconducir el posfranquismo en una línea no 
continuista. 


Por otro lado, una de las vertientes del nacionalismo español, como luego se 
comentará, ha defendido que tal nacionalismo existió hasta la entrada en vigor 


de la cg3€ y que esta, con los consensos pertinentes, disolvió toda pervivencia 


franquista, como si la norma pudiera, de un plumazo, alterar la persistencia de 
muchas de las principales construcciones identitarias. Notoriamente no fue así y 
en la construcción del Estado autonómico hubo muchas resistencias provenientes 
de herencias históricas, aunque el entrecruzamiento de ideas y posiciones es muy 
complejo y está por estudiar la necesidad de mantener el bloque ideológico 
antifranquista —bloque por aproximación, dadas sus incongruencias y reticencias 
internas— en el desarrollo de la nueva arquitectura institucional, también en lo 
autonómico; lo que, a su vez, impregnó ideas y facilitó su circulación entre los 
diversos territorios, según la pauta de agravio/emulación. 


Desde otro punto de vista, la emergencia de CC. AA. con fuertes dosis de 
autogobierno fue también necesaria para consolidar el nuevo sistema atendiendo 
a demandas particulares de tipo político/identitario que a veces tenían raíces 
lingúísticas, históricas o geográficas y otras se debieron esencialmente a la 
presión de determinadas élites provinciales —no siempre, ni mucho menos, de 
izquierdas—, que buscaban satisfacer sus necesidades de incremento de estatus en 
el nuevo sistema, una vez perdidos los mecanismos típicos del franquismo para 
el ascenso social. Esas élites podían ser rémoras importantes en la consolidación 
democrática si no se las integraba por esta vía. Algunos datos: 89 de las 151 (el 
59%) organizaciones políticas registradas entre el 1 de octubre de 1976 y el 14 
de junio de 1977 en el Ministerio de Gobernación eran regionales; igualmente 
constituyeron diversas federaciones autodenominadas centristas de carácter 


regional; para completar el cuadro, 5 de los 12 partidos fundacionales de UCD 


eran regionales y alcanzaron el 18% de los escaños del Congreso en 1977.32 
Valga una anécdota que refleja este clima con un tinte grotesco: Ló-pez Rodó, 
potentísimo ministro franquista, reaccionario y centralista, creará en marzo de 
1976, invocando tradiciones del catalanismo conservador, un Grupo Regionalista 
en las Cortes franquistas; unos meses después lo inscribirá como partido con la 
denominación de «Acción Regional», que se integrará en AP; cuando surjan 
conflictos en la confección de la lista de Barcelona de Coalición Democrática, a 
la que se había incorporado AP, para las elecciones de 1979, e iba a ser 
desplazado, López Rodó abandonó la formación con una carta muy dolida en la 
que argumentaba que no podía continuar militando en un partido en el que 
imperaba el centralismo y en el que se marginaba a los legítimos representantes 


regionales, 28 


La conclusión parece evidente: la generalización del Estado autonómico no 
fue un añadido al Estado democrático, sino una condición intrínseca de su 
construcción y consolidación. 


Del pacto social 


Aunque la CE se ocupe de las condiciones y perfiles para la edificación de un 
nuevo Estado social, no precisa demasiado la implicación de este en los aparatos 
generales del Estado. Finalmente, quienes acabaron ocupándose con mayor 
intensidad de ello fueron las Cc. AA., en un proceso complejo pero que, a la 
postre, unificaría las CC. AA. del pacto nacional con las del inesperado pacto 
autonómico. Una España en la que una buena parte del territorio no se hubiera 
«autonomizado» hubiera sido una España más desigualitaria, menos democrática 
en el desarrollo del Estado social, al haber mantenido alejados a los ciudadanos 
de la gestión de sus principales expresiones e instrumentos si estos hubieran 
dependido del Estado central. En este sentido, es interesante destacar la creciente 
conciencia de la importancia de las CC. AA. en el escenario del Estado social que 
supuso, en algunas de las últimas reformas estatutarias, la incorporación a los 


estatutos de derechos de tipo prestacional, 22 aunque quizá fuera más apropiado 
denominarlos compromisos institucionales, y que vino a romper la estrecha 
lectura del artículo 139.1 CE, que indica que los españoles tienen los mismos 
derechos y obligaciones en todo el territorio del Estado, mientras que con la 
nueva realidad se acepta que las normas institucionales básicas de las CC. AA. que 


lo deseen puedan modular enunciados de principios rectores o asimilados, sin 
que ello menoscabe la igualdad básica. 


Desde una perspectiva distinta, De Cabo ha defendido que hay que prestar 
más atención al principio de solidaridad interautonómica en el esquema general 
del Estado social, ya que se trata de «un principio dinámico y progresivo» a 
través del que se realizan las tareas prestacionales propias de este tipo de Estado. 
El mismo autor destaca que este enfoque está ausente en la doctrina y en la 
jurisprudencia, en las que predominan los análisis formales sobre los 


materiales, 40 Comparto la opinión y debería servir de punto de partida para 


mejores análisis y alternativas en épocas de crisis, al ubicar la cuestión en un 
terreno más sólido e intelectualmente significativo que los habituales discursos 
que banalizan la solidaridad al ligarla al mero agravio comparativo, que, a veces, 
ni siquiera está bien fundamentado. 


En todo caso, las dinámicas propias del Estado autonómico explican buena 
parte de las claves de la modernización del Estado. Ahora bien, eso no se hizo 
sin contradicciones, que, en buena medida, se derivan de la forma española de 
crisis del Estado social; así, por ejemplo, la ausencia de una política fiscal 
suficientemente progresiva y de medidas decisivas de igualación de rentas serán 
un límite poderoso a las actuaciones prestacionales del Estado autonómico. Hay 
que decir en su descargo que la capacidad decisoria básica —incluyendo la que 
afecta a la financiación—corresponde esencialmente al Estado central. En 
cualquier caso, se ha señalado el papel suplementario de legitimación de las cc. 
AA. y de vinculación emocional con estas de la ciudadanía, que ha tenido su 
capacidad prestacional, aunque no siempre esta cuestión se ha mostrado de 
manera armónica sino, muchas veces, en forma de «tensión», en el marco del 
intento de compatibilización de lealtades que ha venido caracterizando la 


evolución del Estado autonómico.4l Y esas lealtades se relacionarán, 


necesariamente, con los aparatos del Estado a los que se formulan las demandas 
y la percepción colectiva sobre cuáles de ellos están en disposición para 
satisfacerlas. 


Del pacto nacional 


La generalización autonómica se convirtió en el principal límite a las 
mentalidades y demandas de los nacionalismos periféricos, aportando, de 
manera también imprevista, estabilidad al conjunto del sistema, al menos durante 
un largo lapso. Aunque siga en discusión el alcance y el momento de la opción 


del café para todos, no cabe duda de que la CE, al establecer un doble nivel entre 
lo cierto y lo posible, establecía también el marco para que ese café para todos 
fuera real y que, en todo caso, se acelerara tras el 23-F, generando nuevas 
situaciones conflictivas. Como ha descrito Juliana: «El “café para todos”no se 
serviría de golpe, pero los camareros irían pasando cada cierto tiempo a fin de 
que todos los clientes que lo deseasen pudiesen llenar la taza. La Constitución no 
era del todo uniformista, pero salió de fábrica con el software necesario para 


serlo a medio plazo».42 Y, pese a las amplias «concesiones» hechas a las 
demandas identitarias periféricas, al giro de la izquierda e, incluso, a la mala 
conciencia de la derecha, la mayoría de los aparatos con capacidad de reproducir 
el poder ideológico daban por sentado que perviviría, como vertebrador explícito 


de la convivencia, una «cultura estatal-nacional».43 Llegado el caso, ese 


convencimiento serviría de aglutinador frente a potenciales incertidumbres. 


La CE incluyó numerosas cautelas al funcionamiento autonómico: sus 
redactores cobijaban una desconfianza ante el nuevo fenómeno que, quizá, 
podría explicarse respecto a CC. AA. políticamente muy desarrolladas, pero que se 
aplicó a todas. Igualmente, contra lo que se ha dicho, la CE no prohíbe ningún 
tipo de «bilateralidad» en las relaciones entre CC. AA. y Estado central; podemos 
presumir que ello se hubiera normalizado en el Estado con autonomías, pero se 
hizo prácticamente imposible con 17 Cc. AA. Y el Estado se encontró sin 
mecanismos para imprimir una fuerza centrípeta a las fuerzas centrífugas de un 
sistema que, contra pronóstico, se hizo muy complejo en un tiempo breve. 


EL ESTADO AUTONÓMICO REALMENTE EXISTENTE 


El resultado de todo lo apuntado para algunos autores fue una 


«desconstitucionalización» del Estado autonómico: “4 la Constitución lo 
posibilitó, pero, por así decir, lo abandonó en seguida a su suerte. De manera 


harto expresiva, el ponente constitucional Cisneros, 42 por lo común muy 


complaciente con la Carta Magna, afirmaría en su Xx Aniversario, al referirse al 
título VII, que «es como es y tiene la prosa y la sintaxis atormentadas que tiene, 
cuajado de los “sin perjuicio”, compromisos apócrifos, equilibrios inverosímiles 
y una profusión casi lujuriosa de anacolutos. Lo que no es tan fácil es deducir de 
él un modelo redondo y cerrado de Estado». Y otro ponente, alguien tan poco 


sospechoso como Fraga, 40 apostilla: 


Más allá de lo que expresa el título vI11, no fue posible coincidir, porque no 
se puede llegar a un punto de encuentro entre varios caminantes, cuando 
uno de ellos pospone sistemáticamente hasta otro punto ulterior del 
horizonte la meta que desea alcanzar. La Constitución, por tanto, no 
contiene propiamente una distribución del poder autonómico territorial de 
España. Sólo ofrece una serie de reglas sobre cómo se puede ir negociando 
la distribución de competencias al alza O a la baja. De hecho, «el desarrollo 
del proceso autonómico ha desenvuelto insospechadamente el principio de 
subsidiariedad, con altísimos niveles de autogobierno». Pero de acuerdo 
con el principio de subsidiaridad, la negociación territorial sigue estando 
abierta y depende a su vez de la relación de fuerza que existe entre la que 
tiene el gobierno central y la que tiene cada uno de los gobiernos 
periféricos. 


Aunque la tesis de la desconstitucionalización sea controvertida, lo cierto 
es que el modelo final resultante del Estado autonómico —que, además, acabó por 
absorber a las CC. AA. del «pacto nacional»— tiene como característica esencial su 
carácter abierto. Y es curioso que aquellos que con más fuerza han negado el 
tránsito a un Estado federal sean los que se quejan de esa dinámica consustancial 
al proceso que se puso en marcha con la CE y que no ha podido evitar poner de 
relieve diferencias sustanciales en la base histórica y en las voluntades políticas 


operantes. 48 


Esa apertura que se pone de manifiesto en: 


— El principio dispositivo o de voluntariedad en la reclamación estatutaria y 
en la redacción del estatuto, morma a la que el TC ha reconocido un 
carácter cuasiconstitucional, con sus contenidos competenciales e 


institucionales. Muñoz Machado%% ha ligado esta misma cuestión a la 
generación del Estado autonómico: «La pregunta acerca de quién ha 
decidido el mapa autonómico existente y el régimen jurídico y 
organización de las Comunidades Autónomas tiene una respuesta 
peregrina: fue un hijo menor y heredero del derecho de autodeterminación 
que, en el ámbito constitucional de 1978, bautizamos con el nombre de 
“principio dispositivo”. El principio dispositivo, en efecto, es la respuesta, 
manejado a su arbitrio por los políticos nacionalistas o los miembros 
territoriales (barones y su entorno) de los partidos estatales». Creo que esta 
opinión merece de bastantes matices —por ejemplo acerca de otros factores 


en el proceso constituyente y en la Transición— pero, en general, es certera. 


— Los resultados desiguales del Informe de la Comisión de Expertos y de la 
Comisión Ejecutiva de UCD, que trataron de «racionalizar» el proceso 


autonómico en 1979,20 lo que implicaba, a la vez, extender el número de 
CC. AA. y limitar sus niveles de autogobierno. 


— La acumulación de reformas estatutarias. 


— El incierto sistema de financiación, sometido a continuas alteraciones que 
han tenido la singular virtud de llegar siempre tarde y dejar insatisfechos a 
la mayoría. 


— Una tensión permanente y vacilante entre los deseos de homogeneización y 


los de diferenciación.21 


Que tal nivel de apertura y ambigiedad fuera posible se debe a que las CC. AA. 
se convirtieron en un factor paradójico de estabilidad tras el 23-F. Aunque no sin 
conflictos: los derivados de la reconducción de los procesos autonómicos 
iniciados, lo que afectó especialmente a Galicia, Andalucía, Navarra, Canarias y 


Comunidad Valenciana, a través de soluciones diversas,22 a veces algo forzadas 


desde el punto de vista jurídico. Sin duda la victoria de los partidarios de ir por 
la vía del artículo 151 para alcanzar las mayores competencias en el referéndum 
andaluz, obtenida contra el gobierno de UCD, marcó una divisoria en todo el 
proceso: por un lado clausuraba la vía del 151 para otros lugares pero, por otro, 
rompía con los límites de la máxima autonomía exclusivamente para las tres 
«nacionalidades»; en el futuro, todos los territorios encontraron fórmulas para 
incorporarse a esa dinámica, con leyes orgánicas de transferencias y/o a través de 
sucesivas reformas estatutarias. 


La vía para desarrollar la trama, cada vez más densa, de instituciones y 
competencias, fueron los sucesivos pactos entre los principales partidos, 
destacando los muy importantes de 1992. Sin embargo, el esquema se encontró 
pronto con obstáculos al no disponer de un instrumento legal único que 
atemperara lo que era apreciado como desorden por las principales fuerzas del 
Estado y parte de la opinión pública. Esto fue lo que sucedió con la declaración 
parcial de inconstitucionalidad de la Ley Orgánica de Armonización del Proceso 


Autonómico (LOAPA)?S —declaración que, por cierto, benefició sobre todo a las 
CC. AA. «inesperadas», tras ser algunos nacionalistas periféricos los que se 


opusieron—.4 Sea como sea, esos acuerdos entre partidos para el desarrollo 
autonómico se presentaban y eran socialmente contemplados como una deseable 
extensión del consenso constitucional, es decir, se inscribían en el relato 
principal de la fundación de la nueva democracia y llegaron a conformar lo que 


algún autor22 ha denominado «la tercera España territorial». A ello contribuyó 
una actuación del TC inicialmente clarificadora, en especial al desarrollar el 
concepto de «Bloque de Constitucionalidad», que permitía integrar en los 
análisis el texto constitucional con los de los respectivos estatutos y otras normas 


del Estado que atribuyen y delimitan competencias. € 


Sin embargo, se fueron fraguando otras realidades que incrementan la 
complejidad y alumbraron nuevas contradicciones. La facilidad del desarrollo 


del Estado autonómico fue, en parte, ficticia. Como recuerda Aja,2 si la 


formación de este «se inició con prontitud porque en apenas cuatro años se 
adoptaron todos los EE. AA. y se organizaron las instituciones de las 17 CC. AA.», 
después se avanzó mucho más despacio porque la reforma de las grandes leyes 
del Estado, precisas para el funcionamiento del sistema, consumió todos los años 
ochenta; igualmente, los grandes traspasos, que se iniciaron para Cataluña y País 
Vasco en 1980, precisaron dos décadas para completarse y solo culminaron en 
1999 para la educación no universitaria y en 2001 para la sanidad. Por otra parte, 
hubo un elevado nivel de conflictividad que propició el intervencionismo del TC, 
que contribuyó a configurar muchos aspectos del sistema por vía jurisprudencial. 
Cascajo ha aludido a este periodo -1983-1989- como época de «rodaje»: solo en 


1986 hubo 96 conflictos de competencias.29 


LA CUESTIÓN DE LAS IDENTIDADES EN EL ESTADO AUTONÓMICO Y LOS DÉFICITS DEL 
SISTEMA 


El éxito de las Cc. AA. hizo inviable que pudieran reeditarse indefinidamente 
los pactos entre partidos. Los nuevos actores, potentes e indispensables, serían 
las propias CC. AA., cuyos líderes reciben su fuerza del mismo electorado, 
pudiendo, hasta cierto punto, imponerse a sus dirigentes partidarios estatales, lo 
que se pondría de manifiesto en sucesivas reformas desde, aproximadamente, 
1996 y, sobre todo, en la década de 2000-2010, con nuevos estatutos, que han 


sido considerados, 22 aunque de manera discutible, como una auténtica mutación 


constitucional y, en todo caso, como mecanismos de equiparación CC. AA./Estado 


en lo normativo, institucional, competencial y en lo relativo a derechos.U El 


triunfo se derivaba de la capacidad para satisfacer o redirigir las demandas 
mayoritarias de las poblaciones de sus territorios, con lo que, en el marco interno 
partidario y en el de la negociación política con el Estado, el mecanismo de 
retroalimentación discriminación/emulación adquiría renovado valor. 


Pero ese mecanismo tenía un límite intrínseco que no siempre eran capaces 
de apreciar los partidos: el de la construcción conflictiva de la identidad. En 
efecto: se puede negociar una competencia, por importante que sea, pero no se 
pueden negociar experiencias o sentimientos o razonamientos derivados de la 
historia o de la autopercepción de una comunidad en el marco estatal. Una 
muestra de ello son ciertas y equívocas declaraciones incluidas en textos 
autonómicos glosando la historicidad «nacionalitaria» de algunas CC. AA,, 
ejemplos a los que recientemente se ha referido Muñoz Molina con acidez, 


aunque no siempre de manera justa.QL La paradoja estaba servida: la 


reivindicación de la igualdad devino en una nueva forma de uniformidad.62 
Podríamos decir que la vocación de algunas CC. AA. y de sus dirigentes ha sido la 
de ser uniformemente diferentes. 


En la base del problema está la negativa constitucional a la declaración de la 
plurinacionalidad del Estado y que ha dado lugar a numerosas controversias. 
Así, se ha defendido que una sencilla articulación entre las «nacionalidades» 
aludidas en el artículo 2, en relación directa con lo dispuesto en la disposición 
transitoria 2.*, podría haber servido para la aceptación, en la práctica, de la 
plurinacionalidad del Estado, de la que podrían haberse deducido efectos 
jurídicos. Por supuesto esa posibilidad desapareció conforme otras CC. AA. fueron 


autodefiniéndose como «nacionalidades» en sus respectivos estatutos.93 Al fin y 
al cabo, como ha recordado Corcuera, 


la mención realizada por el art. 2 CE a la existencia de nacionalidades y 
regiones [...] no implica una definición constitucional de diferencias entre 
unas y Otras, ni tiene consecuencias a la hora de definir el tipo de 
autonomías que unas y otras pueden disfrutar. Han sido, de hecho, los 
Estatutos de Autonomía quienes han definido a las respectivas 
comunidades con uno u otro término, pero la designación no ha servido 
para establecer diferencias competenciales entre las Comunidades que se 
definen como nacionalidades y las demás. Nada impide que, en el futuro, 
pueda establecerse una situación asimétrica entre ellas en base a la 
condición de nacionalidad propia de algunas, pero no parece fácil que 


puedan establecerse diferencias competenciales entre todas las 
Comunidades que afirman en sus Estatutos la condición de nacionalidad y 


las restantes.04 


La conclusión es que los acuerdos, que solo podían abordar ya las CC. AA., se 
hacían extraordinariamente difíciles por incluir permanentemente cuestiones de 


principio. Por eso Romero62 ha escrito que buena parte de los conflictos en 
torno al Estado autonómico no responden tanto a reparto de poderes como a 
cuestiones de identidad ante un insuficiente reconocimiento de las diferencias de 
las «naciones internas». 


Por otra parte, el desarrollo del Estado autonómico fue poniendo de relieve 
insuficiencias del conjunto del sistema constitucional en la materia. La ausencia 
de mecanismos de integración vertical se ha convertido en un grave problema: el 
Senado nunca fue la Cámara de «representación territorial» que enunció el 
artículo 69 de la CE y pasó de ser un señuelo para el voto de antiguos 
procuradores franquistas a los que, al parecer, conquistó Suárez con promesas, a 
convertirse en el geriátrico político de los principales partidos, al que se envía a 
dirigentes amortizados O a cuadros internos a los que hay que garantizar un 
sueldo. No cumple, pues, su función constitucional pero ha mutado para cumplir 


otras funciones útiles a los poderes partidarios.C€ Por eso nunca se ha 
reformado, pese a la unanimidad teórica sobre tal necesidad que incluso anunció 
Aznar en su discurso de investidura en 1996. De igual manera nunca ha habido 
voluntad de acometer reformas constitucionales ni legales que institucionalizaran 


una Conferencia de PresidentestZ ni siquiera, salvo alguna excepción, de 
consejeros de una materia. También las tendencias centrífugas se imponen a las 
centrípetas por la dificultad de conformar mecanismos flexibles de cooperación 
entre las mismas CC. AA., algo sobre lo que la CE estableció muchas cautelas, algo 
incomprensible visto desde hoy. 


Igualmente, el desarrollo de la capacidad normativa de la UE y determinadas 
líneas jurisprudenciales establecidas por el Tc han provocado un vaciamiento 
competencial, bien porque las competencias reales pasaban a los órganos 
comunitarios que solo se entienden con los actores estatales, bien porque las 
Cortes Generales usan y abusan de la fórmula de la «legislación básica», con su 
fuerza jurídica expansiva, para reducir la capacidad real de las CC. AA. para 
legislar sobre materias en las que formalmente tienen competencias. Como era 


previsible, ello no solo ha generado malestar, sino que ha provocado confusiones 
y litigios abundantes que han enrarecido el ambiente de diálogo e incrementado 
el de desconfianza. Con todo, también sería absurdo olvidar que la UE permitió el 
acceso a cantidades ingentes de fondos gestionados por las CC. AA., que 
permitieron, en muchos casos, que políticas inimaginables en 1980 fueran una 
realidad apenas unos lustros después, lo que, en definitiva, sirvió de manera 
principal para consolidar el Estado autonómico. 


Todo ello puede resumirse diciendo que la ambigiiedad constitucional y 
ciertas formas concretas de acción política permitirán lecturas recentralizadoras, 
especialmente peligrosas cuando el pacto autonómico que, como vimos, es una 
suerte de puzle hecho con piezas de variada procedencia, haya engullido, en las 
percepciones mayoritarias y en los discursos dominantes, al pacto nacional. El 


resultado: una España «inacabada», en feliz expresión de Romero.£% En ella, la 
contradicción más evidente es la que produce la confrontación entre la apertura y 
flexibilidad consustancial del sistema y la rigidez que se quiere imponer con la 
negación de la bilateralidad o, en definitiva, la incapacidad del Estado para 
alcanzar grandes acuerdos con las CC. AA. cuando estas desplazan a los partidos 
como interlocutores privilegiados. 


CRISIS SOCIOECONÓMICA Y CRISIS DEL ESTADO AUTONÓMICO: LA TENTACIÓN 
RECENTRALIZADORA 


He tratado de dibujar, muy sintéticamente, el horizonte que enmarca al Estado 
autonómico cuando llega la crisis y golpea con virulencia los aparatos del 
Estado, comenzando por una impugnación activa de los mecanismos sobre los 
que se construyeron las certidumbres autosatisfechas de la democracia española. 
El golpe, como no podía ser de otra manera, ha llegado a un Estado autonómico 
aquejado de fatiga de materiales y minado por múltiples contradicciones más o 
menos visibles a las que hay que añadir el enfermizo narcisismo de algunos de 
sus dirigentes, que ha incidido en fenómenos de corrupción y decadencia de una 
ética pública mínimamente reconocible. No creo que sin CC. AA. se evitara la 
corrupción: se hubiera desplazado a otros niveles y, en cierto sentido, podría 
haber alcanzado perfiles más peligrosos. Pero lo cierto es que han sido las élites 
locales/autonómicas las protagonistas de algunos de los mayores escándalos que, 
llegada la hora de la crisis, han servido para desacreditar el modelo autonómico. 
Sobre ello inciden ciertas patologías de los sistemas políticos desarrollados en la 
mayoría de las CC. AA., como la facilidad para mantener electorados cautivos, la 


manipulación informativa y las dificultades para asegurar la alternancia de 
manera no dramática. No me detendré en estas cuestiones, sobre las que, me 
parece, carecemos de reflexiones generales auténticamente solventes. 


Me interesa más resaltar cómo España se ha ido convirtiendo en un país de 
tertulianos y hasta de profesores dedicados a resaltar las maldades del Estado 
autonómico: esa rotundidad en las críticas es, en buena medida, una forma 
particular de nacionalismo español. Que nadie se apresure a reprochar esta idea 
descalificándola como prejuicio. Me refiero explícitamente a las críticas cerradas 
que parten de imputar a las CC. AA., casi en su totalidad, el vicio de nacionalismo, 
dejando de lado otras muchas variables dignas de ser tenidas en cuenta. 
Formulada así la crítica, la única conclusión es que se impone una devolución de 
competencias básicas al Estado central, una españolización de todo espacio 
público y una normalización nacionalitaria supuestamente trastocada por 
aciagos años de fervor autonomista. 


Los impugnadores del estado de cosas existente llegan a criticar sus orígenes 
—esto es, el proceso constituyente de 1978-— y los argumentos en que se sustentó 
en sentido fuerte, es decir, el pluralismo de la base del Estado. Valga un ejemplo: 


parece bien evidente que la invocación a las naciones —y, de forma 
reduplicativa, a la [...] idea de «nación de naciones»— se hace en un 
momento en que la Historia las ha acogido en su seno para guardarlas, ya 
inmóviles, en las salas de su museo como lo que ya son: testimonios de un 
pasado definitivamente muerto. Insistimos en esta afirmación polémica: 
nosotros no constituimos una «nación de naciones» pero es que, si así 
fuera, sería prudente no airearlo, sería mejor «disimular», porque tales 


laberintos políticos no han dado precisamente frutos apetecibles.02 


Responder con un eppur si muove podría bastar, si no fuera porque estas 
opiniones sirven para alimentar tanto al único nacionalismo presumiblemente 
responsable, el español, incitándolo a incidir en la baja calidad del sistema 
democrático, como a alentar las tendencias centrífugas que aceptarán de buen 
grado el argumento: si no se es parte copropietaria de, al menos, una nación de 
naciones, mejor conformar una nación propia; si la alternativa es asimilación o 


independencia, algunos elegirán independencia.ZQ 


La posición comentada, cada vez expresada con más desparpajo, entronca 
con antiguas visiones del nacionalismo de Estado y del Estadonación, a menudo 


dado por muerto pero tan proclive a las más reiteradas resurrecciones. Como se 


ha recordado, 22 a la unidad nacional de España le sigue la negación ontológica 
de un nacionalismo español, «toda vez que el nacionalismo es por definición un 
hecho negativo y uno no suele tener una imagen de sí mismo. Los nacionalistas 
son siempre, en otras palabras, los otros, y su condición aparece contrapuesta a 
la de quienes dicen o creen defender valores saludables». Por eso hemos visto, 
tantas veces, autocalificarse a los que se oponen a la plurinacionalidad del 
Estado como «demócratas» y «constitucionalistas», y si a veces esto ha sido 
cierto —pienso en algunas posiciones firmes frente a ETA—, en otros casos era un 
abuso semántico manifiesto y una paradójica muestra de nacionalismo 
excluyente. 


Béjar a puesto de relieve esta cuestión al distinguir: «En primer lugar, el 
discurso del nacionalismo español, que llamé españolismo tradicional, que tiene 
a “España” como referente principal explícito y sostiene un nacionalismo de 
raíces conservadoras y un concepto cultural de nación. Dicho discurso acepta el 
término patriotismo y un sentido de pertenencia prioritariamente español, así 
como la crítica al Estado de las autonomías, sobre todo a su profundización. En 
segundo lugar, el discurso que llamo neoespañolismo, que entiende a España 
más como un Estado que como una nación y se engarza con un nacionalismo 


español de raigambre liberal» y que acepta el estado autonómico.22 En cualquier 
caso, la suma de ambos modelos cubre un amplio espectro de la ciudadanía y de 
la opinión pública articulada; posiblemente la crisis y las demandas 
independentistas catalanas estén alterando la composición interna de esta 
tendencia, ampliando la base integrista y consiguiendo lo que no obtuvo el 
terrorismo nacionalista etarra, al que siempre se respondió, desde muchos 
frentes, que en ausencia de violencia todo era posible, argumento que definía las 
corrientes más abiertas del españolismo. 


En todo caso esas alteraciones semánticas no pueden considerarse mero fruto 
aleatorio de coyunturas políticas cambiantes, sino necesarias para el rescate de 
un nacionalismo español creíble por parte de las derechas políticas, intelectuales 


y mediáticas:Z2 es una reconducción hecha de fragmentos, no pocas veces 


contradictorios, que transita desde la superación de la vergienza por la herencia 
franquista —y que explica la ausencia de mensajes renovados en los primeros 
años de democracia, por temor a ser confundidos con la ultraderecha— hasta los 
intentos de inserción de los mensajes conservadores en una nación dada por 
descontada, auténtica en la trivialidad de sus expresiones cotidianas; pasando, 


queda dicho, por los intentos de apropiación en exclusiva del patriotismo 
constitucional. 


En todos los casos se aprecia como mecanismo principal, tácito, la existencia 
de los nacionalismos periféricos pero la negación de un nacionalismo español, 
central. Y en no pocas ocasiones en estas posiciones se constata una relativa 
concomitancia con la negativa de la derecha española a asumir políticas públicas 
de la memoria que situaran en una mejor perspectiva los procesos de 
nacionalismo franquista y el papel del antifranquismo, también en estos asuntos. 
Igualmente es digno de resaltar el papel de los discursos sobre las víctimas de 
ETA, que ha desbordado a los propios aparatos políticos de la derecha y que 
incluye, seguramente a pesar de muchas de esas víctimas supervivientes, trazas 
de pensamiento que van más allá de las reivindicaciones concretas para ponerse 
al servicio de un pensamiento que tiende a imaginar las cuestiones nacionales 
abiertas en blanco y negro, con buenos y malos, sin matices. En todo ese 
proceso, los episodios de hegemonía conservadora han tenido también como 
resultado la asunción de estos discursos por parte de la izquierda, y la asunción 
por muchos progresistas de un ambiguo jacobinismo, que no deja de denotar, en 
ocasiones, una profunda ignorancia de la historia, así como una falta de 


comprensión de movimientos estratégicos de la Transición, 4 que, sin embargo, 
se sigue reivindicando acríticamente en otros aspectos. 


También en esto la crisis socioeconómica explica muchas cosas: la 
centralización de las mentalidades y su correlato jurídico-político es una 


reacción ante las incertidumbres capilarmente difundidas, 22 Igualmente 


contribuye a explicar el énfasis independentistaZ£ en Cataluña. Obsérvese que 


aludo a incertidumbre y no a rechazo, como el que generaba, con toda razón, el 
terrorismo de raíz nacionalista de ETA. Porque ahora las fuentes de la 
incertidumbre son otras, externas en gran medida a la propia dialéctica 
nacionalitaria, aunque con repercusiones innegables en ella: al fin y al cabo, en 
mitad de todas las tempestades, para los nacionalistas de cualquier estirpe, lo 
único fijo, lo único a lo que amarrarse, porque es lo único que sobrevivirá, es la 


nación, 22 su nación. 


En esa búsqueda de certidumbre el nacionalismo dominante, esto es, el que 
mejor puede banalizarse hasta la invisibilidad, es el español, pues es el que 
mejor dispone de fórmulas supuestamente sencillas para poner orden donde hay 
desorden, para traer claridad donde todo parece confuso. Y es que, como apunta 


Juliana: «La sociedad de bajo coste (y de bajos salarios) desdibuja los viejos 
sentimientos de pertenencia, sin eliminarlos, sin liquidarlos, ni anularlos. Les 
resta agudeza política. Los exagera en forma de melodrama. Los convierte en un 
relato más de los muchos que cohabitan en el nuevo entramado social. Los 


Caricaturiza, incluso».28 Es decir: los pone en disposición de ser más triviales. Y 
en esa deriva el nacionalismo español está especialmente preparado. Sin 
embargo la aparente simplificación del problema, en realidad, inaugura un nuevo 
nivel de complejidad, de resultados y horizontes muy inciertos. Ese componente 


ideológico será esencial para aventurar el futuro del Estado autonómico. 22 


Y es que la crisis agota el big bang que supuso la Transición e interpela al 


conjunto del sistema, 20 en especial porque pone en almoneda el pacto social, 


que, como planteé, tiene un reflejo directo en el espejo de las Cc. Aa. Ello es 
también una medida de su éxito: los ciudadanos, cuando más lo necesitan, se 
dirigen al prestatario habitual, a las instituciones responsables de la salud, la 
educación o los servicios sociales... para encontrar ahora sus arcas vacías, sus 
estructuras arruinadas y su imaginación política convertida en escombros, 
profundamente heridos por unos recortes impuestos por un Estado central 
contaminado de neoliberalismo y apremiado por el mismo virus instalado en las 
corrientes de aire de la UE. La preguntas son obvias: ¿cuánto tiempo podrán 
mantenerse las superestructuras estatutarias si la realidad las vacía de 
contenido?, ¿podrán resistir al papel de pararrayos que el Estado central les ha 
impuesto?, ¿cómo afectará esto al precario sistema de lealtades identitarias 
compartidas que había funcionado relativamente bien en muchos lugares?, 
¿cómo será metabolizado por las ideologías conservadores o progresistas en 
presencia? 


LAS POSIBILIDADES DEL CAMBIO 


La reforma de la Constitución se presenta como la última esperanza de poder 
reordenar democráticamente este embrollo. Sobre todo si partimos de una 
consideración fuerte del constitucionalismo, y no de la mera debilidad del 


oportunismo constitucional. Ruipérez2l ha recordado, siguiendo en parte a 
Pedro de Vega, que se está operando un fenómeno más que preocupante: los 
gobernantes apelan al Derecho Constitucional como «criterio legitimador» de la 
vida pública, pero es una Constitución alejada de los presupuestos históricos y 
de las bases sociales en las que debería encontrar su fundamento; ello se debe al 


debilitamiento del principio democrático, que permite eludir el buscar en la 
democracia el fundamento de las constituciones, para ir a buscarlo en sí mismas 
y en su condición de grandes programas políticos. De esta manera se sustituye la 
ideología del constitucionalismo por la ideología de la Constitución: en vez de 
defender los principios que inspiraron una época histórica marcada por valores 
de igualdad, libertad y racionalidad, se cambian por la defensa numantina de un 
texto. Este neodoctrinarismo constitucional se estaría verificando con 
preocupante exactitud en España y, en concreto, en la materia que nos ocupa. 


Pero esto también requiere matices. Creo que solo será factible una reforma 
que sea el fruto del consenso más amplio posible. Y no por repetir una 
mitificación del consenso constituyente de la Transición sino porque solo así se 
conseguirá que la CE sea un factor de cohesión social -su principal función 
cultural-y arraigue popularmente —sea cual sea la definición de pueblo/s que 
elijamos—. Por lo tanto descreo de abrir un proceso constituyente formal y total, 
o sea, de hacer una nueva Constitución, porque me parece que tal reivindicación 
pertenece más al ámbito de lo ideológico que de lo político. La conclusión es 
que prefiero acuerdos sobre puntos —paquetes temáticos— concretos que usar el 
cambio de la CE como un señuelo imposible de agitación que acabe por provocar 
mayor desesperanza. 


En ese esquema la única respuesta técnica que se me ocurre es avanzar a un 
sistema federal que aporte transparencia, equilibrio, suficiencia financiera y 
participación de los Estados federados en la conformación de la voluntad del 
Estado federal. Sistema federal que incluya elementos confederales acotados 
desde el mismo texto constitucional y que exprese la plurinacionalidad intrínseca 


de España.£2 El pacto constituyente, desde este punto de vista, tendría dos 


momentos: uno del demos, del pueblo español en su conjunto, y otro del demoi, 
de los pueblos preconstituidos nacionalmente. Para avanzar en esta línea, por 
cierto, habría que desterrar, de una vez por todas, el mito, tan infundado, que 
defiende que España es como si fuera ya un Estado federal, cuando las 
diferencias, en el orden competencial y en la contribución de las partes a la 


conformación del Estado general compuesto, son más que notables. 83 


En definitiva, se trataría de recomponer el juego de pactos de la Transición 
aunque desde distintas posiciones: 


— Un pacto democrático que profundizara la democracia también en los 
ámbitos autonómicos —y locales—-, con mayores dosis de deliberación, 
respeto institucional a derechos, transparencia y cautela contra la 


corrupción y fórmulas de democracia directa y semidirecta. 


— Un pacto social con nueva fiscalidad, sistemas impositivos más 
progresivos y mecanismos de refuerzo de servicios públicos básicos a 
cargo de las CC. AA. 


— Un pacto nacional y autonómico plural en el sentido apuntado. 


Si se me pregunta si soy optimista no podré decir que sí. Muñoz Machado?4 
ha indicado que hubiera sido sencillo reconocer en la Constitución «hechos 
diferenciales» de los que se hubieran derivado consecuencias jurídicas, pero la 
negativa a hacerlo trajo como consecuencia que «durante más de treinta años 
todas las Comunidades Autónomas han tenido los mismos poderes, sin perjuicio 
de la posibilidad de ejercerlos de modo diferente de acuerdo con las propias 
opciones políticas, las tradiciones o la cultura de cada territorio», y concluye: 
«romper ahora esta igualdad es una opción posible, pero muy difícilmente 


realizable». En efecto, la dificultad es mucha,22 el enconamiento de algunas 


posturas y las desconfianzas mutuas, manifiestos. Y emerge otro factor clave: los 
sectores socioeconómicos hegemónicos están dispuestos a alcanzar los últimos 
objetivos en el desprestigio y desguace del Estado del bienestar: en las disputas 
cruzadas entre identidades esta cuestión, que se suele obviar, es la principal. Ya 
se encargan de ello los poderosos, los que no necesitan las pequeñas identidades 
para dotar de sentido a sus vivencias pues se pueden permitir ser cosmopolitas 
del euro. Es la visión que tantos imitadores encuentra en las declinantes clases 
medias, a la vez debilitadas en lo económico y a la busca de ascenso de estatus 
en lo simbólico; y en esa tesitura que desprecian las identidades colectivas 
sólidas, para cambiarlas por un relativismo líquido que, paradójicamente, se 
siente infinitamente más cómodo con las renacidas virtudes del Estadonación, en 
el que se pueden conjugar esas veleidades con la seguridad de las fronteras 
impenetrables. Esto es clave en la difusión de la ideología neouniformista. 


No es rechazable el augurio de Álvarez Junco?* al prever «el mantenimiento 


de la confusa situación actual durante algún tiempo, con una evolución 
progresiva hacia una nación progresivamente plural, multiétnica, con diversos 
niveles de poder y soberanía difusa, cada vez más integrada en una Europa 
política, quizá con especiales lazos con Iberoamérica», en definitiva: «se 
inventaría una fórmula nueva, experimental, distinta a los modelos 


consagrados». En otro lugar —y en otro momento— defendí9Z la idea de una 


España plural, interesante aportación semántica originada en las necesidades 
tácticas del PSOE, que nunca pasó de las musas al teatro. Y mantuve que la 
eficiencia de esa pluralidad pasaba por que aprendiera a desprenderse de un 
doble rasero de medir la realidad, según el que hay: 


— fuentes de normalidad —la prensa nacional, la fiesta nacional, las 
selecciones deportivas nacionales, los partidos nacionales,  etc., 
entendiendo en todo caso lo nacional como español-; y 


— fuentes de perplejidad —todo lo periférico que entra en contradicción con lo 
nacionalespañol o que se exaspera contra la folclorización de sus 
expresiones políticas 0/y culturales. 


Desde ese punto de vista planteaba tres hipótesis: 


1. Modelo de nacionalismo dominante: España más autonomías, con una 
tendencia a lo jerárquico uniformista en un marco imaginado como único. 


2. Modelo de nacionalismos coexistentes, cercano a la conllevancia 
orteguiana: una España plural débil, condenada al conflicto y a la 
negociación intensa permanente que obliga, de facto, a la mayoría de la 
población a ir definiéndose en torno a parámetros nacionalistas. 


3. Modelo postnacionalista: una España con voluntad de integración, en el 
sentido de aspirar a ser el fruto de repensarse globalmente y de 
reconstruirse institucionalmente, en busca de una visión fuerte de la 
España plural, con una tendencia a lo reticular en los imaginarios 


colectivos.98 


Me parece que, como estructura de análisis, esta sinopsis sigue siendo válida. 
Pero hay una variante demasiado potente como para no ser apreciada y que 
atraviesa, en sentido estricto, toda idea reformista: la propia crisis, destructora de 
mundos de certezas, aunque fueran certidumbres radicadas en los terrenos 
sísmicos de la política. La crisis golpea el mundo constitucional conocido y 
favorece la centralización, pero pocos estarán en condiciones de establecer 
vínculos entre ambos hechos. Sin embargo, en el horizonte también hay signos 
de esperanza, siquiera sean débiles y contradictorios: los movimientos de 
resistencia, las lecciones aprendidas —si no se olvidan—, las aportaciones técnicas 
serias y formuladas honestamente, aunque sea desde la urgencia, pueden abrir 
expectativas. Pretender que el Derecho, per se, dé las respuestas significativas 
será inútil: es en el terreno de la política pura donde se va a jugar la partida. 


Donde ya se está jugando. 
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ESPAÑA Y CATALUÑA. PENSANDO EL CATALANISMO 
DESDE EL EXILIO. LOS REFUGIADOS DE ACCIÓ CATALANA 
EN PERPIÑÁN (1945-1947) 


Giovanni C. Cattini 
Universitat de Barcelona 


La derrota republicana en la Guerra Civil y el consecuente exilio tuvieron un 
fuerte impacto al replantear uno de los grandes temas de la historia 
contemporánea de España, como es el encaje de Cataluña en el Estado. Los 
vencedores de la guerra tenían una visión unitaria de la historia patria y 
rechazaban rotundamente el papel que habían jugado los nacionalismos 
periféricos. Veían al catalanismo como un factor negativo que había llevado al 
Principado hacia una «falsa ruta», citando el título del conocido artículo de 
Ferran Valls Taberner. 


Este conocido historiador, después de dos años y medio sin vivir en 
Barcelona, había vuelto a su ciudad con el «Ejército Nacional» y empezaba a 
colaborar con La Vanguardia española: desde su primer artículo decidía cerrar 
las cuentas con el pasado y abjurar de sus antecedentes catalanistas. Así, 
afirmaba que había llegado a la conclusión de que «por lo que se refiere 
específicamente a la trayectoria política de Cataluña en los últimos decenios del 
siglo xix y en lo que llevamos del siglo presente, pueden resumirse en esta 
opinión: Cataluña ha seguido una falsa ruta y ha llegado en gran parte a ser 
víctima de su propio extravío. Esta falsa ruta ha sido el nacionalismo catalán». 
De este modo, consideraba que el catalanismo había sido «uno de los factores de 
subversión [...] que llegó por fin a producir la gran catástrofe», especialmente 
porque «contribuyó poderosamente al desarrollo del subversivismo en Cataluña, 


llevándolo hasta las capas sociales superiores».? 


Estas ideas serán compartidas por un buen número de intelectuales catalanes 
antes colaboradores o partícipes del movimiento catalanista y ahora orgánicos al 
nuevo régimen franquista. Junto al caso llamativo de Valls Taberner también se 


pueden mencionar los de los escritores Ignasi Agustí o Guillermo Díaz Plaja, o 
el del periodista Carles Sentís, entre otros. En su labor, pronto tendrán a su lado 
la flor de la intelectualidad falangista, liderada por José María Pemán o Ernesto 


Gímenez Caballero y un largo etcétera.2 Entre todos compartían la idea de que el 
Catalanismo había tenido una elocuente responsabilidad en dinamitar las 
dinámicas políticas españolas que habían acabado provocando la Guerra Civil. 
Así hay quien ha insistido en la importancia de la recepción de los escritos de 
José Antonio Primo de Rivera sobre la cuestión catalana en las generaciones de 


intelectuales que se convirtieron en los intelectuales orgánicos de la dictadura.2 


No obstante, es sintomático que en la inmediata posguerra se publicara una 
colección de artículos y discursos parlamentarios del propio José Antonio sobre 


la cuestión catalana.4 Allí abundaban las acusaciones que incluían desde 


políticos catalanistas contemporáneos hasta los escritores e intelectuales del 
siglo xix que habían despertado «el angosto particularismo» y las 
«fragmentaciones suicidas». En los escritos joseantonianos se subrayaba la 
responsabilidad de los escritores románticos y las nefastas consecuencias de sus 
escritos, o con sus palabras: «el romanticismo en los pueblos —las tesis 
románticas y liberales, en su política— concluye por ahogarlos en la propia 


angustia de la pérdida de más altos estímulos».2 De la misma manera, calificaba 


el «separatismo» como un sentimiento local, «signo de decadencia, que surge 
cabalmente cuando se olvida que una Patria no es aquello inmediato» ya que la 
patria se daba cuando los pueblos tenían conciencia de «la misión que en lo 


universal los diferencia de los demás pueblos».£ O en la célebre definición del 
líder de Falange por la cual España era «una entidad histórica, diferenciada de 


las demás en lo universal por su propia unidad de destino». En este marco, José 


Antonio rechazaba la posibilidad de dialogar con cualesquiera de las fuerzas 
políticas catalanas ya que, moderadas o radicales, no aceptaban el destino 


universal de Españal y contemplaba como solución «someter a Cataluña a una 


autoridad española». 2 


Las ideas de José Antonio transmitidas a bombo y platillo por la propaganda 
falangista contribuirán a la configuración de la ideología del régimen, cuyos 
programas habían sido, desde el principio, aniquiladores de toda identidad que 
no fuera española, ultracatólica, antiliberal, antimarxista y antidemocrática. La 
vieja tendencia centralista y castellanizadora llegaba al punto más álgido en el 


Nuevo Estado, que eliminaba por decreto todo lo que podía hacer referencia a las 


identidades vasca, gallega y catalana.10 Como hemos dicho, la mayoría de 
escritores e intelectuales catalanes adoptaron esta visión y la abrazaron con 
fuerza: sin extendernos en un amplio listado podemos resumirlo en la 


producción de Ignacio Agustí que ya en 1940 publicó Un siglo de Cataluña, Ll 


en el prólogo del cual se reivindicaba como perteneciente a ««una nueva 
generación», salida a la luz con la guerra, de juventudes liquidadoras en 
Cataluña de la tradición romántico y liberal, a la que nos sentimos 


ilimitadamente vinculados».12 El libro de Agustí era más bien una recopilación 
de artículos publicados en Destino, el semanario de propaganda de los 


falangistas catalanes de Burgos, +2 entre los cuales es significativo el que 


clausuraba el libro ya que, citando expresamente a José Antonio, estigmatizaba 
el peso que el Romanticismo había tenido en la última centuria catalana y sus 
consecuencias fatales en la historia de la España contemporánea, o por utilizar 
sus palabras: «el catalanismo, nacido de unos románticos con chalina, llegará a 
ser, al correr de los días, la alcahueta política más sagaz y más funesta de 


España». 14 Finalmente Agustí terminaba citando la «Arenga a Cataluña» que 
precisamente abría la citada colección de artículos José Antonio y Cataluña. 


En este marco también se puede recordar que, en el bando ganador, hubo 
casos aislados de voces que se alzaron en contra de esta visión, pero la realidad 
es que fueron prácticamente silenciadas o se mantuvieron en silencio. Este es el 
caso de Joaquim Casas Carbó, quien en su Hispanidad triunfante (1939) 
planteaba la necesidad de una reformulación del Estado bajo parámetros iberistas 
por los cuales Castilla y Portugal liderarían la unidad ibérica en virtud de una 
expansión imperial. Un imperialismo iberista que bebía de las teorías 
catalanistas de Enric Prat de la Riba y que tenía que amparar no improbables 
unidades de destino en lo universal sino la inclusión de las diferencias culturales 


y lingilísticas ibéricas para hacer un estado más fuerte y con más proyección. 12 


LAS RUPTURAS Y LAS RADICALIZACIONES DEL EXILIO CATALÁN 


Si la realidad interior no permitía las discrepancias respecto del pensamiento 
único del régimen, el exilio se caracterizó desde el principio por sus divisiones. 
De hecho, la Guerra Civil y el exilio acabarían de una manera clara con la 
cultura política que había sido hegemónica en Cataluña hasta 1939. Esta ruptura 
implicaba el desarraigo de miles de personas y la interrupción de la trayectoria 


colectiva, política y cultural, de un gran número de intelectuales y profesionales 
Catalanes. Si esta ruptura era compartida por la cultura republicana a nivel 
estatal, es innegable que esta ideología había tenido un arraigo sugerente 
precisamente en las tierras catalanas. Sea cual sea el proceso de desarraigo de 
esa Cultura política, su aniquilamiento fue perseguido por la doble coyuntura del 
exilio al que fueron condenados miles de republicanos y por la feroz represión 


que llevó a cabo la dictadura franquista. 18 


En este marco, la recomposición del republicanismo catalán en el seno de las 
instituciones de autogobierno en el exilio fue un proceso bastante complicado y 
penoso, caracterizado por las disidencias, los enfrentamientos y las divisiones. Si 
antes de pasar la frontera en febrero de 1939, el presidente Lluís Companys 
había disuelto el Govern, simbolizando así la ruptura de la política unitaria 
mantenida hasta entonces con el Psuc, en el exilio el propio presidente se 
encontró ante el gran problema de tener que detener las divisiones y el 
descrédito que rodeaba a la propia institución de la Generalitat, que sufría los 
recelos de todo lo que estaba relacionado con los políticos de la República. 


En este marco, el sector intelectual mantenía un cierto prestigio por contraste 
al descrédito que habían arrastrado la mayoría de los políticos republicanos. 
Precisamente por ello, el presidente Companys decidió impulsar un Consejo 
Nacional catalán mediante una sobrerrepresentación de intelectuales en el 
Gobierno de la Generalitat en el exilio. Estas figuras —de la talla del prestigioso 
lingitista Pompeu Fabra, del historiador e intelectual Antoni Rovira i Virgili o del 
filósofo Serra y Hunter—debían poder cohesionar el exilio y representar unos 
referentes para los catalanes del interior que no querían perder la esperanza de 
poder volver a tener sus instituciones y mantener el prestigio de su cultura 
nacional. Sin embargo, la ocupación nazi de Francia imposibilitó el desarrollo de 
las actividades de la Generalitat; Companys era detenido en agosto de 1940, 
enviado a Madrid y de ahí a Barcelona, donde las autoridades franquistas 
ordenaron su fusilamiento el 15 de octubre después de un juicio sumarísimo. A 
partir de este momento, la máxima autoridad del poder catalán recaía en Josep 


Irla, en virtud del Estatuto interior de Cataluña. 12 


Paralelamente, existían otros organismos de representación de la política 
Catalana del exilio en Londres y en América. El grupo más dinámico 
intelectualmente era sin duda el de la capital británica, bajo el liderazgo de 
Carles Pi Sunyer y apoyado por personajes emblemáticos como Pere Bosch 
Gimpera, el doctor Josep Trueta o Josep Maria Batista i Roca, entre otros. Las 


tesis auto-deterministas del Consejo de Londres fueron bien acogidas en los 
grupos del exilio catalán en América. A pesar del apoyo recibido en diferentes 
sectores del exilio, este grupo no pudo transformarse en referente para los 
catalanes exiliados en Francia ni tampoco en la estructura del partido. Por el 
contrario, fue desautorizado por la presidencia de la Generalitat en el verano de 
1942, no pudiendo detener enfrentamientos y confusiones entre los republicanos 
Catalanes exiliados que terminaron solo con la liberación de Francia, cuando el 
presidente Irla ejerció activamente la presidencia de la Generalitat e intentó 
hacer converger los esfuerzos de los republicanos catalanes en un esfuerzo 


conj unto.19 


Cabe destacar que anteriormente, en octubre de 1944, el propio presidente 
Irla había dado a conocer su primer manifiesto público, pidiendo la unión 
nacional catalana y expresando la voluntad de reactivar el Consejo Nacional. La 
diáspora del exilio determinó que este organismo viera la luz en enero de 1945 
bajo la dirección de Antoni Rovira i Virgili y con la presencia de Humbert 
Torres, Joan Sauret, Nicolau d'Olwer, Claudi Ametlla y Ferran Cuito, entre 
Otros. 


No deja de ser sugerente que tres de los personajes citados anteriormente 
impulsaran una revista de reflexión y de debate político de gran interés que 
responde al nombre de Quaderns d'Estudis Polítics, Económics i Socials, que 


apareció en Perpiñán en enero de 1945.12 Las raíces de esta revista se 
encuentran en la exigencia de reorganización de la cultura política catalana, que 
pasaba por la creación de un grupo de estudios políticos, impulsado por Ferran 
Cuito y que unos meses después daría vida a la revista en cuestión. En una carta 
a Nicolau d'Olwer, Ferran Cuito explicaba que había impulsado dicho grupo 
para superar el estilo comarcal y humanitario de la mayoría de publicaciones 
catalanas. Asimismo, le informaba que la cohesión del grupo estaba garantizada 
por los lazos de amistad, especialmente en los casos de Eugeni Xammar, 


Joaquim de Camps y Arboix, Claudi Ametlla y de su suegro Amadeu Hurtado.20 


LOS QUADERNS DE PERPIÑÁN Y LOS TEMAS DE REFLEXIÓN DEL GRUPO 


Ferran Cuito fue su principal animador y contó con el apoyo de su citado 
suegro, el prestigioso abogado republicano y catalanista Amadeu Hurtado. La 
revista, conocida popularmente como los Quaderns de Perpiñán, contó con las 
colaboraciones de autores de la valía de Rovira i Virgili, Humbert Torres, 


Nicolau d'Olwer, Ferran Soldevila, Rafael 'Tasis, Josep Maria Batista i Roca, 
Claudi Ametlla, Joaquim Camps i Arboix, Nicolau Maria Rubió, Eugeni 


Xammar, Ramon Xuriguera, Josep Pallach, Carles Pi i Sunyer, Josep M. 


Corredor o el doctor Jesus Bellido i Golferichs, entre otros.21 


El hijo de Cuito recuerda que su padre «a partir del setembre d*aquell any 
[19]44 va dedicar tota la seva energia, que no era poca, a la constitució d'un grup 
d'estudis polítics que tenia per objectiu restablir el contacte entre tots els 


contactes que la guerra havia dispersat»22 e impulsar un proyecto de reflexión 


que debía ser útil para Cataluña. El grupo fundamental que animaba la revista 
estaba formado principalmente por la gente de Acció Catalana que residía en 
Francia, aunque estaba abierto a recibir las aportaciones de todos los sectores, 
como lo demuestra una carta de Ferran Cuito a Nicolau d'Olwer en la cual le 
comunicaba que «el projecte de publicar uns Quaderns d'Estudis Polítics va 
endavant. Ja que l'acció divideix els homes veurem si l'estudi els acostuma a 


conviure. Hem demanat treballs a gent de tots els sectors sense excepció» 23 


Un mes y medio después salía el primer número, aunque no llegó a 


distribuirse por la mala calidad de la impresión.24 La revista empezó a 
publicarse regularmente a partir de enero de 1945. La primera editorial llevó por 
título «Grup d'estudis polítics» y explicitó que su objetivo era ponerse al 
corriente «dels moviments d'opinió mundial i de les fórmules de tot ordre que es 


preconitzin, per estudiar uns i altres, en interés de Catalunya».22 De esta manera 
la revista quería convertirse en un puente de contactos entre los catalanes 
exiliados y los del interior, sin querer representar a un partido político sino a una 
agrupación ligada al mundo de la cultura y política catalana de manera 
transversal. En la última página de la revista, se manifestaba que iba dirigida «en 
especial als catalans estudiosos i de professió intel-lectuals, als quals va 


principalment adrecada aquesta modesta obra d'unitat catalana». 20 


El 20 de enero siguiente, el grupo de estudio que animaba la revista se reunió 
en el local social «Casal de Catalunya» de Perpiñán y organizó el grupo en tres 
secretarías: la de Relaciones, dirigida por Joaquim Camps y Arboix; la de 
Archivo y Documentación, en manos de Ferran Cuito, y la de Tesorería, 


encargada a Juli Sunyer.22 


La euforia, propia del final de la guerra, caracterizó los primeros números y 
fue menguando a partir de enero de 1946, como se desprendía del editorial del 


número 12 de la revista.24 En enero de 1947, una nota de la redacción admitía 


que las esperanzas del final del franquismo estaban lejos de cumplirse29 y, de 
hecho, el verano de ese año saldría el que fue el último volumen de los Quaderns 
d'Estudis Polítics, Socials i Economics. 


Durante los dos años y medio en que salió la revista se publicaron 
veinticuatro números. Los principales temas que se debatieron en la revista 
tenían que ver con el papel que debía tener Cataluña, una vez derribada la 
dictadura. A lo largo de los diferentes números aparecieron los distintos 
planteamientos autonomistas dentro de un marco monárquico o republicano, 
incluyendo las tesis más rupturistas con la vieja legalidad republicana, como 
podían ser las tesis de Carles Pi i Sunyer o Josep Maria Batista y Roca desde 
Londres. A pesar de eso, cabe subrayar que la revista rechazó siempre las tesis 
autodeterministas, intentando mantener una unidad de las fuerzas políticas 
catalanistas. 


Asimismo, hay que remarcar que estudiando los veinticuatro números de la 
revista podemos relevar sus principales campos de intereses: abundan las 
noticias referentes al Gobierno de la Generalitat, y también a la política catalana 
en el exilio y a la necesidad de establecer puentes de unidad entre los diferentes 
sectores catalanistas del exilio, del mismo modo hubo una atención constante al 
estado de la cultura catalana después de la gran derrota de 1939. Por otro lado, la 
revista dedicó diferentes artículos a seguir la realidad de la España republicana y 
la franquista: seguía la política del Gobierno de la República, la política española 
del exilio y las maniobras monárquicas de Juan de Borbón. Central en las 
páginas de la revista fue también la actualidad política y económica del Estado 
franquista: Ferran Cuito escribió numerosos estudios para evaluar el estado de la 
economía del régimen y, junto con Camps Arboix y Claudi Ametlla, entre otros, 
analizó la política de la dictadura española. En este apartado también había 
espacio para comentar noticias de los sindicatos franquistas, de las políticas 
culturales del régimen o las actuaciones diplomáticas del régimen. Finalmente, 
otro gran apartado estaba dedicado al estudio de la política internacional en 
general —incluyendo la denuncia de los horrores del nazismo y de los campos de 
exterminio—- y, concretamente, a todo lo que podía tener que ver con el 
franquismo. La revista reflexionó reiteradamente también sobre problemas 
políticos de primera magnitud y relacionados con la dialéctica 
dictadura/democracia y las reivindicaciones de la democracia liberal en 


contraposición a los totalitarismos.20 


La posibilidad de ofrecer informaciones desde Cataluña fue posible gracias a 
la colaboración de aquellos «catalanes beneméritos» que enviaban notas sobre el 
contexto y recortes de los diarios franquistas para que los impulsores de la 
revista pudieran hacer una radiografía fidedigna de la evolución del contexto 


sociopolítico catalán bajo la dictadura.21 Asimismo la revista consiguió 


difundirse también en el Principado gracias a la distribución que hacía el Front 


Universitari de Catalunya.22 


En el marco del presente artículo nos interesa subrayar las reflexiones 
alrededor del papel de Cataluña en España que la propia revista proporcionó de 
manera constante desde su primer número. De entrada y a pesar de la pluralidad 
de las aportaciones, nos parece importante subrayar que el grupo impulsor 
pertenecía al grupo circunscrito a los intelectuales de Acció Catalana, un sector 
liberal republicano moderado y catalanista que quedó profundamente 
decepcionado con la radicalización de la política que protagonizó Lluís 
Companys desde la revuelta de octubre de 1934 y que, durante la Guerra Civil, 
consideraron que esta radicalización llegó a su apogeo. Asimismo, la mayoría de 
los artículos de la revista fueron escritos por su máximo impulsor, Ferran Cuito, 
por Joaquim de Camps y por Arboix i Claudi Ametlla. Estos autores, que vivían 
en Perpiñán, constituían también el núcleo impulsor del Grup d'Estudis Polítics, 
y dejaron una huella ideológica y estratégica muy clara. Ferran Cuito (1898- 


1973)93 militó en Acció Catalana desde su fundación en 1922, y en estos años 
consolidó su amistad con Lluís Nicolau d'Olwer que, al ser nombrado ministro 
de Economía de la República, en 1931, se lo llevó a Madrid como colaborador 
(junto a Manuel Reventós y Josep Barbey). La colaboración con Nicolau 
d'Olwer y la devoción de Cuito hacia este continuarán en los duros años del 


exilio; Joaquim de Camps i Arboix (1894-1975)94 provenía de las juventudes de 
la Lliga Regionalista, en la cual había entrado por la influencia de su tío, el 
marqués de Camps; luego pasó por Acció Catalana y más tarde a Acció Catalana 
Republicana. En este último partido desempeñó un papel relevante en las 
comarcas de Girona hasta la Guerra Civil, cuando fue nombrado canciller de la 


República en Perpiñán; Claudi Ametlla (1883-1968)23 empezó su militancia en 
el federalismo pimargalliano, para pasar luego a las filas del nacionalismo 
republicano, llegando a ser gobernador civil de Gerona y Barcelona durante la 
República y presentándose como independiente por Acció Catalanista 
Republicana. Estos tres personajes, que se reunían semanalmente en la casa del 


prestigioso jurista Amadeu Hurtado, el citado suegro de Cuito, eran entonces los 
que pautaban los Quaderns y su prestigio era reconocido unánimemente en las 
diferentes familias del exilio catalanista republicano, razón por la cual sus 
reflexiones son significativas del periodo. 


EL MANIFIESTO DE LONDRES Y LA PERSPECTIVA DEL ENCAJE DE CATALUÑA CON ESPAÑA 


Una de las cuestiones que nos permiten analizar la problemática del papel de 
Cataluña en España es sin duda la polémica que caracterizó la publicación en 
Londres de la Declaració política del Consell Nacional de Catalunya de agosto 
de 1944. Las tesis defendidas por el grupo liderado por Carles Pi i Sunyer —que 
tuvo un amplio apoyo especialmente en las comunidades catalanas de las 


Américas, pero no tanto en los sectores republicanos y catalanistas del exilio 


planteaban abiertamente la autodeterminación pero en el marco de una 
confederación hispánica: 


la unitat organica de les diverses nacionalitats ha de trobar la seva 
expressió en una comunitat fonamentada en la independencia de cadascuna 
d'elles i en la interdependencia de totes; cadascuna ha de poder regir la 
seva vida propia i totes juntes resoldre en comú i com iguals aquelles 


materies que siguin d'interes comú.22 


La respuesta de la redacción de los Quaderns aparecía ya en el primer 
número a cargo de Claudi Ametlla, que defendía la necesidad de apoyar la 
acción del presidente Irla y que el objetivo de todo el exilio catalán tenía que ser 


«el retorn a la legalitat republicana i estatutaria». 28 El propio Ametlla reconocía 


que este proyecto era incapaz de suscitar euforias pero era el principio de la 
restauración de lo perdido, un camino poco glorioso pero, por el contrario, 
practicable. En este marco, rechazaba el manifiesto a favor de la 
autodeterminación y lo hacía en nombre de «la santa oportunitat fora de la qual 


no existeix la vera política».22 


Por otra parte, lamentaba las confusiones que engendraba el manifiesto 
autodeterminista de Londres por su radicalismo, que consideraba condenado a 
ser un «brindis al sol», y, finalmente, insistía en que la esencia del manifiesto era 
una petición de reforma federal de España en consonancia con los ideales de Pi i 
Margall. En este marco, consideraba inviable pensar que los españoles darían su 


apoyo a la reforma federal y lo decía de una manera muy clara: «Volen els 
espanyols aquest sistema [federal]? No sé si la idea ha guanyat adeptes. Si 
judiquem per l”esperit de les Corts Constituents, les més romanticament 
avancades de les tres legislatures de la República, la resposta ha d'ésser 


negativa» 40 Por estas razones, concluía reivindicando la bondad del Estatuto de 
1932, que interpretaba como «un estadi de la evolució catalana [...] i en ell hem 
de treballar per raons d*oportunitats, per exigencia de la realitat, i per l'imperatiu 


terrible i fatal que és haver perdut la guerra». 4 


En marzo de 1945, los Quaderns d'Estudis Polítics Economics i Socials 
volvían a centrarse en el debate engendrado por el manifiesto de Londres y por 
la petición de los impulsores del propio manifiesto de poder expresar sus ideas. 


La redacción de los Quaderns dedicaba una editorial42 a reflexionar sobre el 
hecho de que el objetivo de la revista era intentar conciliar las posiciones de las 
diferentes facciones del catalanismo en nombre de la búsqueda de la unidad en la 
compleja situación política del momento. Gracias al epistolario entre Ferran 
Cuito y Lluís Nicolau d?'Olwer sabemos que, a lo largo del mismo enero de 
1945, el primero pidió al otro intervenir sobre el manifiesto de Londres, pero 
Nicolau d'Olwer lo rechazó afirmando que quedaba expreso su apoyo a la 
opción legalista y a la reivindicación del Estatuto de 1932, en función de los 
argumentos esgrimidos por Claudi Ametlla. Y añadía confidencialmente: 


jo crec que no ens convé un període constituent a Espanya, perque la nova 
Constitució seria molt menys autonomista que la de 1931; que no ens 
convé tornar a posar en moviment l'autoderminació, perque el nou 
plebiscit, si no era una farsa, seria molt menys favorable que l'anterior; i, 
en fi, que no ens convé anar a una situació revolucionaria, de fet, perque en 
aquest cas l?amo del carrer no és el catala catalanista, sinó el murcia 


faiero 43 


Cuito le contestaba apoyando su conformidad con la decisión de Nicolau 
d'Olwer de no entrar en el debate y le informaba de que el número de marzo 
siguiente tenía la voluntad de publicar diferentes artículos alrededor del tema en 
cuestión «sense anim d'enverinar la polémica, sinó al contrari, per a clourela 


d'una manera amistosa». 44 


Si esta intención quedaba manifiesta desde la citada editorial de la revista, 


entre las diferentes aportaciones recordamos que hubo intervenciones de Josep 


Maria Batista i Roca, L Nicolau M. Rubio*£ y F. Arnau i Cortina, 42 a favor del 
manifiesto de Londres, y en un sentido contrario, las aportaciones de Rafael 
Tasis, Joaquim de Camps i Arboix, Antoni Rovira Virgili, Ferran Cuito, Ramon 
Noguer i Comet y de X. Z. 


En su intervención, 48 Rafael Tasis reivindicaba un nuevo iberismo por parte 


del catalanismo. El autor subrayaba la compleja situación en la cual se movían 
los exiliados catalanes ya que, por una parte, tenían que lidiar con los sectores 
radicales del movimiento —-siempre apoyados por la mayoría de los nacionalistas 
de las colonias catalanas de América Latina, que Tasis acusaba de «complicar les 
nostres lluites de partits»— y, por otra, el creciente rechazo e intransigencia de los 
españoles castellanos, tanto obviamente de los falangistas como de los 
republicanos en el exilio que no admitían otra identidad que la española y por lo 
cual afirmaban que «el clima és francament secesionista per tots dos costats, 
contrari a tota solució de convivencia, i carregat de sentimentalisme 


explosiu».49 A pesar de esta situación, "Tasis consideraba que, a causa de la 


persecución a la lengua y cultura catalanas por parte de Franco y de su régimen 
la vuelta a la democracia hubiera significado una política diametralmente 
opuesta a la falangista, haciendo así posible y factible una reivindicación del 
Estatuto catalán en los términos que se habían dado durante la Segunda 
República. En este marco, afirmaba que la reflexión sobre Cataluña y el 
catalanismo le había llevado a rechazar los radicalismos y las posturas a favor de 
la autodeterminación en nombre de un patriotismo español que tenía que incluir 
las cuatros nacionalidades ibéricas más importantes: la castellana, la galaico- 
portuguesa, la vasca y la catalana. Por eso, consideraba que el problema que los 
catalanistas tenían que solucionar era: «operar, a Catalunya i a Espanya, la 


síntesi entre catalanisme i patriotisme espanyol». 20 


El viejo republicano catalanista Ramon Nogués también se expresaba a favor 
de las tesis de la redacción de la revista. Respecto a Claudi Ametlla, añadía dos 
argumentos en pro de la legalidad anteriormente vigente: primero, y desde una 
perspectiva jurídica, Cataluña tenía que reivindicar la restauración íntegra del 
Estatuto en nombre del principio universal que proclama que «l'expoliat ha 
d'ésser, abans que tot, restituit integrament, totalment, adhuc amb les accessions 
naturals o jurídiques de la cosa». Y en segundo lugar, Nogués recordaba la 
íntima continuidad entre la causa de la República y la de Cataluña: ambas se 


necesitaban para sostenerse,21 


Joaquim de Camps i Arboix escribía un artículo para refutar el supuesto 


derecho de autodeterminación?2 recordando que este principio fue abandonado 


por oscuro y demasiado complejo por la propia Sociedad de Naciones salida de 
la Primera Guerra Mundial. En este sentido, recordaba que los propios 
intelectuales catalanistas —como Maspons i Anglasell o Joan Estelrich, que más 
habían seguido el tema y que habían participado en los congresos de las minorías 
nacionales, desde la segunda mitad de la década de 1920-— no habían 
reivindicado y tampoco defendido el concepto de autodeterminación en sus 
escritos del periodo. De la misma manera, citaba los entonces recientes acuerdos 
contenidos en la «Carta del Atlántico» o en los «Acuerdos de Crimea», que 
prácticamente no apoyaban la posibilidad de que los pueblos decidiesen por ellos 
mismos ya que, para no precipitar las relaciones internacionales hacia la 
anarquía, las minorías quedaban supeditadas a las mayorías de las naciones de 
las cuales formaban parte. Por eso, consideraba que España no permitiría nunca 
a los catalanes poder plebiscitar su autodeterminación: «pensar el contrari seria 
ignorar el quasi mig segle de lluites i esforgos per aconseguir una migrada 


autonomía».22 Por estas razones, a los catalanes les convenía reivindicar la 


viabilidad del Estatuto, como punto a partir del cual reiniciar el camino hacia la 
búsqueda de nuevas y más amplias libertades para Cataluña. 


Los últimos dos artículos en contra del manifiesto de Londres estaban 
firmados por el propio impulsor de la revista, Ferran Cuito, y por el prohombre 
catalanista Antoni Rovira i Virgili: si el primero insistía en conceptos como la 
necesidad del catalanismo de actuar con estrategia y no pedir recetas 


imposibles, 4 el segundo volvía a subrayar la necesidad de adoptar 


pragmáticamente el Estatuto de 1932 en vista de una futura e idealizada 
reestructuración europea y peninsular en clave federal.22 


A pesar de anunciar que el tema se cerraría con el tercer número de la revista, 
al mes siguiente el colofón fue puesto por la transcripción de una conferencia de 
Amadeu Hurtado que pretendía ser una reflexión hacia los partidarios de revisar 


el catalanismo.2£ Sus tesis se podían resumir en la existencia de dos grupos en el 


seno del catalanismo que respondían a dos estados anímicos diferentes: los unos, 
temerarios, apostaban en aquel entonces por una revisión del catalanismo y por 
la autodeterminación y el federalismo; los otros, sensatos y con sentido político, 
estaban a favor del continuismo y del restablecimiento del Estatuto de 


Autonomía. Hurtado consideraba que desde el punto de vista político, estos 
grupos se diferenciaban por la estrategia que seguían para lograr el retorno del 
autogobierno catalán, pero sus proyectos y objetivos eran prácticamente los 
mismos. Según el prestigioso abogado, el Estatuto había sido el fruto de una 
afirmación de la soberanía de Cataluña y se había obtenido con un pacto con las 
Cortes españolas. Él mismo consideraba que una reforma federal por sí sola no 
habría determinado un crecimiento de las competencias de un posible Estado 
federado catalán. Citando las reflexiones sobre la psicología colectiva, Hurtado 
afirmaba claramente que el verdadero problema residía en el hecho de que 
Cataluña «éssent en tants ordres de la vida un poble fet, políticament no ho 
[era]», y eso se debía al hecho de que, políticamente, el Principado no había 


«pogut sortir encara de l'estadi de multitud».22 Por esta razón, el 
sentimentalismo y las protestas habían arraigado tanto en la sociedad catalana; 
por el contrario —opinaba Hurtado-Cataluña debía fijarse en los constructores 
anónimos de la riqueza barcelonesa y catalana que, a pesar de tener más bien un 
Estado en contra de ellos, habían conseguido hacer de Barcelona una metrópoli 


internacional «primera ciutat mediterránia».28 Así, la receta de Hurtado era 


conseguir la unidad de las fuerzas catalanistas y dejar de lado los planteamientos 
temerarios que llevaban a un camino sin salida. 


Como recordaba el nieto de Hurtado, las voces de su abuelo y su padre, entre 
otros, fueron «veus assenyades [que] van contribuir a asserenar els esperits i fer 
veure que si es restablien les llibertats, seria aconsellable defensar altre cop una 
autonomia com la que havíem obtingut, en lloc de tirar les velles idees per la 


borda i proposar solucions útopiques».22 


LA PERSISTENCIA DE UN MODELO PACTISTA A PESAR DE LAS DIVISIONES ENTRE 
CATALANISTAS 


El final de la contienda más sangrienta de la historia mundial fue recibido con 
euforia manifiesta en los Quaderns y con la esperanza de que pronto caería el 
régimen franquista en analogía al derrumbe de las dictaduras nazifascistas en 
toda Europa. Si en el número de abril de 1945 el editorial dejaba claro que podía 
producirse la eventualidad de una acción internacional para acabar con la 
dictadura española y también hacía un llamamiento para la movilización de 
todos los republicanos españoles y catalanes para demostrar al mundo la 


necesidad del cambio,20 en el número siguiente, de mayo, el editorial se 


preguntaba expresamente si los aliados vencedores de la guerra habrían 
permitido que un régimen nacido de las armas nazifascistas sobreviviera a la 


contienda.£1 Por otra parte, las fracturas de los exiliados republicanos catalanes 
se marginaron temporalmente con la disolución del Consell de Londres de Pi i 
Sunyer que se materializó con la participación del propio Pi en el congreso 
d'ERC, celebrado en Toulose en junio de 1945. Entre junio y septiembre se 
gestionaría el primer y único Gobierno catalán del exilio, liderado por Pi i 
Sunyer y que entró en una crisis irreversible a partir del otoño de 1947. Pero 
cabe decir que este gobierno de unidad no tuvo una vida fácil ya que fue 
cuestionado tanto en el exilio como en el interior por la oposición del Front 
Nacional de Catalunya, la Unió Democrática de Catalunya, un sector de Estat 


Catala y por el nuevo Movimiento Socialista de Catalunya.2 


En los números de Quaderns se puede seguir la ilusión y la esperanza de los 
exiliados republicanos catalanistas, especialmente durante el año 1946; pero esta 
esperanza entró en crisis a partir de diciembre de 1946, con la resolución de la 
ONU, que por un lado condenaba verbalmente el régimen franquista y por otro 
apostaba por una apertura democratizadora y no un restablecimiento de la 
legalidad vigente el 18 julio de 1936. Paralelamente, el primer semestre del año 
1947 se acompañaría de un incremento de la represión y la desarticulación de los 
núcleos resistentes en el interior ligados al republicanismo y al Movimiento 
Socialista catalán. Era una precipitación de los acontecimientos que llevaría a 


Josep Irla a disolver el Gobierno, en enero de 1948.63 


En este marco histórico nos parece importante subrayar cómo, en los 
Quaderns de Perpiñán, la reflexión alrededor del papel de Cataluña en España 
continuó en las líneas de las reflexiones que hemos anotado anteriormente con 
relación al debate sobre las posiciones del Manifiesto autodeterminista de 
Londres. Así, la mayoría de los artículos que se publicaron continuaron 
defendiendo un modelo pactista y moderado en defensa de las instituciones 
republicanas y del Estatuto de 1932, y algunos plantearon la solución del encaje 
en un nuevo iberismo peninsular. En este último sentido, podemos recordar que 


el jurista Josep Quero Morales, 24 siguiendo la citada reflexión de Rafael Tasis, 


revindicó que «el problema catala i el problema espanyol [eren] un mateix 
problema» y que no se podía «desglossar el nostre plet [catala] del general 
[espanyol]». Quero consideraba que los generales golpistas se habían levantado 
en contra de la República principalmente para acabar con la autonomía de 


Cataluña. Por eso defendía el restablecimiento de la legalidad instaurada en 
España el 14 de abril de 1931, pero planteaba la posibilidad de una evolución en 
un sentido confederal y a escala peninsular con la inclusión de Portugal para 
crear una nueva armonía de todos los pueblos ibéricos. 


El propio Antoni Rovira i Virgili02 planteaba que la hoja de ruta del 
catalanismo republicano tenía que pasar por tres fases: la primera, conseguir el 
restablecimiento de la República y de la Generalitat según la legalidad anterior al 
franquismo; la segunda etapa tenía que caracterizarse por una ampliación de las 
competencias estatutarias hasta llegar a una reforma inspirada en la autonomía 
federativa, y, finalmente, la última fase se caracterizaría por la libre 
confederación de las nacionalidades ibéricas a escala peninsular. 


En definitiva, unas opiniones que compartía la dirección de la revista a pesar 
que el mismo Ferran Cuito criticaba privadamente a Nicolau d'Olwer la moda 


iberista, considerándola «una grandíssima equivocació».L€ El propio Nicolau la 


calificaba de «gripe iberista»*Z a pesar de colaborar con el artículo «A 


Pentreforc de camins» en Iberia: revue des nationalités ibériques. En el artículo 
defendía la idea de ir paso a paso y afirmaba que Cataluña se había movido 
históricamente entre dos amores: el ibérico y el occitano. El ensayo será 


publicado también por los Quaderns de Perpiñán.28 


A pesar de estos matices, la aportación más significativa de la revista fue su 
constancia en la reivindicación y su fidelidad a la legalidad republicana, la 
necesidad de pensar el hecho catalán desde la perspectiva de la solidaridad con 
todos los republicanos españoles y de considerar el pleito catalán indivisible de 
la lucha para el derrumbamiento del régimen franquista en España. De la misma 
manera, el grupo de impulsores de los Quaderns trabajaron con la voluntad de 
pacificar las animadversiones del exilio catalanista que albergaba profundas 
diferencias por las incompatibilidades entre personas y también en las estrategias 
que se debían seguir en el desarrollo de la acción política. A pesar de todo, el 
grupo de Perpiñán consideró primordial la defensa de las peculiaridades 
nacionales de Cataluña, de su cultura y de sus instituciones, tal y como se había 
conseguido durante la Segunda República. También intentó poner freno a la 
radicalización del movimiento catalanista debida, en el interior, al intento 
franquista de hacer desaparecer los rasgos fundamentales del hecho diferencial 
Catalán y, en el exterior, por las incomprensiones nacidas de las adversidades del 
exilio con el resto de los republicanos españoles; unos elementos que desde 


Quaderns se veían como perjudiciales para la supervivencia y la continuidad de 
lo que el catalanismo había construido en las primeras décadas del siglo xx. Las 
circunstancias vitales propias de la mayoría del grupo de Perpiñán y la crisis 
política que afligió a las instituciones catalanas en el exilio significaron la 
muerte de la revista, cuyo último número apareció en el verano de 1947. Aun 
así, sus reflexiones fueron su mejor legado para el conjunto del movimiento 
catalanista del periodo. 


1 F. Valls Taberner: «La falsa ruta», La Vanguardia, 15/2/1939. El proyecto 
cultural franquista ha sido explicado por C. Santacana: «Una lectura franquista 
de la cultura catalana als anys quaranta», en C. Santacana (coord.): Entre el 
malson i l'oblit. L*impacte del franquisme en la cultura a Catalunya i les 
Balears (1939-1960), Catarroja, Afers, 2013, pp. 45-70; O. Gassol: De la utopia 
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CATALUÑA EN LA ESPANYA GRAN: LA PROYECCIÓN DEL 
CATALANISMO REGIONALISTA EN EL REFORMISMO 
INTELECTUAL ESPAÑOL (1906-1923) 


Maximiliano Fuentes Codera 
Universitat de Girona 


No fue necesario esperar a 1898 para que el espectro de la decadencia 
española comenzara a preocupar a los intelectuales liberales inconformistas. Sin 
embargo, la pérdida de las colonias dio lugar a una importante obra identificada 
como literatura del desastre e impulsó con gran potencialidad las ideas del 
regeneracionismo que había surgido en las últimas décadas del siglo. 
Regeneracionistas y autores nacionalistas elaboraron el relato de la nación 
insuficiente y de su fracaso, una idea doliente del presente y el pasado del país. 


Y junto a ello el mito palingenésico asociado.l Unos y otros, regeneracionistas 
científicos y literatos, pretendieron convertir el fracaso colonial-imperial español 
en un nuevo punto de partida que vinculara a España con la crisis finisecular 
europea para así procurar encontrar remedio a la enfermedad del cuerpo 


nacional.2 La crisis actuó como catalizadora de unos discursos, los de la nación 
decadente y la raza degenerada, que se habían mantenido hasta entonces 


relativamente dispersos y poco escuchados por quienes detentaban el poder.Y 
Una élite de intelectuales, la llamada generación del 98, se convirtió en una 
fuerza de denuncia de la corrupción de las élites dinásticas y propuso una salida 
cultural a los males del país. En este contexto, y con el antecedente inmediato 
del affaire de Montjuic, se levantó definitivamente el «acta de nacimiento de los 


“intelectuales” españoles», 4 quienes emergieron en un proceso de formación de 
una conciencia crítica y decadentista frente a los acontecimientos nacionales y se 
autodefinieron como tales en la intervención frente a los hechos políticos, las 
circunstancias y el contexto que los rodeaba. 


La regeneración de la nación había de venir, y esta era la idea que había 
planteado anteriormente Giner de los Ríos, de la mano de una minoría que 


impulsara y educara a las masas. Este amplio y heterogéneo grupo de pensadores 
y escritores —Ángel Ganivet, Miguel de Unamuno, Ramiro de Maeztu, Azorín, 
Antonio Machado, Vicente Blasco Ibáñez, Gabriel Alomar, Diego Ruiz, Pío 
Baroja, entre otros— se planteó como propósito construir un ideal colectivo con 
el objetivo de hacer una nación fuerte, una empresa en común. De la mano del 
arbitrismo de esta aristocracia intelectual apareció con claridad un 
antiparlamentarismo que acabó por expandirse hacia una crítica general de la 


política bajo la influencia de unas lecturas vitalistas de Nietzsche.2 En este 
sentido, los principales rasgos comunes de los noventayochistas fueron aquellos 
que atacaron sus propios críticos: arbitrariedad, individualismo anárquico, 


iconoclastia y antidemocratismo.£ Esto se explica porque, como ha escrito José 
Alvarez Junco, en el pensamiento del 98 «la crisis de la nación coincidió con la 
crisis del racionalismo positivista; y que esta última incluía la del liberalismo 


constitucional». No es extraño, por tanto, que además de las lecturas de 
Nietzsche, Taine y Barres, Max Nordau y su libro Degeneración se convirtieran 


en una referencia durante los primeros años del nuevo siglo,4 


José Ortega y Gasset se enfrentó en su adolescencia a la derrota de 1898. Fue, 


como escribió Cacho Viu, un teenager del Desastre.2 Desde sus primeros 


escritos, se propuso dar a la sociedad española un fundamento filosófico de 
orientación idealista que permitiese en un futuro reconciliar la tendencia 


científica moderna con la cultura ancestral de su pueblo, 10 o lo que es lo mismo, 


alumbrar un nuevo patriotismo superador del nacionalismo español que venía 
comprometiendo gravemente cuantos intentos modernizadores llevaba a cabo la 
minoría liberal. Rápidamente, el joven Ortega se convirtió en el portavoz de una 
nueva actitud intelectual, la de un europeísmo asumido como auténtica profesión 
de fe. Consciente del papel que podía jugar en la cultura española, se planteó una 
nueva actitud generacional frente a Europa, la de un nacionalismo optimista y 
plenamente abierto a las influencias exteriores, que se potenció en sus años de 
juventud y formación en Alemania. Tras su doctorado, se sintió influido por el 
Costa regeneracionista y europeizador y se situó en la línea de las propuestas 
renovadoras frente a la crisis española. En los años previos a la Gran Guerra 
realizó un trasvase desde el idealismo ético hacia el campo de la vida cotidiana 
que se instrumentó a través de una propuesta que partió de presupuestos 
netamente culturales y derivó en planteamientos de cariz político y social. 
Pedagogía y política aparecieron entrelazadas y se identificaron en el fin que 


perseguían: transformar España como nación a través de un nacionalismo activo 
y dinámico. 


LA LLIGA REGIONALISTA Y EL NOUCENTISME: CATALUÑA HACIA ESPAÑA 


Si la crisis de 1898 y sus consecuencias habían propiciado una renovación del 
discurso del nacionalismo español desde una perspectiva que tenía la mirada 
puesta en el cotinente, en Cataluña habían dado inicio a un proceso 
sensiblemente diferente. La pérdida de las últimas colonias españolas llevó a una 
radicalización del mundo catalanista que provocó la aparición de diferentes 
textos reivindicativos —el mensaje a la Reina Regente y los manifiestos «Als 


catalans»11 y «Al poble de Catalunya», 12 entre otros— y tuvo como corolario la 


creación del Centre Nacionalista Catala (CNC), encabezado por el grupo liderado 
por un joven Enric Prat de la Riba, en septiembre de 1899. Durante la crisis se 
produjeron dos hechos capitales para la definición del marco político catalán 
posterior: la aparición de la reivindicación del concierto económico, que pareció 
alcanzarse con la llegada al poder de Polavieja en Madrid, y el movimiento del 
tancament de caixes, en el que se manifestó con claridad que este concierto no se 
concretaría. La confluencia del CNC con la Unió Regionalista —nacida de los 
restos del movimiento de apoyo al general Polavieja en Cataluña— llevó al 
nacimiento de la Lliga Regionalista, dando comienzo así a un proceso de 


modernización política y cultural sin precedente. 13 Pronto el enfrentamiento 
intelectual con la España representada por el centralismo castellano se hizo cada 
vez más explícito y, por momentos, más radical. Hacía falta reconstruir España 
sobre sus bases naturales, reconocer las diferencias nacionales y el derecho a que 
cada nacionalidad se gobernara con la más plena autonomía. Así lo planteó Prat 
de la Riba: «Avui es l' única esperanca de salvació que li resta. Si vol depurar la 
caiguda, si vol aixecarse d'aquesta crisi, ha d'acudir a l'ideal, a la forca i a les 


tradicions de govern de la terra catalana». 4 


La fundación de la Lliga Regionalista en 1901 y su vertiginoso desarrollo 
como fuerza política llevaron a Prat de la Riba a convertirse en una figura de 
primer orden. El partido regionalista ofrecía a las classes neutres la posibilidad 
de luchar por la reforma de la vida política española y por una mayor eficacia en 
el Gobierno a partir de un instrumento político que podían considerar como 
propio. La Lliga evolucionó muy rápidamente y en solo tres años pasó de ser un 
frente patriótico que rechazaba el sistema a ser un partido político, de tendencia 
conservadora en lo social, con responsabilidades de gobierno. Con las victorias 


electorales de la Lliga y los republicanos se produjo en Barcelona una auténtica 
ruptura política con el sistema de partidos dominante desde el inicio de la 


Restauración. 12 


Hasta 1905, la «cuestión catalana» no había pasado de ser un tema regional 
relativamente menor, visto con una cierta incomodidad por la política dinástica, 
pero que no parecía ir más allá. Esto cambió con los conocidos incidentes del 


Cu-Cut!lé de noviembre de 1905, el frustrado debate sobre la Ley de 
Jurisdicciones y, su consecuencia, la formación de Solidaritat Catalana. Gracias a 
Solidaritat, el catalanismo, que hasta entonces solo había tenido presencia 
electoral e institucional en una parte de Cataluña, acabó por extenderse en todo 
su territorio. Los puntos mínimos de Solidaritat Catalana, el llamado «Programa 
de Tívoli», fueron presentados el 14 de abril de 1907 y pusieron el centro en el 
combate contra la Ley de Jurisdiccionmes y unas vagas aspiraciones 
descentralizadoras. A pesar de que este acuerdo finalizó con las elecciones de 
mayo de 1909, los triunfos abrumadores conseguidos en las elecciones de marzo 
y abril de 1907 fueron construidos como hitos nacionales desde el catalanismo 
regionalista. En este contexto, Prat se erigió como el nuevo padre de la nación, 
artífice del acuerdo y pensador doctrinario por excelencia. La publicación de La 


nacionalitat catalana vino a consolidar este procesoL y se acabó convirtiendo 


en la obra más importante y exitosa del pensamiento nacionalista catalán. 19 


El texto, que había sido escrito más desde la urgencia de la situación y la 
voluntad política que desde la reflexión aislada y pausada, recogía la conferencia 
de Prat en el Ateneu Barcelonés de 1897 titulada «Lo fet de la nacionalitat 
catalana» —que constituía los capítulos V, VI y VII del nuevo libro— y parte del 
prólogo al libro Regionalisme i federalisme de Duran i Ventosa publicado el año 
anterior —los capítulos II, (II y IV—. La novedad era la introducción sobre la 
decadencia del Principado y sobre todo los capítulos finales —VII y IX—, que eran 
una síntesis de algunos artículos publicados en la prensa sobre las diferentes 
formas de Estado compuesto y la teoría del imperialismo. Esta última teoría 
postulaba el imperialismo como el periodo triunfal del nacionalismo y como un 
antídoto frente a las dificultades para el crecimiento de algunos estados. El 
modelo federativo de algunos imperios europeos —el Austro-Húngaro era el 
modelo por excelencia— servía como ejemplo para plantear una organización 
federativa. Pero más que esto, la gran novedad del planteamiento era que 
permitía pensar la nacionalidad catalana como una fuente de potencial poder y 


de irradiación de valores hacia España en la perspectiva de una Federación 
Ibérica. 


En general, dejando de lado la novedad del planteamiento imperialista — 
recogido, en parte, de los textos previamente publicados en El Poble Catala por 
Eugenio d'Ors—, el libro era una síntesis de las ideas sobre la nacionalidad 


catalana que Prat había expuesto hasta entonces.12 Desde su perspectiva, la 


doctrina catalanista había evolucionado desde la monarquía absoluta y había 
pasado por el Renacimiento, el industrialismo, el provincialismo, el regionalismo 
y el nacionalismo. Ahora había comenzado una nueva etapa, la imperialista: «no 
s'ha conquistat 1'Estat, el Dret i la llengua, no hem aconseguit la plenitud 
d'expansió interior, pero ja el nacionalisme catala ha comencat la segona funció 
de tots els nacionalismes, la funció d'influencia exterior, la funció 


imperialista», 20 


Desde sus primeros textos —anteriores al inicio de su Glosari en La Veu de 
Catalunya— Eugenio d'Ors mostró una verdadera fascinación por las teorías del 


imperialismo. Desde su perspectiva, el nacionalismo estaba en un segundo 
plano y esto, evidentemente, lo diferencia de Prat de la Riba. Desde el punto de 
vista del pensamiento cultural y político, el trabajo más importante del conjunto 


de los textos previos al Glosari es «Noruega imperialista»,22 donde se resumen 
algunos de los argumentos —expuestos en su proyecto de tesis doctoral- que 
acabaron constituyendo uno de los centros de su programa renovador. Aquí 
presentaba la historia universal posterior al Imperio romano como una lucha 
constante entre dos fuerzas, una, disgregadora, y la otra, unificadora. Por un 
lado, la que sucesivamente había estado encarnada por el germanismo, el 
feudalismo, la Reforma, el absolutismo renacentista, el galicanismo, el principio 
de las nacionalidades y el regionalismo; y por el otro, el Sacro Imperio Romano 
Germánico, las cruzadas, la restauración del derecho romano, Napoleón, la lucha 
por los mercados, el socialismo federativo y el imperialismo moderno. En la 
perspectiva difusa que rodeaba a D'Ors y sus reelaboraciones de la tesis de Prat, 
Cataluña tenía cuatro niveles de realidad imperial: primero, un pasado histórico 
glorioso de conquista mediterránea; segundo, su propio y específico ámbito 
pancatalán dado por las tierras catalanoparlantes; un tercero en el cual Cataluña 
regeneraría a España como imperio, y el cuarto, aquel en el que el imperialismo 
surgido de la experiencia catalana transformaría a los individuos y su concepción 


espiritual.23 


Las ideas imperialistas y civilistas y su radicalismo verbal colocaron a 


Eugenio d'*Ors en posiciones cercanas a las de Gabriel Alomar.24 En el ambiente 
de ideas que ambos compartían se abrió una tendencia nueva que a pesar de que 
partió de la Lliga Regionalista no perteneció a ella y ofreció, en las 
intersecciones del catalanismo, el republicanismo y un difuso izquierdismo, un 
espacio ideológico virgen aún y por delimitar caracterizado por la voluntad de 
intervención política efectiva. Al iniciarse el Glosari el 1 de enero de 1906 en las 
páginas de La Veu de Catalunya, la proyección de las ideas imperialistas de 
Xenius potenció su difusión desde la plataforma ofrecida por Prat de la Riba. La 
teoría del imperialismo fue el primer hito en la colaboración entre intelectuales 
noucentistes y políticos regionalistas. 


En el verano de 1909, toda la euforia catalanista motivada por el auge de 
Solidaritat Catalana se perdió y noucentistes y pratianos recibieron con marcado 
estupor la Semana Trágica. La crisis de Solidaritat y los hechos revolucionarios 
de julio de 1909 llevaron a que se manifestaran en el seno de la Lliga dos 


opciones posibles, la de Cambó y la de Prat.22 El primero pensaba que se debía 
dar prioridad a la política de intervención española y aprovechar así la crisis de 
los partidos dinásticos españoles para ir al asalto del Estado junto con aliados 
conservadores como Maura. Para Prat, en cambio, lo que debía hacerse era dar a 
Cataluña un poder autonómico real y lanzar al conjunto de la Lliga Regionalista 
a la tarea de configurar una nueva sociedad civil catalana más abierta, más 
nacional e ideológicamente más homogénea. Tras las derrotas electorales de 
1909 y 1910, los regionalistas noucentistes se hicieron con la dirección de la 
Joventut Nacionalista y arrinconaron al sector maurista del partido. El círculo se 
cerró alrededor de Prat con la renovación de su maestría con una segunda 
edición de La nacionalitat catalana y la afirmación de La Cataluña como parte 
de este núcleo, evitando colaboraciones heterodoxas e impulsando una nueva 
estrategia que a partir de 1911 se centró en la lucha a favor de la constitución de 
la Mancomunitat de Cataluña. En noviembre, las elecciones municipales de 
Barcelona volvieron a darles un triunfo importante, y en diciembre Prat presentó 
a Canalejas el proyecto de las bases de la Mancomunitat, que fue aprobado el 16 
de octubre del año siguiente en el Congreso. Finalmente, tras intensos debates, el 
Gobierno conservador de Dato autorizó las mancomunidades en España y el 6 de 
abril de 1914, con Prat de la Riba como primer presidente, se constituyó el 


máximo organismo catalán hasta entonces.28 Fue el momento culminante del 
proyecto de nacionalismo integrador del líder catalán y de la Lliga 


Regionalista. 22 


ORTEGA, LA GENERACIÓN DEL 14 Y LA GRAN GUERRA 


En los años inmediatamente anteriores al estallido de la Gran Guerra, Ortega 
había explicado repetidamente el problema español en términos de una radical 
carencia cultural. España era inconciencia, pura espontaneidad. Así lo había 
expresado en su conocida conferencia del 12 de marzo de 1910 de El Sitio de 
Bilbao «La pedagogía social como programa político». Desde su perspectiva, el 
problema de España podía ser una cuestión de psicología colectiva y el pueblo — 
que era sinónimo de nación—, un «estilo de vida» o «una manera de ser». La 
perspectiva era, pues, construir una nación bajo la influencia de Europa, un 
proyecto de futuro comunitario —las influencias de Renan y de Nietzsche 
aparecían con mucha visibilidad— asentado en una especie de pasado eterno, una 
intrahistoria unamuniana que tenía mucho de Barres. «Nuestro pueblo de hoy es 
un momento de la historia de nuestro pueblo. La solidaridad entre los que viven 
se prolonga bajo tierra y va a buscar en sus sepulcros a las generaciones 


muertas», había afirmado ante la concurrencia.28 Ortega iba poniendo cada vez 
más énfasis en lo que llamaba imperativo de nacionalización. Nacionalización de 
la monarquía, del ejército, del obrero, del clero, de todos los organismos e 


instituciones españolas, 29 Desde esta perspectiva general no es casual que su 
interés por el socialismo apareciera en estrecha conexión directa con el 


nacionalismo español.20 Socialismo, en Ortega, equivalía más bien a comunidad 
orgánica, jerárquica, opuesta a la sociedad contractual, individualista: podía ser, 
como en Nietzsche, un acicate para la adormecida y utilitaria sociedad burguesa; 
o bien, como en Cohen, un antídoto contra la ley impersonal de la sociedad 


industrial, 31 Algo parecido sucedía, aunque con aristas infinitamente más 
complejas y que han llevado a numerosas y divergentes perspectivas, que aquí 
no serán analizadas, con el liberalismo de Ortega. No es casual, por ello, que 
liberalismo y nacionalización fueran la estructura sobre la cual pretendiera 
sostener la Liga para la Educación Política, que hizo su aparición pública en los 
aledaños del Partido Reformista. 


La creación de este agrupamiento, de su efímero órgano de prensa, Política, y 
la conferencia de Ortega pronunciada para celebrar su nacimiento en el Teatro de 
la Comedia de Madrid el 23 de marzo de 1914, titulada «Vieja y Nueva 
Política», constituyeron los actos centrales del proceso de expresión pública 


iniciado por la generación del 14. En esta célebre conferencia, Ortega presentó la 
famosa distinción entre una España oficial y una España vital y afirmó que la 
Restauración encarnaba la imagen viva de todos los males de la vieja España que 
cerraban la vida del país a cualquier renovación. A partir de este diagnóstico, su 
programa de recuperación nacional partía de una parte de la raza —entendida 
como producto cultural- en estado de regresión que debía ser rescatada de los 
ecos del derrumbe nacional. Se trataba de hacer entrar en la historia a la España 
vital a través de dos ejes vertebrales, el liberalismo y la nacionalización. De lo 
que se trataba era de nacionalizar España y, dentro de ella, a todas las 


instituciones y los partidos, desde la Monarquía a los republicanos.22 Como ya 
había planteado muchas veces, en este proceso de regeneración nacional la 
generación de intelectuales que Ortega encabezaba debía asumir el rol principal 


de fuerza directora.22 Tras el rápido fracaso de la Liga de Educación Política, 
Ortega decidió fundar la revista España el 29 de enero de 1915, la cual, sin ser el 
órgano de expresión de la Liga, heredaba toda su carga espiritual. Este semanario 
constituyó el punto de reunión de los más importantes intelectuales españoles (y 


catalanes) durante los años de la Primera Guerra Mundial.24 


Desde el inico del conflicto, en un contexto de creciente polarización y a 
pesar de estar rodeada de países favorables a la Entente, las fuerzas partidarias 
de las Potencias Centrales sustentaron sus discursos en la defensa estricta de la 
neutralidad estatal. Entre los aliadófilos, en cambio, se extendió la idea de que 
España debía ponerse del lado de las democracias occidentales, ya que si no lo 
hacía seguiría siendo un país retrasado y sin influencia en Europa. Sus ideas se 
centraban en el deseo de una victoria francesa porque pensaban que esta 
contribuiría a acelerar el cambio de régimen en una España restauracionista que 
asociaban con el inmovilismo, el caciquismo y la falta de democracia y 


justicia.22 


A pesar de que los republicanos de diferentes partidos, los socialistas, los 
reformistas de Melquíades Álvarez, los republicanos radicales de Lerroux y la 
mayoría de los grupos catalanistas se posicionaron a favor de los aliados, los 
intelectuales fueron el corazón del movimiento aliadófilo español. Ellos, la 
generación del 14 —que recogía en su seno también las ideas de algunos 
destacados personajes que la habían precedido como Azorín, Unamuno, Maeztu 
o Valle Inclán—, veían en Europa y su cultura un potencial antídoto contra la 
decadencia nacional española que se arrastraba desde 1898. Ortega y Gasset 


expresó con claridad la potencialidad redentora de la guerra al vaticinar: «De la 


guerra saldrá otra Europa. Y es forzoso que salga otra España».20 


No obstante las matizadas ideas de Ortega y su importancia en el primer 
periodo de la revista España, la mayoría de los intelectuales aliadófilos 
presentaron posiciones bastante más radicalizadas. La guerra apareció para 
muchos como un deus ex machina, como una instancia nueva que, a través de la 
victoria aliada, podía llevar a España a un cambio profundo. Pareció ser un 
momento crucial, fundacional, para intelectuales como Manuel Azaña o Miguel 
de Unamuno, quien desde 1914 abandonó su anterior galofobia para inclinarse 
por la Union Sacrée frente al enemigo alemán, y llegó a convertir la guerra en un 
mito personal y la abrazó con esperanza y excitación. Para estos intelectuales 
aliadófilos, que utilizaban las mismas metáforas y analogías que dominaban la 
propaganda aliadófila y europea, Alemania venía a representar lo petrificado, 
mecánico y sin alma, el dominio del Estado y la burocracia sobre el individuo 
férreamente disciplinado. Exactamente lo contrario era lo que ellos deseaban 
para España. 


En Cataluña, las reivindicaciones nacionalistas se mezclaron con la esperanza 
en el futuro de posguerra, que le daría una mayor autonomía al amparo de la 
republicana Francia. Desde esta perspectiva, la francofilia experimentó un 
carácter marcadamente más militante que en Madrid, tanto entre los 
intelectuales, que pronto se reunieron en publicaciones como la barcelonesa 
Iberia, como entre los grupos políticos catalanistas y republicanos, como la Unió 
Catalanista o la Unió Federalista Nacionalista Republicana. En este contexto, 
voces neutralistas y europeístas como la de Eugenio d'Ors resultaron 
fuertemente marginadas y discutidas. La Lliga Regionalista, por su parte, 
presentó una posición ambigua y marcadamente neutralista; su preocupación 
central fue la defensa de los intereses económicos de la burguesía catalana en el 


nuevo escenario que se abría en el continente.22 


España se vio dramáticamente transformada por la confrontación europea y 
experimentó su primer despegue industrial —caída de las importaciones, auge de 
las exportaciones-con unos beneficios extraordinarios, pero también con 
asombrosas subidas de precios. Esta situación derivó rápidamente en una crisis 
social que provocó, a su vez, una corriente migratoria que afectó sensiblemente a 
los débiles cimientos de la economía. La emigración a las ciudades, la 
conciencia política, las presiones regionales de los regionalismos-nacionalismos 
vasco y catalán y la movilización social reforzaron las posiciones tanto de la 


burguesía como de los trabajadores y redujeron el poder de los terratenientes. En 
este contexto, que se manifestó con toda crudeza a partir de 1917, España no 
representaba un caso aislado dentro del continente europeo: se trataba de una 
versión local de la crisis de hegemonía que estaban sufriendo los estados 
europeos durante aquellos años. 


HACIA LA ESPANYA GRAN, HACIA LA CRISIS DE 1917 


Tras la caída del conservador Eduardo Dato en diciembre de 1915, el conde 
de Romanones formó un nuevo gobierno. Con él se inició un periodo crucial 
para comprender la crisis hegemónica del sistema gobernante, que demostró que 
la cuestión de la neutralidad estaba directamente relacionada con los múltiples 
conflictos que se desarrollaron internamente. A pesar de la favorable acogida del 
discurso de apertura de las Cortes en mayo de 1916, donde Romanones prometió 
una pronta resolución de la crisis de subsistencias que padecía el país a través del 
estímulo de la economía mediante una serie de reformas económicas y 
financieras, pronto se confirmó la imposibilidad de cumplirlas. Ello condujo a 
que diferentes grupos sociales —el movimiento obrero, la burguesía industrial y 
el ejército- recurrieran a soluciones corporativas mediante las cuales 
consideraron que podían estar mejor protegidos sus intereses particulares. 
Cuando abandonó el poder en abril de 1917, Romanones dejó un Partido Liberal 
resquebrajado y un movimiento obrero, una burguesía y un ejército que 
esperaban ansiosamente el momento de asestar el golpe definitivo al turno 
dinástico. Con su autoproclamada simpatía por la Entente, la polarización 
ideológica del país llegó a su punto más álgido. 28 

Las dos peticiones más importantes de los sectores industriales barceloneses 
desde el comienzo de la guerra, la declaración de Barcelona como puerto franco 
y las subvenciones a la exportación, no habían encontrado más que tácticas 
dilatorias por parte del Gobierno de Dato. Todo se complicó aún más con la 
llegada al poder de Romanones y los liberales, representantes del sector 
dinástico más claramente identificado con los intereses agrarios castellanos y el 
centralismo español. En este contexto, que se enmarcaba, a su vez, en el de una 
guerra europea que parecía presagiar un triunfo alemán, la Lliga Regionalista 
lanzó una ofensiva «Per Catalunya i 1?Espanya gran» el 18 de marzo de 1916. 
Este fue el título de un manifiesto redactado por Prat de la Riba que tenía como 
propósito formular las bases de una nueva política regionalista de lanzamiento 
hacia una nueva constitución de España a la luz de un ideal colectivo, 


imperialista e iberista, con la federación como sistema de organización 
territorial, en el contexto de una guerra europea en la cual Alemania podia 
amenazar la renovación nacional, 


Es així com aqueixa Espanya menor d'ara pot devenir una Espanya gran, 
una Iberia renaixent, i pot aspirar en la nova constitució internacional a 
destinacions més esplendoroses, a aglutinar l'estol de pobles americans 
fills de Castella i Portugal, ajudant-los a salvar-se del gran perill que els 
amenaca: el perill d'ésser absorvits, cultural, económica i políticament, pel 
gran Estat que va abassegant avui tota la riquesa d'Europa i es prepara per 


heretar-ne la forca d'imperi; la hegemonia mundial. 29 


A pesar de que Santiago Alba, entonces ministro de la Gobernación, había 
impulsado una convocatoria para una amplia coalición de fuerzas catalanas con 
el objetivo de derrotar a la Lliga, el partido de Prat y Cambó obtuvo una de sus 
victorias más importantes en las elecciones del 9 de abril. El regionalismo no 
solamente consiguió aumentar su representación en Barcelona, donde consiguió 
una victoria abrumadora, sino que mantuvo los votos en el resto de las 
provincias. Las campañas parlamentarias le proporcionaron la atención de la 
mayoría de las fuerzas que en el conjunto de España cuestionaban al Gobierno y 
a los partidos dinásticos en su conjunto. Francesc Cambó, el artífice de esta 
política, comenzó a percibir el interés que despertaba entre socialistas y 
republicanos, a pesar de que en ningún momento había ocultado su férrea 
defensa de los intereses comerciales de la burguesía catalana. 


Con los ecos del triunfo electoral, la Lliga inició su campaña el 21 de mayo 
de 1916 en la llamada «Fiesta de la Unidad», una celebración en el Parque Giell 
que reunió a unas 5.000 personas. En uno de sus discursos más radicalmente 
nacionalistas, Cambó declaró que Cataluña era una nación y prometió discutir el 
reconocimiento de la lengua y de unas leyes propias. Así lo hizo el 7 y 8 de junio 
en el Congreso, donde causó un gran impacto al afirmar que si esto no se 
conseguía, su partido buscaría apoyos en las conferencias internacionales que se 
organizarían al fin de la guerra. La cuestión catalana ocupó gran parte de la 
agenda parlamentaria durante junio y la mayoría de los partidos y periódicos 
conservadores de Madrid acusaron a los regionalistas de separatismo. Alejandro 
Lerroux, como ya era tradición, se apresuró a dar todo su apoyo a Romanones. 
En este escenario, la Lliga encontró un cierto grado de simpatía en una parte del 


movimiento maurista, que a su vez estaba dividido en posturas divergentes y, 


sobre todo, entre socialistas y republicanos. 40 


Con esta política, el regionalismo introdujo una nueva tendencia en la política 
catalana, la intervención en el Estado. Esperaba conseguir más autonomía para 
Cataluña y promover sus intereses políticos, económicos y culturales, pero 
también pretendía influir sobre la política estatal. La meteórica ascensión de 
Santiago Alba en el Partido Liberal contribuyó decisivamente a sus esfuerzos. 
Poco después de las elecciones de abril de 1916, Alba, el cacique con más poder 
de Valladolid, abandonó el cargo de ministro de la Gobernación para convertirse 
en el responsable de la cartera de Hacienda. Desde esta posición se propuso 
poner en marcha un programa de diez años de duración que incluía obras 
públicas, así como reformas navales, militares y culturales, basado en la 
intención de recaudar un impuesto sobre los beneficios de la guerra a la industria 
y el comercio. El plan chocó frontalmente contra una gran coalición de grupos 
económicos liderada por Cambó. Finalmente, fue dejado de lado. 


Las luchas políticas entre los liberales (también entre conservadores), las 
rivalidades personales y la creciente impopularidad del Gobierno fueron factores 
que actuaron a favor de Cambó, quien mantuvo frecuentes reuniones con 
Melquíades Álvarez y con su tradicional enemigo, Alejandro Lerroux. En 
octubre le recibieron de manera triunfal las organizaciones económicas durante 
una visita al País Vasco. Las facciones conservadoras también le cortejaban. 
Incluso Santiago Alba llegó a confiarle a mediados de abril que el gabinete no 
tenía futuro y le sugirió formar un gobierno con su presencia. Pero Cambó 
contestó que solo entraría en un gabinete presidido por Maura. Su plan no era 
sumarse a las disputas de los políticos dinásticos, sino sacar partido de ellas con 


el fin de formar un nuevo bloque de poder hegemónico de una vez por todas. 4 


Todo esto coincidió con una clara reorientación experimentada por España 
bajo la nueva dirección de Luis Araquistáin, quien consiguió que el Secret War 
Propaganda Bureau, dependiente del Foreign Office británico, subvencionara la 
revista. Esto chocó con un Ortega que se mostró contrario a embarcarse en un 
proyecto marcado por una aliadofilia radical, y abandonó la dirección del 
semanario para dedicarse a un proyecto personal, El Espectador. La 
radicalización de España bajo el liderazgo de Araquistáin fue notable: la guerra 
y la crisis política interna se convirtieron en las dos preocupaciones centrales del 


semanario y su director 42 A lo largo de 1916 España se fue convirtiendo en un 


verdadero punto de encuentro entre la aliadofilia más militante y los sectores 


socialistas y republicanos de la política y la intelectualidad española, que fueron 
pasando de mostrar un cierto respeto por las actitudes de Romanones en relación 
con la guerra a una crítica del conjunto de su gestión. En este marco, la lucha 
contra la presión ejercida por las fuerzas germanófilas españolas se convirtió en 


parte de la lucha de las izquierdas por la regeneración nacional.43 


Ya no había espacio para las medias tintas. Como escribió Miguel de 
Unamuno, colaborador habitual de España y también de la barcelonesa y 
aliadófila Iberia, se trataba de un conflicto entre intervencionistas e inmovilistas 
que expresaba la lucha por la apropiación de la nación: «La lucha es, no 
precisamente entre dos Españas, como se ha dicho, sino entre esa España de la 
susodicha democracia conventual y los españoles que se sienten como tales; es 
decir, personas, yos concientes de una españolidad futura. ¡Y si no está claro, 


que venga Dios y lo vea!» 4 


Desde su punto de vista, las fuerzas del catalanismo formaban parte de esta 
España de los españoles «que se sentían como tales». No es extraño por ello que 
España hubiera dedicado una especial atención a unas declaraciones de Francesc 
Cambó sobre el nuevo proyecto iberista catalán, en las que había afirmado creer 
que de este modo podría «soñarse con transformar esta vida mezquina, igual, 
homogénea, que satisface a los políticos del centro de España, en otra más 
fecunda, más diferenciada, más compleja que haga concebir un imperialismo 


español» 4 En la nueva situación de desafío al Gobierno de Romanones, la 
potencialidad de una España federal aparecía en toda su dimensión en España a 
través de un largo editorial en el que se dejaba traslucir la posibilidad de que 
Cataluña pudiera representar una salida para una España que había fracasado a 
causa de la inoperancia de sus políticos, 


Se habla de la inoportunidad de esta efervescencia catalanista. 
Naturalmente, es inoportuna... para el Gobierno. [...] Toda región, todo 
pueblo, todo ciudadano alejado del festín oligárquico debiera imitar a los 
Catalanes y pedir autonomía, descentralización, soberanía. El Estado 
español, tal como hoy existe y funciona, es uno de los fracasos políticos 


más grandes en la historia de España. 4 


Los caminos del catalanismo se encontraban con los de los socialistas, 
reformistas y republicanos. 


Tras esta declaración escrita por Araquistáin, España publicó un número 
monográfico que demostró la importancia del nacionalismo catalán como 
potencial regenerador para España. Allí, la idea del Estado-Imperio alcanzó su 
máxima expresión en palabras de Prat de la Riba: «Suprímase la dominación de 
unas nacionalidades sobre otras; hágase que las diversas nacionalidades vivan 
dentro del Estado-Imperio, asociadas en vez de dominadas, y se acabarán los 


antagonismos irreductibles, generadores de todos los separatismos». 2 En este 
mismo número, Antoni Rovira i Virgili intentó mostrar cómo este planteamiento 
imperialista era el punto final, federalista, de un trayecto marcado por el 


Renacimiento, Francesc Pi i Margall, Valentí Almirall y Josep Torras i Bages. 148 


La mayoría de los intelectuales y políticos más próximos a la estructura de la 


Mancomunitat aparecieron en este monográfico. 49 Tras los artículos dedicados 


al catalanismo, una selección de fragmentos de un discurso de Marcelino 
Domingo en el congreso titulado «¿Qué es España y qué es Cataluña?» 
planteaba con claridad la vitalidad de Cataluña frente a la España doliente, su 
carácter liberal —las referencias eran aquí Pi i Margall y Almirall, pero no Torras 
i Bages—, su antiseparatismo y su componente democrático y democratizador. 
Era el corolario de la apuesta de España por la potencialidad del catalanismo. El 
2 de julio, Francesc Cambó fue invitado a pronunciar una conferencia en la Casa 
del Pueblo madrileño y allí acabó por convencer a una parte del auditorio de que 
las únicas fuerzas vivas en la nación eran el nacionalismo catalán y el 


socialismo.20 


Como vemos, paulatinamente, el regionalismo y sus intelectuales se habían 
acercado a una aliadofilia que se relacionaba cada vez más con una crítica a la 
España restauracionista. Así lo expresaba, por ejemplo, Josep Carner al afirmar 
en La Veu de Catalunya que se había de hacer «de la Franca el tornaveu de la 
nostra causa ideológica. La nostra causa no pot ésser, espiritualment, una qiestió 
interior de 1*Estat espanyol. Necessitem un credit exterior per les contingencies 


de la nostra vida llegítimament ambiciosa».21 Con estos elementos como 


trasfondo no resulta extraño que se observaran puntos de contacto relevantes 
entre el catalanismo y las posiciones expresadas en España. Ambos sectores 
compartían las aspiraciones reformistas y la lucha por influir en el sistema 
dinástico y creían que la guerra podía ser un aliciente para ello. 


La entrada de los lerrouxistas en el Consell Permanent de la Mancomunitat en 
mayo de 1917 —que, a su vez, propició la continuidad de Prat como presidente— 


preparó el acuerdo con los regionalistas catalanes en el ámbito político español, 
que se materializó con motivo de la crisis de Estado que se abrió en junio con la 
capitulación de los gobiernos civiles frente a las juntas de defensa. El 1 de junio 
el Gobierno de la fracción liberal de García Prieto dimitió y fue sustituido por 
Eduardo Dato, con la consecuente frustración de la facción conservadora 
maurista. El problema de Dato era que debía mantener cerradas las Cortes 
porque estaban en minoría, y no podían convocar elecciones a causa del 
ambiente de tensión y agitación políticas. En este escenario, los parlamentarios 
de la Lliga publicaron el 14 de junio un manifiesto redactado por Prat de la Riba, 
«Els parlamentaris regionalistes al País», en el que volvieron a reivindicar la 


política de «Per Catalunya i l'Espanya gran» 22 El texto, que fue la semilla de la 
Asamblea de Parlamentarios, situaba a la clase política de la Restauración como 
la causa fundamental de los problemas. En la rebeldía de las juntas de defensa 
los regionalistas querían ver la posibilidad de imponer al Gobierno grandes 
reformas constitucionales con el objetivo de dar al Estado una constitución 
federativa. Frente a la petición de reapertura de Cortes de los regionalistas, Dato 
contestó con la suspensión de las garantías constitucionales el 25 de junio y una 
censura de prensa más rigurosa que en anteriores estados de excepción que llevó 
a que muchos periódicos hubieran de cambiar de nombre y de lugar de edición 


para poder publicarse.22 


Los parlamentarios se reunieron entonces en el Ayuntamiento de Barcelona el 
5 de julio. Parecía dibujarse un amplio frente de alianzas cuando Cambó, 
Lerroux, Roig i Bregada, Llosas, Rodés, Zulueta, Nogués y Sedó presentaron 
una misma propuesta que tenía el apoyo de regionalistas, buena parte de los 
liberales dinásticos catalanes, jaimistas, republicanos, reformistas, radicales y 
Catalanistas. La proposición pedía la autonomía para Cataluña, una reforma del 
Estado de acuerdo con ello y la reunión de las Cortes para que, actuando en 
funciones constituyentes, dieran respuesta también a la reivindicación de 
autonomía de los municipios, al problema militar y a las necesidades económicas 
derivadas de la guerra. A pesar de que Dato la había declarado sediciosa e ilegal, 
la Asamblea de Parlamentarios del 19 de julio pudo aprobar unos acuerdos que 
fueron presentados conjuntamente por Cambó, Giner de los Ríos, Pablo Iglesias, 
Lerroux, Rodés, Roig i Bregada y Zulueta. En el ámbito catalán la Asamblea 
tenía una cierta unanimidad, pero la situación era diferente en el resto de España. 
Como habían desistido de la convocatoria mauristas y jaimistas, la Lliga contaba 
solamente con aliados de izquierdas, los diputados republicanos reformistas y el 


único parlamentario socialista, Pablo Iglesias, que eran quienes habían apoyado 
la Asamblea. En este contexto, la Mancomunitat decidió asumir un papel 


secundario.24 


A pesar de que no existía ningún pacto entre la CNT y las fuerzas políticas 
Catalanas, el acuerdo alcanzado entre reformistas, radicales y socialistas en 
Madrid y la participación de Pablo Iglesias en Barcelona habían enlazado el 
movimiento obrero con la Asamblea. Después del inicio de una huelga en los 
Ferrocarriles del Norte el 10 de agosto, con la tradición del socialismo de Pablo 
Iglesias en contra, Julián Besteiro (junto con el comité de huelga de Madrid) 
escribió un manifiesto el 12 de agosto convocando a la huelga general en apoyo 
a la Asamblea de Parlamentarios, con el propósito de precipitar un cambio de 


régimen.22 Esta situación convergía, a nivel catalán, con el nacimiento pocos 
meses antes del Partit Republica Catala, con Marcelino Domingo, Francesc 
Layret, Lluís Companys, Angel Samblancat, Humbert Torres, Alfred Pereña y 


Ramon Noguer i Comet en sus filas.28 En apoyo a la huelga, Domingo, 
amparado en la inmunidad parlamentaria, publicó la proclama «Soldados», 
provocando la indignación entre los militares de la guarnición de Barcelona por 
su prédica en favor de la confraternización entre soldados y huelguistas, como la 


que se estaba expresando en Rusia.22 La convergencia de intereses y la 


cooperación entre republicanos y sindicalistas parecía total. 29 Frente a esta 
situación, la comisión ejecutiva de la Asamblea de Parlamentarios divulgó un 
nota el día 15 marcando distancias con la huelga, aunque sin condenarla 
totalmente; la Lliga Regionalista, un día antes, ya se había desmarcado con 


claridad de los huelguistas.22 


Como es conocido, el resultado de la huelga general fue un verdadero 
desastre y Marcelino Domingo acabó en prisión junto a todo el comité de huelga, 
mientras que Macia y Lerroux debieron huir a Francia. A pesar de que Dato 
había controlado la situación, las juntas le hicieron caer poco tiempo después. El 
30 de octubre la Asamblea de Parlamentarios se reunía otra vez, esta vez en el 
Ateneo de Madrid, certificando la confluencia de intereses entre sectores 
reformistas y el regionalismo catalán. El mismo día Cambó era llamado a 
consulta por el monarca. García Prieto, a quien las Juntas Militares habían hecho 
dimitir en junio, fue el encargado de formar el primer gobierno de concentración 
que rompía con la alternancia convencional bipartidista de la Restauración. En 
este nuevo gobierno, Cambó aceptó la entrada de Joan Ventosa i Calvell en la 


Cartera de Hacienda y Felip Rodés en la de Instrucción Pública y recibió las 
acusaciones de socialistas y reformistas de haber aprovechado la Asamblea de 
Parlamentarios como plataforma propia. Los regionalistas, por su parte, 
declararon que se había alcanzado que el Gobierno de coalición no pudiera 


manipular las elecciones. La negativa de García Prieto a que las Cortes fueran 
constituyentes demostró que no habría reforma constitucional a menos que los 
dinásticos fueran literalmente barridos de las próximas elecciones. Y nada hacía 
pensar que las izquierdas españolas tuviesen suficiente fuerza como para 
conseguirlo. En definitiva, el resultado de una crisis que parecía que había de 
cambiar el curso de la política española había producido unas modificaciones 
limitadas. No obstante, la política imperialista dirigida por Cambó seguía 


vigente.QL 


La situación continuaba estando dominada por una profunda inestabilidad. El 
19 de marzo de 1918 García Prieto dimitió y se volvió a hacer presente el riesgo 
de una dictadura militar, pero este desapareció momentáneamente con la 
formación de un segundo gobierno de concentración nacional presidido por 


Maura, en el cual Cambó participó como ministro de Fomento.22 Este 


heterogéneo gobierno solo pudo acordar muy pocas cosas: la amnistía de los 
presos políticos —que casi venía impuesta por la elección como diputados de 
todos los integrantes del comité de la huelga general de 1917-—, las reformas 
militares que ya habían comenzado y la elaboración de los presupuestos del 
Estado. Nada de reforma constitucional y menos aún de autonomía regional. De 
hecho, se trataba de un gobierno interino en espera del desenlace de la guerra de 
Europa, que mantuvo la neutralidad española a pesar del recrudecimiento de la 
guerra submarina sostenida de manera indiscriminada por Alemania. En este 
escenario, la Lliga había consolidado el apoyo de un voto conservador sin perder 
el voto nacionalista y mantenía el proceso de satelización de dinásticos y 
tradicionalistas. Pero esto no tenía traducción en el resto de España. Finalmente, 
Santiago Alba provocó entonces el fin del Gobierno de Maura al dimitir el 4 de 
octubre. Las salidas del Gobierno de Cambó y Duran i Ventosa —que había sido 
nombrado ministro de Abastecimientos poco antes— tardaron muy poco tiempo. 


Con la guerra tocando a su fin, la emergente cultura política española 
democrática continuó a la espera de que Alfonso XIII emprendiera de una vez 
por todas las reformas constitucionales. Los intelectuales que habían convertido 
su aliadofilia en militancia interpretaron la derrota de Alemania como el fin de la 
autocracia y el triunfo de la democracia. El viejo mundo que desaparecía con la 


abdicación de los Hohenzollern y los Habsburgo debía dar paso, también en 
España, a un nuevo régimen. 


A pesar de haber compartido la euforia ante la llegada del Gobierno de 
concentración encabezado por Maura, como el resto de intelectuales y políticos 
de las izquierdas, Ortega se desencantó rápidamente, y ante el fracaso del último 
intento del sistema restauracionista creyó que, ahora sí, llegaba la hora de 
ensayar lo nuevo. Consideraba, como muchos intelectuales republicanos, 
reformistas y socialistas, que el antiguo poder de los partidos dinásticos se había 
evaporado definitivamente y que ellos, que eran los verdaderos corruptores, no 
podían restaurar el poder. El problema era que encontrar el sujeto de esta acción 
regenerativa parecía casi imposible. Después del verano de 1917 todo había 
cambiado por completo y hacia noviembre de 1918 no se percibía un ambiente 
revolucionario. Los republicanos esperaban que la monarquía cayera por sí sola 
y los socialistas estaban recluidos después de la fracasada huelga de agosto del 
año anterior. Los encargados de llevar adelante esta acción, había planteado 
Araquistáin, eran los reformistas, los únicos que hasta el momento no habían 
fracasado y los únicos capaces de seguir «el espíritu del tiempo, después de la 


victoria de los aliados, que es la victoria del liberalismo y la democracia».03 


Algo parecido pensaba Ortega, aunque, a diferencia del director de España, 
seguía apostando por los regionalistas catalanes y, sobre todo, consideraba 
fundamental que se otorgara un papel de primer orden a las minorías 
intelectuales no contaminadas por la vieja política, ya que reformistas y 
regionalistas «no pueden gobernar si no hacen un llamamiento a fuerzas y a 


hombres nuevos, ajenos a la política» (4 Los reformistas, los regionalistas 


Catalanes y los intelectuales, todos ellos ajenos a la vida política de la 
Restauración, eran los únicos capaces de llevar adelante la convocatoria de unas 
Cortes Constituyentes y una reforma constitucional, además de la instauración 
de la libertad de conciencia, la secularización del Estado y la descentralización 
territorial en una organización federativa que permitiera la autonomía de 


aquellas regiones que lo exigiesen.02 Evidentemente, Ortega estaba citando, sin 
decirlo, las reivindicaciones fundamentales de los inicios de la Asamblea de 
Parlamentarios. La atracción por los planteamientos de las fuerzas catalanistas 
continuaba vigente. 


En cierta manera, a excepción de la cuestión de la descentralización, los 
deseos de Ortega y Araquistáin se expresaron en un nuevo agrupamiento de los 
intelectuales, la Unión Democrática Española para la Liga de la Sociedad de 


Naciones Libres. Fue la última demostración del turbulento proceso 
experimentado desde 1917 al calor del cual las manifestaciones en favor de los 
aliados se habían ido convirtiendo en instancias simbólicas de ruptura con la 
España dinástica que rechazaba la cultura francesa y el espíritu de 1789. Por 
todo ello, frente a la inminencia de la paz decidieron transformar y radicalizar la 
Liga Antigermanófila —fundada en enero de 1917 y rápidamente prohibida por el 
Gobierno— en este nuevo agrupamiento, que reivindicó la democratización de la 
vida española desde su manifiesto fundacional. Con el impulso de esta iniciativa, 
buscaban conseguir una participación española en los asuntos europeos y sentir 
«la sacudida espiritual» que estaba «conmoviendo las bases del mundo». España 
debía ser parte del nuevo escenario formado «solamente de democracias» y su 
democratización había de ser una «de las tareas de la sección española de la Liga 


de la Sociedad de las Naciones Libres» 06 


Pero Alfonso XIII no se tomó en serio las propuestas de apertura formuladas 
frente a la crisis terminal del gobierno de concentración de Antonio Maura. El 7 
de noviembre, dos días antes de la llegada al poder otra vez del marqués de 
Alhucemas, El Sol se preguntaba si el rey intentaría, «contra la voluntad de 
España», volver a entregar el poder a la vieja política. Tres días después, el 
propio periódico se respondía: «La política española sigue ignorando la 
transformación que sufre el mundo». La contraposición con Alemania, donde 
solo un día antes había abdicado Guillermo Il, era tremendamente 
desesperanzadora. La desazón fue mucho mayor cuando pocas semanas después 
Alfonso XIII encargó al conde de Romanones que, por enésima vez, formara un 
nuevo gabinete. La crisis que había de sintetizar y sublimar todas las 
aspiraciones que los intelectuales aliadófilos habían construido y defendido 
durante los cuatro largos e intensos años de la guerra parecía cerrarse en falso, 
con un triunfo aliado que había sido celebrado en muchas calles del país, pero 
también con una vuelta a la más vieja política y al régimen que la nueva España 
rechazaba y se había propuesto superar. 


DESPUÉS DE LA GUERRA: LA CAMPAÑA AUTONOMISTA Y EL FIN DE LA PROYECCIÓN DEL 
CATALANISMO 


Con el fin de la gurerra se iniciaba una nueva etapa. Como escribió Antoni 


Rovira i Virgili, comenzaba «el període més interessant i més alt».97 La señal de 
la vuelta a la agitación catalanista la dio la Lliga con un editorial de La Veu de 
Catalunya titulado «Ara o mai», firmado por el conservador Josep Bertran i 


Musitu.P9 El neutralismo de la Lliga dejaba paso a una aliadofilia entusiasta que 
los nacionalistas radicales de la Unió Catalanista venían proclamando desde 
hacía años. En este contexto, el posicionamiento regionalista demostraba que el 


wilsonismo se había extendido entre todas las fuerzas políticas catalanas. 09 


Con Cambó y Duran i Ventosa fuera del Gobierno, se inició un movimiento 
centrado en la realización de un plesbicito sobre la autonomía catalana que se 


llevó a cabo con un éxito abrumador en la mayoría de los ayuntamientos. 20 El 
16 de noviembre de 1918 se celebró una manifestación a la que concurrieron 
todos los ayuntamientos catalanes, e inmediatamente después de celebrada, los 
parlamentarios se reunieron para estudiar la forma de presentar su exigencia de 
autonomía. Cuatro días después, Cambó anunció en el Congreso el inicio de un 
nuevo proceso: era la «hora de la autonomía de Cataluña por la situación del 


mundo y la situación de España». 21 En pocos días se escribieron las bases para 


elaborar el Estatuto de Autonomía de Cataluña, que fueron presentadas por Puig 
i Cadafalch a García Prieto el 29 de noviembre. En un principio, la recepción 
dentro del nacionalismo español fue desigual. Algumos sectores del 
conservadurismo, como Joaquín Sánchez de Toca o Manuel Burgos y Mazo, 
mostraron inicialmente una actitud receptiva y de reconocimiento del 
regionalismo catalán. Entre los liberales, la situación fue distinta: allí se 
congregaron los sectores más radicalmente anticalanistas, entre los cuales 
destacó Antonio Royo Villanova, senador de la Izquierda Liberal y catedrático 
de Derecho Político en la Universidad de Valladolid. Incluso Maura, de quien 
Cambó esperaba un cierto apoyo, mostró su rechazo durante el debate abierto 
por Romanones en las Cortes. En cambio, las reivindicaciones catalanistas 
despertaron mayores simpatías en los extremos políticos del arco parlamentario. 
A la derecha, los tradicionalismos jaimista y católico reconocieron en su mayoría 
al catalanismo como parte la diversidad regional española. A la izquierda, los 
sectores republicanos se mostraron favorables a la autonomía, al igual que los 
reformistas y los socialistas. Los intelectuales, por su parte, afirmaron una gran 
esperanza en los descentralizadores catalanes. Así lo mostraron Ortega, 


Marcelino Domingo y hasta el propio Alejandro Lerroux.22 


Rápidamente, comenzó a gestarse un fuerte sentimiento anticatalán que dio 
vida a un discurso nacionalista español más radical que se extendió en el 
conjunto de España. Esto no hizo más que tensar las complejas relaciones con el 
capitán general Milans del Bosch, quien había prohibido la realización de 


manifestaciones autonomistas. No obstante, estas se habían realizado. En una de 
ellas, el 16 de diciembre en el Teatre del Bosc, Cambó llegó a plantear que la 
Lliga, a pesar de que no tenía ningún vínculo con los reformistas, republicanos y 
socialistas que habían participado en la Asamblea de Parlamentarios, no 


retrocedería por miedo a una revolución que acabara con la monarquía.Z2 Era el 
inicio de un proceso en el que las izquierdas parlamentarias españolas, 
globalmente debilitadas, dieron apoyo táctico al movimiento catalanista dirigido 
por la Lliga, ya que la consideraron la única opción viable para erosionar al 
régimen. En esta situación, la Lliga se vio obligada a conjugar el radicalismo 
intransigente en la forma con la voluntad negociadora y la disposición a las 
concesiones en el fondo ya que no podía romper definitivamente ni con la 
monarquía ni con los nacionalistas radicales. En este marco, Cambó comenzó a 
quedarse solo frente a una fortísima ofensiva del nacionalismo español que se 
desarrolló en todo el territorio. Además, había un riesgo suplementario que se 
materializó cuando el sector más derechista de los políticos dinásticos catalanes, 
en desacuerdo con la coincidencia expresada entre la Lliga y las izquierdas, 
constituyó un grupo españolista agresivo, la Liga Patriótica Española, y un 
sector antirregionalista en la Unión Monárquica Nacional a finales de enero de 


1919.24 


El contexto europeo no favorecía estas iniciativas autonomistas, a pesar de 
los intentos de internacionalización de la cuestión catalana llevados adelante. El 
17 de diciembre, el mismo día en que Romanones anunció el cierre de las Cortes 
y el aplazamiento de una decisión sobre el proyecto presentado por Puig i 
Cadafalch y su discusión en una comisión extraparlamentaria, el presidente del 
Gobierno viajó a París para entrevistarse con Clemenceau y Wilson. Su 
propósito era conseguir la entrada de España en la Sociedad de Naciones como 
país neutral con simpatías por los aliados. Romanones regresó tranquilo ya que 


los aliados no pensaban ocuparse de la cuestión catalana. 2 


Mientras la Mancomunitat trabajaba por un Estatut que parecía más radical de 
lo que realmente era, las calles de Barcelona volvían a ser escenario de la 
agitación nacionalista. Entre los días 11 y 26 de enero de 1919, casi diariamente 
hubo manifestaciones y represión por parte de la policía, continuando con lo que 
había sucedido en la segunda mitad de diciembre. El 17 fueron suspendidas las 
garantías constitucionales en Barcelona y 25 dirigentes de la CNT fueron 
detenidos. El Gobierno clausuró el 28 el CaDCI y, al mismo tiempo, el local de la 
Liga Patriótica Española. En este proceso de enfrentamiento nacional, dos 


movimientos se fueron superponiendo en el trascurso de enero y febrero de 
1919: el movimiento obrero anarcosindicalista liderado por Ángel Pestaña y 
Salvador Seguí y el movimiento autonomista. Pero a pesar de la convergencia 
temporal del proceso sindical y autonomista, los intereses de la Lliga 


Regionalista y de la CNT eran antagónicos.Z8 El 6 de febrero comenzó el debate 
en el Congreso con los dos proyectos, el de la comisión extraparlamentaria y el 
del Estatut de la Mancomunitat. Pero finalmente se discutió solo el primero. 
Doce días después se presentó en el Congreso una propuesta para un referéndum 
en Cataluña sobre el Estatuto de Autonomía con la certeza de que las Cortes no 
lo aprobarían. Esta situación, que podía conducir al inicio de una campaña 
mucho más radicalizada por parte de la Lliga, se vio truncada por el cierre de las 
Cortes el 27 de febrero a causa de la huelga de La Canadiense. Entonces, el 
comité Cambó-Junyent-Lerroux decidió declarar inmediatamente acabada la 
camaña autonomista. 


Durante el proceso de la huelga de La Canadiense la Mancomunitat no 
intervino hasta que se paralizó totalmente la vida de la ciudad y la CNT asumió el 
control del conflicto y lo utilizó para presionar a las autoridades y a la patronal 
para conseguir el reconocimiento de los sindicatos y la libertad de militantes y 
dirigentes. El 17 de marzo la victoria sindicalista pareció total, ya que fueron 
puestos en libertad los 76 presos —entre ellos, Salvador Seguí— y se consiguieron 
la mayoría de las reivindicaciones. Ante una nueva huelga general exitosa el 24 
de marzo, Milans del Bosch declaró el estado de guerra. Un día después, 
Barcelona apareció ocupada por el Somatén, una milicia paramilitar que había 
recibido el apoyo de algunos dirigentes de la Lliga, como el marqués de Camps 
y Bertran i Musitu, que La Veu de Catalunya elogiaba afirmando, a través de un 
artículo de Joan de Canyamás, que «El Sometent és el poble armat; són els 


ciutadans en plena responsabilitat de llurs actes».L2 Bajo la dirección de Milans 
del Bosch, la guarnición militar, la Federación Patronal y el nuevo Somatén se 
inició una represión centrada en la CNT, que provocó una fuerte censura sobre la 
mayoría de los periódicos, que dejaron de publicarse durante algunas semanas. Y 
en esta situación, el —movimiento obrero, aislado y orientado al 
anarcosindicalismo, neutralizó al movimiento catalanista bajo dirección 
conservadora y provocó además una derechización de la Lliga, temerosa de 
perder el voto útil conservador en beneficio de la derecha españolista, que era 
más reaccionaria en materia social. En estas condiciones, la campaña 


autonomista quedó aparcada —a pesar de que Cambó lo negara—29 y la Lliga 


Regionalista se inclinó por la defensa del orden que aseguraba la autoridad 
militar frente a una creciente agitación sindicalista que consideraba «una 


pandemia social».22 No casualmente, Puig i Cadafalch recibió meses después 


una carta de agradecimiento «per la bondat firmant el librament amb que la 
Mancomunitat ajuda al Somatén General de Cataluña» escrita por el marqués de 


Camps.20 La agitación nacionalista radical se había acabado en enero de 1919 


sin poder representar una verdadera alternativa estratégica al regionalismo. 


Muy desgastada por la situación crítica y por sus idas y venidas en el 
Gobierno de Madrid, la Lliga Regionalista, cada vez más lejos de su proyecto 
reformista, finalmente perdería sus joventuts con la escisión de Acció Catalana 
en 1922. En realidad, esto era parte de un proceso mucho más general ya que el 
conservadurismo regionalista, cada vez más a la defensiva ante la competencia 
de propuestas políticas y sociales más radicales, había favorecido el desarrollo 
de un catalanismo de izquierdas como el que representaron, primero, el Partit 
Republica Catala y, después, la Unió Socialista de Catalunya. La atracción por el 
proyecto regenerador catalanista forjado desde 1906, que se había hecho 
evidente entre el reformismo, las izquierdas y sus intelectuales más relevantes 
durante los años de la Gran Guerra, había desaparecido. 


* El autor participa de los proyectos HAR2011-27392/HIST y HAR2012- 
35322. 
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PÚBLICOS NACIONALES E IMAGINARIOS 
CINEMATOGRÁFICOS DE ESPAÑA EN LA PRIMERA MITAD 
DEL SIGLO XX: PAUTAS DE HOMOGENEIZACIÓN Y 
REPRESENTACIÓN DE LA DIVERSIDAD 


Marta García Carrión 
Universitat de Valencia 


Pocas dudas caben de que la cinematográfica es una industria cultural que, 
desde sus inicios y a lo largo de su historia, ha tenido un carácter internacional. 
La comercialización de películas, la circulación de personal técnico y artístico, 
así como la organización de compañías productoras y distribuidoras, han 
funcionado siempre cruzando las fronteras de los Estados-nación. Sin ese 
carácter internacional no se entendería tampoco la configuración y evolución del 
lenguaje cinematográfico, de las formas narrativas, de puesta en escena e incluso 
la codificación de géneros. Y, sin embargo, es una práctica habitual, tanto entre 
estudiosos y especialistas como en los profesionales de la industria 
cinematográfica, y desde luego entre el público general, dividir y entender el 
cine a partir de las naciones. Nada más común que hablar de cine español, cine 
italiano o cine francés, que las naciones hayan sido y sean un criterio ordenador 
en las historias del cine. De hecho, tanto las primeras grandes historias del cine 
(entre las que resulta canónico el modelo de Georges Saodul) como la mayoría 
de las grandes síntesis más recientes, están concebidas como historias del «cine 
mundial» pero son en realidad historias de cines nacionales, en las que se 
analizan filmografías situadas en su espacio original de constitución. Si bien se 
trata de una industria y un espacio cultural que no depende directamente del 
Estado sino que se desarrolla desde la sociedad civil (aunque en determinados 
momentos históricos el poder público ha tenido una especial atención por él, lo 
haya controlado y/o utilizado), lo cierto es que sería ingenuo pensar en las 
películas como objetos universales que son producidos, circulan y son 
consumidos e interpretados con independencia de los Estados-nación. 


Cómo se establece la relación entre el cine y la nación, dentro del marco del 


Estado, sigue siendo un problema historiográfico poco abordado, 
particularmente en España. En realidad, a pesar de los desarrollos teóricos de las 
últimas décadas, estamos lejos de disponer de un modelo teórico en el que se 
resuelva la relación entre los mecanismos y formas de representación impulsados 
«desde arriba» (es decir, por el Estado) y «desde abajo» a la hora de comprender 
la articulación de las «culturas nacionales» y su papel en la socialización en la 


identidad nacional.1 En mi opinión, no es deseable construir un esquema rígido, 
único, relativo a la interrelación entre el cine y la nación, pues eso supondría 
tratar de reducir, de encorsetar, su multiplicidad y complejidad. La intención de 
este artículo es tratar de ofrecer algunas reflexiones sobre el papel del mundo del 
cinematógrafo en la articulación de una esfera pública nacional en la primera 
mitad del siglo xx. Asimismo, se planteará un recorrido por la imaginación de 
España que proyectó el mundo del cine español. Es mi intención plantear una 
consideración amplia de la experiencia y la cultura cinematográfica, que no 
preste atención exclusivamente al análisis de las películas realizadas en España, 
espacio que ha centrado la inmensa mayoría de los estudios que han abordado la 
relación entre el cine y la nación española. No se pretende, sin embargo, ofrecer 
conclusiones cerradas al respecto, sino más bien plantear temas y perspectivas de 
trabajo. 


CINE, NACIÓN, ESTADO: ALGUNAS CONSIDERACIONES HISTORIOGRÁFICAS SOBRE EL 
CASO ESPAÑOL 


Lo cierto es que aunque España como espacio nacional era el marco de 
referencia para síntesis y monografías sobre cine, este no era cuestionado y se 


asumía como evidente o natural. Solo a partir de 20002 puede verse en la 
historiografía cinematográfica una reflexión sobre qué definir como cine 
español, oscilando entre una definición administrativa (y vinculada al Estado) o 
una cultural (vinculada por tanto a una determinada noción de cultura 


nacional).2 En esta última definición se situaría de forma destacada la que es sin 
duda la propuesta más elaborada en la reflexión sobre la relación del cine con la 


cultura nacional, la desarrollada por Santos Zunzunegui 4 Su análisis plantea que 
la noción de cine español no puede circunscribirse a una definición 
administrativa y que, además, no solo ha de tener en cuenta los elementos 
temáticos manejados por las diferentes maneras de concebir la españolidad y su 
manera de plasmarse en películas, sino interesarse por el nivel de las formas. 
Zunzunegui se declara de acuerdo con la idea de que la identidad nacional es un 


«puro constructo histórico al que el cine colabora», pero en su reflexión España 
aparece como una entidad con una cultura e idiosincrasia características con 
siglos de antigiiedad y los filmes que se considera que las representan son los 
que se engloban bajo la etiqueta de cine nacional. Dichos temas o formas 
expresivas como el realismo o el popularismo se definen como la manifestación 
de la identidad española como una realidad evidente, sin considerar que su 
consideración como elementos de una identidad nacional responde a un proceso 
de selección e imputación de significado en el que la propia historiografía y 
crítica cinematográfica han participado. 


En este sentido, no puede sino destacarse que sigue encontrándose en la 
historiografía cinematográfica una narrativa esencialista, nacionalista, sobre 


España, su cultura y, por supuesto, su cine.2 Una narrativa nacionalista que, sin 


embargo, se detecta de forma más evidente cuando se habla de cine vasco o cine 
Catalán, mientras que el nacionalismo español parece ser ajeno a la 
cinematografía española y su historiografía. Sigue siendo necesario, desde luego, 
estudiar la relación de la nación con el cine, pero siempre historizando y 
deconstruyendo la propia lógica del discurso nacionalista, el esencialismo de 
cualquier narración nacionalista. Y, por ello, considero que resulta necesario 
analizar cómo se ha establecido históricamente el desarrollo cinematográfico y la 
construcción, siempre conflictiva, de la cultura nacional, analizando la 


especificidad de cada contexto histórico.£ En esta línea cabría destacar las 
importantes aportaciones de Valeria Camporesi, ya en los años noventa, y más 
recientemente (en trabajos muy diferentes) de Nuria Triana Toribio y Vicente 


Benet.Z Si se pretende ofrecer una visión unívoca y universalmente válida sobre 
lo que es el cine español como cine identificado con España, se dejará de lado el 


carácter construido y siempre contingente de la cultura nacional.é La cultura 
nacional no es sino un proceso activo de creación de significado, constantemente 
redefinido y reconstituido aunque aspire siempre a su cierre y estabilidad. 


Por otra parte, junto al peligro esencialista, habría que incidir también en otro 
aspecto problemático en algunas de las argumentaciones desarrolladas en los 
últimos años que niegan la capacidad performativa del lenguaje fílmico y la 
industria cinematográfica, que serían en el mejor de los casos un foco, espejo o 
reflejo de una cultura nacional ya existente. Una perspectiva subyacente en los 
trabajos que hacen hincapié en que las dificultades y limitaciones del proceso de 
construcción nacional español afectarían a la posibilidad de que el cine tuviera 


alguna relación con una nación/cultura nacional inexistente o sumamente débil. 
¿Cómo iba a tener alguna relación el cine con la nación si esta no existía? Desde 
luego, esta perspectiva asume acríticamente la interpretación de España como 
una nación fracasada O inexistente durante buena parte de la vida del 
cinematógrafo, en el mejor de los casos al menos en las primeras décadas del 


siglo xx, y en ocasiones, llegando hasta el presente.2 Un «déficit patrio de la 


sociedad española» que construiría a principios del siglo xx «una conciencia 


nacional tardía, retrógrada y defensiva», en palabras de Luis Alonso, 49 


valoración que se inserta en una narrativa más amplia sobre la historia 


contemporánea de España basada en el paradigma del atraso.L1 Podría afirmarse 


así que una parte significativa de la narración sobre el cine español está 
impregnada de un discurso sobre el fracaso de España como nación, basándose 
en Ocasiones en la conocida como tesis de la débil nacionalización española que 
se acuñó en la historiografía en los años noventa. Conviene precisar que dicha 
interpretación se refería básicamente al siglo xIx (y no al siglo del cine) y que se 
fundamentaba en el fracaso de los mecanismos estatales de nacionalización, 
mientras que en relación con el ámbito cultural esa «debilidad» era más 


matizada.12 Así, afirmaciones como que «a contracorriente de lo ya logrado en 
los países clásicos del entorno europeo, la nación es aún, a finales del siglo xx, 


un proyecto no realizado para el Estado español»12 o que «lo nacional sigue 


siendo para España una forma de entelequia, una perspectiva siempre 


propuesta»?+4 no hacen sino forzar hasta el extremo una interpretación que, por 


otra parte, ha sido ampliamente sometido a crítica y revisada por la 


historiografía. 12 Y, de hecho, reproducen un discurso sobre las carencias del 
proceso nacionalizador derivado de las peculiaridades de España respecto a otros 
países que está firmemente instalado en la cultura del nacionalismo español al 


menos desde finales del siglo x1x 10 


LA CINEMATOGRAFÍA EN EL MARCO Y LA ACCIÓN DEL ESTADO ESPAÑOL. LA 
CONFIGURACIÓN DE UN PÚBLICO NACIONAL 


En el momento del nacimiento del cine el marco territorial, político y de 
comunicación delimitado por el Estado era generalmente aceptado, y su alcance 
en el proceso nacionalizador más profundo de lo que tradicionalmente se 


presuponía.1Z Al menos desde la Restauración, la estructura territorial del 


Estado potenció la creación de una esfera política nacional y una esfera de 
comunicación nacional. Es decir, el Estado-nación generó el marco en el que 
confluyeron las prácticas generadoras de una cultura nacional promovidas por el 
Estado y las generadas desde la sociedad civil, configurando una esfera pú-blica 


que se concibió como nacional. 18 Cabría asimismo destacar que durante la 
primera mitad del xx, con las excepciones de la Mancomunitat y el periodo 
republicano, el Estado español fue un Estado centralista y con voluntad de 
homogeneización (con, por supuesto, importantes diferencias desde el régimen 
restauracionista al franquista). Resulta pues del todo imprescindible no obviar el 
papel del Estado en el mundo cinematográfico, por supuesto en relación con las 
políticas públicas de fomento y/o coacción sobre la producción y exhibición 
cinematográfica, pero también respecto a la influencia que la propia existencia 
del marco del Estado-nación delimita. E, igualmente, cabría valorar el papel del 


cine en la creciente integración de una esfera pública nacional así como en la 


creación de patrones culturales homogeneizadores en todo el territorio. 19 


Si nos referimos, en primer lugar, a la acción directa del Estado a la hora de 
crear pautas culturales de homogeneización que afectan a la cinematografía, un 
elemento básico en este sentido es el del sistema de censura. En los primeros 
momentos de organización de un sistema de censura, particularmente a partir de 
la normativa de 1913, la organización y determinación de los criterios de censura 
no tenía un carácter estatal, sino que las prerrogativas estaban en manos de los 
gobiernos civiles provinciales o los ayuntamientos. Fue el Gobierno de la 
Dictadura de Primo de Rivera el que canalizó la acción censora a través de la 
Dirección General de Seguridad, si bien algunas juntas provinciales de 
protección a la infancia, vinculadas a los gobiernos civiles, participaron de forma 
activa (particularmente en el caso de Barcelona). Con ello se iniciaba la 
homogeneización nacional de los contenidos cinematográficos permitidos en las 
pantallas del territorio español, que continuaría en los años siguientes por parte 
del último Gobierno de la monarquía y de los gobiernos republicanos. Con 
modelos más centralistas que situaban en la Dirección General de Seguridad de 
Madrid la exclusiva de las competencias censoras (como los marcados en 1930 y 
1935) o que abrían una posible descentralización dando potestad también al 


Gobierno Civil en Barcelona (según el modelo implantado en 1931), 20 los 
dictámenes de la censura afectaban por igual a todo el territorio nacional. Con el 
inicio del conflicto bélico en julio del 36, en cada territorio se aplicaron unos 
mecanismos diferentes (con una buena dosis de confusión sobre todo en los 


primeros meses). En el bando de los sublevados se produjo una ordenación clave 
a principios del 37, con la creación de la Delegación del Estado para Prensa y 
Propaganda en enero, que incluía el cine entre sus competencias, y la creación de 
la Junta de Censura en marzo del 37, con sedes en Sevilla y La Coruña. En 
noviembre del 38 se creaban la Junta Superior de Censura Cinematográfica (con 
sede provisional en Burgos y desde septiembre del 39 instalada definitivamente 
en Madrid), encargada de censurar documentales y noticiarios, y la Comisión 
Nacional de Censura cinematográfica, encargada de la censura del resto de 
películas. "Tras una cierta confusión en los primeros años inmediatamente 


posteriores a la guerra, 21 el régimen franquista reordenó en más de una ocasión 
los organismos encargados de la censura hasta los años cincuenta, momento en 
el que se perfeccionaba asimismo el sistema censor incluyendo implícitamente la 
censura previa de guiones en la legislación en mayo del 53 sobre la concesión de 


permisos de rodajes.22 Aunque pueda parecer una obviedad señalarlo, la 
creación de un sistema nacional de censura (con independencia de los diversos 
criterios y celo en aplicarlo) es una forma de homogeneización de los contenidos 
exhibidos en el territorio nacional y de distinción respecto a otros estados. 


El denominado «cine de atracciones», y en buena medida la actividad de 
producción y exhibición cinematográfica hasta mediados de la segunda década 
del siglo, ha sido habitualmente considerado como el cine internacional, 
transnacional o global por excelencia, y sería solo a partir de los años de la 
Primera Guerra Mundial cuando la cinematografía tendría un vínculo con las 
culturas nacionales y con el nacionalismo más claro. Sin embargo, recientes 
estudios de caso cuestionan significativamente esta visión, decididamente en 
relación con los contenidos y primeras narraciones fílmicas, pero también con 


respecto a pautas de exhibición y consumo.22 Desde luego, para el caso español 
los estudios de los que disponemos han puesto el énfasis especialmente en la 
integración e interacción del cine con pautas culturales y de ocio 


preexistentes. 24 El cine compartió espacios con otros espectáculos de masas, 


especialmente con el teatro, tan popular en esos años, lo que situaba el consumo 
de proyecciones cinematográficas dentro de patrones de ocio ya asentados y 


nacionalizados.22 A lo largo de las dos primeras décadas del siglo, la 
experiencia social colectiva que suponía asistir al espacio público en que se 
producía el espectáculo fílmico generó el hábito de ir al cine y construyó un 


público habitual en España.28 A partir de esa herencia y transformación de 


espacios disponibles de consumo cultural, parece plausible pensar que generó 
unas pautas de consumo nacionalizadas. Asimismo, esa cultura popular fue 
también una fuente básica para la narración cinematográfica. Los ejemplos más 


claros son la adaptación para la pantalla de títulos zarzueleros22 y las 


filmaciones de corridas o la ficcionalización de argumentos taurinos, parte 
esencial de los primeros repertorios de exhibiciones cinematográficas de 


compañías pioneras del cine español.29 Así, el desarrollo de la cinematografía 


no supuso una ruptura o desgaste de la cultura popular nacional,29 sino que 
contribuyó a su relaboración y reforzamiento. 


La estandarización de las fórmulas de producción y exhibición (con la 
aparición de un mercado regular de estrenos cinematográficos, la independencia 
de otros espectáculos y la estabilización de un parque de salas dedicadas 


exclusivamente a la proyección cinematográfica20) contribuyó seguramente a la 
generación de pautas homogeneizadas y a la construcción de un público nacional 
durante la edad de oro del consumo cinematográfico en salas en España, entre 


las décadas de los veinte y los cincuenta. 21 Así, y más allá de la acción directa 


del Estado, pero siguiendo la lógica de reproducción de su marco, las propias 
políticas de las compañías comerciales construyeron un espacio cinematográfico 
nacional. Desde luego, las grandes compañías del Hollywood clásico, cuyas 
películas dominaron las pantallas españolas entre los años veinte y los cincuenta 
(a pesar de los propósitos proteccionistas del régimen franquista en los primeros 
años cuarenta) pensaban en mercados nacionales para su exportación de 


filmes.22 La creación de redes de distribución, las estrategias de marketing y 


promoción, e incluso en determinados momentos la producción, se hizo 


entendiendo los públicos como nacionales. 22 Por otra parte, a pesar del 
innegable papel del cine de Hollywood en la difusión de la cultura 
norteamericana en España, cabría analizar la existencia de mecanismos de 
nacionalización de sus películas por parte de los públicos. En este sentido, por 
ejemplo, pudo funcionar la labor del explicador de películas, figura habitual en 
el primer cine cuya función era comentar el film y traducir los intertítulos si no 
lo estaban, y que para adaptar el film al público españolizaba su contenido, bien 
modificando nombres de lugares y personajes por otros españoles o empleando 
localismos, recursos lingúísticos o frases tomados de otros ámbitos de la cultura 


popular como el sainete o la zarzuela.24 Cabría tener también en consideración 


que entre los años veinte y cuarenta tuvo gran importancia el consumo de 
novelas cinematográficas, argumentos de películas que se imprimían en formato 


de libro de bolsillo en colecciones.22 Con colecciones como La novela popular 
cinematográfica (1922-1926), La novela semanal cinematográfica (1922-1933), 
Biblioteca film (1924-1936), Producción nacional (1939-¿19497?) o Biblioteca 
films nacional (1939-¿1948?), los aficionados al cine podían adquirir por un 
precio barato los argumentos en castellano de sus filmes preferidos. Por otra 
parte, no hay que olvidar que el cine mudo se caracterizaba por una elasticidad 
notable, y desde la traducción de los rótulos a la música de acompañamiento 
podían suponer significativas variaciones. Con la incorporación del sonido a la 
banda del film, las películas ya no eran tan maleables, pero aparecía un problema 
clave para el consumo cinematográfico: la lengua. 


Un aspecto clave para la problemática abordada es el de la homogeneización 
lingúística en castellano. La presencia de otras lenguas en los títulos traducidos o 
en los carteles del cine mudo fue muy limitada. El caso del ámbito lingiiístico 
Catalán resulta un terreno de estudio de gran interés para analizar el impacto que 
pudo tener el cine en territorios donde la lengua materna de buena parte de la 
población no era el castellano, ya que el número de salas de cine era muy 
elevado en gran parte de Cataluña y el País Valenciano, además del papel 
fundamental que durante décadas jugó Barcelona en la industria del cine. Como 
ha estudiado Esteve Riambau para el caso catalán, la práctica totalidad de los 
elementos publicitarios para la difusión de un film estaban escritos en castellano: 
desde la publicidad desplegada en las puertas de los cines al material que llegaba 
de productoras y distribuidoras para pasquines publicitarios y para ser 


distribuido en la prensa. 20 Los títulos de películas extranjeras se traducían 
únicamente al castellano, con algunas excepciones aisladas en las que se 


tradujeron tanto al castellano como al catalán?2 y solo un número muy reducido 


(casi anecdótico) de los filmes producidos en Valencia y Barcelona durante el 
periodo mudo contaron con los carteles en catalán. Pero, evidentemente, fue con 
la llegada del cine sonoro cuando la lengua pasó a ser el problema clave. 
Durante los años de la República convivieron las salas mudas y las sonoras, y en 
estas últimas convivieron también diversas soluciones: las versiones en español 
de las multilinguals (talkies en español realizadas por Hollywood) el subtitulado 
y el doblaje, si bien fueron estas dos últimas las que tendieron a generalizarse a 
partir de la temporada 33/34. En los primeros años del sonoro la estrategia de 
producir talkies en español para el mercado de habla española no tuvo una gran 


aceptación (con alguna excepción) entre el público español y fue recibida de 
forma abiertamente hostil por parte de la mayor parte de la cultura y crítica 
cinematográfica, especialmente por el uso de actores (y, en consecuencia, 
acentos) hispanoamericanos. De hecho, generó una ruidosa polémica que activó 
un discurso nacionalista de base lingiística cifrado en la pureza del estándar 


castellano.29 En el caso del subtitulado, tendríamos dificultades para citar filmes 
que fueron subtitulados en otros idiomas aparte del castellano, y solo pueden 
señalarse algunas escasas excepciones en catalán por la actividad de grupos 


como la organización nacionalista juvenil Palestra.29 El castellano fue también 
la lengua en la que se hizo el doblaje de los filmes en otros idiomas, una práctica 
que desde el año 34 comenzó a hacerse habitual. De hecho, se llegó a proponer 
su imposición obligatoria, respaldada por no pocos políticos, miembros de la 
industria y la crítica cinematográfica, como el remedio idóneo para que las 
pantallas nacionales no hablaran más idioma que el español. El doblaje se 
impuso por ley a partir de 1941, con una orden ministerial que prohibía «la 
proyección cinematográfica en otro idioma que no sea el español» y que el 
doblaje debía realizarse «en estudios españoles que radiquen en territorio 
nacional y por personal español», imposición en la que fue clave la voluntad del 
régimen franquista de establecer una censura sobre los contenidos de las 
películas, pero en la que también resonaban los ecos de las polémicas 
desarrolladas desde la implantación del sonoro. En 1946 se suprimió la 
obligatoriedad del doblaje, pero este siguió siendo la práctica habitual. El uso 
habitual del doblaje desde el año 34, y su obligatoriedad desde 1941, supusieron 
el mecanismo más poderoso de nacionalización de la producción extranjera. En 
este sentido, merece la pena destacar que fue en español como el cine americano 


y europeo fue recibido y en buena medida naturalizado a través de la lengua. 40 


El comportamiento de la industria cinematográfica española fue también el de 


buscar y construir un público nacional. 41 En los años veinte la cinematografía 
española se caracterizó por producción muy atomizada, y en ocasiones algunas 


películas producidas no eran vistas más allá de una región o provincia, 42 pero la 


organización de productoras como las madrileñas Atlántida SACE O Film 
Española s.A. o la valenciana PACE tenía un objetivo y alcance nacionales. Para la 
construcción de ese público nacional, el recurso preferente fue, precisamente, la 
reelaboración fílmica de materiales tomados de la cultura popular nacionalizada. 
Así, el imaginario fílmico proyectado por la cinematografía española en los años 


veinte explotó las fórmulas zarzueleras y sainetescas (adaptadas o escritas 


directamente para el cine), la temática taurina o el folletín y la novela breve. 43 


La reorganización de la industria de producción a partir de 1933, tras la parálisis 
por las dificultades de adaptación al sonoro, reforzó la nacionalización tanto del 
alcance de la actividad de las productoras españolas como de los contenidos de 
sus filmes. Cifesa, Filmófono, Exclusivas Diana O ECE tenían voluntad nacional 
y buscaban crear un público nacional (sin que ello excluyera la creación de redes 
de exportación, especialmente hacia el mercado latinoamericano) construyendo 
un mercado cinematográfico nacional más integrado. Significativo fue, en este 
sentido, el estreno de Nobleza baturra (Rey, 1935) simultáneamente en treinta y 
cinco ciudades españolas, coincidiendo con la semana de las fiestas del Pilar y 
de la Raza. La productora Cifesa utilizaba así una fecha de particular relieve en 


el imaginario nacionalista14 para trazar una pauta de simultaneidad de estrenos a 


nivel nacional, práctica que se generalizaría años después. Un cine nacional que 
continuó siendo el horizonte y el marco de referencia para la producción 
cinematográfica durante el primer franquismo, con el liderazgo indiscutible 
primero de Cifesa y luego de Suevia Films, que apostaron asimismo por la 
españolidad en sus películas. No obstante, habría que destacar que esa voluntad 
de construir un cine de contenido nacional no fue exclusiva del tipo de cine 
comúnmente asociado a los discursos españolistas del régimen, sino que también 
era determinante para los sectores de la cinematografía española que abrieron la 
crítica a la situación de la industria cinematográfica española y al régimen. Así, 
en las Conversaciones de Salamanca, celebradas en mayo de 1955, fue un 
discurso habitual la afirmación de lo nacional como la base necesaria para el 


nuevo cine español que se quería construir. 42 


Para terminar este apartado, quisiera abordar un aspecto poco tratado por la 
historiografía española, pero que considero relevante para la integración de un 
público nacional. Se trata de la aparición y consolidación de una cinefilia 
popular, entendida esta en el doble sentido de un saber adquirido por la 


experiencia de los films y de una acción de cultivar el placer cinematográfico. 4 


La consolidación de un mercado regular de estrenos cinematográficos, para 
anticipar y organizar el tiempo de ocio, constituye el indicador privilegiado de la 
aparición de la conducta cinéfila. En este sentido, parece que en España puede 
verse la forja de esa cultura cinéfila en los años veinte, siguiendo así la pauta de 


otros contextos europeos. 47 Pero la conducta cinéfila genera y se genera 


asimismo en otros espacios, no solo en la asistencia al visionado de una película. 
Desde los años veinte hasta los cincuenta, el espacio fundamental de aprendizaje 
y cultivo de la cinefilia será el de las revistas cinematográficas, imprescindibles 
para entender la difusión del cine y la fascinación cultural por él y que 
proporcionan la posibilidad de adquirir una cultura cinematográfica de base. La 
producción y circulación de revistas cinematográficas, muy intensa en los años 
veinte y treinta y con un volumen menor pero notable en los cuarenta y los 


cincuenta, 48 generó una cultura cinematográfica de ámbito nacional y reforzó la 


construcción de un público nacional. Las revistas cinematográficas se dirigían 
invariablemente a un público lector nacional, e incluso alguna revista como 
Cine-Mundial, que dependía de los estudios americanos, estaba pensada y 
dirigida para público español. La prensa cinematográfica ofrecía al lector la 
posibilidad de participar directamente gracias a concursos, premios y, sobre todo, 
a las secciones de cartas del lector. Se abría así un espacio de sociabilidad 


cinematográfica, la imagen de una comunidad nacional de cinéfilos. 42 Una 
comunidad, por cierto, que hablaba en castellano de forma casi exclusiva, a 
pesar de que por ejemplo Barcelona fue uno de los centros más activos de 


edición de prensa cinematográfica.2Q 


Por otra parte, las revistas cinematográficas jugaron un papel decisivo en el 
desarrollo de una cultura del estrellato de la cinematografía española, un culto a 
la star que fue un componente clave en la forja de la cinefilia popular. A pesar de 
que la ausencia de grandes productoras impidió el fomento de las estrellas 
cinematográficas de una forma tan intensa y sistemática como la que estaban 
haciendo los estudios de Hollywood o la UFA (y teniendo en cuenta que la 
situación laboral de los actores españoles era bastante más precaria que en 
Estados Unidos, Alemania o Francia), en los años veinte se pusieron las bases 
para la creación de una cultura de la celebridad para los actores españoles, 
gracias a mejoras en las técnicas de ilustración en las revistas y la gran atención 
dedicada al cine español y a la promoción de sus estrellas. Se generó un 
importante aparato discursivo que, por una parte, equiparaba a los actores 
españoles con los rostros más populares de Hollywood, pero por otra abundaba 
en su españolidad. En las décadas siguientes se forjó un star system consolidado, 
fomentado por productoras como Cifesa, Filmófono y Suevia. Rostros como los 
de Imperio Argentina, Miguel Ligero o Estrellita Castro en los años de la 
República, a los que se unirían en los cuarenta los de Aurora Bautista o Alfredo 
Mayo, y posteriormente los de Sara Montiel, Lola Flores o Carmen Sevilla, 


pasaron a formar parte de un imaginario compartido como encarnación de 


España.1 


Por último, las revistas cinematográficas fueron el espacio preferente donde 
se desarrolló una cultura cinematográfica intelectual con la escritura crítica, 
historiográfica y teórica sobre el cine. A pesar de los importantes cambios que se 
produjeron en la cultura cinematográfica española a partir de la fractura de la 
Guerra Civil, lo cierto es que estuvo permanentemente obsesionada con la idea 


del cine nacional y la españolidad en el cine.22 El cinéfilo lector se vio, así, 
constantemente enfrentado a discursos nacionalistas que reflexionaban una y 
otra vez sobre la idea de cine nacional, qué era España y cómo debían llevarse 
las esencias cinematográficas a la pantalla. 


RELATOS NACIONALES EN LA PRODUCCIÓN Y CULTURA CINEMATOGRÁFICA ESPAÑOLA: 
LA REPRESENTACIÓN DE LA DIVERSIDAD CULTURAL Y SUS LÍMITES 


Como se ha destacado con anterioridad, al menos desde los años veinte hasta 
los cincuenta, la producción y la cultura cinematográficas españolas sirvieron 
para integrar a un público nacional de espectadores y de cinéfilos. Hemos 
señalado, asimismo, que la estrategia de las productoras españolas durante el 
periodo señalado fue la creación de un cine de contenido nacional, que 
representara las esencias de la cultura española. Considero necesario poner 
énfasis en que la producción cinematográfica española proyectó masivamente (y 
por todo el territorio español) relatos sobre España, por lo que el papel del cine 
en la configuración de los imaginarios nacionales no debería ser 


minusvalorado.22 En las pantallas se difundieron imaginarios sobre España, 
dialogaron y compitieron diversas narraciones sobre lo español, al tiempo que la 
cultura cinematográfica escrita debatía sin cesar sobre dónde radicaba la 
españolidad de una película y pugnaba por fijar un canon de películas 
verdaderamente españolas. No se puede sino hablar en plural de los imaginarios 
cinematográficos exhibidos; señalar que la industria cinematográfica española 
tuvo a España como referente creativo no significa que hubiera una única 
concepción sobre la nación y su cultura, y menos a lo largo de un periodo 
cronológico tan amplio como el que hemos abordado en este texto. Mi intención 
en las páginas siguientes es trazar una cartografía sobre los imaginarios 
cinematográficos que mayor presencia tuvieron y valorar hasta qué punto la 
diversidad cultural española tuvo presencia en ellos. 


Si la cinematografía española de los años veinte tuvo como eje creativo y 


comercial clave la construcción de un cine nacional y popular, los imaginarios 
regionales, o localmente muy específicos como es el caso de Madrid, fueron la 


forma preferente de conseguirlo.4 Una amplia variedad de regiones españolas 
desfilaron por las pantallas españolas como encarnación del pueblo y la cultura 
de España. Situadas en el conjunto del cine español del momento, cabe destacar 
que se trató de un número muy significativo de películas; además, entre ellas 
estuvieron las más taquilleras de la época y contaron con los más destacados 
directores del momento, como José Buchs o Florián Rey. Es significativo que 
Elisa Ruiz Romero, La Romerito, la actriz española más popular de la década y 
cuyo perfil público se basó en definirla como la quintaesencia de la 


españolidad,22 encarnara con éxito a la mujer madrileña (La verbena de la 
Paloma, La Chavala, El pilluelo de Madrid), andaluza (Rosario la cortijera, 
Currito de la Cruz), valenciana (Doloretes, Rosa de Levante) o mallorquina 
(Venganza isleña). A partir de adaptaciones (de zarzuela sobre todo) o de 
argumentos originales (una minoría), un buen número de esos filmes planteaban 
narraciones sobre la comunidad regional en las que la música, los bailes y la 
vestimenta regionalizada formaban una parte constitutiva esencial. La lengua, 
sin embargo, no fue siempre empleada como elemento definidor de la 
comunidad regional, solo encontraremos algún caso aislado de film que se 


proyectó con los intertítulos en otro idioma que no fuera el castellano.2£ El cine 
reinventaba así para la pantalla los folclores regionales, con la inestimable ayuda 
de los acompañamientos musicales, que en ocasiones incluso tenían la 


colaboración de cuadros de canto y baile regionales.27 Otros filmes, codificados 
como dramas rurales, ofrecían una visión regional a partir de mitos del 
nacionalismo español como el bandolerismo, sobre todo en el caso andaluz 
(Diego Corrientes, La hija del corregidor), o de un imaginario dramático 
nacional, en el caso de Castilla (el mejor ejemplo es, sin duda, La aldea maldita, 


Florián Rey, 1930).29 


Las razones que explican esta regionalización del imaginario nacional son 
varias. En primer lugar, fue una estrategia comercial, ya que, como se señalaba 
anteriormente, se recurrió como garantía de público a los elementos más 
asentados de la cultura popular como la zarzuela, el sainete o la literatura 
costumbrista, que desde décadas atrás habían utilizado unas fórmulas narrativas 
basadas en la apelación regional o local a partir de un tipismo exagerado. En un 
momento en que la producción española pugnaba por abrirse un hueco en unas 


pantallas dominadas por Hollywood, ofrecer un cine de exaltación casticista se 
entendió como la mejor forma de ganarse al público español. De hecho, en la 
publicidad de los filmes es habitual encontrar el retrato de tipos, costumbres, 
cantos y bailes regionales como reclamo. Asimismo, el éxito de filmes como La 
verbena de la Paloma (Buchs, 1921) animó a explotar un costumbrismo que 
buena parte del público aplaudía. Por otra parte, cabría remitir a un contexto 
cultural más amplio en el que, desde la Restauración, la «España regional» había 
sido la forma de representar la nación en ámbitos culturales diversos como la 


literatura, la pintura, la fotografía o la música, 29 y durante la dictadura de Primo 


de Rivera se potenció el regionalismo cultural.£0 En última instancia, habría que 
incidir en que el costumbrismo fue reivindicado por la cultura cinematográfica 
española como expresión de la autenticidad popular (y por tanto nacional). En 
los intensos debates desarrollados en la prensa cinematográfica, especialmente a 
partir de 1926, el regionalismo cinematográfico fue defendido por muchos como 


la mejor expresión de España.£1 


En este sentido, la profusión de representaciones regionales ha de entenderse 
como una representación de la nación española, y no en contradicción con ella. 
Podríamos señalar algún film en el que la representación regional podía ser 
susceptible de ser interpretada en un sentido identitariamente diferente; es el 
caso por ejemplo de El mayorazgo de Basterreche (Azcona, 1927), que apelaba a 
un imaginario costrumbrista compartido en buena medida por el nacionalismo 
conservador vasco, o de Nit d*Albaes (Thous, 1925), un relato sobre el pueblo 
valenciano que remitía a un imaginario regional que, en parte, había asumido el 
valencianismo político (del que el propio director, Maximiliano Thous, formaba 


parte).02 Sin embargo, las posibles lecturas alternativas no estaban favorecidas 
ni por el contexto cultural de la dictadura (no hay que olvidar que el régimen de 
Primo de Rivera coartó las actividades políticas y culturales de exaltación 
regional susceptibles de ser identificadas con un nacionalismo alternativo), ni 
por la cultura cinematográfica del momento, que remitía clarísimamente a un 
único sujeto nacional posible. Si la película de Azcona fue publicitada como 
«Film nacional de ambiente vasco», no era preciso aclarar a qué nación se refería 
el lema: lo vasco era la representación de lo español. 

De forma muy similar a la década anterior, la breve «edad de oro» (por su 
éxito de público) del cine español entre 1934 y 1936 se basó en una fuerte 
codificación cinematográfica de un imaginario nacional basado en los folclores 


regionales (sobre todo el andaluz) como encarnación del pueblo nacional.£3 De 
hecho, el importante número de remakes de títulos de la década pasada nos da 
una indicación de la continuidad con las bases creativas del cine mudo. El grueso 
del cine producido en los años republicanos fue un cine de orientación comercial 
y, con motivos comerciales y de defensa cultural muy similares a los comentados 
antes, las principales productoras buscaron de nuevo el éxito del público con una 
cultura popular regionalizada. No obstante, sí que se pueden reseñar algunas 
diferencias con el cine regional de años anteriores. Por una parte, si durante los 
años veinte pasaron por las pantallas gran parte de las regiones españolas, en los 
años de la República el protagonismo se desplazó claramente hacia tres espacios. 
Por una parte, Aragón, con títulos tan destacados como La Dolorosa (Gremillon, 
1934) y Nobleza baturra (Rey, 1935). En segundo lugar, un Madrid popular, 
urbano pero tradicional, fue protagonista de filmes como Don Quintín el 
amargao (Marquina, 1935), La verbena de la Paloma (Perojo, 1935), Doña 
Francisquita (Behrendt, 1934) o Una morena y una rubia (Buchs, 1933). Y, 
sobre todo, el imaginario andaluz, protagonista en una veintena de títulos, entre 
ellos algunos tan destacados como La hija de Juan Simón (Sáenz de Heredia, 


1935), La hermana San Sulpicio (Rey, 1934) y Morena Clara (Rey, 1936).64 


El cine sonoro permitió dar un nuevo papel a las marcas dialectales y al 
folclore en la construcción de los imaginarios regionales. Aunque la música era 
un elemento importante de los filmes no hablados, la incorporación del sonido a 
la banda fílmica les dio un papel narrativo más relevante. Asimismo, en esos 
años se produce una verdadera transformación de elementos trasladados del 
teatro al lenguaje cinematográfico, gracias a la tarea de directores como Florián 
Rey, Benito Perojo o Luis Buñuel, y a la inversión de productores como 
Filmófono y Cifesa. Podría decirse que se producía así el tránsito definitivo de 
formas culturales tradicionales a la moderna cultura de masas, gracias a su 
reinvención en un lenguaje puramente fílmico. 


Por otra parte, hay que subrayar que, de nuevo, el uso de estos imaginarios 
regionales se situaba siempre dentro de una narración nacional sobre España. Si 
analizamos la cultura cinematográfica del momento y la recepción crítica de 
estos títulos, puede observarse cómo la presencia del folclore, aunque discutida, 
fue ampliamente aceptada. De hecho, parece estar muy extendida la asunción de 
la existencia de un folclore auténtico, verdadera encarnación del pueblo español, 
una creencia que pude señalarse, además, entre los críticos con preocupaciones 


sociales y con posiciones políticas de izquierdas, 02 Ello nos señala que, como 


puede observarse en otros ámbitos culturales, en los años de la República el 
discurso del pueblo español y su autenticidad se unió al compromiso político, y 
que, en definitiva, la identificación entre folclore regional y pueblo español 


parece estar firmemente establecida.C€ Las protestas contra su explotación 
tópica no descartaban que el folclore inspirara el cine nacional, solo había que ir 
a buscarlo al pueblo. 


Aunque el régimen republicano una nueva vitalidad a las iniciativas y 
proyectos culturales que podían abrir el espacio de reconocimiento y desarrollo 


de la diversidad nacional y lingúística,€Z fueron muy escasas las películas en las 
que un imaginario territorializado o el folclore se empleara con un sentido 
identitario al español. Pueden destacarse las actividades de la productora con 
inquietudes galleguistas Folk, que elaboró noticiarios y documentales, o la figura 
de Carlos Velo, el primer cineasta que mostraría la voluntad de concebir un cine 


nacional gallego con Galicia (1936).08 Se trata de iniciativas de gran interés, 
pero que no dejaron de ser proyectos aislados, ajenos al cine comercial y con 
escasa difusión. Lo mismo puede decirse de Euzkadi (Teodoro Ernandorena, 
1933), documental promovido por el Partido Nacionalista Vasco, aunque 


realizado y financiado casi íntegramente por su director.C2 Mayor ambición 


comercial tuvo El café de la marina (Pruna, 1934), film del que se realizaron 
versiones en español y en catalán. La película contó en su estreno con el 
patronato de la Generalitat de Catalunya y fue promocionada desde 
publicaciones como Mirador y L*opinió como el primer gran film de la patria 
Catalana. Sin embargo, la representación de Cataluña que ofrecía el film 
(también desaparecido) fue interpretada asimismo como parte de un imaginario 
nacional español, no alternativo a este. Como se ha señalado con anterioridad, la 
industria del cine radicada en Barcelona tuvo siempre un horizonte español. La 
constitución en noviembre de 1932 de un comité provisional sentaría las bases 
del Comité de Cinema de la Generalitat, promovido por el consejero de Cultura, 
el poeta y político Ventura Gassol, militante del Estat Catala. Este comité celebró 
su primera reunión el 4 de enero de 1933 y fue refrendado por Decreto de 10 de 
abril de 1933, con un programa enfocado «a la creació de la indústria 
cinematografica catalana», pero la suspensión de derechos autonómicos tras 
octubre de 1934 y la crisis financiera del Gobierno catalán impidieron que la 
actividad del comité tuviera continuidad, y en 1936 fue englobado dentro de la 


Comisaría de Espectáculos de la Generalitat.Z0 


Cabe preguntarse qué hubiera sucedido si no hubiera estallado la Guerra Civil 
y se hubiera implantado la dictadura, tal vez se hubieran multiplicado esas 
tímidas iniciativas, pero lo que parece claro es que por parte de la cinematografía 
española no había ningún interés en construir imaginarios territorializados más 
que como representación de una nación española. Asimismo, y antes de que la 
legislación franquista la imposibilitara, la lógica económica de las productoras, 
regida por un criterio comercial y de Estadonación, ya había limado 
profundamente la diversidad lingúística. Si en el periodo del cine mudo había 
algunas escasas posibilidades de que otras lenguas peninsulares tuvieran 
presencia en el cine, mediante los explicadores o los rótulos, el sonoro castigó a 
las lenguas minoritarias y sancionó al castellano como la lengua del cine 
nacional. 


El cine español del primer franquismo fue, como han puesto de relieve los 
estudios de los últimos años, más rico y variado de lo que tradicionalmente se 


daba por supuesto.Z1 En relación con los géneros más directamente asociados a 


los discursos propagandistas del régimen, el llamado «cine de cruzada» presenta 
una visión homogénea del pueblo nacional, en la que en general no existen o no 
se aprecian diferencias territorialmente marcadas. En los años cuarenta 
continuaron haciéndose películas que representaban los imaginarios regionales. 
Si bien su volumen respecto de la producción cinematográfica total es reducido, 
los costumbrismos y folclores gallegos, aragonés, valenciano o andaluz se 
asomaron a las pantallas españolas. Ahora bien, los imaginarios y folclores 
regionales vieron su significado resituado dentro de los discursos franquistas y 
asociados a los valores del régimen. Más que una representación popular viva, se 
convirtieron en una especie de tradición fosilizada, un elemento casi de postal y 


a menudo unido a la nostalgia.22 Es significativo, en este sentido, que los 
imaginarios regionales aparezcan en historias de emigrados como La última falla 
(Perojo, 1940) o Historia de dos aldeas (del Amo, 1950). Otra línea de 
redefinición de los folclores fue su inserción dentro del melodrama histórico, y, 
por lo tanto, proyectándolos al pasado, como hacen Lola Montes (Román, 1944), 
La duquesa de Benamejí (Lucía, 1949) o Lola la Piconera (Lucía, 1950). Estas 
películas se convertirían, en realidad, en vehículos para el lucimiento de las 
dotes musicales de sus protagonistas. Igualmente, es frecuente encontrar una 
diversidad regional entre los protagonistas de filmes históricos, por ejemplo, en 
La nao capitana (Rey, 1946) o Agustina de Aragón (de Orduña, 1950), e incluso 
puede aparecer alguna expresión suelta hablada en catalán. Pero esas diferencias 


estaban siempre encaminadas a reforzar la imagen de unidad del pueblo 


español.Z3 Sin duda, la más perdurable de las mutaciones del folclore en el cine 
del primer franquismo fue a través de la mitificación de las intérpretes de 
canción andaluza. La conversión en estrellas del celuloide de cantantes como 
Lola Floras, Carmen Sevilla o Juanita Reina dio origen a un «cine de 
folclóricas» que disfrutó de notable popularidad en los años cuarenta y 
cincuenta. El protagonismo quedaba desplazado del conjunto de la comunidad a 
una mujer andaluza, a menudo gitana, convertida en icono nacional. 


No obstante, el cine folclórico no fue, como algunas visiones generalistas 
sobre el cine del franquismo podían hacer creer, ni el cine más producido ni más 
apoyado por el régimen. De hecho, ya antes de acabar la guerra se forjó en el 
bando nacional un potente discurso contra las representaciones regionalistas en 
el cine español, un discurso que particularmente los sectores falangistas 


abanderarían en los años cuarenta.24 Además, solo un título de temática 
folclórica tuvo algún tipo de reconocimiento como Film de Interés Nacional, La 
Lola se va a los puertos (de Orduña, 1947). Los años cincuenta marcan un 
declive claro de la representación regionalizada en la pantalla. 


Por otra parte, los imaginarios regionales y sus folclores quedarán tan 
contaminados por su asociación a la dictadura que fueron rechazados también 
por el llamado cine de disidencia, que empezó a organizarse ya en los años 
cincuenta. La sátira a la invención del folclore andaluz llevada a cabo por los 
protagonistas de Bienvenido Míster Marshall (Berlanga y Bardem, 1953) 
recreaba la crítica hacia un tipo de representación que se consideraba una pura 
manipulación falseada por las élites del poder. Una impresión que contrasta 
vivamente con la percepción que de los folclores regionales se tenía en los años 
de la República entre círculos culturales de izquierdas, como hemos señalado 
anteriormente. Una parte del cine de disidencia dialogó con otras formas de la 
cultura popular como la tradición sainetista en su codificación de tipos 
populares, pero elaborando un costumbrismo no regionalizado; Luis García 
Berlanga es un buen ejemplo. Con algunas excepciones, el cine que incorpora 
los tipos y las estrategias narrativas del sainete a partir de los años cincuenta 
tiende a dejar de lado una caracterización localista o regionalista en favor de otro 


tipo con validez más amplia. 22 Representativa de otra forma de representar el 
imaginario nacional es Calle Mayor (Bardem, 1956), que cifra en la ciudad 
provinciana un modelo reducido de la sociedad española, tomada en su 


slobalidad.Z€ Lo cierto es que la preocupación por la diversidad cultural o 
nacional española no formó parte de la agenda de problemas que preocupaban a 
la cultura cinematográfica que iba a abrir el camino de la disidencia en el cine 
español. 


CONCLUSIONES 


En este texto he tratado de señalar algunos espacios de confluencia entre las 
lógicas derivadas del marco del Estado-nación español y el mundo 
cinematográfico. A partir de ellos, se pueden repensar algunas perspectivas 
tradicionalmente dadas por válidas, como que el cinematógrafo representó la 
irrupción de una modernidad (entendida como occidental y urbana) que aplanó 
las culturas tradicionales, la idea de que el cine fue una especie de esperanto 
audiovisual (especialmente en el periodo mudo) o que la cinematografía no tuvo 
ninguna relación con la nación española. A partir de lo expuesto, parece 
conveniente destacar que el desarrollo cinematográfico contribuyó a la 
integración de una esfera pública y un público nacional. La esfera nacional es 
solo uno de los elementos determinantes para lograr una comprensión de las 
experiencias del público, no el único, pero desde luego tuvo una importancia 
enorme. Solo la fijación de un mercado nacional para los productos 
cinematográficos (filmes, estrellas oO revistas) reforzó seguramente la 
naturalización de una comunidad imaginada como homogénea frente a otras 
comunidades nacionales. Por lo que sabemos (a partir, sobre todo, de las revistas 
cinematográficas), desde los años veinte a los cincuenta el público distinguía e 
identificaba los filmes por su nacionalidad. 


Los filmes permitieron asimismo pensar y visualizar España en un mundo de 


naciones.22 Una España que tuvo en la explotación de la variedad regional una 


representación clave, con la codificación de imaginarios regionales. Una 
diversidad, sin embargo, limitada siempre a la narrativa nacionalista española, 
incluso en el momento de mayor tolerancia hacia la pluralidad cultural que 
fueron los años de la Segunda República. 


Por último, cabría destacar que bien por las estrategias de la propia industria, 
bien por un discurso de defensa cultural, o bien por la acción del Estado (durante 
el primer franquismo), el mundo del cinematógrafo estuvo unido a la lengua 
castellana, lo que lo diferencia de otros espacios de la cultura de masas como el 
teatro popular. Fue en castellano como las películas se promocionaron y se 
consumieron, ya fuera a través de intertítulos o rótulos en la pantalla, subtítulos 


o diálogos incorporados a la banda. Y fue esa también la lengua preferente para 
informarse sobre rodajes y estrenos, los debates sobre el séptimo arte o conocer 
los detalles íntimos de las estrellas de cine. En definitiva, el castellano quedó 
fijado como la lengua cinéfila por excelencia, la lengua en la que era normal ver 
hablar a Imperio Argentina, Greta Garbo o John Wayne. 


* La autora participa en el proyecto de investigación «De la dictadura 
nacionalista a la democracia de las autonomías: política, cultura, identidades 
colectivas» (HAR2011-27392), financiado por el Ministerio de Economía y 
Competitividad. 
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EVOLUCIONES E INVOLUCIONES. LA IDEA DE ESPAÑA EN 
DICTADURA Y EN DEMOCRACIA 


Ismael Saz 
Universitat de Valencia 


Se habla en este texto de evoluciones e involuciones: evoluciones, como es 
obvio, respecto de esa dictadura nacionalista españolista que fue el franquismo; 
involuciones respecto del desarrollo de la actual democracia parlamentaria. 
Incluso en un sentido muy específico, que desarrollaremos más adelante, podría 
hablarse de una cierta involución a lo largo de las últimas décadas de la idea de 
España respecto de ciertas retóricas, usos y prácticas presentes en y contra el 
franquismo. 


A tal efecto, partimos de dos hipótesis que intentaremos verificar en nuestra 
exposición. En primer lugar, que la Constitución española de 1978 es un empate 
entre las fuerzas que venían del franquismo, reformista o no, pero que aceptan la 
democracia y unas fuerzas políticas, las del antifranquismo, que habían 
protagonizado la lucha por la democracia y la España plural. De ahí el carácter 
rocambolesco de una Constitución absolutamente contradictoria, pero por ello 
mismo abierta. Por una parte, el célebre artículo 2.” se formulaba como lo más 
lejano que cabe imaginar respecto de una concepción cívica de la nación: era «la 
indisoluble unidad de la nación española (la) patria común e indivisible de todos 
los españoles» la que fundamentaba la Constitución y no al revés, como cabría 
esperar de un enunciado democrático. Por otra parte, sin embargo, la 
introducción del término «nacionalidades» evocaba, se quisiera o no, el espíritu, 
que no la letra, de la autodeterminación. Más aún, la distinción entra 
nacionalidades y regiones remitía, como se haría en el título VIIL, a una 


configuración asimétrica de la España autonómica que se iba pergeñando.l En 
suma, este carácter contradictorio-abierto podría derivar tanto en una dirección 
que desarrollase todas las potencialidades en sentido federal y plural, como en la 
antitética, consistente en considerar que con lo allí establecido se había 
alcanzado el máximo de lo tolerable y que, por ende, se trataba de sacralizar la 


Constitución, convirtiéndola en un artefacto más predispuesto a eventuales 
recentralizaciones que a ulteriores desarrollos de la España plural.2 


En segundo lugar, consideramos que el actual problema del separatismo, 
soberanismo o independentismo catalán nos remite a una situación que es, en 
última instancia, en la que hemos estado (casi) siempre, como es que el 
problema de España es, ha sido, fundamentalmente Cataluña. No solo porque 
esta región-nacionalidad ha estado siempre en la vanguardia de todo impulso 
descentralizador, sino porque, por acción y reacción, explícita o implícitamente, 
así ha sido considerado, en los diversos momentos y circunstancias, por quienes 
se han planteado a lo largo de más de cien años el problema de España, el 
problema de la unidad española. A estas cuestiones en su desarrollo histórico 
está dedicado este trabajo. 


UN RECORRIDO POR LA HISTORIA (HASTA 1936) 


Es sabido, y no insistiremos excesivamente en ello, que la eclosión del 
nacionalismo/regionalismo catalán es plenamente contemporánea de la profunda 
rearticulación que experimenta el nacionalismo español en torno a la crisis 
finisecular: son dos monedas similares y, al mismo tiempo, las dos caras de una 
misma moneda. Tienen aspectos comunes, en especial la dialéctica de la 
decadencia-regeneración, la deriva historicista-etnicista, el alejamiento de la 
vieja identificación liberal entre patria y libertad como fundamento de la 
fortaleza de la nación. Por supuesto, en la complejidad intrínseca de cada uno de 
ellos, tienen aspectos diferentes, empezando por el fundamental, el relativo al 
encaje de Cataluña en España. Y, en fin, se condicionan mutuamente: el 
regionalismo catalán pudo autoconsiderarse, al tiempo que ser considerado, 
regeneracionismo español, y viceversa, el modo de situarse ante el «problema 
catalán» condicionará decisivamente la deriva del nacionalismo español a lo 
largo del siglo Xx. 


De todo esto nos hemos ocupado en otro momento.? De lo que se trata ahora 


es de incidir, desde la perspectiva del nacionalismo español, que es el que aquí 
nos ocupa, en dos aspectos del problema: primero, que la centralidad del 
problema catalán tiene como uno de sus fundamentos que Cataluña es 
seguramente la región más avanzada de España en prácticamente todos los 


planos, 4 y segundo, que de ahí deriva una aproximación profundamente 


contradictoria al problema catalán. 


Esta circunstancia es plenamente apreciable en los regeneracionistas de todos 
los signos. 


Así, Macías Picavea llamaba a Cataluña a asumir junto a Euskaria la guía y 
dirección de España, pero veía en la lengua castellana la prueba de la 


«superioridad de la raza que lo ha formado y lo usa».2 Unamuno, que creía ver 


un desierto en España del que solo se salvarían los catalanes, invitaría a estos a 


catalanizar España, aunque para ello debieran verter su espíritu al castellano.£ 


Admirador profundo de la cultura catalana, Menéndez y Pelayo hablaría en 1908 
de una Barcelona destinada a ser «la cabeza y corazón de la España regenerada», 


aunque, eso sí, desde el rechazo a toda forma de catalanismo político. 


Menos propenso a reconocer las posibles aportaciones del otro catalán, el 
castellanocentrismo de Ortega lo era sin fisuras: «Castilla ha hecho España y 
Castilla la ha deshecho»; solo cabezas castellanas tendrían los «órganos 


adecuados para percibir el gran problema de la España integral» £ Por otra parte, 


Ortega consideraba que el separatismo distaba de constituir un mero capricho y 
apuntaba al particularismo —el del propio núcleo central y el secesionista— como 
el gran responsable del decaimiento de España. Y por ahí vendría otro de sus 
más importantes, aunque no más recordados, legados: la consideración de que 
había una relación directa entre la mengua de la «fuerza o capacidad de atracción 


del núcleo central» y la «reemergencia de las energías secesionistas».2 No fue el 
único, desde luego. Su visión de la España de las «grandes comarcas» 
(¿autonómica?) apuntaba a una descentralización puramente administrativa más 
orientada a liberar a la capital de la presión ruralista de las provincias que a la 


supuesta redención de estas.L0 En los debates sobre el Estatuto de Cataluña dejó 


bien claro que había que blindar la cuestión de la soberanía, sin que se diese por 
este lado cesión alguna; apuntó a la autonomía como elemento de desactivación 


de cualquier pretensión catalanista;ll dio todo un recital de catalanofobia;12 
mostró todas las preocupaciones posibles respecto de la enseñanza universitaria 
en catalán, y recalcó hasta la saciedad que el sentimiento de todos los españoles 


debía pesar más que el de los catalanes.13 En suma, autonomía como 
descentralización-recentralización, ningún reconocimiento (en positivo) del 
hecho nacional y blindaje sin fisuras de la cuestión de la soberanía. 


No era este, desde luego, el caso de Azaña. Alejado de todo sentimiento 
hostil hacia Cataluña, fue capaz de denunciar el centralismo jacobino de los 


liberales decimonónicos, e incluso había llegado a asumir, bien que no como 


objetivo ideal, el principio de autodeterminación.24 Para Azaña, en cualquier 
caso, la respuesta al problema político que era el nacionalismo catalán debía ser 
política. Y de ahí su confianza en que el estatuto, como afirmación autonómica 
en el marco del Estado republicano integral, pudiera servir tanto para fortalecer 
al Estado republicano como para desactivar las pretensiones que hoy 


llamaríamos soberanistas.12 


Los debates en torno al Estatuto de 1932 mostraron, en suma, todos los 
repertorios que se prolongarían hasta el presente. El de la tendencia a la 
exasperación sin límites, no en último lugar. Pero vinieron a redundar también en 
la centralidad del problema catalán. No es de extrañar por ello que la extrema 
derecha española, de cuyos planteamientos se iba a nutrir al cabo el franquismo, 
ensayara su propia gama de respuestas al efecto. Todos sus sectores coincidían 
en el más feroz de los antiautonomismos. Aunque lo hicieron con matices 
diversos. Entre los fascistas, un inefable Giménez Caballero llegó a abogar, 
desde presupuestos absolutamente historicistas, por una especie de imperio 
confederal español, lo que no le impediría acuñar, ya en la posguerra, aquella 


lúgubre frase referida a Cataluña de «la maté porque era mía».1£ Ramiro 


Ledesma llegaría a admitir la posibilidad de una especie de república federal, 
aunque eso sí en «nombre de la eficacia del nuevo Estado», alejada de todos los 
«plañideros artificiosos de las regiones» y dispuesta a «administrar castigos 
implacables» a toda pretensión catalana de acceder a un régimen distinto del de 


las otras regiones. 12 Si Ledesma seguía, extremándola, la senda de Ortega, 


Onésimo Redondo haría lo propio en relación con Menéndez y Pelayo. Así, se 
mostraba dispuesto a reconocer el «hecho diferencial» de Cataluña e incluso a 
aceptar que esta tenía «derechos históricos a una singular autonomía». 
Reconocía igualmente que Cataluña tenía razones para reivindicar fueros y 
libertades que le habían sido cercenados. Pero más allá y por encima de la 
Región estaba la Nación y esta era incuestionable. Ni era admisible ninguna 
forma de «nacionalismo separatista», ni Cataluña podía ser, en modo alguno, 
dueña de sí misma: «Cataluña no es de Maciá, no de la Esquerra, ni de los 


catalanes. Cataluña es de España». 19 


Más dispuesto a tocar todas las teclas, José Antonio Primo de Rivera podía 
reconocer que España era «varia y plural», que algunos de sus pueblos tenían sus 
propias lenguas, usos y características. Al mismo tiempo, sin embargo, su 


castellanismo profundo le llevaba a localizar en Castilla la «tierra absoluta», lo 


que es tanto como decir la esencia de la españolidad.12 Y, por supuesto, su — 
negado— ultranacionalismo españolista le llevaba a defender la irrevocabilidad 
absoluta de la unidad española: no es que Cataluña no tuviera derecho de decidir 
separarse de España, es que tampoco tendrían nada que decir los españoles al 
respecto. Si estos llegasen a aceptar las pretensiones catalanistas, estarían 
cometiendo «la más alevosa traición». La peculiar solución de José Antonio 
Primo de Rivera a este juego de contradicciones es sobradamente conocida: era 
la ignota, pero absoluta, «unidad de destino en lo universal» la que otorgaba a 


España su carácter irrevocable.20 y ya por la senda orteguiana de la empresa 
común, Primo de Rivera se lanzaba para extremarla, al modo que lo habían 
hecho ya Giménez Caballero y Ledesma Ramos, por la vía del destino imperial. 
Hay que retener, en fin, el último legado joseantoniano de largo recorrido: 
admitida la pluralidad de lenguas, usos y características de los pueblos de 
España, había que radicar la nación en otra parte. No, la nación no estaba ahí — 
pues ello habría supuesto reconocerle tal carácter nacional a Cataluña- ni 
tampoco, claro, en ninguna noción romántica y/o democrática; estaba en aquella 
irrevocable unidad de destino que, por tal, no precisaba para su defensa de 
nacionalismo alguno. En consecuencia, Primo de Rivera terminaba por afirmar 
su repudio de todo nacionalismo, empezando, claro, por negar el propio. 


Más claro y confuso a la vez era el discurso del nacionalismo reaccionario y 
el de origen tradicionalista. Este último podía remontarse, como lo había hecho 
siempre, a sus concepciones regional-foralistas, antijacobinas y anticentralistas, 
al tiempo que defensoras a ultranza de la unidad española. Pero en el contexto de 
la Segunda República había que extremar el discurso antiestatutario, lo que 
tendía a situar en un segundo plano el regionalismo foralista. El más destacado 
de todos ellos, miembro a su vez de Acción Española, Víctor Pradera, lo 
ejemplifica a la perfección. Reconocido incluso por Franco como el gran 
defensor de la unidad española, el regionalismo de Pradera se mantenía en 
términos retóricos cuando no confusos. Y, sin embargo, ese legado 
unitaristaregionalista, en el que no faltaban reformulaciones de estambre 


maurrasiano, tendría una en absoluto irrelevante presencia en el franquismo. 21 


Hasta 1936, en efecto, la común hostilidad hacia el desarrollo autonómico de 
la derecha española y el profundo nacionalismo españolista que le sustentaba 
habían recorrido los más diversos caminos: desde la negación absoluta de todo 
hecho diferencial hasta la aceptación más o menos matizada de este; desde el 


recurso a las viejas tradiciones fueristas hasta la más radical defensa de la 
uniformidad política; desde la reivindicación de que la soberanía residía por 
completo en el conjunto de los españoles hasta el enunciado de que ninguna 
soberanía, ni siquiera la española, podría decidir sobre el futuro de la nación 
española. Era un legado, o un complejo de legados, que mostraría sus 
potenciales contradicciones, primero en el franquismo y después en la 
construcción democrática, pero que sería, con todo, eso, un poderoso legado. 


ENTRE EL FRANQUISMO Y LA DEMOCRACIA 


En el franquismo, en efecto, destruida la hidra separatista, las diferencias 
pudieron reemerger y lo hicieron con mayor fuerza cuando a través de ellas se 
expresaban diversos proyectos políticos en el seno del régimen y para el 
régimen. Y aquí se pondría de manifiesto una vez más que, para afirmarlo o para 
negarlo, «Cataluña era, seguía siendo, el problema de España». 


Pueden localizarse, en efecto, tres grandes momentos en los que el problema 
Catalán reemergió durante el franquismo. En el primero de ellos cuando, tras la 
derrota de la ofensiva del falangismo radical en mayo de 1941, algunos sectores 
del régimen —la falange más franquista y nacionalcatólicos de diverso signo— 
arremetieron con fuerza contra los derrotados, a quienes se reprocharían todos 


sus vicios noventayochistas, intelectualistas y centralistas.22 En este contexto el 


viaje triunfal de Franco a Cataluña en enero de 1942 adquiriría una dimensiones 
inesperadas: se emprendió una carrera pseudocatalanista en la que resonaron 
todos los ecos contra la España centralista, la que quiso hacer de Madrid el París 
de España, la que había ignorado la riqueza de sus regiones, la que no había 


sabido ver la fundamental contribución catalana a la construcción de España.22 


El enemigo era, claro, la falange revolucionaria, madrileña y castellanista. Pero, 
por este lado, aflorarían las dos viejas concepciones de España que latían en el 
franquismo: la de la propensión regionalista de raíces tradicionalistas más o 
menos desarrolladas por las gentes de Acción Española y la crudamente 
unitarista propia de sus antagonistas. Por supuesto, nada pasó de lo retórico o de 
lo simbólico y nadie iba a reivindicar la más mínima concesión no ya al 
Catalanismo sino ni siquiera a un desarrollo político en sentido regionalista. 
Pero, embriagados por el carácter plebiscitario que se había querido dar al viaje 
de Franco, los que se embarcaron en tan peculiar carrera vinieron a poner de 
manifiesto por enésima vez que el problema de España era Cataluña; o, como se 


dijo en más de una ocasión, que Cataluña era la unidad de España.24 Claro que 


se trataba, como no podía ser de otro modo, de una pretendida Cataluña 
nacionalcatólica bien alejada de la revolucionaria o catalanista de la última 


centuria.22 


Poco pudieron oponer a esta auténtica ofensiva los Laín, Ridruejo y demás 


gentes de Escorial; a lo sumo una especie de mutis por el foro.28 Distinta fue la 
evolución de la otra gran polémica de los años 1948-1953. Una batalla político- 
cultural abierta entre los falangistas y los epígonos de Acción Española —Calvo 
Serer y Pérez Embid, significativamente—. Sabemos que el núcleo del debate lo 
constituyó la publicación de España como problema de Laín. Un libro falangista 
en el que se defendía la vieja síntesis fascista entre los españoles que habrían 
sabido ser modernos, aunque no buenos españoles, los progresistas, y quienes sí 
habían sabido ser esto último pero no lo primero, los tradicionalistas. Era el 
problema, una vez más, de la revolución pendiente que se debería traducir, 
también una vez más, en una recuperación de posiciones para falange en aquello 
que se ha dado en llamar, justamente, la nueva «primavera falangista». El 
programa que opusieron sus adversarios adoptó todos los perfiles maurrasianos 
frente al renacido revolucionarismo falangista: España ya no era un problema, 
aunque tenía problemas y objetivos que cumplir: la restauración de la Monarquía 
y la descentralización administrativa, entre otros. Y por aquí se reanudó la vieja 
querella contra la España centralista y castellanista, ignorante de las regiones, 
ensimismada en su pesimismo. Se atacó de nuevo a Madrid y Castilla, para 
reivindicar una vez más el papel de Cataluña y Aragón en la construcción 
nacional española, se inventó una curiosa tradición federal y hasta se llegó a 


reivindicar a Prat de la Riba.22 Como no podía ser de otra manera, Cataluña 
estaba volviendo a ocupar el centro del espacio. Pero esta vez, volens nolens, los 
falangistas, siguiendo ahora a Ridruejo, intentaron pagar a sus adversarios con la 
misma moneda: saliendo al encuentro de Cataluña y de su cultura. Y de este 
modo vino a producirse una especie de carrera catalanista que hacía que la 
revista del seu, Alcalá, se datase desde noviembre de 1952 en Madrid y 
Barcelona o que su antagónica Ateneo llegase a titular una de sus secciones 
«Cataluña rica y plena». Más lejos llegó Ridruejo y no solo por su papel en los 
famosos encuentros de poesía; también en ese plano simbólico que le llevó a 


hablar de Cataluña como la «nación fraterna y necesaria», 28 


Hasta ahí se llegó en el franquismo —lo que no es poco si nos viene a la 
cabeza alguna sentencia del actual Tribunal Constitucional-. Pero como también 


era de esperar todo quedó ahí. La gran batalla cultural de los años cincuenta se 
cerró con un  ni-ni: ni revolución falangista, ni «regionalización 
nacionalcatólica». Más aún, todo debate sobre el ser de España quedó 
definitivamente postergado. Al fin y al cabo, pensar la nación española, incluso 
entre franquistas, no dejaba de constituir sino una fuente de problemas y 
desavenencias. Esto no quiere decir, lógicamente, que el franquismo en su 
conjunto renunciase a nacionalizar a los españoles, pero se mostraba más eficaz 
hablando siempre de España como un dato naturalizado y sacralizado, hasta la 
banalización, que mentando cosas tan problemáticas como patria y nación; 


nociones que, ciertamente, cayeron en un relativo desuso.22 


Con todo, el cierre de la polémica tuvo un alto coste para el régimen. En 
clave revolucionaria, como acreditarían las dinámicas de la Universidad a partir 
de febrero de 1956, y en clave regional-nacional. En lo que se refiere a esta 
última, la renuncia a todo tipo de proyecto claro embarrancó al régimen en un 
círculo vicioso: se hacían concesiones a Cataluña/Barcelona en todos los planos: 
el relajamiento de la represión cultural, el reconocimiento de la singularidad 
Catalana, ciertos elementos de pseudo bicapitalidad, como, por ejemplo, la 
existencia de dos centros de TVE, uno en Madrid y otro en Barcelona. Y, en fin, 
algunas concesiones simbólicas como, por ejemplo, la olvidada representación 
de España en el festival del Mediterráneo en catalán y a cargo de Salomé y 
Raimon. Pero, a falta de un proyecto explícito, lo que se estaba entrando era en 
una dinámica, como bien supieron captar algumos miembros del Consejo 
Nacional del Movimiento, en la que la subyacente represión era considerada 
como lo que era: represión, pero toda concesión era percibida como una victoria 
del catalanismo, como algo que se arrancaba al régimen. 


Con esto nos hemos adentrado ya en el tercero de los momentos a que nos 
referíamos, el de la última década de la dictadura. Aquella en que los distintos 
estamentos del régimen tuvieron que reconocer que en el plano regional-nacional 
estaban perdiendo la partida frente a los nacionalismos. Pudieron acordarse 
entonces de  hipotéticos desarrollos más «o menos  regionalistas O 
regionalizadores. Para descartarlos en un momento; para lamentarse de haberlos 
descartado cuando se comprobaba que la batalla estaba ya prácticamente 
perdida. Algún recuerdo hubo a una hipotética tabla de salvación con la vuelta a 


enfoques propios del viejo tradicionalismo.20 Diversos sectores del franquismo 


ya terminal buscarían en lo sucesivo alternativas regionales, del regionalismo 
«bien entendido» y por supuesto igual para todos, cuando el horizonte 


democrático y autonómico se empezó a vislumbrar como inexorable.21 Frente a 
este último reto, los viejos franquistas, reformistas o no, carecían de un lenguaje 
de nación, o al menos de uno reciente. Pero no serían los únicos en carecer de él, 
también desde otros sectores hubo que desempolvar viejos discursos, viejas 
recetas. 


Para los nacionalistas vascos o catalanes, la cosa estaba clara: tenían su 
propia patria, que era su propia nación; algo que, por supuesto, debería 


reconocer la Constitución española.22 Socialistas y comunistas partían por 


entonces del supuesto del reconocimiento del derecho de autodeterminación, 
aunque fuera, como lo era, para abogar por la integración en el Estado español 


de las nacionalidades históricas. 22 Es decir, casi sin excepciones (aparentes) el 
grueso de lo que había sido el antifranquismo partía del reconocimiento de que 
Cataluña, como el País Vasco o Galicia, eran nacionalidades. Y nacionalidades 
quería decir, en el lenguaje de la época, naciones sin Estado que, como tales, 
tenían el derecho a reivindicarlo. Lo sabían las izquierdas y lo sabían quienes 
venían del franquismo. De ahí la insistencia de los primeros en que figurase el 


término en el texto constitucional y la oposición de los segundos. 24 Conocemos 


el resultado: ese rocambolesco artículo segundo que, por una parte, blinda la 
unidad española como un supuesto prepolítico y, por otra, parece reconocer la 
existencia de nacionalidades como algo, cuando menos, distinto a las 


regiones.22 No vamos a insistir ahora en ello, aunque sí valga la pena subrayar 


el primado de lo político sobre lo discursivo a lo largo de ese proceso: hubo una 
intervención extraparlamentaria en la redacción final del artículo segundo y hubo 
un imperativo político en la restauración provisional de la Generalitat catalana. 
El «ja soc aquí» de Terradellas suponía, se ha recalcado muchas veces, el 
principal hilo de continuidad entre la Segunda República y el Estado que se 
estaba forjando. Pero supondría también el reconocimiento implícito de que 
Cataluña estaba en el centro del problema, que Cataluña marcaba el camino. 


Pero ¿qué camino? También por este lado conocemos el resultado: el famoso 
«café para todos», con la generalización de las autonomías y los intentos 
posteriores, más o menos logrados —la LOAPA, por ejemplo—, de reconducir el 
proceso en un sentido restrictivo, también «para todos». La generalización 
autonómica podría servir para neutralizar, difuminar, negar, la pluralidad 
nacional española, pero esa misma generalización podría dar lugar a un 
desarrollo no deseado —y para muchos excesivo— de todas las potencialidades del 


Estado de las Autonomías. De ahí esa carrera hacia ninguna parte en la que ha 
vivido la democracia española hasta el presente: por un lado, la realidad, 
afirmada o negada, del hecho diferencial catalán llevaba a unos, los nacionalistas 
Catalanes —y los vascos—, a impulsar el desarrollo autonómico en un sentido 
nacional —o «nacionalitario»—, a otros —los gobiernos de turno- a hacer 
concesiones más o menos materiales, retóricas o simbólicas, y al resto a seguir la 
estela catalana, apropiándose, desde el supuesto de la igualdad de todos, de 
cuantos avances se dieran en Cataluña. Por otro lado, aunque no podía ser de 
otro modo, ganaba cada vez más terreno en la perspectiva española la idea de la 
insaciabilidad de los nacionalistas, tanto como ganaba al otro lado del Ebro la 
idea de la imposibilidad española de reconocer el hecho nacional catalán. Un 
círculo vicioso que parece no admitir más desarrollos potenciales que el de 
recrearse hasta el infinito, el del surgimiento de propuestas recentralizadoras y el 
de la (antagónica) deriva explícitamente soberanista. 


Podría decirse, a la luz de cuanto exponíamos en la primera parte de este 
trabajo, que en todo esto, en las evoluciones y contradicciones, en las paradojas 
y las antinomias, no habría nada nuevo. No lo había, desde luego, en el plano 
discursivo, en el plano de los lenguajes. Y no lo había, como decíamos más 
arriba, porque a la altura de 1978 ninguno de los lenguajes próximos en el 
tiempo podía servir para legitimar el modelo de Estado que se estaba 
construyendo. No servía, desde luego, el franquista en todas sus variedades, 
aunque fueran muchos de sus legados los que, nunca explícitamente, se 
asumieran. Y no servía el de la autodeterminación, noción convertida, de la 
noche a la mañana, en el gran tabú de nuestra democracia. De modo que hubo 
que recurrir a lenguajes más antiguos, en lo fundamental deudores de los debates 
de la España del primer tercio del siglo xx, de los del Estatut de Cataluña de 
1932, en buena parte. 


Y aquí estaba Ortega y Gasset, un liberal que había trazado algunas de las 
líneas maestras de lo que serían los lenguajes legitimadores de la nueva 
democracia española, o, por decirlo de otro modo, de los grandes partidos —UCD, 
PSOE y APPP— que se han turnado en el poder. Un liberal que por su condición de 
tal podía ser utilizado para legitimar determinadas posiciones sin levantar 
sospecha alguna, en algunos casos, O para justificar abandonos de viejas 


consignas autodeterministas en otros. 28 Así, la idea de la vertebración de 


España se convirtió en un auténtico mantra capaz de explicar la feliz 
culminación de un proceso histórico secular. Así, la idea de estar juntos «para 


hacer algo», ahora —otro final feliz-para estar en Europa. Ortega se había 
convertido ni más ni menos que en el verdadero padre putativo de la España 
autonómica. 


Pero Ortega no era solamente esto. Ortega es, como veíamos, quien había 
defendido el carácter incuestionable de la unidad inquebrantable de la soberanía 
española; la idea de que el futuro de Cataluña era una cosa de todos los 
españoles y que escapaba, por tanto, a la voluntad de los catalanes; una 
concepción de la España de las grandes comarcas, regiones o autonomías, 
entendida como vertebración al servicio de la eficacia del Estado; la idea de las 
autonomías iguales como desactivadora de toda pretensión nacional específica; 
la idea, en fin, del no reconocimiento de hecho nacional alguno. Ciertamente, la 
hostilidad explícita de Ortega hacia Cataluña parece haber desaparecido del 
lenguaje político de nuestros políticos, por más que parezca ampliamente 
proyectada en la esfera pública, ahora sobre los nacionalistas catalanes. Por 
supuesto, no era, no es, solamente Ortega el artífice de todos estos legados. Pero 
habrá que reconocer, primero, que fue él quien los articuló de forma más 
eficiente; y, segundo, que así ha sido reconocido por la mayoría de los 


protagonistas y estudiosos.22 


EPÍLOGO 


No entramos en este trabajo en el debate en torno al «patriotismo 
constitucional», algo que lejos de constituirse al modo habermasiano en el 
núcleo legitimador de la España democrática —y, por ende, antifranquista— ha 
parecido funcionar como un instrumento ad hoc para hacer frente a cualquier 
pretensión de los nacionalismos alternativos. Algo, por ello mismo, de fácil 
olvido tan pronto como las mareas soberanistas quedaban, o parecían quedar, 


reconducidas.29 Tampoco insistiremos en la polémica en torno a ese otro curioso 
artefacto consistente en contraponer naciones culturales a naciones políticas. 
Algo que, careciendo de fundamento científico alguno, ha venido a resolverse en 
la tautología de que es nación política la que tiene un Estado —y debe seguir 
teniéndolo- y nación cultural la que no tiene Estado —y debe seguir sin 


tenerlo.29 


Tampoco entraremos en el análisis de toda una serie de elementos que 
ratifican la existencia de dinámicas recentralizadoras —algunos prefieren llamarla 
de «españolización»— de amplio alcance. Tales como las relativas a las 


infraestructuras, con la configuración de la red del AVE que reactiva el siempre 
denostado por todos —eso creíamos— sistema radial decimonónico y cuyo 
fundamento estrictamente político-centralizador queda estridentemente de 
manifiesto si se considera que la línea más lógica y necesaria en términos de la 
economía española —el corredor Mediterráneo— ha venido a ocupar el último 


puesto en la escala de prioridades. 40 Tales como la muy cultural identificación 
prácticamente absoluta entre España y el español, como si España no pudiera ser 
reivindicada y proyectada, hacia el interior y hacia el mundo, también por su 
riqueza lingúística. Y en relación con este último, finalmente, la desaparición de 
las otras lenguas españolas, aquellas que llegaron a asomar, incluso en el último 


franquismo, de los medios públicos de propiedad estatal, TVE especialmente. 4 


Lo que hemos querido subrayar en todo momento es que la democracia 
española y su configuración autonómica no han conseguido dar con un discurso 
legitimador profundamente democrático. No, desde luego, por la vía de un 
«patriotismo constitucional» fundamentado en los valores democráticos y, por 
tanto, en el noolvido y la condena del pasado franquista. Y tampoco por la vía de 
la fundamentación democrática de la nación española; toda vez que las nociones 
del artículo segundo de la constitución sobre la unidad e indivisibilidad de la 
nación-patria españolas son claramente prepolíticas: son la base de la 
Constitución española, y no al revés. 


Toda constitución es, con todo, fruto de su tiempo. Las propias 
contradicciones del artículo segundo, al añadir a lo anterior las nociones 
nacionalidades y regiones, lo acreditan ampliamente. Por decirlo de algún modo, 
la Constitución aparecía cerrada, pero no absolutamente, como alcanzaron a ver 


muchos contemporáneos. 42 En este contexto, el problema de los lenguajes 
muestra todas sus potencialidades. Es el lenguaje el que ha cerrado la 
Constitución mucho más de lo que inicialmente estaba. Y es en el plano de los 
discursos donde encontramos el legado, aquí analizado, de más de cien años de 
historia. Discursos que se han demostrado extraordinariamente efectivos a la 
hora de cimentar, esencializar y banalizar en más de media España una serie de 
verdades que, por contra, se empiezan a diluir a ritmo vertiginoso en las 
nacionalidades llamadas históricas, en Cataluña especialmente —como se ha 
visto, no podría ser de otro modo—. Pero estos discursos no han sido los únicos. 
Hay, desde Pi y Margall hasta Azaña y tantos otros, toda una serie de discursos 
alternativos —y desde luego respetables— en nuestra historia. 'Tal vez nos iría 
mejor con ellos. 


* El autor participa en el proyecto «De la dictadura nacionalista a la 
democracia de las autonomías: política, cultura, identidades colectivas» 
(HAR2011-27392). 
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No cabe duda de que atribuir algún significado —local, regional, nacional; 
arcaico, moderno); territorial, literario, político...— a alguna noción de lo que era 
Cataluña en el franquismo significaba al mismo tiempo (y dependía) de la idea 
de España subyacente. O dicho de otra manera, que en la época contemporánea 


no es posible deslindar una y otra concepción. Ismael Saz ya ha explicado con 
detalle los procesos de definición nacional en esos años, más complejos de lo 
que parecería ante un régimen que hacía de la afirmación españolista una de sus 
señas de identidad. Obviamente nuestro objetivo no es volver sobre ello, sino 
focalizar la atención en dos coyunturas clave en las que desde el poder franquista 
se formulan proyectos y se definen estrategias explicativas —de pasado y de 
presente— de una Cataluña regional cómodamente inscrita en un relato cultural y 
político de la nación española. En definitiva, cómo se pensaba que debía ser 
Cataluña. La primera de ellas se refiere a la más inmediata posguerra, y pone el 
énfasis en la definición que los intelectuales catalanes franquistas hicieron de 


Cataluña y de su legado cultural.2 En la segunda parte nos referiremos a los 
inicios de los años sesenta, precisamente porque las interpretaciones establecidas 
en la primera posguerra habían mostrado ya todas sus limitaciones, y la 
persistencia de usos significativos de la catalanidad planteaba nuevos retos a las 
autoridades, que se debatían entre grandes dudas en la dialéctica 
prohibiciones/permisividad, que reflejaba en realidad la necesidad de nuevas 
definiciones ante la «cuestión regional». 


CATALUÑA REAL VERSUS CATALUÑA IDEAL 


De forma machacona, en 1939 el discurso oficial omnipresente insistía en la 
reincorporación de Cataluña a la Nueva España. El significado de la Nueva 
España no ofrecía dudas, especialmente en lo referente a la concepción nacional. 


Sin embargo, la definición de la Cataluña que se reimcorporaba era más 
compleja, porque no se trataba solo de distinguir entre una Cataluña democrática 
y otra autoritaria, o de una distinción clásica entre derechas e izquierdas, sino 
que estaba pendiente de aclarar hasta qué punto podrían integrarse aspectos de la 
cultura y la tradición catalanas en los discursos culturales e identitarios del 
régimen. En este contexto adquirió enorme fuerza la contraposición entre dos 
imágenes de lo que había sido y debería ser Cataluña. La distinción era nítida y 
fundamental y contraponía una Cataluña real a una Cataluña ideal. Aunque 
pueda parecer tópico referirse a algunos artículos muy conocidos, es 
imprescindible mencionar algunos publicados a los pocos días de la entrada de 
las tropas franquistas en Barcelona para observar la fuerza que adquiría la 
dicotomía anunciada. Dos de los más significativos son el conocido artículo del 
historiador de dilatada trayectoria catalanista Ferran Valls i Taberner, cuando 


afirmaba que «Cataluña es una realidad viva y no un prejuicio tendencioso»,? y 
el del joven periodista Carlos Sentís, que explicó con meridiana claridad el 
argumento, también en La Vanguardia Española, en su artículo «Finis 
cataloniae», al afirmar que la derrota de la Cataluña republicana no significaba el 
fin de Cataluña, sino simplemente de una determinada concepción: 


Los últimos días de Cataluña [...] la de Durruti [...]. Las últimas horas de 
Cataluña [...] la de Companys... la de Negrín... ¡Perfecto! Pero Cataluña 
es algo más y algo más eterno que eso. Eso no ha sido más que «The End», 
el cartelito de «Fin» de esta gigantesca ampliación de Scarface o de El 
imperio del crimen. Aquella Cataluña acabó; pero la Cataluña real, que 
diría vuestro y nuestro caro Charles Maurras, hoy, precisamente, empieza a 


amanecer. 4 


En consecuencia, se trataba de reelaborar los referentes que daban sentido a la 
Cataluña real y denunciar a los que habían construido la Cataluña idealizada por 
el catalanismo, que se identificaría con el artefacto cultural que se había ido 
poniendo en pie desde la Renaixenca. Así las cosas, se trataba de confrontar las 
imágenes de una Cataluña real y naturalmente integrada en una concepción 
unitaria de la nación española a la Cataluña interpretada por la cultura 
catalanista, que naturalmente habría distorsionado la realidad histórica. Resulta 
obvio que en estos procesos los elementos culturales tenían un enorme peso en la 
definición política, y de ahí las graves consecuencias de las deformaciones 


culturalistas Catalanistas, que devenían base argumental de peligrosos y 
disolventes proyectos políticos. De hecho, Valls ya había dicho que se había 
empezado con la reivindicación de la lengua catalana y de la tradición y se había 
acabado poco menos que en el comunismo y la revolución. En el mismo sentido, 


Ignacio Agustí? revisaba todo el proceso iniciado en la Renaixenca en su libro 


Un siglo de Cataluña (1940), que iniciaba con una declaración precisa: 
«explícita o tácticamente, los capítulos que siguen como en tropel postulan, 
desordenada pero férvidamente, por la liquidación lógica y rigurosa de este siglo 


de Cataluña».2 Y es que para Agustí el romanticismo y el liberalismo estaban en 


el origen de todos los males, que en Cataluña habían tomado cuerpo en el 
catalanismo. Por eso se debía denunciar un largo recorrido, que unía a personajes 
tan dispares como Aribau y Macia: «Desde Buenaventura Carlos Aribau, aquel a 
quien el corbatín romántico le estrangulaba la amplitud de voz para hacerle 


balbucear, “En llemosí li parl, que llengua altra no sent...”, hasta la estrella 
solitaria del presidente Macia, todo ha sido, en este siglo de historia catalana, 
7 


tentativa de suicidio entre turbios tendales románticos». Para liquidar ese siglo 
de Cataluña se debían identificar los elementos más peligrosos, y en este sentido 
los intelectuales catalanistas tenían un papel relevante, puesto que se consideraba 
que eran los que habían hecho posible el engaño de una Cataluña idealizada que 
se habría convertido en un peligro para una concepción unitarista española. Los 
intelectuales, pues, devenían los elementos más peligrosos porque se habrían 
aprovechado de su preeminencia social para elaborar y difundir un discurso 
alejado de la realidad. Además, se establecía una distinción clara entre los 
conflictos de clase subyacentes a la crisis de los años treinta y los de tipo 
identitario. En los primeros existía un elemento objetivo de contraposición de 
intereses, mientras que en los segundos era fundamental el relato sobre la cultura 
y la identidad, y en estos aspectos el papel de los intelectuales era fundamental 
como creadores de relatos colectivos. Por eso los intelectuales que habrían 
engañado a un pueblo de buena fe debían ser desacreditados igual que los 
políticos de la Cataluña republicana. Uno de los mejores ejemplos de su 
ridiculización fue la serie de artículos publicados en Solidaridad Nacional, 


órgano de Falange, en la sección «Fantasmones rojos»2 durante 1939 y 1940. La 
descalificación colectiva pretendía mostrar a los escritores, intelectuales y 
artistas comprometidos con la República como personas de escasa talla 
profesional, una gente mediocre que solo podía subsistir apoyándose en la 
politización, razón por la cual hablaban del fracaso de la «pseudo intelectualidad 


catalana». En palabras de Miguel Utrillo, inspirador de la serie periodística: 


En la zona roja se aliaba tan fuertemente lo pintoresco con lo grotesco, que 
es extraordinariamente difícil deslindar una cosa de otra y establecer una 
frontera fundamental que las separe. Lo verdaderamente fantástico, en 
cuanto a este aspecto de la vida se refiere, es que esa mezcolanza se 
ofreciese, con mayor claridad y precisión que en ningún otro sector, en el 
que, por fuerza, hemos de llamar intelectual [...]. Es en lo que hay que 
llamar altas esferas de la intelectualidad —y ustedes dispensen el mote— en 
donde basta con escarbar levemente para tropezar, de pies a cabeza con el 


espécimen que enunciamos.2 


Pau Casals, Pompeu Fabra, Carles Riba, Pere Bosch Gimpera, Eugeni 
Xammar, Gabriel Alomar, Pere Coromines, Lluís Nicolau d'Olwer o Antoni 
Rovira i Virgili eran los nombres elegidos para significar esa intelectualidad tan 
perniciosa a ojos de los falangistas. Por ejemplo, Rovira «falseando la Historia, 
desfigurando y adulterando las grandes aunque, en ocasiones dolorosas, 
verdades históricas, contribuyó, como nadie, a intensificar ese abominable 
separatismo —que es antiespañolismo y antimilitarismo— considerado para la vida 


de los pueblos como un maligno epitelioma en el cuerpo político-social».10 


Dejados de lado, pues, esos pseudo intelectuales condenados al exilio, el 
discurso oficial quedaba en manos de una nómina en la que figuraban jóvenes 
que podían presumir de no tener nada que ver con la tradición catalanista, sobre 
todo por su temprana edad, y otros que intentaban alejarse e incluso redimirse de 
su pasado. El caso más notorio es el del ya citado Ferran Valls i Taberner, que 
acumularía un poder cultural casi absoluto desde 1939 hasta su muerte en 1942: 
director del Archivo de la Corona de Aragón, presidente de la Real Academia de 
Buenas Letras, miembro de la junta del Ateneu Barcelonées, catedrático de la 
depurada universidad, entre otros relucientes cargos ganados gracias a su 
explícita renuncia a su pasado, no solo formulado en la famosa «falsa ruta», sino 
también en Reafirmación espiritual de España (1939), verdadero libro de 
referencia en la cultura franquista barcelonesa del momento. Junto a él cabe 
señalar a Ignasi Agustí, el promotor de la revista Destino en Burgos y factótum 
cultural de la inmediata posguerra, tanto desde la dirección de la revista instalada 
ya en Barcelona, como a través del universo de ficción que creó con novelas 
como Mariona Rebull, que retrataba una cierta visión de la Barcelona 


conflictiva, o en su ensayo Un siglo de Cataluña (1940), ya citado. Valls i Agustí 
eran los dos principales exponentes de los que, proviniendo de una cultura 
fundamentada en la catalanidad, ahora abjuraban para construir el relato de la 
Cataluña real que había sido engañada por los intelectuales del catalanismo. 


En la restauración de ese viejo paradigma confluían también escritores e 
intelectuales de cultura castellana situados en una posición preeminente que 
insistían en un discurso de integración de Cataluña en España utilizando pocos 
referentes de la tradición catalana. Nombres como José María Pemán o Ernesto 
Giménez Caballero serían exponentes destacados de esta corriente, a los que se 
recurría frecuentemente desde instancias culturales y periodísticas barcelonesas, 


en las que destacaba la propia Universidad o el Ateneu Barcelonés, 11 que en los 
primeros años tenía una absoluta dependencia de la Delegación de Prensa y 
Propaganda de la Falange barcelonesa, una instancia desde la que actuaban 
jóvenes como Juan Ramón Masoliver o Martí de Riquer. Como ejemplo de los 
relatos fabricados en estos espacios podríamos citar algunas intervenciones en el 
Ateneu Barcelonées. Giménez Caballero inauguró la nueva época con una 
conocida conferencia titulada «Cataluña en el amor de un español», en la que 
explicaba que cuando se acercó a Cataluña en 1928 se encontró «un desvío. Un 
divorcio. Aquella Cataluña se marchó con franceses, rusos y algo peor; los 
hombres del 14 de Abril». De esta manera identificaba Giménez esa Cataluña 
desviada, extranjerizante y republicana. De manera parecida se manifestarían en 
aquellos momentos al pasar por la tribuna del Ateneu gentes como Antonio 
Tovar o Pedro Laín Entralgo. Son significativos también algunos nombres que 
protagonizaron los discursos centrales en la «Fiesta de las Letras» que 
organizaba la Asociación de la Prensa, entre los que destaca por su eco y 
repercusión el de José María Pemán en 1943. En ese discurso el poeta valoró la 
aportación catalana a la síntesis española en los ámbitos de la fe, el amor y la 
patria. Sintéticamente, esas aportaciones se concretaban en el monasterio de 
Montserrat, el escritor Juan Boscan, y acababa con una poética apelación a la 
integración entre variedad y unidad en estos términos: 


El día que las estrofas catalanas de mosén Cinto, cabalgando sobre los 
ritmos gaditanos de Falla, se levanten y vuelen juntos, la cruz que trazará 
sobre el atril la batuta del maestro será como una sombra lejana de la Cruz 
de Alfonso VIII en las Navas, de la Cruz de Isabel en Granada, de todas 
aquellas cruces que exorcitaron la variedad con la unidad. Vosotros no sois 


una gacetilla de sucesos locales; sois un capítulo de la Historia del 
Mundo. 12 


La elección de Pemán no tenía nada de extraño, por el papel de Montserrat en 
aquellos momentos y la elección de Boscán, el escritor catalán que había dado el 
paso de convertirse en escritor en lengua castellana en el siglo xv1. Verdaguer, en 
cambio, comenzaba a ganar operatividad cultural y política, como veremos más 
adelante. Otro de los discursos significativos fue el del carlista Esteban Bilbao, 
presidente de las estrenadas Cortes españolas en 1943. Bilbao se encargó del 
discurso de 1944. Una intervención en que señalaba una capacidad de 
integración notable de personajes en el discurso oficial de la españoli-dad. Entre 
otras cosas, decía: 


¿Quién se atrevería a negar la fraternidad de las letras españolas? Fue 
Boscán, un catalán, el amigo de Garcilaso de la Vega y tutor del duque de 
Alba, el feliz introductor del endecasílabo en la poesía castellana; y fue un 
valenciano, Guillén de Castro, el autor afortunado de Las mocedades del 
Cid; y otro valenciano, Luis Vives, fue la más alta participación en el 
Renacimiento; y en el castizo castellano escribió uno de sus mejores 
historiadores, Moncada, la epopeya de esa expedición de catalanes y 
aragoneses contra los turcos y los griegos. Pero para qué fatigar la memoria 
con el recuerdo de glorias pretéritas, si fue el mismo Aribau quien en su 
famosa poesía temblaba de emoción al recordar la lengua vernácula en que 
rezó sus primeras plegarias y escuchó las canciones de su madre; fue el 
mismo Aribau el fundador de la Biblioteca de Autores Españoles; y fue 
Balmes, que tan hondamente sabía sentir el amor a su tierra natal, el 
pensador ilustre que con más clara visión supo percibir y definir en sus 
escritos políticos el estrago de nuestras divisiones fratricidas y la necesidad 
de la unión, de la unión entonces, como tantas otras veces, comprometida 
por las pasiones políticas, causa posible de su temprana muerte. Para 
afirmar la hostilidad entre regiones hermanas que juntas acariciaron unos 
mismos ideales y consumaron unas mismas empresas, sería menester no 
solamente trastornar toda la geografía peninsular y falsificar la Historia, 
sino, como vemos, martirizar las mismas musas, que en abrazo fraternal 


sellaron la indisolubilidad de estos pueblos hermanos. 12 


Por todo ello Bilbao concluía que era necesario combatir «la mezquindad del 
hecho diferencial» que era el resultado de unas «pasiones políticas» que habían 
falseado la realidad. De nuevo, pues, realidad histórica contra idealización 
politizada. 


LOCALISMO Y PROVINCIALISMO DISGREGADOR 


Es obvio que en la definición de la realidad catalana y española el relato del 
pasado tenía un peso muy importante. Como ya hemos visto, resultaba decisivo 
para dotar de argumentos en la cristalización de identidades, que a su vez 
justificaban discursos políticos. Consecuentes con el deseo no solo de acabar con 
el discurso catalanista, sino también de desdibujar la existencia de una realidad 
unitaria de Cataluña, tomó cuerpo la necesidad de favorecer el auge de los 
localismos y también de un provincialismo que pusiera en cuestión una visión 
Catalana conjunta. Para los que sostenían esta tesis, los habitantes de las cuatro 
provincias catalanas eran españoles como los de cualquier otro lugar, con la 
única característica privativa de una identidad local que de manera subordinada 
conectaba directamente con la superior identificación española. Para favorecer 


esta tesis convenía activar identidades localest4 que difuminasen y/o 
contradijesen la identidad catalana, porque el desmembramiento de la realidad 
Catalana era un objetivo en sí mismo. Hubo algunos intentos en esta dirección de 
exaltación de particularismos locales. No es casualidad que los más notorios se 
produjesen en zonas extremas del antiguo Principado, donde era fácil explotar la 
distancia física de Barcelona para activar un sentimiento de alejamiento de la 
dinámica capitalina. En todos estos casos los argumentos historicistas eran 
fundamentales, y en ocasiones sostenidos por nuevas instituciones culturales, 
especialmente cuando su causa era provincialista, como fue muy notorio en el 
caso del Instituto de Estudios Ilerdenses. Los dos casos más evidentes fueron el 
tortosinismo, que reivindicaba que la ciudad de Tortosa y las tierras del Ebro no 
eran catalanas, e incluso se podía afirmar que no hablaban catalán, sino una 


supuesta lengua tortosina. El otro fue el leridanismo, 12 que también cuestionaba 
la pertenencia a Cataluña y que en algún momento dio alas a crear una provincia 
del «Valle del Ebro» que segregase las tierras leridanas de Cataluña. En el 
mismo sentido, las autoridades también intentaron reforzar el papel de las 
instituciones provinciales, que podrían dar carta de naturaleza a un 
provincialismo alternativo a una concepción catalana global. Cuestionar la 
unidad de Cataluña y de su lengua favoreciendo los localismos y la 


desmembración territorial se convirtió en una estrategia que, en momentos 
puntuales, tuvo cierto eco, pero que finalmente fracasó seguramente porque la 
concepción de Cataluña como unidad, independientemente del carácter 
identitario que se le quisiera atribuir, estaba suficientemente consolidada. Una 
cuestión diferente fue el fenómeno del barcelonismo, fundamentado en una 
densísima producción de material histórico, en ocasiones de carácter anecdótico 
y poco trascendente, pero que ponía el acento en la abigarrada historia 
barcelonesa. Agobiado por tanta producción de una historia amable de calles, 
rincones, fiestas, bailes y demás asuntos, Jaume Vicens Vives afirmaba en 1948 
que estaban «ahítos de tanto folklore y tanto provincianismo». Más allá de 
cuáles eran los temas sobre los que se podía construir ese tipo de productos, lo 
cierto es que el barcelonismo tuvo un carácter más ambivalente que los otros 
localismos. De hecho, si en ocasiones la apelación a Barcelona se utilizaba 
intencionadamente para esconder Cataluña, en otros casos fue un sucedáneo que 
algunos autores usaron cuando no podían referirse a cualquier temática catalana, 
que de este modo se convertía en barcelonesa. 


VERDAGUER Y EL CRUCE DE CAMINOS DE 1945 


En mayo de 1945 terminaba la Segunda Guerra Mundial en Europa. El 
desenlace era previsible desde hacía tiempo, y la dictadura franquista entendió 
que era imprescindible un mínimo maquillaje para intentar sobrevivir en un 
contexto que inicialmente no le sería favorable. En la temática que nos ocupa ese 
maquillaje tuvo algunas concreciones que matizaron algunos de los discursos del 
Tercer Año Triunfal de 1939. Se ponía en marcha la operación de la peculiar 
democracia orgánica española, y en ese contexto se podía introducir cierta 
permisividad ante algunas expresiones culturales catalanas, como mostraba la 
autorización del Orfeó Catala, prohibido desde 1939, y que reemprendió su tarea 
aunque con muchas limitaciones. La idea era permitir expresiones folclóricas y 
culturales que respirasen arcaísmo y ruralidad, en claro contraste con una cultura 
española que sería el vehículo para dialogar con la cultura universal. En el 
desarrollo de esta nueva política subyacía la idea de la Cataluña real y la 
Cataluña ideal, por cuanto las manifestaciones de contenido tradicional se 
consideraban naturales y que solo las relecturas e interpretaciones de algunos 
intelectuales y escritores las habían dotado de significaciones consideradas 
políticas. El brazo ejecutor del proyecto fue el gobernador civil de Barcelona 
Bartolomé Barba Hernández, nombrado en julio de 1945, que insistía en una 
idea de integración de símbolos catalanes en el acervo español. En sus memorias 


publicadas en 1948, tras ser destituido, describía muy claramente esta apuesta: 


Los  catalanistas religiosos y los  catalanistas ateos aparecen 
esporádicamente, de cuando en cuando, pero si queremos hacerles fracasar 
no debemos oponer un «castellanismo» a un «catalanismo», ponernos 
enfrente de ellos, adoptar su misma postura. ¡Qué más quisieran! Hoy son 
cuatro, dispersos e inofensivos; mañana serían cuatro mil, unidos y 
compactos. Hay que reconocer como nuestro, de todos, lo que ellos 
quisieran solamente suyo. La Virgen de Montserrat no es sólo de los 
Catalanes, como la Virgen del Pilar no es sólo de los aragoneses, ni la 
Macarena de los sevillanos; si ellos sacan las cosas de quicio, nosotros 


debemos situarlas en su verdadero lugar.16 


Se evidencia, pues, la importancia de la pugna por dar un determinado valor a 
los referentes culturales y simbólicos. 


En este sentido, la coincidencia entre la nueva coyuntura internacional y la 
orientación gubernamental tiene respecto a nuestra temática un campo de 
análisis especialmente significativo en el caso del poeta Jacint Verdaguer, del 
que justamente en mayo de 1945 se cumplía el centenario de su nacimiento. Para 
Joan Samsó la conmemoración promovida desde los círculos oficiales es un 
punto de inflexión entre una etapa de uniformización sin matices y una nueva 
política con relación a la cultura catalana «consistent a mistificarlo com si fos 
una particularitat localista i, la llengua literaria, com a vernacle espontani de 


condició espanyola». 1 Lo que debemos remarcar ahora es el interés oficial para 


hacerse suyo a Verdaguer, como un elemento central de una lectura franquista de 
la cultura catalana. A este efecto se creó un Patronato del Centenario, presidido 
por el gobernador civil, Antonio Correa Véglisson (un mes más tarde sería 
sustituido por Barba), del cual también formaban parte Gabriel Arias Salgado, 
subsecretario de educación popular, y que estaba repleto de autoridades locales y 
cargos como el director de la Biblioteca Central —Felip Mateu Llopis- o los 
profesores de la UB José M. Castro y Martín de Riquer. Se celebró un acto 
solemne en Folgueroles, donde se reunieron los cuatro gobernadores civiles de 
las provincias catalanas. El escritor Joan Ramon Masoliver, falangista y antiguo 
delegado de propaganda, que cubrió aquel acto para La Vanguardia Española, 
remarcaba el entusiasmo de un pueblo que respondía a Verdaguer «con justas 
poéticas, con las danzas de su niñez y la solemnidad del que fue su sagrado 


misterio».28 Con carácter más oficial, pero con la misma argumentación, el 
gobernador Correa exaltaba «su obra, como cantor y sembrador de las glorias de 
Dios y de España», y afirmaba que el monumento que inauguraba estaba 
dedicado a «una figura de estirpe gloriosa y con honda raigambre catalana y 
espa-ñola, a veces no del todo bien comprendida por todos sus 


contemporáneos». 12 La prensa dedicó muchas páginas al evento y la 


conmemoración, y publicistas oficialistas como Manuel de Montoliu o Félix Ros 
insistieron en la españoli-dad y la vertiente religiosa de Verdaguer, obviando su 
papel como motor de la literatura en catalán. Curiosamente, Verdaguer suscitó 
un notable interés en Valencia, donde se hizo una conmemoración oficial de la 
mano de la Universidad y de Lo Rat Penat, a través de los Juegos florales, con la 
presencia incluso del hijo de Teodor Llorente. Naturalmente, esa conmemoración 
valenciana ponía el énfasis en la relación del poeta con una Renaixenca 
valenciana que no tenía la misma valoración en clave política que su homóloga 
catalana. 


Lógicamente, esta conmemoración oficialista no pasó inadvertida a los cír- 
culos catalanistas, en el interior o en el exilio. En realidad, el intento de 
apropiación de Verdaguer por parte de las autoridades franquistas tenía enormes 
limitaciones, especialmente porque las obras que se autorizaron debían 
publicarse en una ortografía anterior a la normativización académica del catalán, 
para que aparecieran como algo arcaico, apto para discursos épicos y 
grandilocuentes, pero poco útiles y alejadas de la realidad. Contrastaba con todo 


ello el tipo de conmemoración organizada desde el exilio,20 con la que se 


pretendía presentar al poeta como prueba de la vitalidad de la lengua catalana, de 
su dimensión popular y del papel de Verdaguer como «poeta nacional de 
Cataluña». Desde el exilio se observó la conmemoración oficialista en términos 
como los que siguen: 


alló que sorpren, si tinguéssim encara reserves de sorpresa, és que els 
camarades vulguin homenatjar un home que fou representació d'una 
llengua que han perseguit, persegueixen i si poguessin perseguirien, amb 
un delit digne de millors empreses; d'una llengua que han injuriat 
qualificantla de dialecto bárbaro y malsonante. En llur indigencia mental, 
ho expliquen dient que Verdaguer és important sota un aspecte purament 
folkloric. 


E incluso un colaborador de los Quaderns republicanos de Perpinya llegaba a 
afirmar que «aquesta commemoració insincera i no sentida és, més que un 


greuge, una profanació».21 Por su parte, la Generalitat en el exilio creó un 
comité de honor formado por Pompeu Fabra, Joan Amade, Carles Cardó, Pau 
Casals, Pere Focuhé, Ventura Gassol, Joan A. Giúell, Rafael Patxot, Josep 
Sebastia Pons y Antoni Rovira i Virgili. La plural composición de este comité 
muestra la voluntad de reforzar el papel de Verdaguer como nexo cultural de 
todas las comunidades del exilio, como ponía de manifiesto la presencia del 
canónigo Carles Cardó. Más allá de las actividades promovidas por la 
Generalitat, los Quaderns de Perpinya le dedicaron un número monográfico, y 
en la capital rosellonesa se organizó una jornada conmemorativa con una misa 
presidida por un monje de Montserrat y un acto académico con Fabra, Alavedra 
y Rovira, además de una actuación musical de Casals. También se llevaron a 
cabo múltiples actividades en el exilio americano. 


Por todo ello es muy significativa la fuerza de un mito al mismo tiempo 
popular y cultural, y de las diversas lecturas que se podían desprender. De 
Verdaguer se podía resaltar su vertiente religiosa, o la de la expresión de la 
lengua popular, o la de un catalanismo de la Renaixenca que convivía 
cómodamente en la nación española, como sucedía en L”Atlantida, o tratarlo 
como un exponente de catalanidad que fabricaba mitos como el del Canigó. De 
esta forma, podía ser operativo para un franquismo que le quería asimilar, pero 
también podía unir a los diversos sectores de la resistencia y el exilio, que le 
querían mantener como «poeta nacional», sin olvidar el innegable atractivo de 
sus últimos años de vida, con el enfrentamiento con los Comillas, leído como un 
enfrentamiento con los poderosos. Por eso Verdaguer era más importante como 
símbolo que como valor literario. Como ha señalado acertadamente Olívia 
Gassol, la resistencia y el exilio de la posguerra necesitaban 


més que models estetics, símbols culturals que poguessin ser erigits a 
categoría de nacionals; figures amb prou forca per assegurar la capacitat 
representativa tant de l'esfera cívica com de la política i literaria. I calia, 
tanmateix, fórmules que poguessin ser enteses i acceptades per certs 
sectors de la cultura oficial, perque del que es tractava era de ferse un lloc 
en la societat; de recuperar, en definitiva, la carta d'existencia més enlla 
dels mateixos escriptors que, sense un mercat literari al qual acollir-se, 
havien estat durant una decada, la del 1940, els únics consumidors dels 


propis productes. El joc de malabars que resultava de la difícil maniobra 
d'encaixar la literatura catalana en l'univers teóric de la cultura espanyola 


oficial no deixaria enrere ni contradiccions ni polémiques.22 


Además, las discusiones que hemos citado referidas a 1945 no presentaron el 
mismo sentido pocos años después, cuando en 1952 se conmemoraba el 
cincuentenario de la muerte del poeta, en un contexto diferente, con la operación 
del ministerio de Ruiz Jiménez en marcha, y con Carles Riba convertido en un 
interlocutor privilegiado, un momento en que se intentaba un inédito diálogo de 


cariz parapolítico a través de la significación de la literatura. 29 


A VUELTAS CON EL «HECHO DIFERENCIAL» EN LOS AÑOS SESENTA 


La política emprendida en 1945 no varió sustancialmente en la década 
posterior. La cultura como eje de definición de identidad seguía reposando en el 
mismo discurso oficial, al que complementaba en el mundo legal una cierta 
permisividad hacia las manifestaciones del catalán como lengua estrictamente 
poética y novelesca. Por eso llamaban la atención las escasas excepciones que 
lograron plantear análisis e interpretaciones de lo que era Cataluña procedentes 
de su propio mundo cultural. La más relevante fue el ensayo histórico de Jaume 


Vicens Vives Notícia de Catalunya, 24 publicado en 1954, casi paralelo a la 


primera edición legal en España del ensayo del filósofo Josep Ferrater Mora Les 
formes de la vida catalana, que se había publicado originariamente en el exilio 
chileno en 1944, y que formaba parte del volumen Reflexions sobre Catalunya, 
editado en Barcelona en 1955. La emergencia de este tipo de nuevas reflexiones 
caminaba en paralelo a una evolución de la sociedad catalana en la que núcleos 
significativos retomaban una conciencia de comunidad que pretendía al mismo 
tiempo una afirmación propia y la superación de la división producida por la 


Guerra Civil.22 De la mano del relevo generacional, este fenómeno se traducía 
en la incorporación a la resistencia antifranquista de sectores católicos 
Catalanistas que no se habían manifestado prácticamente hasta entonces. De 
nuevo la afirmación cultural devendría un espacio en el que podían converger 
opositores catalanistas de derechas y de izquierdas, razón por la cual este aspecto 
se convertiría en fundamental en el momento de repensar el papel de Cataluña, 
ya fuese en una afirmación particular, ya fuese con una consideración 
subsidiaria. Es en este sentido en el que deben interpretarse hechos tan dispares 


pero significativos producidos entre 1960 y 1962, como las protestas catalanistas 
en los llamados «fets del Palau» en un concierto del Orfeó Catala (1960), la 
fundación de Edicions 62 (1962) —dedicada explícitamente al ensayo, escorada a 
la izquierda y llamada a conectar el mundo cultural catalán con los referentes 
universales-, o la fundación de Omnium Cultural (1961) por parte de 
empresarios de habían abrazado el franquismo en la posguerra. Estos pocos 
datos ilustran suficientemente que se estaba produciendo un impulso que 
repensaba Cataluña en lo cultural y con su correlato político, y que precisaba de 
una acción, o como mínimo reflexión oficial. 


De hecho, en lo político, era evidente que después de dos décadas de 
dictadura la relación entre el poder oficial y la sociedad catalana era 
ambivalente. Naturalmente que el régimen contaba con notables apoyos, pero al 
mismo tiempo las élites económicas y políticas estaban escasamente integradas 
en la vida política oficial, acaso únicamente en las instancias del poder local, 
pero muy excepcionalmente en las instancias con verdadero poder. El 
gobernador civil Felipe Acedo Colunga (1951-1960) intentó una mayor 
implicación de las élites económicas, pero su experiencia se limitaba a los 
ayuntamientos, que desde 1939 ya eran ocupados mayoritariamente por personal 
político autóctono. Lo que sucedía era que Acedo promovía, frente a los sectores 
más inmovilistas y burocratizados de la Falange barcelonesa, a personajes de 
peso en ámbitos de la burguesía y la sociedad civil catalana. Pero el déficit de 
representación en los diversos niveles del poder central, que era el único 
realmente importante en un régimen tan centralizador y uniformista, persistía. El 
problema era tan notorio que en 1957 Franco nombró como ministro sin cartera 
a Pere Gual Villalbí, que era el secretario de Fomento del Trabajo, la patronal 
catalana, como una forma de mostrar un cierto reconocimiento a las élites 
económicas Catalanas que no encontraban su espacio político, aunque más allá 
de un simbólico «ministro catalán» aquel nombramiento no tuvo otras 
concreciones prácticas. También se produjo en 1957 el nombramiento como 
alcalde de Barcelona de Josep Maria de Porcioles, que se presentaba como un 
revulsivo para la burocratizada y lenta maquinaria del Ayuntamiento de 
Barcelona y un impulso político para la acción gubernamental en Cataluña. La 
carga simbólica de aquella «Operación Cataluña» se sancionó en mayo de 1960 
con la solemne presencia de Franco en Barcelona, con diversos actos y la 
celebración de un consejo de ministros. 


Ante esta tesitura, ¿cómo resituar y repensar Cataluña a inicios de los 
sesenta? Si pretendemos saber qué pensaban desde el régimen —más allá de las 


proclamas oficiales-disponemos de una fuente de información significativa y 
privilegiada: los materiales generados por las sesiones secretas que mantuvo el 


Consejo Nacional del Movimiento en 1962.2£ De entrada, es muy significativo 
que al poner en marcha estas sesiones de análisis reservado de temáticas de 
interés político el Consejo eligió entre las primeras una ponencia encargada de 
analizar el problema de «las tendencias disgregadoras» que se observaban en 


Cataluña y el País Vasco.22 La ponencia solicitó diversos informes, algunos de 
poco interés, puesto que se expresaban con la retórica oficialista; otros volvían a 
fijar el papel de Cataluña siguiendo la ortodoxia de los textos de José Anto-nio, 
como por ejemplo el falangista José María Fontana. Se trataban múltiples 
aspectos, desde el papel de la Iglesia a las variables demográficas. Para sostener 
el argumento de este artículo, y dar continuidad al análisis de la coyuntura de 
1939-1945 tratada inicialmente, nos centraremos en los informes que ponían el 
acento en la cuestión cultural, que fueron redactados por el falangista José Farré 
Morán y por Martí de Riquer, voluntario en el ejército franquista en el Tercio de 
Nuestra Señora de Montserrat y que cuando escribía este informe era catedrático 


de lenguas románicas de la Universidad de Barcelona.24 Los informes 
solicitados a Farré y Riquer tenían el mismo título: «El problema del idioma, la 
política cultural del régimen y las peculiaridades de la vida universitaria, cultural 
y artística de Cataluña». Se trata de los informes más críticos con la política 
oficial y al mismo tiempo más relacionados con la definición de una política 
respecto del catalanismo. Son interesantes porque planteaban abiertamente la 
vinculación entre lengua, cultura autóctona y encaje identitario y político. En 
definitiva, de los vínculos entre cultura y política. Por lo que respecta a la lengua 
catalana, que el título de los informes adjetivaba como problema, ninguno de los 
autores estaba de acuerdo con la situación del momento. Para Farré, el idioma 
era una cuestión sentimental, razón por la cual habían sido improcedentes 
campañas como las del «hablad en cristiano». Pero situados en 1962 la solución 
no sería nada fácil, ya que la política restrictiva —diferenciada de la primera etapa 
de prohibición— era un arma contra el régimen. Para Farré se debía partir de 
diversos condicionantes: en primer lugar la realidad del bilingúismo, aunque con 
preponderancia del catalán en las relaciones cotidianas; también de la vigencia 
del catalán: «no puede ignorarse su existencia, ni se consigue nada con medidas 
que intentan reducirlo a lengua de familia». Y también del hecho decisivo de la 
preocupación cultural de importantes minorías, y de los intereses políticos 
vinculados al uso de la lengua. En este contexto, para Farré lo más importante 


era conseguir la desvinculación de la cuestión lingúística y la política, 
circunstancia que creía que sería favorecida por el cambio generacional. Farré 
criticaba que dentro del falangismo de Cataluña estaba mal considerado el hablar 
y escribir, especialmente escribir, en catalán. 


Para Martí de Riquer la cuestión era muy simple. En primer lugar se debía 
recordar que el catalán no era solo una lengua para la cotidianeidad, sino que 
había sido la lengua oficial de la Administración hasta 1714. El argumento 
fundamental de Riquer era la consideración, con todas las consecuencias, de que 
Cataluña era una región española, y que por lo tanto el Estado español debía 
asumir todo el bagaje cultural, incluida la lengua catalana: «En todo lo que 
afecta a Cataluña hay que partir siempre de la base de que ésta es una región 
española, un pedazo de España. Aunque parezca lógico esto, tan elemental, a 


veces parece haber sido olvidado estatalmente».22 En este sentido, Riquer 


afirmaba que la denominación de lengua española para el castellano era 
políticamente contraproducente. Al contrario, lo que hacía falta era que el Estado 
considerase la lengua catalana como propia para conseguir así despolitizarla. 
Para Riquer, «si se procede de este modo no hay que temer que ocurra nada 
malo, al contrario, se mina la posible razón de ser del separatismo y se le 


arrebata el argumento que con mayor tenacidad ha esgrimido y esgrime» 0 


Todo ello porque, según Riquer, aunque el catalán no estuviese prohibido, en la 
conciencia de los catalanes sí que lo estaba. A partir de este principio general, 
Riquer planteaba dos ámbitos para valorar la problemática lingúística: la 
enseñanza y la presencia pública del catalán. Por lo que respecta a la enseñanza 
universitaria proponía ofrecer cursos voluntarios de gramática catalana, pero 
teniendo mucho cuidado en la selección del profesorado, que debía ser «muy 
bien escogido desde el punto de vista político». La cuestión fundamental era la 
necesidad de que fuese la universidad oficial la que ofreciese estos 
conocimientos, para contrarrestar las «clases más o menos particulares de 
instituciones que presumen de ser clandestinas, haciéndose la ilusión de que 
conspiran en una catacumba», en clara alusión al Institut d'Estudis Catalans y a 
los Estudis Universitaris Catalans. Respecto a las manifestaciones públicas del 
catalán, Riquer enfatizaba que no existía ninguna censura específica hacia los 
libros editados en catalán, sino que era la misma para toda España. En referencia 
a revistas y diarios, el autor no veía ningún peligro en autorizarlos, siempre que 
se conociese quién los financiaba y que los censores estuviesen más atentos. Es 
especialmente significativa su opinión sobre la autorización de diarios: 


Quizá lo hábil sería autorizar un diario en catalán que no pudiera ser una 
tribuna política, reducido a lo informativo y cultural. Con ello se acallarían 
las protestas de ciertos sectores, que se exclaman porque no se autoriza 
prensa catalana. No creo equivocarme, pero me parece que un diario en 
catalán, no respaldado por una política regionalista, tendría poca 
circulación y seguramente poca vida. Pero bastaría que hubiese vivido unos 


meses para que desapareciera el pretexto de la persecución.2+ 


Respecto a la prensa, Farré criticaba que la prensa del Movimiento de 
Barcelona no dedicase casi ningún espacio a las manifestaciones culturales 
Catalanas, «tal vez por un sentido equivocado de pureza política y de fidelidad al 


régimen».22 


Y al mismo tiempo se lamentaba de que Falange hubiese dejado la dirección 
de la revista Destino. Otra cuestión relevante que ya ha sido apuntada es la de la 
censura. Para Farré era necesaria, pero se debían abandonar las tácticas 
prohibicionistas, porque desprestigiaban al régimen. La autorización de 
manifestaciones culturales debía ser más «natural» y «normal». La política del 
momento era ilógica porque tenía efectos negativos tanto si se autorizaba como 
si se prohibía: 


No puede conseguirse en la actual táctica de «concesiones» 0 
«prohibiciones», combinadas con mejor o pero fortuna. Visto así, el 
problema tiene una grave derivación: las concesiones son consideradas 
como un triunfo, como una debilitación del Estado. A nadie escapará el 


peligro de este resultado.23 


Sobre la política cultural, Riquer se refería también a dos cuestiones 
emblemáticas, el Institut d'Estudis Catalans (1EC) y los Juegos Florales. Respecto 


al 1Ec94 (nota) proponía que ya que los mecenas estaban cansados de serlo se 
podía aprovechar la situación para retornar la institución a su dependencia 
primigenia de la Diputación de Barcelona, incluyendo entre los miembros de la 
corporación a nuevas incorporaciones que no fuesen catalanistas. También 
apuntaba la posibilidad de reemprender los Juegos Florales, que consideraba de 
nulo valor cultural, pero importantes simbólicamente. Este tipo de actuaciones 
deberían sumarse a una política de atracción de intelectuales catalanistas: «Creo 
que es fundamental realizar una hábil política de atracción de los intelectuales 


Catalanistas, que no es tan difícil como podría imaginarse. No se trata de 
“pactar” ni de adoptar peligrosas actitudes de “conllevancia”, sino sencillamente 


de captarlos, con lo que el Estado gana una baza y la pierde el separatismo».22 


La estrategia marcada por Riquer se ejemplificaba con los casos de Carles Riba 
y Josep Maria de Sagarra. Del primero decía que no supo captarlo. Del segundo, 
que «Sagarra ha sido una excelente baza del Estado contra el catalanismo, el cual 
lo que desea es precisamente lo contrario, o sea intelectuales perseguidos, y 
hubiera preferido mil veces un Sagarra encarcelado o incluso fusilado, para tener 


un mártir al estilo de García Lorca».28 Después de la muerte de estos dos 
personajes, el diagnóstico de Riquer era que el catalanismo estaba quedando sin 
grandes intelectuales, y por tanto la política de captación era más fácil. Una 
última cuestión importante del ámbito cultural era la vida universitaria. Riquer se 
quejaba de que en 1939 no se había emprendido una política decidida para 
potenciar la Universidad de Barcelona y así contrarrestar el prestigio de la 
Universidad Autónoma republicana. No hacerlo había sido un error. Y de la 
situación en 1962 el profesor Riquer destacaba que la mayoría de estudiantes, 
incluso los de buenas familias —«dignas, distinguidas, o ricas»— eran contrarios 
al régimen. Para Farré la cuestión fundamental era el Sindicato Español 
Universitario (seu) en un doble sentido, tanto para conducir las preocupaciones 
sociales de los estudiantes catalanes como para dar un sentido español a las 
peculiaridades de la cultura catalana. La solución debería pasar, pues, por una 
doble vía: que los estudiantes catalanes conociesen a fondo el conjunto de 
España y que el seu canalizase las inquietudes culturales de los estudiantes 
Catalanes por el conocimiento de su propio país «a través de un “Centro de 
Estudis Catalans del seu”, que ya fue creado y que prácticamente no funciona 


por carecer de apoyo político y material».22 En definitiva, Farré se quejaba 


sobre todo de que la única acción del régimen era la censura y las prohibiciones, 
por lo que no ejercía ninguna función orientadora positiva en el sentido de 
incorporar al grueso de los catalanes a un régimen que pudiesen sentir como 
suyo. 

Más allá de las recetas de actuación cultural que proponían Farré y Riquer, es 
interesante mencionar brevemente otras de las reflexiones de la ponencia. En la 
definición de los elementos del problema sobresalían el considerado excesivo 
peso de Barcelona sobre Cataluña, la inhibición de las minorías dirigentes 
Catalanas en la vida española, el desconocimiento de la cultura catalana en 
España y el error del Movimiento de no saber integrar elementos del hecho 


diferencial catalán que no tuviesen un significado antiespañol. En definitiva, la 
visión de la ponencia implicaba el reconocimiento de un «problema catalán», 
pero no como potencial separatismo, sino como el resultado de una insuficiente 
función integradora por parte del propio Estado, que no había elaborado una 
política sistemática en esta dirección. Una declaración absolutamente inédita en 
los dirigentes franquistas. No obstante, la necesidad de integración catalana no 
había de pasar por soluciones que contemplasen la consideración legal de la 
región. Es decir, se afirmaba la existencia de ámbitos regionales, tanto por 
cuestiones históricas como culturales o del medio físico, que se convertían en 
comunidades fácilmente identificables, pero se dudaba sobre la respuesta que 
debía darse, desde la negación absoluta de su institucionalización hasta fórmulas 
ambiguas de hacerlo: 


Se podrían autorizar reuniones periódicas supraprovinciales del 
Movimiento, y sindicales de ámbito regional, como una primera 
experiencia en un terreno sobre el que forzosamente la convivencia 
nacional exige avanzar despacio. La figura del Gobernador General, 
prevista en la vigente legislación aunque hasta ahora no haya sido utilizada 
en la práctica, podría excepcionalmente ser considerada. Pero una política 
de descentralización sobre base regionalista no parece aconsejable y, 
menos aún, ante una empresa de desarrollo nacional que tiene que 
perseguir una línea orgánica de crecimiento del organismo de la Patria, 
tanto en sus facetas espirituales como en las materiales. Pero en las áreas 
potencialmente regionalistas, las autoridades, las jerarquías y los cuadros 
del Movimiento deben quedar imbuidas de una cuidadosa mentalidad 
positiva respecto de los aspectos diferenciales fomentándolos en lo que 
tenga O puedan tener de orgánico y corrigiéndolos en cuanto puedan 


amenazar de desintegración. 28 


En definitiva, se seguían debatiendo entre admitir o rechazar lo que 
denominaban «hecho regional», y sobre todo su posible encauzamiento por parte 
de las autoridades. En una de las conclusiones lo afirmaban claramente: 


Ante el hecho regional, no sólo catalán, sino de toda España, se considera 
que en las condiciones y problemas que rigen la situación actual, los 
inconvenientes y peligros excederían, con mucho, a las ventajas en cuanto 
al reconocimiento de la región como entidad administrativa, tanto si se 


hiciera para todas las españolas, como para una de ellas en particular. Pero 
ante la realidad de los hechos y la necesidad de enfocar muchos problemas 
bajo un ámbito regional (estudio y ordenación de determinados aspectos 
del desarrollo, planeamiento físico territorial, etc.) conviene que cualquier 
actuación que se considere necesario realizar a este respecto quede 
vinculada, tanto personal como institucionalmente, en torno al Movimiento 


Nacional o de personas muy estrechamente adscritas al mismo.29 


Este interés por el liderazgo del Movimiento en propuestas del ámbito 
localregional también fue motivo de otra intervención de Fueyo, que consideraba 
que la defensa de lenguas como el catalán o el vasco la habían de hacer los 
miembros del Movimiento: 


Yo preferiría que los defensores del vasco, del catalán, del navarro, del 
asturiano, fuesen los hombres del Movimiento. No se dejase esto en el 
vacío para que hasta el baile de la sardana se convirtiera en un hecho 
político. Creo que hay una serie de intereses económicos que afectan a 


Cataluña y que deben ser defendidos por el Movimiento. 40 


Así las cosas, a la altura del principio de los años sesenta el activismo cultural 
y político catalanista y las reflexiones contenidas en los informes del Consejo 
Nacional del Movimiento muestran que desde 1939 el mundo oficial había 
actuado con enormes reservas en relación con los referentes culturales catalanes, 
y tenía muchas dificultades para generar un discurso de identidad política que los 
tuviese en cuenta. Precisamente por ello, desde mediados de los años cincuenta 
esos referentes se revitalizarían de la mano de un activismo cultural-político que 
los dotaría de un valor operativo. Si desde el mundo oficial se tenían dudas sobre 
el reconocimiento explícito y los límites de la Cataluña regional, desde diversas 
iniciativas aoficiales los años sesenta supondrían la reconstrucción de una 


Cataluña ideal, aunque fuese diferente de la de los años republicanos. 4 
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La tesis que aquí se defiende y desde la cual se construye nuestra propuesta 
de análisis es que el nacionalismo de los franquistas tuvo también una dimensión 
regional y que, asimismo, esta no se limitaba al simple contraste reactivo ante la 
amenaza rojoseparatista y el (siempre relativo) desafío planteado por los 
nacionalismos vasco y Catalán a la idea de España como nación, sino que 
descansaba en un paradigma propio, que podemos a su vez calificar de 
regionalista. El concepto de nacionalismo que utilizamos es científicoanalítico, 
no político-ideológico. Pues el nacionalismo es la defensa de una determinada 
identidad nacional, con toda la carga de invención/imaginación retroalimentada 
que eso supone. Bajo este prisma, la defensa de la existencia e integridad de un 
Estado-nación, con el soporte de instituciones y el amparo de la legalidad, es 
oficial-nacionalismo, mientras que el nacionalismo que defiende los derechos 
nacionales de las naciones sin Estado, con independencia de una proyección 
autonomista o independentista, es nacionalismo periférico. Por lo que concierne 
al tema que aquí nos ocupa directamente, el regionalismo debe entenderse en 
relación estrecha con el oficial-nacionalismo, como complemento de este, donde 
la región es complemento de la nación, y sin que eso suponga de manera 
mecánica la defensa de un programa descentralizador ni una reivindicación 
autonomista. Más en concreto, el nacionalismo regionalizado aparece como una 
forma específica de oficial-nacionalismo, declinación de este según las regiones, 


provincias, territorios, etc.l 


Ante un panorama de estudios que dedicaba espacio preferente a los 
nacionalismos periféricos vasco y catalán e introducía las demás regiones solo al 
hilo de la difusión de la reivindicación autonomista en el tardofranquismo, el 


fenómeno del regionalismo franquista quedaba comprensiblemente ignorado. 2 
Efectivamente, ante una consideración de las identidades subestatales como 
simples víctimas de represión y/o depositarias de formas de resistencia anti- 
franquista, se va abriendo hueco una perspectiva complementaria: el papel que 
jugaron esas culturas dentro del discurso franquista y la función instrumental que 


pudieron tener para la articulación del oficial-nacionalismo.2 En esto, el español 
en absoluto representa un caso aislado de movilización y/o uso nacional de la 


región en un contexto dictatorial.4 En líneas generales, hoy se puede formular la 
hipótesis de que en zonas donde apenas se había desarrollado un nacionalismo 
periférico, el nacionalismo regionalizado franquista ayudó a definir y reelaborar 
imágenes, símbolos y mitos que fueron después reinterpretados, con significados 


opuestos y como soporte a la reivindicación autonomista.> Desarrollando esta 


hipótesis, situamos el centro de atención de este ensayo precisamente en el lugar 
de la región en el discurso oficial-nacionalista del franquismo y la contribución 
de este al proceso de reproducción de tres imaginarios regionales concretos, el 
castellano, el aragonés y el asturiano. Esta elección no es casual, sino 
determinada por la necesidad de investigar la dimensión regional del 
franquismo, aislándolo lo más posible de aquellas dinámicas reactivas generadas 


por la presencia del nacionalismo periférico.£ 


Por lo que a la cronología atañe, hemos considerado que el periodo 1939- 
1959 mantiene unas características propias, aunque con diferencias internas entre 


primer franquismo e institucionalización.2 Dentro de las tensiones que este 


proceso supone, se sitúa la batalla político-cultural entre falangistas auténticos y 
nacionalcatólicos, acompañada también por un debate sobre la nación y la 


región.8 Para los primeros subyacía el problema de España en términos de 
nacionalización revolucionaria, sin abandonar los planteamientos de origen 
orteguiano y el esencialismo castellano; para los segundos, una España sin 
problema, resuelto por victoria militar, debía entregarse a sus regiones más 


prósperas y dinámicas.2 Ahora bien, la victoria de los segundos no supuso 


ningún cambio en la política regional del régimen que, como veremos, al margen 
de toda elucubración intelectual e interés erudito, no pasaría de su dimensión 
folklorizante, sin reconocimiento político ni cultural efectivo. Aunque la región 
fue elemento de debate, no fue objeto de acción política en sentido estricto, 
circunstancia que nos ofrece más elementos de coincidencia, entre falangistas y 


nacionalcatólicos, que diferencias. Pues se trata de elementos que entran (todos) 
de manera dialéctica, a veces desordenada, en la conformación del regionalismo 
franquista. 


El relato belicista insurgente durante la Guerra Civil se había alimentado de 
un discurso donde la sana provincia reespañoliza Madrid, Castilla se ofrece 
como eje de la reconquista de España y la identidad regional se plantea como 
poso de las esencias patrias contra la modernidad, aunque con una muy inestable 


tolerancia hacia las lenguas nativas. 40 A esto sustituye en la posguerra una 


aparentemente contradictoria renacionalización, alrededor de los valores 


tradicionales y los recursos  etno-culturales castellano-céntricos. 11 


Aparentemente contradictoria porque, cuando hablamos de regionalismo, no 
debemos pensar en instancias inmediatas de reconocimientos políticos de la 
región, sino en la declinación del paradigma del banal nationalism en su 


dimensión subnacional, esto es, regional. 12 Pues las regiones siguen estando en 
el debate político-cultural, exactamente como se listaron en la división 
provincial de 1833 que las abolía de facto, hasta pervivir en la enseñanza e 


investigación. 12 Buena muestra de esta peculiaridad fue también la colección 


Las Tierras de España de la Editora Nacional. 14 


LA REGIÓN PATRIA EN LA CONFLUENCIA DE LOS CAUDALES FALANGISTA Y 
TRADICIONALISTA 


A la hora de plasmar los contornos del regionalismo permitido por el 
régimen, intervienen algunos elementos concretos de la cosmovisión 
nacionalista del franquismo: el universalismo falangista, la tradición carlista, la 
filología nacionalista pidalina o el irredentismo panhispánico. Los dos primeros, 
con diferente proyección y continuidad, se mantendrán activos durante todo el 
periplo de la dictadura; el tercero estaría sobradamente compartido con (casi) 
toda visión oficial-nacionalista, y por lo que al cuarto atañe, estrechamente 
relacionado con las pretensiones imperiales falangistas, estará sujeto a los 
cambios del escenario internacional, hasta desaparecer y convertirse en curiosa 
anécdota. El universalismo falangista descansaba en la reproducción del 
paradigma joseantoniano de la unidad de destino en lo universal contra el dulce 
resonar de la gaita y la lira y de la proyección universal del castellano contra 


unas lenguas vernáculas cuya normativización se rechazaba rotundamente.12 El 
papel de dogma ideológico que las formulaciones joseantonianas alcanzan en la 


cosmovisión del régimen hace que también su concepto de nación se convierta 
en paradigma institucionalizado. Es más, se convierte incluso en puerta de 
entrada por aquellos que, desde anteriores planteamientos regionalistas, 
quisieran (o debieran) volver a hacer hincapié en la superioridad de la Patria 
Grande frente a la pequeña, y en la unidad de destino en lo universal frente al 
nacionalismo romántico. Es el caso de Francisco Alcayde Vilar, catedrático de la 
Universidad de Valencia, y de la (re)modulación de su valencianismo hacia una 


más asumible valentincultura.*É Este dedica la apertura del curso académico de 
1939 al concepto de nación en la obra del Ausente: 


Los nacionalismos más peligrosos por lo disgregadores son los que han 
entendido la nación de esta manera. «Como se acepte que la nación está 
determinada por lo espontáneo, los nacionalismos particularistas ganan una 
posición inexpugnable. No cabe duda que lo espontáneo les da la razón». 
Así, es tan fácil de sentir el patriotismo local. Así, se encienden tan pronto 
los pueblos en el frenesí jubiloso de sus cantos, de sus fiestas, de su tierra. 
[...] Lo que nos rodea físicamente, lo que nos conmueve, lo que nos hace 
vibrar de emoción, nuestra lengua, nuestras costumbres típicas, nuestra 
música, cantos y bailes, nuestra cocina característica, nuestros mares, ríos, 
montañas, nuestro clima y nuestro cielo. Nada de esto, ni tampoco la 


tradición, constituye la nación para José Antonio.1Z 


Este planteamiento es desde luego una muy buena muestra de oficial-nacio- 
nalismo, precisamente por su declararse antinacionalista. Frente al nacionalismo 
de pequeñas miras, de andar por casa, determinado por el reducido entorno 
humano, étnico o lingúístico, habría el nacionalismo misional, que proyecta a 


todos los españoles en la universalidad y hacia el imperio, 18 En algunos casos, 
como el de Cordero Torres, este discurso imperial se alimenta de una exaltación 


particularista y reivindicación territorial hacia fuera del Estado.12 Dentro del 
catálogo de reivindicaciones territoriales de la primera mitad de los años 
cuarenta, aparecían curiosas pero significativas reivindicaciones, al lado del 
clásico de Gibraltar, de la dichosa isla del Perejil y de las aspiraciones coloniales 
sobre el África hispánica. En su Aspectos de la misión universal de España 
(1944), salta a la vista la reivindicación de los territorios vascos y catalanes 
continentales e incluso unas miras de hegemonía cultural sobre el Midi y 


Cerdeña.20 Es decir, que Iparrade y la Catalunya Nord serían españolas 
precisamente por ser profundamente vasca y Catalana, adquiriendo sentido 
universal solo si devueltas al destino español. Estos planteamientos van 
desapareciendo a medida que el régimen necesita estabilizarse e incorporarse al 
nuevo escenario de bloques de la Guerra Fría. De ahí que en El africanismo en la 
cultura hispánica contemporánea (1949) solo quedarán referencias a Gibraltar, 
el Sáhara, el Ifni y poca cosa más. 


Al margen del que fue el recorrido real, con sus conflictos y heridas, de la 
integración del tradicionalismo dentro del partido único, podemos rastrear 
indicios de una asunción, aunque simbólica, de este dentro del discurso oficial 
franquista, como es el caso de Víctor Pradera. En 1943, el falangista e 
historiador oficial del régimen, Maximiano García Venero, saca en la colección 
Breviarios de la Vida Española, de la Editora Nacional, el breve opúsculo Víctor 
Pradera: Guerrillero de la Unidad, resaltando su valor nacional, contra los 
nacionalismos vasco y catalán, más allá de las pertenencias ideológicas: 
«Pradera coincidía con millones de españoles no tradicionalistas, pero que sí 


eran amantes de la Unidad nacional».21 


En 1945, el Instituto de Estudios Políticos (IEP) edita la Obra Completa del 
tradicionalista navarro, prologada por el propio Franco. Este hace hincapié en su 
tradicionalismo como precursor de la doctrina joseantoniana, el discurso 


imperial y la unidad de destino. 22 


... las regiones españolas tuvieron uno y solo espíritu nacional, que era el 
espíritu español y no era más que fragmentos de la nación española, por 
eso se llamaron regiones. [...] Se llamaban Reinos y regiones 
naturalmente; se llamaban Reinos por su forma política, y regiones en el 
orden social. [...] en las regiones existen monumentos regionales que 
tienen espíritu nacional y que deben conservarse, y el Estado que en 
representación de la Nación derribe esos monumentos establecidos en las 
regiones que tienen espíritu nacional, o deje, por incuria, que se derrumben 


otros, comete un crimen de lesa Patria.23 


De ahí que podamos aventurar que las coordenadas de la concepción nacional 
y regional del régimen se asientan en la síntesis entre unidad de destino 
joseantoniana y Estado Nuevo praderiano, pasando por la exaltación de Castilla, 


más propia de los falangistas, y la reivindicación de la riqueza regional, de 


origen tradicionalista y devoción nacionalcatólica.24 Las mismas declaraciones 
de Franco contribuyen a situarnos en este panorama. 


España se organiza en un amplio concepto totalitario, por medio de 
instituciones nacionales que aseguran su totalidad, su unidad y su 
continuidad. El carácter de cada región será respetado, pero sin perjuicio 
para la unidad nacional, que la queremos absoluta, con una sola lengua, el 


castellano, y una sola personalidad, la española.22 


Castilla sería España porque la primera reenvía a la imagen imperial de la 
segunda, cuya naturaleza histórica es fundamentalmente unitaria, católica e 


imperial. 28 Esta dimensión se proyecta como compatible con la exaltación de la 
región según parámetros de servicio a la patria y dimensión espiritual, nunca 
política ni cultural. 


A Galicia le corresponde un puesto de honor porque fue la región que ha 
dado más hombres. [...] Esa España sencilla y tradicional que guardó 
nuestros tesoros espirituales, sin contaminarse de las democracias ni del 
liberalismo; la España hidalga, la de los brazos fuertes, la España de los 
hijos guapos, la España de las divisiones gallegas, la España que no se 
tuerce, la España recta, la España gallega. [...] yo os traigo aquí el 
homenaje de todas las provincias, pues aquí hubo una nueva Covadonga 


[etc.].22 


El universalismo imperial de molde falangista, el tradicionalismo 
antimoderno y ultramontano de corte carlista y todas sus consecuencias 
antinacionalistas/románticas y anticentralistas/estatales, serían una contribución 
limitada, sin todo el patrimonio anterior del nation-building español y sus 
aspectos filológico-lingiiísticos. El peso del castellano, su uso político, es algo 


consustancial al discurso y práctica del nacionalismo español.28 En este 
recorrido la figura de Menéndez Pidal se convierte en algo irrenunciable, así 


como todo el patrimonio de la RAE.22 Su interpretación de la evolución del 
castellano en español insiste en la inevitabilidad darwiniana de una supuesta 
supremacía formal sobre las lenguas nativas de la península, sin la cual el relato 


nacional español quedaría amputado; sin la unidad lingúística no habría unidad 


política, 20 La obsesión por la unidad interna del español y la unidad idiomática 
de la nación tienen como corolario una interpretación que tiende a interpretar las 
demás lenguas como restos arqueológicos, hablas anormativas y afluentes 


débiles del río grande español.21 Las obras de Menéndez Pidal son objeto de 
sucesivas reediciones durante el franquismo, hasta generar una verdadera escuela 
de discípulos entre lingiistas y filólogos oficiales, como es el caso de Rafael 


Lapesa y su Historia de la lengua española (1942).22 


Por la senda imperial de la «unidad de destino en lo universal», encontramos, 
además de la inevitable referencia joseantoniana, figuras como Ernesto Giménez 
Caballero o Antonio Tovar. Ambos compatibilizan el dogma falangista con una 
cierta atención por la integración de las culturales regionales en el paradigma 
universal-imperial. Giménez Caballero es curiosa consecuencia de las 
formulaciones imperiales del think tank camboniano, de los artefactos culturales 


de Eugenio d'Ors y de las ideas orteguianas.22 Todo esto visible en 


transparencia en su Amor a Cataluña (1942). Los planteamientos de su obra 
fundacional, Genio de España (1932), se popularizan en los años cuarenta a 
través de España nuestra. El libro de las juventudes españolas (1943) y otras 
obras editadas por la Vicesecretaría de Educación Popular. Consignas en puro 
estilo catecismo, ilustraciones humanizantes, la patria e identificación entre 
orografía ibérica y fronteras nacionales hacen de colofón a la identificación 
imperial entre Castilla y España, entre la España más auténtica y aquellas que se 


alzaron el 18 de julio.34 Pues una España, constituida por su madre Castilla y 


unas regiones que se universalizaron haciéndose ellas también España, se 
desarrolla sobre la centralidad del castellano como lengua española, como un río 
grande que acoge a los pequeños afluentes de las lenguas nativas, según 


parámetros pidalinos.22 Al lado de esta producción, una serie de breves 
panfletos dedicados a la incorporación espiritual de las regiones en la unidad de 
destino y Lengua y literatura de la hispanidad (1944), una síntesis vulgarizada 
de los planteamientos del nacionalismo filológicolingúístico de Menéndez Pidal. 
En la serie de panfletos regionales, en Afirmaciones sobre Asturias (1945) 
encontramos una aplicación concreta del paradigma de la unidad de destino a un 
territorio con cierta diferencialidad regional, fuera de Cataluña y la España 


Foral.2€ Revisando los trozos entrañables y salvados de la patria se plantea su 
activación y asignación a todos y cada uno de ellos una misión específica en el 


combate.22 Atendida la ausencia de cualquier tipo de reconocimiento 


políticoinstitucional, la codificación falangista del hecho regional se presenta 
como algo espiritual, con claras intenciones antiseparatistas y antimarxistas, 
donde la tradición regional juega el papel de dique contra la conflictividad social 
y política. Aquí la huella del uso falangista de la región histórica, más allá de la 
simple provincia administrativa: «Asturias —la Asturias esencial- jamás fué 


revolucionaria. Sino ¡tradicionalista!, ¡conservadora! » 38 


Asimismo, Giménez Caballero lleva un intento de resemantización del 
patrimonio propio de la erudición local, hasta disminuir principios y 
planteamientos que, hijos de la ilustración local, significan la base del 
imaginario identitario asturiano: ante los ensayos románticos que exaltaban la 
pluralidad de Asturias se plantea la unidad existencial de destino del imperial 


Principado.22 En el trasfondo, el temor típicamente joseantoniano de que lo 
romántico pudiera representar la base de partida de una construcción identitaria 
de tipo nacionalista y la obsesión de sacar a Asturias de su larga tradición de 
luchas obreras, mineras y sociales. Asturias se caracterizaría así como algo parte 
de la España montañera, de raíz continental y europea, contrapuesta pero en 
proceso histórico de unificación con la España oriental y mediterránea. Sin 
embargo, el actor principal, el motor fundamental del camino español hacia la 


gloria imperial, sigue siendo la Castilla celtibérica. 40  Exaltaciones, 


semantizaciones, manipulaciones y evidentes contradicciones entre pequeña 
patria y Patria Grande tienen, sin embargo, un fin último, irrevocable y 
superior. 


Me importaba mucho con estas afirmaciones sobre Asturias, invalidar y 
derrotar a las huestes secesionistas y románticas que han querido hacer de 
lo cántabro un trincherón hostil y desarraigado frente al genio de España. 
[...] Asturias fue siempre un sacro depósito de energía peninsular. Un 


condensador dinámico de historia patria. 4l 


La segunda parte del panfleto parece estar dirigida a evitar que el propio 
ímpetu culturalista de las celebraciones jovellanistas sobrepasara los límites de 
lo aceptable, semantizando así la figura ilustrada de Jovellanos en sentido 
falangista. Hecho un tanto curioso y tarea bastante complicada, al ser el 
polígrafo gijonés un típico representante de una intelectualidad iluminista que se 


va encariñando con las glorias locales. 42 


Otro doctrinario falangista, Tovar, pudo compatibilizar una doctrina 
castellano-céntrica con su actividad como miembro de Euskaltzaindia, 


reconocido vascólogo y hasta por momentos impulsor del euskara batua 43 Esta, 
que hasta hace poco se podía considerar como una contradicción, vislumbra por 
el contrario el lugar que según la cultura política falangista debían ocupar las 
regiones y las lenguas de España: un lugar muy estrecho, lastrado de miedos y 
ambigiúedades, donde la lengua vernácula, por ejemplo, jugaba un papel muy 


limitado y anormativo.4 E] Imperio de España (1936) de Tovar encarna 
perfectamente los paradigmas del Imperio, una suerte de Commonwealth de 
pueblos hispánicos bajo la consigna de la unidad de destino, con continuadas 
referencias al Genio de España de Giménez Caballero: «Cataluña y Vasconia, y 
Galicia, darán su voz también en el Imperio. Y, entonces, lenguas, costumbres, 
historias encontrarán su libertad justa bajo el signo —flechas y yugo-—del 


Imperio».43 


Aún más representativa de esta cosmovisión es la lectura tovariana de 
Menéndez Pelayo: la inicial disponibilidad de este para con la diversidad cultural 
tradicional de España estaría, primero, anclada en una época donde el problema 
del separatismo no existía en su dimensión política; segundo, él mismo se iría 
percatando de que empezaba a haber problemas y que hacía falta concretar y 


delimitar los contornos de la cuestión.4€ Una vez más, la degeneración del 


regionalismo literario en separatismo dependería de la ausencia de un proyecto 
político imperial y universal de la hispanidad que solo el falangismo pudiera 
ofrecer. En la misión, en el destino irrevocable, estaría la respuesta a toda 
política antinacional. Las regiones, todas, encontrarían su sentido histórico 


contribuyendo a la gloria imperial española. 47 Dicho de otra manera, toda 
reivindicación particular se vaciaría de sentido ante el éxito de la patria común y 
universal. Una suerte de apuesta por la nacionalización contra la falta de 
proyecto ilusionante. 


A la idea falangista de integración de la pluralidad cultural en la 
Commonwealth imperial, los nacionalcatólicos contraponen la restauración y la 


regionalización. 48 A saber, dentro de la oferta cultural y lectura historicista de la 


Generación de 1948 hubo un perfil y una sensibilidad regionales muy integrados, 
cuyas formulaciones serán visibles en la rúbrica «Carta de las Regiones» en 


Arbor (1950-1957).42 Conformada por una noticia de vario sabor cultural 
dedicada periódicamente a una de las regiones o provincias de España, la carta, 
más que anticentralista, era en realidad anticastellano-céntrica, haciendo 
hincapié en la diversidad y complejidad de los pueblos de España y en la 
necesidad de integrarlos a cada uno con sus virtudes representativas en la 
identidad nacional. En la batalla cultural alrededor del problema de España, 
Calvo Serer dedica a la cuestión regional un espacio mucho más amplio que sus 


contrincantes, ya cuantitativa ya cualitativamente.0 Por ejemplo, en la batalla 
alrededor de la correcta interpretación del pensamiento de Menéndez Pelayo, 


cobra relevancia su idea sobre la función nacional de las regiones españolas.21 


Es también el caso de los ensayos agrupados en Estudios sobre Menéndez 
Pelayo (1956), donde Pedro Sainz Rodríguez afirma que todas las ideas sobre 
patria y región del Maestro estarían relacionadas entre sí de manera totalmente 
coherente, caracterizadas por un «amor entrañable a la tierra que le vio nacer», 
Cantabria, y un amor igual de grande por la patria grande, España. Pues región 
y nación no estarían en oposición sino en línea de convergencia bajo una 
jerarquía muy definida, mientras que su admiración por la lengua y cultura 
Catalanas radica en la curiosidad y erudición filológico-literaria: «Menéndez y 
Pelayo no creía posible la oposición entre la región y la patria. Creía que España, 
para volver a ser grande, necesitaba dar expansión de nuevo a la vida espiritual 
de la región. Pensaba él que el federalismo de las regiones es la forma de 


gobierno natural en España».22 


Un federalismo de conceptualización tradicionalista y en absoluto moderna. 
En los Estudios sobre el restauracionista montañés, Calvo Serer reproduciría otra 


vez su artículo de 1949 en Arbor.22 El regionalismo de los nacionalcatólicos es, 
exactamente, como lo fue el de los tradicionalistas, una fuente irrenunciable de 
autenticidad y tradición, como crítica, refugio y reequilibro ante las 
contradicciones de la modernidad. 


. en los momentos en que la técnica empuja hacia la deshumanización, 
uno de los grandes medios para luchar contra ésta es la defensa y la ayuda 
de cuanto defiende a la persona, y en este sentido el regionalismo cobra de 
nuevo todo su valor político y cultural, máxime cuando la presión de las 
realidades económicas, de la interdependencia de las regiones, pone de 
antemano a cubierto contra cualquier desviación de los regionalismos 


legítimos. 24 


Contra las interpretaciones falangistas, consideradas revolucionarias y 
excesivamente preocupadas por la «lucha contra la proletarización material», se 
afirma la necesidad de combatir la «proletarización del espíritu y mantener y 


reavivar las tradiciones regionales».22Ante antirregionalismo y castellanismo 
imperial falangista, el restauracionismo nacionalcatólico plantea una monarquía 
tradicional y descentralizada, federalista. Es decir, ni más ni menos que una 
reedición/actualización del Ancien Régime. No fue ninguna casualidad, pues, la 
recuperación a posteriori de todo el patrimonio del tradicionalismo de principios 
de siglo. La editorial Rialp dedica un tomo de su colección Biblioteca de 
Pensamiento Actual a una muy centrada selección de textos de Vázquez de 
Mella. En Regionalismo y Monarquía (1957) se vuele a recuperar una propuesta 
de tipo arcaico, de soberanías compartidas, de cuerpos sociales de tipo preliberal 
y pre-Estado-nacional: la familia, el municipio, la región, la nación, etc. Ni la 
nación, ni la región, ni el municipio tradicionalistas están constituidos por 
ciudadanos, sino por cabezas de familia y corporaciones. La región se entiende 


como una corporación más, en absoluto como sujeto político. 28 Con el viejo 
carlista asturiano se recupera todo lo anterior, como Antonio Aparisi y Guijarro, 
y todo lo posterior, de Víctor Pradera a Francisco Elias de Tejada. 


Si para los falangistas el Estado lo es todo, para los nacionalcatólicos este es 
una herramienta de defensa de la tradición y sus instrumentos son, esencialmente 
y en línea de principio, contrarios y antitéticos a este objetivo. La región no se 
percibe como demarcación política concreta, sino como entidad donde los 
poderes se reproducen y legitiman según los parámetros del Ancien Régime; no 
es demarcación subestatal, sino entidad que actúa allá donde el Estado no debe 
actuar. La región tradicionalista se convierte en un factor de resistencia contra el 
Estado liberal y su exclusividad en las atribuciones, competencias y políticas. Se 
trata, en resumidas cuentas, de la defensa del orden preliberal, pre- 
revolucionario. Decir que «El gobierno de las regiones lo concibe Vázquez de 
Mella como llevado por Juntas Regionales, que intervendrían en toda suerte de 


servicios públicos 2 no equivale a plantear una larga autonomía, sino que 


tiene el sentido de quitarle al Estado las prerrogativas que la revolución liberal- 
burguesa le había entregado, incluida la potestad de devolverlas a poderes 
subestatales. Al fin y al cabo, «La enemiga mayor de Vázquez de Mella es 


contra la división absurda y artificial en provincias»29 copiada de la francesa, 


marcada por el sello centralista, pero sobre todo el moderno Estado nacional, 
laico y burgués. Ahora bien, por cuanto pudieran llegar a adquirir los 
nacionalcatólicos, por cuanto pudieran reclamar la continuidad con un 
tradicionalismo más o menos ultramontano, ni instaurarían esas regiones regidas 
por sí mismas, ni derogarían las provincias, ni en absoluto rebajarían los poderes 
del Estado español. 


Siguiendo la polémica regionalista dentro del problema de España, nos 
encontramos otra pista interesante, que nos lleva al más auténtico heredero del 


tradicionalismo español durante el franquismo, Francisco Elías de Tejada. 22 Su 
Las Españas. Formación histórica, tradiciones regionales (1948) merecería la 
atención de Arbor, con una entusiasta reseña de Florentino Pérez Embid, quien 
destaca el «valor nacional de la tradición» y sitúa a las regiones como 


«ingredientes fundamentales de la nación española» 20 El suyo es un interés 


muy concreto y específico, funcional en la polémica con los falangistas.Ql El 
libro de Elías de Tejada se nos presenta como una topografía de las regiones 
históricas, cuyo antecedente más inmediato es una monografía sobre la tradición 


gallega.02 No sería descabellado pensar que todo representante de las élites 
locales con alguna pretensión regionalista debió de tener este libro en las manos. 
Toda reflexión regionalista se incorpora en una dimensión nacional general: «A 
mi ver la nación es un segmento de la tradición, un eslabón de la cadena del 
alma de un pueblo. La nación es una hora; la tradición, un siglo. Aquélla, lo 
pasajero; ésta, lo permanente. Una tradición está formada por el conjunto de 


todos los momentos nacionales de un pueblo».£3 


Es casi consecuencia inevitable y mecánica de este presupuesto que el 
Estado-nación moderno se configure como un accidente, un momento en la 
historia de una nación que a su vez es parte de una tradición concreta. Pues la 
región, antes que parte de la nación o del Estado, sería una tradición concreta, un 
segmento muy profundo e inseparable de una tradición más amplia. 


La tradición española en que consiste España está integrada por el conjunto 
de las tradiciones de cada uno de los pueblos componentes. En la Península 
comprende las tradiciones particulares de Castilla, Galicia, Portugal, las 
truncadas Euskalerria y Cataluña, Andalucía, Aragón y otras más o menos 
perceptibles; en América, la de todos los pueblos que hay desde el río 


Bravo al Cabo de Hornos; en Oceanía, la de Filipinas.C4 


Con todo, tanto las líneas de integración del discurso regional tradicionalista 
en el franquismo oficial, como su posible aprovechamiento por este, nos 
entregan un panorama que, al margen de su posible uso en la polémica sobre el 
problema de España, parece más bien de confluencia dialéctica que de 
diferenciación sustancial con respecto a los paradigmas falangistas; y más aún si 
consideramos que todo este patrimonio quedó sin tener consecuencias políticas. 
A esta interpretación apuntan las muestras de regionalismo bien entendido 
procedentes de las estructuras nacionales y locales del régimen. Es el caso de eso 
que podemos definir como la más coherentemente falangista codificación de lo 
regional: la labor folclórica de la Sección Femenina de Falange (SF) y 


concretamente de su sección de Coros y Danzas (CyD).£5 De entre las facetas de 
la entidad dirigida de manera vitalicia por la hermana del Ausente, Pilar Primo 
de Rivera, tenemos la actividad de la sección de CyD. Esta desempeña un 
importante papel de propaganda a través del folclore. En 1941, 5.668 mujeres se 
repartían en 284 coros y 27 grupos de baile, y los concursos nacionales para 
estimular la recopilación de danzas y canciones, activos desde el año siguiente, 
se convertirían en momento de la recuperación de tradiciones y formas 


folclóricas.CÉ Asimismo, la auxiliar de prensa y propaganda de sr, la nazi 


alemana Clarita Stauffer, organiza la Cátedra Ambulante «Francisco Franco».0Z 


En los programas que la cátedra realizaba para ensalzar a la mujer sumisa y 
fomentar el adoctrinamiento del joven afecto figuraba, al lado de la religión, la 


doctrina joseantoniana, la educación física y doméstica y el canto regional £8 La 
labor de CyD se enmarca perfectamente en el papel regional dentro de la unidad 
de destino. Constituida oficialmente en 1942, esta división se fundamentaba en 
un curioso planteamiento de erradicación de las formas folclóricas de su entorno, 
incluso de su traducción al castellano en algunos casos: conseguir que los cantos 
y danzas locales se difundieran en otras regiones, que de folclore regional 
pasaran a ser componentes de un único folclore nacional, susceptible de 


substituir la conciencia de la diferencialidad por una de unidad integradora.£2 


El boletín del Ministerio de Información y Turismo, en 1953, hace hincapié 
en la actividad desempeñada por CyD, destacando la «labor de investigación» y 


la participación en concursos internacionales de folclore.20 El cometido más 


importante que la SF se asignaba con CyD fue el de ofrecer una «fachada alegre, 


festiva y popular del pueblo español», sirviendo a menudo de manera 
institucional a embellecer las grandes iniciativas públicas y de masas del 
régimen: inauguraciones de obras, visitas de Franco o festividades locales y 
nacionales. Así las cosas, la cultura difundida desde la sección se asentaría como 


un imprescindible elemento decorativo.2 Desde la crónica de una de las 
efemérides de la ritualidad franquista, entre discursos del dictador, 
reproducciones de la fraseología joseantoniana y paradas de la Legión, vienen 
las representaciones de CyD, como dulces intermedios. 


Aparecen en el campo camaradas de la Sección Femenina ataviadas con 
trajes típicos, las cuales se colocan alrededor del tablado. El motivo 
folklórico lo dieron en Medina los bailes populares ejecutados con singular 
maestría y estilo por las mujeres de todas las regiones españolas. Las de 
Málaga, vestidas con trajes de tonos suaves, rosas y azules, de maravilloso 
contraste con el suelo, bailaron una pieza alegre, movida y de juego. 
Galicia, al son de la clásica gaita. Vasconia, con melodía de chistu y 
tamboril; la dulzaina amenizando las danzas castellanas. Sevilla, 
representada por la gracia de la sevillana; la alta región aragonesa, con sus 
famosas jotas. Cataluña, las sardanas. Valencia, Extremadura, Murcia, 
todas las regiones, aportaron para la belleza del acto el regalo regional e 


sus típicos movimientos.22 


De la lista de cantos para los actos: Galicia, «Alalás» y «Muñeira»; Vasconia, 
«Era feliz niña» y «Adiós de Iparraguirre»; las dos Castillas y León, jotas y 
seguidillas manchegas; Asturias, «Giraldilla y danza de pandera» y «Tres hojitas, 
madre»; jotas de Aragón; «Pastoreta» y «Romance del Mayorazgo de Cataluña; 
una «Canción-Danza», al parecer una charanga de Valencia. Aquí, en una 
intervención pública de Pilar Primo de Rivera, el tipo de proyecto que la SF 
quería llevar adelante, en pleno espíritu joseantoniano: 


La Sección Femenina de Falange Española Tradicionalista y de las JONS, 
por medio de su servicio de Cultura, abriga la intención de dar toda la 
importancia que tiene a la enseñanza de la música y, en particular, de 
nuestro maravilloso «folklore» español y cantos religiosos. [...] Queremos 
dice [Pilar Primo de Rivera, nda.]- por medio de la música unir las 
regiones de España. Queremos lograr la compenetración del pueblo 


español, la armonía entre las provincias, la unidad entre los hombres de 
España por medio del ritmo, de la música, del arte. Cuando Zaragoza baile 
sevillanas y Sevilla cante jotas, se habrá hecho un gran paso hacia la 


unidad de la Patria.29 


Por una parte, numerosas agrupaciones folclóricas tuvieron su origen en esta 
sección, por otra, hubo un mundo folclórico autónomo o no integrado, además 
de muy diversificado según regiones y provincias. Su concepto de cultura, 
aplicado al rescate folclórico, supuso un ataque profundo y serio a dos elementos 
consustanciales a las manifestaciones populares: la participación y la 
espontaneidad. Los bailes y canciones casi perdidos no se enseñaban a los 
habitantes de los pueblos de procedencia, sino que eran celosamente 
transmitidos a los grupos de la institución, otorgándoles la calidad de «sacros 


depositarios de la tradición popular».Z4 De manera que la sr no contribuiría a la 
codificación de las manifestaciones folclóricas y no siempre a su conservación, 
sino a su resemantización, convirtiéndolas en cáscaras visuales, vaciadas de 
contenido, desarraigadas de su sentido comunitario, para un mercado del folclore 
nacional. 


El vitalismo local y regional es un hecho del alma. Desconocerlo es diluir 
el aliciente de la colaboración entre los conciudadanos o los corregionales 
en la ordenación de su futuro. Folclores, costumbres, tipismo, son 
ingredientes epidérmicos pero no menos importantes. Son los que 
fisonómicamente pueden hacer atractiva y simpática la variedad, cuyo 


objetivo es la verdadera unidad./2 


Pero la sF fue mucho más allá. Desde 1957 llegaría a implantar en todas las 
provincias sus concursos de CyD, coincidiendo con festejos locales y fiestas 
patronales, como momento de recuperación del folclore y cohesión interclasista, 
incluso en lugares donde formas de expresión y ritualidad comunitaria tuvo 


literalmente que inventarlas,Z€ 


Si la labor de CyD descansaba en la banalización folclórica de las culturas 
regionales, la dimensión de la erudición tocaría otros ámbitos, específicamente 
implantados desde las instituciones culturales del régimen. El grueso de esas 
estructuras responde al diseño de incorporación erudita de las historias y formas 
culturales (variamente) locales en la cultura patria de alta voladura, planteado 


desde el csic, fundado en 1939 bajo el modelo del CNRS francés y bajo el control 
de los nacionalcatólicos. De su Sección de Tradiciones Populares dependía la 
Revista de Dialectología y Tradiciones Populares (RDTP). He aquí su 
conceptualización del hecho folclórico y su diferenciación de las actividades 
definidas como cultivadas, en palabras de su director: 


El hecho folklórico ha de ser anónimo, colectivo, contrapuesto a la 
invención personal. No sólo no es folklórica la obra literaria o manual de la 
ciencia y del arte culto de determinado autor, sino que la misma obra 
manual u oral del artista más popular carece, por este carácter, de su 
condición folklórica, que sólo puede lograrla cuando esta invención, en su 
propagación anónima, se ha hecho patrimonio común del vulgo. Una 
cualidad fundamental del folklore es la tradición, y por eso deja a un lado 


conocimientos y quehaceres populares que no sean tradicionales. 2 


La RDTP reúne ensayos sobre dialectología, literatura, religión, música, canto 
y baile, costumbres familiares y sociales, fiestas, juegos, mundo agrícola, 
construcciones, indumentarias e incluso secciones sobre medicina popular y vida 
sobrenatural. Sin embargo, el interés por el estudio del lenguaje popular no 
llega a poner de relieve la existencia de hablas nativas, sino solamente hace 
hincapié en la vigencia de usos lingúísticos, vocabularios locales, etc. Por lo 
demás, el estudio y la recopilación de las tradiciones populares tendrían un 
sentido de contribución a la identificación y cohesión nacional del pueblo 
español. 


La historia del pensamiento español no se podría hacer sin el estudio de sus 
filósofos y literatos, pero tampoco una filosofía del pueblo español sería 
perfecta sin el estudio del saber popular, y en especial de su literatura 
(refranes, canciones, etc.), que refleja su alma con más fidelidad que las 


producciones del pensador erudito, de materiales en gran parte exóticos, .8 


Otra muestra de proyección erudita de lo regional fue la singular iniciativa de 
fomento de los estudios pirenaicos, desde 1942, a través de la Estación de 
Estudios Pirenaicos (EEP) con sede en Jaca. Esta organiza en 1943, por ejemplo, 
un Concurso Lexicográfico de los Valles Pirenaicos: «...teniendo en cuenta la 
importancia del léxico pirenaico en vías de desaparecer a causa de la influencia 


de la Ciudad sobre las regiones más alejadas del Pirineo, desea salvar de la 


desaparición segura el tesoro de la lengua y cultura popular».22 


Convertida desde 1948 en Instituto de Estudios Pirenaicos (IEPIR), bajo la 
atenta mirada del ministro de Educación, fundador del csic y su presidente hasta 
1951, José Ibáñez Martín: «El Pirineo, con su asombrosa variedad de aspectos, 
ha sido abierto a la administración nacional y extranjera, y ha servido de marco 


gigantesco de las enseñanzas universitarias», 90 


No debe sorprender la elección del Pirineo como objeto de estudio unitario. 
Esos sectores que, desde planteamientos variamente nacionalcatólicos, 
restauracionistas y tradicionalistas, predicaban cierta participación y visibilidad 
de la región y de las sensibilidades e historias que no fueran directa y 
preferentemente castellanas (y viejo-castellanas más en concreto), habían aislado 
en el Pirineo una forma peculiar de tradición dinástico-sucesoria, una acusada 
diferencialidad ligada de manera muy estrecha a un mundo rural y tradicional, 
con costumbres, hablas vernáculas e idiosincrasias propias, aunque muy distintas 
entre ellas. De la misma manera, aunque bajo otras coordenadas, el discurso 
franquista de la primera mitad de los años cuarenta había imaginado así la 
españolidad de todo el Pirineo. 


Pues aunque el csic fuera una estructura en manos de los nacionalcatólicos, 
no cabe duda de que sus delegaciones locales fueron un lugar de encuentro entre 
sensibilidades diferentes. Falangistas auténticos como Tovar encuentran el 
espacio para participar en sus actividades, como con ocasión del Primer 
Congreso Internacional del Pirineo (1952), con un ensayo sobre el substrato 


idiomático y mitológico vasco a lo largo y ancho de la cordillera.81 Además de 
la entidad pirenaica, otras sensibilidades eruditas desarrollaban su labor en 
entidades provinciales, algunas ya existentes, otras de reciente creación, otras 
fruto de un proceso de refundación de otras preexistentes. Sobre esta base, la 
España franquista pondría manos a la obra de la articulación de los estudios 
locales, a través de un patronato específico adscrito al Csic, el Patronato «José 


María Quadrado» (1947).82 Representativas de este espíritu, y de su 
transversalidad, las palabras de José Luis de Arrese, presidente del patronato. 


. nO podemos ser tan estúpidos de creer que para lograr la unidad de 
España tenemos que dedicar todas las mañanas nuestros mejores ataques al 
aurrescu O a los zorzicos, a la sardana O a la muñeira. Esto no es lo 


separatista: esto es lo folklórico, y precisamente lo folklórico afirma la 
unidad de España con más firmeza que cualquier otra cosa, porque nos 
recuerda mejor con su contraste y variedad que España es una unidad de 


destino y no una unidad racial, 83 


Al año de actividad del patronato, Ibáñez Martín valora entusiásticamente la 
labor efectuada: 


Los pueblos, como España, de cultura antigua y militante historia, no han 
encerrado el florecer de su civilización en ámbitos estrechos y exclusivos; 
más bien han derramado la vitalidad de sus empresas por los rincones 
todos del suelo patrio. Las tierras españolas guardan, junto al testimonio 
del heroísmo, los monumentos del arte; pero sobre todo pervive, en 
muchos de sus lugares, un heredado y operante afán de cultura, que 
mantiene el estudio de los archivos provinciales; recoge los cantos y 
romances de la región y contribuye a forjar, en capítulos locales y 


monográficos, la historia entera de nuestra Nación.94 


Y así, volviendo reiteradamente sobre este patrón, en numerosas 


intervenciones y artículos ya citados en otros ensayos.22 Estas instituciones de 


estudios locales se estructurarán a nivel provincial, actuando en la doble calidad 
de dependientes de los servicios culturales de las diputaciones y delegaciones 
locales del CsiC. El patronato se iría concretizando como una estructura de enlace 
y Paraguas institucional a niveles burocrático y nacional, inicialmente con 
cometidos de financiación y cierta uniformización. Sin embargo, hubo 
provincias con instituciones más activas, ricas y prestigiosas que otras. Lo 
mismo hubo provincias sin delegación del patronato como instituciones que se 
fueron poco a poco excediendo de sus funciones provinciales para adquirir un 
más o menos reconocido papel regional. Una circunstancia que muestra, por sí 
sola, la primacía de las dinámicas locales sobre las directrices centrales. Donde 
había una buena tradición de erudición local, sólidos antecedentes en las 
Comisiones de Monumentos Históricos y una Diputación interesada y sensible al 
estudio de historias, costumbres, usos, lenguas e instituciones locales (incluso de 
irradiación regional), habría estables y kfructuosas experiencias, notables 
conexiones con el mundo universitario y una muy activa vida cultural local. Sea 
como fuera, sobre unas bases de gran variedad, se inserta el trabajo nacional de 


las instituciones de estudios locales, mo ya como peligro separatista sino como 
recurso de unidad nacional. Así lo interpreta Ibáñez Martín en los informes 


relativos a 1949 y 1950.86 


LA ARTICULACIÓN DEL RELATO: CASTILLA, ARAGÓN Y ASTURIAS 


Descendiendo a las expresiones concretas de regionalismo franquista, 
podemos apreciar aún más el alcance de la síntesis y coincidencia dialéctica de 
puntos de vista falangista, tradicionalista, nacionalcatólico y declinaciones 
intermedias. Paradigmático, en este sentido, es el caso de las celebraciones del 
Milenario de Castilla, organizadas en diversas localidades de la provincia de 
Burgos (Covarrubias, Oña, Burgos) entre agosto y octubre de 1943, festejadas 
por todo lo alto: emisión de sendos sellos conmemorativos con los escudos de 
las provincias viejo-castellanas y los símbolos de Fernán González, presencia del 
ministro Ibáñez Martín, asistencia de la hija del dictador Carmen Franco en 
Calidad de reina de las celebraciones, implicación directa de la Vicesecretaría de 
Educación Popular y difusión masiva en los medios comunicativos (Radio 
Nacional de España, NO-DO). El Milenario sería pieza destacada del proceso de 
apropiación del pasado, a través de la movilización de la historia local en 
sentido patrio, al servicio de la construcción colectiva, y si se quiere de la 
nacionalización del régimen franquista, pero también de la apuesta de las élites 
falangistas burgalesas por nuevo renacimiento local, restableciendo un espejismo 


de la añorada y efímera capitalidad.2Z Esta dinámica se vio acompañada de una 
rica presencia en la prensa diaria del régimen y sus publicaciones de alta cultura, 
con artículos de Tovar, Giménez Caballero, etc., el enaltecimiento del genio de 


Castilla, su papel histórico y su paisaje militar y absoluto.28 


Definir a este castellanismo imperial como regionalismo es, sin embargo, 
algo complejo y, tal vez, pueda resultar hasta polémico. ¿Puede definirse como 
regionalismo, la exaltación continuada de una región concreta en cuanto 
creadora de la patria común? En la peculiar conformación que el discurso 
regionalista adquiere en la cosmovisión falangista, en principio, sí. Pues se 
trataría de un regionalismo imperial, discriminatorio, retórico en cuanto a la 
función de las demás regiones que no fueran Castilla, y Castilla la Vieja en 
particular. 


La España pretérita la hizo Castilla. La lengua de Castilla, la mentalidad, 


las costumbres de Castilla. El arte y las manifestaciones del espíritu 
castellanos se impusieron en toda la península. Hubo un tiempo en que 
Camoens componía églogas en castellano y a la poesía castellana le dió 
leyes el catalán [Juan] Boscán [Almogávarl]. [...] Inútil será el milenario, 
conmemorando glorias pasadas y sin esperanzas de nuevas. La misión 
integradora y unificadora de Castilla tiene bien donde ejercerse en esta 
España en que están recientes los estigmas de la disgregación, en este 
mundo hispánico que se hunde sin esperanza, al menos en lo que podemos 


saber, en la mediatización y el coloniaje.¿9 


La intervención erudita del Cronista de Burgos y presidente de la Comisión 
Provincial de Monumentos Históricos y Artísticos de Burgos, Eloy García de 
Quevedo, es un especial condensado de provincialismo burgalés, orgullo 
viejocastellano, afirmación oficial-nacionalista y fidelidad al régimen. 


Burgos, callado y vigilante, en 1918 al pretender crearse la mancomunidad 
Catalana, y en 1932, cuando se quiere desgarrar la Patria con el Estatuto 
catalán, fiel al «prima voce» de su blasón, defiende sin temor a nada ni a 
nadie, la gloriosa unidad de España. Y después, por azares de la fortuna, o 
porque la ley de la Historia lo quiere, la capital, digna, serena y modesta de 
España, desde 1936 a 1939. Y ahora, en 1943, alza la voz para recordar a 


las gentes españolas las glorias milenarias de la Castilla independiente. 20 


Las intenciones de la celebración en absoluto se quedan cortas en cuanto a 
exaltación castellana: «...la glorificación de esta nuestra Castilla, tierra sin odios 
ni prejuicios, que a todas las comarcas hispanas ama, que nada pidió nunca, y 


que lo ha dado todo, el idioma lo primero, a España entera» 21 


La procesión cívico-religiosa acaba ante el Arco de Fernán González, con una 
alocución del alcalde de Burgos, Aurelio Gómez Escolar. 


La realidad de Castilla, esa realidad que ha permanecido a través de todos 
los azares españoles sin posibilidad de escamoteos, se nos ofrece con esta 
autenticidad de mil años, gracias al impulso de la fundación. En aquel 
amanecer estaba entero este futuro, que ha hecho de Castilla una a modo de 


reserva moral española.22 


Pues la misión y aportación de Castilla a la Patria Grande no solamente es 
haber hecho España, sino anteponer esa construcción y unidad a su propio 
interés particular. Curiosamente, el mismo paradigma del sacrificio castellanista 


que iban desarrollando, desde el exilio antifranquista, los Carretero: 22 


«Aprendamos, pues, esta lección con un milenario de ejemplaridad en torno a la 
que ha girado, en sus horas mejores, la vida de nuestra España. Pensemos en la 
seria y auténtica presencia de esta Castilla en la empresa total española, a la que 


dotó de razones aglutinantes y de vocación unificadora».94 


No faltaría la contribución erudita de Menéndez Pidal, maestro de muchos de 
los ponentes, centrada en la figura del héroe de Castilla, Fernán González; una 
conferencia summa y síntesis de todos los elementos innovadores y universales 
de Castilla: lengua, espíritu imperial, visión de Estado, etc.: «En suma, la 
Castilla primitiva en su lenguaje, lo mismo que en la política y la guerra, lo 
mismo que en el derecho, se adelantaba a cumplir una evolución que estaba 


destinada a triunfar».22 


Ahora bien, el filólogo gallego se deja llevar por necesidad de situar el caso 
español como ejemplo idealtípico, acometiendo así alguna pequeña triquiñuela, 
como los frecuentes parecidos entre francés/langue d*oil y español/castellano o 


Francia del Norte y Castilla. 26 Algo que entra desde luego en conflicto con los 
dogmas y pasiones falangistas por la historia antigua y los frecuentes parecidos 


entre Roma/Imperio y Castilla/España/Imperio.22 Pues el objetivo de la 


exaltación de Castilla bien valía alguna nota intelectualmente desconforme para 
con la retórica oficial. 


Tampoco faltaría la contribución de Arrese, en este mismo sentido, aunque 
con más directa proyección política, en la actualidad y la perspectiva de la 
exaltación del caudillaje como solución ante los momentos de crisis, con relativo 


parecido entre el conde de Castilla y Franco.22 Una proyección más 


directamente política tocó al ministro de Educación Ibáñez Martín, en un 
discurso celebrado con motivo de los Juegos Florales organizados dentro de las 
iniciativas del Milenario, donde expone el paradigma de Castilla como madre de 
España y centinela de la cristiandad europea contra el islam, a Burgos como su 
centro y Capital, donde destaca el genio político unificador de Fernán González, 


y el apasionante proceso del castellano de dialecto a lengua común. 29 Y eso, 
como si se tratara de algo casi sobrenatural e inevitable: de habla popular a 


lengua nacional, y de ahí a lengua del imperio. Un relato que podríamos definir 
como directa y llanamente pidalino, de darwinismo lingúístico. 


Cuando un dialecto se impone como lengua común en un amplio grupo 
social, la lingiística demuestra que es siempre, por una poderosa razón de 
índole religiosa, política, económica o literaria. [...] Castilla, la eterna 
Castilla, nos dio un idioma que llegó a ser ya para siempre en nosotros el 


sello inconfundible de su grandeza y de su espíritu. 100 


A esto hay que añadir el significado que alcanzan en 1936 las provincias 
viejo-castellanas y el Burgos capital de la España nacional, al servicio de la 
retórica de la victoria en la Cruzada y la reconstrucción de la historia de España 
en sentido finalista, donde la realización de la misión histórica del país ibérico se 
daría con el régimen entonces instaurado. La actualización y renovación de ese 
patrimonio, en función de la actualidad, no podía ser otra cosa que la exaltación 
de Castilla y su papel en la Cruzada Nacional contra la amenaza rojo- 
separatista, y el ensalzamiento de Franco como nuevo Fernán González: 


Por ella la Patria entera recoge hoy el ejemplo de esa Castilla alumbrada 
hace mil años, y pone en el Caudillo la fe ciega que iluminó a Fernán 
González cuando, en trance gemelo del presente, sentía en su alma el feliz 
estremecimiento de servir un destino privilegiado ofreciendo a Dios el 


quehacer total de su pueblo. ¡Viva Franco! ¡Arriba España! 101 


Como puede apreciarse, aunque fuera Castilla una especialidad del discurso 
imperial falangista, en su exaltación intervienen elementos procedentes de otros 
paradigmas discursivos. Muchos de estos elementos, y otros más, están activos y 
son reconocibles en el caso de Aragón, donde se conjuran todas las posibles 
codificaciones de la dimensión regional del franquismo: la región turística 
pirenaica, el musée vivant de hablas y culturas de la montaña, la reivindicación 
de la codificación del derecho privativo de la antigua Corona, la movilización 
erudita de las provincias hermanas, la exaltación de la pequeña patria dentro de 
la Grande, etc. El caso de cierto aragonesismo oficial (o permitido) ofrece una 
buena muestra de nacionalismo regionalizado articulado desde las estructuras 
oficiales del franquismo regional-provinciano. El desenlace de la Guerra Civil 
había truncado las corrientes democrático-autonomistas en Aragón, entregando a 


los sectores más conservadores de la burguesía local el cultivo y defensa de la 
identidad regional, de manera que los ideólogos del franquismo encontraron un 


campo libre para el despliegue propagandístico de la dictadura.192 Lo permitido, 
aunque a veces alentado, no pasaba de la ritualización de manifestaciones 
burdamente folclóricas, infraliteratura baturra, entusiasmos culinarios oO 


devociones nacionalcatólicas.103 Sin embargo, el campo de intervención del 
discurso franquista, en una región tan identificable como Aragón, alcanzaba 
incluso momentos de pretensión académica, bien integrados en el relato 
nacional. Ese fue el caso de la Semana Augustea organizada en 1940 en el 


marco de las celebraciones del Bimilenario del Emperador romano Augusto.104 


Otro ejemplo fueron en 1958 los festejos por el 150 aniversario de los Sitios de 
Zaragoza, con iniciativas de tono erudito y lúdico-literario, como el II Congreso 
Histórico Internacional de la Guerra de la Independencia y los Juegos Florales. 
Lejos de ser un evento académico, el congreso, organizado por la local 
institución del Patronato «Quadrado», la Institución Fernando el Católico 


(rc), 105 presenta un relato de la guerra napoleónica marcado por los dogmas y 
mitos del nacionalismo español, significando la confluencia en Zaragoza de esa 
España hecha a través de sus provincias y representada por sus eruditos, 
archiveros y catedráticos de instituto, dispuestos a aportar todo un repertorio de 
héroes locales a la exuberancia patriótica de la efeméride, y concretamente la 
confluencia de las pequeñas Españas, ahora fundidas en el relato mítico de la 
Guerra de la Independencia y reflejando la esencia inmutable de lo español 


representada en las particularidades de la periferia. 106 


En el epicentro de casi todas las expresiones de exaltación regional durante el 
franquismo, sobre todo de las que tuvieron cierta pretensión intelectual, el 1rc se 
convierte desde 1950 en una de las instituciones más influyentes de la región, 
parte importante de un proyecto de establecimiento de una cultura de corte 
fascista, antes, y en un espacio de sociabilidad para la élite intelectual falangista 


en general después. 107 Pues fue en la conmemoración de las diversas 


efemérides cuando la institución se implicó de lleno en la gestión del pasado 
regional, rescatando las figuras y eventos históricos susceptibles de integrarse en 
el metarrelato del oficial-nacionalismo franquista, y presentando estos como la 


aportación genuinamente aragonesa a la forja de la nación.198 Una de estas fue 
la conmemoración del Quinto Centenario de los Reyes Católicos (1951-1952), 
en la que Ibáñez Martín, aragonés, nos deja otro preclaro ejercicio de uso 


nacional y partidista de la memoria dinástica regional. 


Es, efectivamente, profunda la semejanza de los días que en aquella última 
parte del siglo xv antecedieron a la grandeza lograda por los Reyes 
Católicos con los días que en España precedieron a nuestro Alzamiento 
Nacional y lo justificaron haciéndolo necesario y urgente. Hubieron los 
Reyes Católicos de emplear puño de hierro contra la bandería, contra el 
sentido antinacional, contra el desmán, que hacía peligrosos los caminos 
españoles, contra la codicia de los logreros y mercaderes. Frente a un 
espíritu de dispersión afirmaron un espíritu de unidad. Vencer al enemigo 
interno era la premisa para vencer después al enemigo exterior. [...] Desde 
1936 —alba de Imperio, como entonces—, Franco y la Patria piden a todos 
que, por nuestros nuevos comunes provechos —que son los de entonces: 
Dios y España, dejemos cuanto es pequeño, particular y desordenado, 
porque sólo con esta premisa, que nuestro Movimiento empezó a 
restablecer a precio de sangre, se está logrando, con frutos de abrumadora 
realidad, y bajo la gloriosa capitanía de Franco, la difícil pero segura 


conquista de la grandeza de España.102 


Este paradigma de encaje, y al mismo tiempo de uso, de lo local en función 
nacional sería una constante en la relación entre nación y región en el Aragón del 
franquismo, cuyo panorama se completa con otras instituciones y un sinfín de 
publicaciones. En 1944 la rc crea una asamblea de notables y profesionistas, 
aragoneses de sauce, residentes fuera de la pequeña patria, el Colegio de 


Aragón, que será presencia irrenunciable en seminarios, jornadas y festejos LL0 


Completan el panorama las instituciones de las demás diputaciones de la región, 
el Instituto de Estudios Turolenses (IET, 1948) y el Instituto de Estudios 
Oscenses (IEOS, 1949), y la singular experiencia regional del ya citado IEPIR en 
Jaca. A través de la actividad de sus secciones y las publicaciones de sus más 
prolíficos miembros nos podemos hacer una idea muy clara de una de las 
expresiones más definidas de regionalismo franquista. Nos centraremos aquí de 
manera preferente en el tratamiento y proyección que de la región ofrecen el 
IEPIR, la IFC y el 1EO0Ss. Algo que nos permite observar la laminación de 
proyecciones identitarias que concurren a formular el discurso regionalista 
aragonés afecto al régimen y la manipulación de los recursos a su alcance. 


Si el ámbito progresivamente reconocido a la IFC se extiende a todo Aragón, 


el ¡EOS y el IEPIR se dedican a fomentar un nivel aún más reducido de 
particularismo. Si Zaragoza representa el corazón político y acervo histórico del 
antiguo reino, es en el Alto Aragón donde se acumulan sus más preciadas 
reliquias. Un territorio que sobrepasa los mismos límites de la región pero 
mantiene su centro en el Pirineo aragonés, con sus fablas, sus costumbres 
auténticas y sus paisajes incontaminados al servicio del mercado turístico 
nacional. Uno de los promotores de este interés es Pedro Arnal Cavero; oscense 
y miembro de la IFC, admirador de Costa y adherido al bando franquista desde la 
sublevación militar, dedica sus artículos en el Heraldo de Aragón a recopilar 


anotaciones de carácter moralista y etnográfico. 111 En Aragón en alto (1942) 
recopila numerosos fragmentos en aragonés somontano, generalmente 
descripciones costumbristas o paisajísticas, preocupándose de su adecuado 
blindaje ideológico. 


Aragón en alto... y España in excelsis. Así es y así sea, en sentido recto y 
en sentido figurado, en realidad y en simbolismo. Altas sus cumbres, y 
altos sus montes, y altos sus ríos, y altos sus pueblos, y altos y recios sus 
hombres... Y más alta todavía su historia, y más altas sus virtudes, y más 
altos sus valores espirituales, y más altos sus merecimientos, y más alta la 
reciedumbre de su carácter indomable [...] Este libro quiere decir, con 
orgullo, parte del tesoro inmaterial que tiene el Alto Aragón, y también 
declara que espera, en justicia, trato mejor sin gran reiteración en el pedir, 
que mal se aviene al mendigar con la psicología aragonesa. Y es que 
Aragón quiere dar, porque puede, honra y provecho a España, en cantidad 


y en calidad insospechadas.112 


El erudito del 1Eos, Ricardo del Arco, sentencia en sus Notas de folk-lore 
altoaragonesas (1943) que en Aragón se estaba haciendo poco, a pesar de las 
grandes oportunidades de estudio y abundancia de posibilidades. Sin embargo, 
una vez más, lo que realmente cuenta es el contenido y sentido político-cultural 
en su conjunto. 


Sin duda, la raza aragonesa se conserva aquí [en el Alto Aragón, nda.] más 
pura: ello se debe a que el Alto Aragón ha permanecido en un mayor 
aislamiento, y a que el musulmanismo [sic] no echó aquí hondas raíces, 
como lo comprueban la historia y el arte. El estudio de su cultura popular 


es menester no baladí, sino de alto linaje, porque se trata de la entraña de 
Aragón, de tanta significación en el conjunto español; de aquello que se 


esconde bajo el ropaje de lo circunstancial. 113 


Pues la vivienda, el traje, las danzas y fiestas votivas, pasando por la fabla 
utilizada en cantos y pastoradas, son expresiones de un inestimable poso de 
tradición nacional. Como sentenciaría Miguel Dolc unos años más tarde en la 
revista oficial del 1EOS: 


Es indudable, por otro lado, que la zona más íntegra y más genuina del 
antiguo reino reside en el Alto Aragón y, en particular, en los serenos 
rincones pirenaicos. Gracias a su aislamiento, los posos de la tradición 
persisten casi inmóviles, pero sanos, en el Aragón septentrional: el habla, 
las costumbres, las danzas, las leyendas, los romances surgen, como si 
vivieran en la infancia, mojados con el primer rocío de los albores 


humanos. 114 


Como se puede notar, el concepto de Aragón que maneja el ¡zos es muy 
restringido, identificado con el más sereno y puro de sus montañas, lejos de la 


contaminación urbana y moderna.113 Una de las expresiones más auténticas de 


ese tesoro, al mismo tiempo regional y nacional, sería lo que queda del romance 
aragonés, superviviente en los valles pirenaicos del norte bajo el nombre ni 
neutro ni científico de fabla. Aunque con unas dimensiones muy reducidas, y 
pobladas por filólogos extranjeros, el dato relevante de conjunto es la cola- 
boración regional entre entidades provinciales. El interés por el Alto Aragón se 
reparte entre las dos entidades citadas y la Sección de Folklore de la Irc y sus 
revistas Costumbres y Tradiciones y Archivo de Filología Aragonesa. Pues 
durante los años cuarenta se vive un notable desarrollo del interés por el folclore, 


la cultura popular y los dialectos pirenaicos. 418 En septiembre de 1950 se 
celebra en Donostia, organizado por el IEPIR, el Primer Congreso Internacional 
de Estudios Pirenaicos, con la concurrencia de filólogos extranjeros y eruditos 
locales, que coinciden en el valor arqueológico del aragonés como vestigio y 


huella prerromana e ibérica en la sucesiva romanización. 12 Un ejemplo 
bastante típico de interés erudito, aséptico en el uso del nombre aragonés en 
lugar de fabla y sin ninguna intención o fines de valorización del idioma, dentro 


de una línea que podemos asimilar a los estudios pidalinos, cuyo objetivo solía 
ser el de estudiar fablas, bables y dialectos en aras de una mejor comprensión de 
la historia y desarrollo de la lengua española. Desde Ramón y Cajal y Joaquín 
Costa, hasta Arnal Cavero, Tomás Buesa Oliver y Antonio Durán Gudiol, es 
decir, en la tradición anterior y cultivo presente del aragonés, este no es otra cosa 
que un dialecto, una curiosa reliquia y un desafío para las mentes superiores de 


una casta de eruditos.118 En fin, con las muchas distinciones que pueden 
alegarse (número de hablantes, prestigio literario, historia y antecedentes), el 
paradigma encontrado atrás por el asturiano/bable puede asumirse por el 
aragonés/fabla y el interés que suscita en las capas cultas del régimen, pura 


curiosidad cultura] 119 


Sobre esta base de movilización del medio cultural alrededor de lo que es 
privativo de Aragón, viene el desarrollo de una cada día más compleja y 
articulada oferta y reivindicación regional aragonesa. La IFC empieza a editar en 
1955 una revista oficial, junto a los numerosos boletines de sección. La estre-cha 
relación de funcionalidad de la historia y valores locales para con la justificación 
y legitimación política del régimen viene a darse de manera ejemplar en las 
páginas de Zaragoza. En su primer número, Antonio Zubiri expresa las 


coordenadas de eso que parece un programa político-cultural en toda regla: 120 


«... que son algo así como la pequeña historia de una provincia que fué centro 


de un Reino glorioso en la gran Historia de la unidad de destino de España». 121 


De ahí que la Irc se vaya relanzando como herramienta al servicio de toda la 
región: 


... plenamente inserta en el momento preciso de su tiempo, en el que se 
imponía la reconstrucción y propulsión de la cultura española, aquejada de 
antiguos males, y con ello, avivándose el conocimiento de lo aragonés 
desde un plano universal, desde todo lo alto, como en los mejores instantes, 


de Aragón, cuando fué faro luminoso de la espiritualidad mediterránea. 122 


De entre otros ejemplos de cuidadoso trabajo de suministro de recursos, la 


reivindicación de los fueros de Aragón bajo el patronato de San Jorge.123 Una 
contribución que no se limita al ámbito de la simple erudición y que logra tener 
una cierta y reconocida visibilidad pública, a través de iniciativas fuera de la 
academia. Mucho antes de la institucionalización del Día de la Provincia, a 


saber, activo desde aproximadamente 1962 en algunas provincias, las 
instituciones zaragozanas dan comienzo en 1956 a dos importantes efemérides, y 
lo hacen con contenidos sorprendentes: «Como actos, conmemoraciones, 
centrales de la Institución en este semestre figuran los Días de Aragón y de San 


J orge».124 


El Día de Aragón de entonces se celebra el 19 de marzo, ese año en el pueblo 
ilerdense de Cervera, caracterizándose como una «magnífica jornada de 


hermandad catalano-aragonesa».122 Es decir, como una celebración de las 
glorias de la Corona de Aragón en todos sus dominios peninsulares. 


Otro caso paradigmático de uso nacional y franquista de la región, en este 
caso de alcance uniprovincial, es el de Asturias y la institución de cultura de la 
Diputación de Oviedo, afiliada al Patronato, el Instituto de Estudios Asturianos 
(IDEA). Su nacimiento se formaliza en 1946, en la senda de las celebraciones 
jovellanistas, aprovechando las propiedades y estructuras del antiguo Centro de 


Estudios Asturianos (CEA), por iniciativa de Sabino Álvarez Gendín.12£ Su 
propósito fue entroncar los antecedentes de la erudición asturiana con una 
lectura que, a posteriori, insertaba el cultivo de lo regional-provincial 
declinándolo según la estricta liturgia franquista. 


Las cosas de Asturias: Folk-lore poético y musical, los monumentos 
prehistóricos, arqueológicos y epigráficos, la diplomática o documental 
histórico, su idiosincrasia geográfica y sobre todo su bable, merecieron de 
tiempos pretéritos no solo el cultivo poético, [...], sino el estudio de 
profesionales y aficionados, cuya recordación traigo como antecedente del 


Instituto. 127 


Sobre estas premisas, el IDEA acaba representando un ejemplo casi idealtípico 
de particularismo regional-provincial franquista, al imprimir un fuerte filtro a los 
estudios, interpretando los materiales culturales diferenciales de Asturias como 


particularidades de una imaginada cultura española.128 La exaltación de lo local 
se fue sustanciando en la recuperación/activación del covadonguismo, bien como 
visión del papel del Reino de Asturias en función nacional española, bien como 
celebración de los valores de sangre de una supuesta raza astur, en cuanto 


esencia de una españolidad incontaminada.122 Una vez más lo regional (y 
provincial), y su dimensión identitaria, se presenta como apoyo de la tradición, 


poso de valores ancestrales incontaminados por las contradicciones de la 
modernidad, y entre ellas la revolución social y el nacionalismo separatista. 
Además, la inversión que se hizo desde la Diputación para suportar al IDEA fue 


bastante respetable.130 


El IDEA es sin ningún género de duda muestra de la que fue plena integración 
dentro del régimen de la visión de la región como algo espiritual e impolítico, 
mientras que las contradicciones o tensiones en la coalición de derechas que fue 
el franquismo asturiano no parece que fueron esenciales al respecto. Algo que no 
hace más que indicar que, en primer lugar, fue más lo que unió a esos grupos que 
lo que los separaba y, en segundo lugar, que la identidad de intereses y de 


prácticas de los distintos integrantes del IDEA fue relevante.131 Sobre esta base 


nacional se inserta la atención hacia la cultura regional-provincial, hacia lo que 
es privativo de Asturias, parte de su patrimonio único más particular y que solo 
tendría sentido si incorporado en la grande misión universal de España: la 
historia regional, la lengua y folclore. El tema histórico representa, con creces, el 
mayor activo del IDEA, tanto como volumen de artículos en su boletín como en 
concepto de publicaciones separadas y libros editados por la entidad. Se reseñan 
así las glorias del Reino de Asturias y la Reconquista, la resistencia contra Roma 
y la llegada de la ilustración en figuras como Jove-llanos, el patriotismo 
asturiano durante la Guerra de la Independencia y last but not least la 
justificación en sentido franquista de todo episodio y personaje local. De manera 
que, frente a la presencia relevante de experiencias y figuras progresistas O 
revolucionarias, los estudios del IDEA acababan eliminándolos de la historia 
regional. El discurso historicista de la entidad se sustancia en un sentimiento que 
ya no consiste en un simple localismo, sino en un chauvinismo, no solo porque 
Asturias haya estado presente en la historia de España, sino porque esta 
presencia había sido una realidad que abundaba en una determinada manera de 
entender la patria hispana, funcional a la justificación histórica del alzamiento 


nacional. 132 


Sin embargo, es por el tratamiento de cuestiones como la lengua y el folclore 
por lo que el IDEA nos ofrece los ejemplos cualitativamente más interesantes. Se 
ha interpretado que el interés del franquismo asturiano por el dialecto local 
procede de la convicción de su falta de potencial identitario peligroso para la 


nación española.133 Efectivamente, el Catecismo patriótico español (1937) de 
Menéndez-Reigada ni hacía referencia al asturiano siquiera como dialecto 


español. En realidad lo que el franquismo mostraba hacia el asturiano expresaba 
más bien un tanto de despreocupación positiva, una falta de intervención ante 
una realidad ya ampliamente degradada, que iba acentuando su conversión en 
dialecto del castellano, y que no representaba nada más que una curiosidad 


etnográfico-folclórica. 134 Según una sugerente interpretación, el régimen 


franquista mantuvo en vida el asturiano, a través de una calculada permisividad, 
pero como un cuerpo casi muerto, en coma irreversible, que ya no podía 
encarnar ningún deseo pecaminoso ni representar peligro alguno para la nación 


española.132 El asturiano, reducido a elemento folclorizante y objeto de estudio 
de algunos eruditos, ya no podía representar ninguna amenaza al dominio del 
castellano y a la jerarquización de los recursos culturales. En los intersticios de 
este juego de encajes, el asturiano tuvo el papel de dialecto o conjunto de hablas 
nativas y Asturias, su historia imaginada y su identidad conservada, la 
significación de región histórica, antiguo reino que encuentra su misión 
universal en ser parte de la grande empresa nacional española, y nada más. Por 
otra parte, el interés por la filología y literatura en asturiano estuvo muy por 
debajo del volumen de trabajos que la entidad produjo o editó sobre el 
castellano: veintiséis contra treintaitrés. La lengua de comunicación, estudio y 
recopilación sobre la lengua nativa era el castellano. Ante la alta costura de las 
publicaciones de filología y literatura castellana, sobre las glorias asturianas de 
la literatura en la lengua universal, el espacio dedicado a la lengua regional fue 
muy delimitado metodológica e ideológicamente. El primer número de Bidea, 
editado en 1947, ofrece una buena muestra de las líneas de interés de los 
estudios asturianos: dos ensayos sobre la figura de Jovellanos, el poema en 
bable de Constantino Cabal, Ye pequeñina y galana, una poesía festiva en bable 
de Antonio Oliveros, Si non juera la vesita, y la presentación del primero de una 
larga teoría de obras sobre los diferentes bables, El bable de Cabranes de L. R. 


Castellano.128 En el segundo número, de ese mismo año, Álvarez Gendín fue 
fijando las bases de la intervención cultural en tema lingúístico. 


Es típico vehículo del alma asturiana el bable; este bable cuya fonética y 
semántica guarda tanto acompasamiento como la fonética y la semántica 
medieval, y cuando no a veces también con su morfología, y por eso, a la 
jota aspirada o gutural la representamos como sonaba y se decía en el siglo 
XIII como y griega, [...]; este bable tan flexible para sintetizar en un verbo, 
y a veces onomatopé-yico, todo un circunloquio verbal según lo requiere el 


castellano, el español moderno. 127 


La lengua nativa se presenta así como símbolo y orgullo de la tierrina, objeto 
de culto e idealización. 


Pues bien, para evitar, no que el lenguaje no evolucionare [sic] a tenor de 
las necesidades de cada momento y de los descubrimientos de cada hora, 
sino que olvidáramos el hablar popular de nuestros mayores, era notorio 
que si no se constituía algún organismo que recogiese las reliquias 
dialectales y las conservase en estudios sobre el romance y la filología, 
recopilando los escritos de nuestros poetas hablistas, o redactando un 
diccionario en bable, todo se perdería en el insondable mar de la literatura 
moderna, que la imprenta, sobre todo la prensa periódica, y hoy la radio, 
hace inundar la región, hasta penetrar en los más apartados intersticios 


rurales 138 


Es patente la proyección del bable como algo que se habría de proteger del 
ataque de la modernidad, sin embrago, las herramientas de esta salvación serían 
la recopilación y cierta ordenación erudita de lo popular, y el objetivo final en 
absoluto sería su dignificación literaria y formal ni su consideración como 
lengua propia y normativa. Bajo este prisma, la consideración de la necesidad de 
volver las manos a la obra planteada por Jovellanos y otros que, 


. se propusieron la formación de un diccionario del dialecto asturiano 
llegando a publicarse el plan de esta obra que quedó solo en proyecto, [...]. 
El Instituto de Estudios Asturianos nace no en vía estrecha, sino 
encarrilado en amplio camino de una provincia no solo rica en estudios 
folklóricos, dialectales y genealógicos [...], sino geológicos y mineros, 


como los de Jovellanos, [etc.].139 


La formación de un diccionario, la recopilación del vocabulario local, etc., 
pueden representar un paso necesario por la normativización de cualquier 
idioma, sin embargo en el planteamiento del IDEA no habría nada más que eso: 
recopilación sin normativización y exaltación sin oficialización. 


Al margen de libros, ensayos y conferencias, el IDEA solía organizar también 
varios tipos de concursos: en 1948 y 1958, tuvieron lugar sendas ediciones del 


Concurso de Cuentos Regionales, en 1951 un concurso de poesía lírica en 
castellano y bable, y en 1956 otro sobre la figura de Menéndez Pelayo. A saber, 


en 1947 se había organizado también una Fiesta del Bable.14% Para completar el 
abanico de temas y puntos de vista que esta iba socializando, como el interés por 
el celtismo y la institución tradicional del conceyu. Dos líneas que solían ir 
emparejadas a cierto discurso tradicionalista y carlista. 


Más allá de la funcionalidad casi mecánica, donde el asturiano se percibe y 
vive esencialmente como parte de un mundo ajeno al complot rojo-separatista y 
masónico, encariñarse con la lengua vernácula y los placeres del entrañable 
dialecto tiene otra perspectiva más profunda e ideológica. Para poderla observar 
hay que hacer nuevamente referencia a Menéndez Pidal. Pues, la entidad le elige 
miembro honorario en 1947, de entre sus primeras actuaciones, mientras en 1962 


vuelve a editar sus dos históricos trabajos filológicos sobre el asturiano. +41 


Los postulados lingiísticos del IDEA, y de todo el particularismo franquista 
de Asturias, eran los generales que mandaban en toda España. Siguiendo los 
postulados pidalinos, el leonés (o astur-leonés o asturiano según los gustos), el 
aragonés, el navarro y el castellano serían todos dialectos del español. Este punto 
de vista ideológico, antes que científico, tiene la funcionalidad de exaltar la 
lengua universal como algo superior que se ha construido de manera compartida 
entre los españoles, por confluencia y unificación de dialectos y bajo leyes 
naturales casi darwinianas. La recopilación, el estudio y el cultivo de una lengua 
nativa, pues, se hacen a través de la lente superior de una lengua universal y, al 
mismo tiempo, como instrumento para mejor conocer la segunda desde las bases 
de la primera. La operación ideológico-cultural del maestro de la filología 
nacional española, como ya hemos adelantado en apartados ante-riores, viene a 
constituir la paradoja de rebajar a simple conjunto de hablas el asturiano dentro 
del antiguo dialecto leonés y, al mismo tiempo, de diferenciar de manera clara el 
dominio del leonés de sus vecinos gallego y castellano. 


Aunque de esa forma muy limitada, la actividad del IDEA tuvo como 
consecuencia de longue durée, no se sabe si consciente, una identificación entre 
Asturias y su habla, aunque fuera al plural. Tal vez fuera una paradoja, como a 
menudo en la historia de las identidades (y no solo), pero esa declaración de 
unitariedad de facto, que hacía que el bable se fuera identificando cada vez más 
con Asturias, mucho más allá de las fronteras lingúísticas reales, llevaba dentro 
la imaginación de una diferenciación interna casi infinita. Con lo cual, una de las 
características principales de la política lingúística del IDEA fue precisamente 


declinar la denominación de bable al plural.142 De ahí que el común 
denominador de las obras sobre el asturiano fuera el paradigma, repetido al 
infinito de el bable de..., de una comarca, de un valle, de un conceyu, de un 
pueblo, occidental, oriental, central, pero siempre de Asturias. Ante la existencia 
de rasgos comunes, que diferencian el asturiano de las demás lenguas vecinas, la 
teoría de los bables hace hincapié en las diferencias internas para plantear la 


inviabilidad de una koiné asturiana.142 Cabe decir que, el propio uso de bable 
no deja de tener un cariz despectivo, reseñando sus posibles significados y 
etimologías: habla confusa y balbuciente, balbucir, evolución de habla o fabla 
del latín fabula, babel de confusión e incluso procedentes de onomatopeyas 
como bla-bla-bla; mientras que el plural bables tiene un parecido ideológico con 
otro plural, el francés patois, y la negación de cualquiera unidad idiomática 
interna o independencia morfológica. A saber, si la invención del término bable 
fue a cargo de Jovellanos, la de su declinación al plural parece proceder del 
propio Menéndez Pidal. 


MÁS ALLÁ DE UNAS CONCLUSIONES... 


No cabe duda de que la perspectiva que adoptamos a la hora de plantear una 
investigación acaba condicionando profundamente el momento interpretativo. 
Eso quiere decir que, a menudo, las conclusiones tienen más de retórica 
consuetudinaria que de rigor científico. Pues lo que hemos planteado como 
enfoque en las líneas introductorias y desarrollado, creemos que de manera 
coherente, tal vez necesite ahora un mayor nivel de problematización. 
Asimismo, el campo de los estudios sobre nacionalismo regionalizado y, en 
concreto, sobre el regionalismo franquista tiene muchísimo camino por recorrer. 
Hoy conocemos, o por lo menos algunos lo interpretamos así, el franquismo 
como un paradigma oficial-nacionalista, un nacionalismo banal, dotado de una 
dimensión regional y discurso regionalista. Este se articula como relato de 
soporte particularista al paradigma universalista. Ahora bien, hasta la fecha solo 
hemos aislado, aunque con buen nivel de precisión, el objeto de investigación, 
hemos verificado su existencia y funcionalidad, sin embargo, todavía no hemos 
entrado en la profundidad del asunto. Cada región, cada relato regionalista, 
necesitaría un estudio cuantitativo, por ejemplo en la prensa local o en el día a 
día de la educación, en su desarrollo concreto, que de manera inevitable nos 
podría hacer perder de vista la dimensión global del todo. Pero solo de este 
modo daríamos con la articulación concreta y la mecánica histórica de los 


paradigmas que hemos aislado como discurso, uso y relato y, si a caso, poder 
cuantificar el alcance del regionalismo en la nacionalización franquista. 


Una segunda cuestión que, a nuestro entender, queda todavía por precisar es 
el papel real, concreto, de la región en la pugna entre falangistas y 
nacionalcatólicos que caracteriza la cronología tratada. Al parecer, la victoria de 
los nacional-católicos en la pugna por el poder y la hegemonía cultural no 
conlleva ningún cambio en la política regional del régimen. Esto abre camino a 
diferentes hipótesis todavía por explorar: en primer lugar, si el recurso al 
argumento regional no fue nada más que baza instrumental de una polémica, sin 
ninguna consecuencia, una vez ganada la batalla; en segundo lugar, si el dogma 
funcional-centralista, por una parte, y el miedo al separatismo, por la otra, 
pudieron incluso con las mejores intenciones y auténticas preocupaciones 
regionalistas, y, en tercer lugar, si no fuera nuestro punto de vista actual, tan 
contaminado hasta la fecha por la confusión conceptual entre nacionalismo 
(regionalizado) y nacionalismo (periférico), a impedir una lectura más profunda 
del regionalismo franquista. Pues, si así fuera, si pudiéramos interpretar todo lo 
que hemos aquí reseñado, como algo coherente con la proyección de la región 
como elemento funcional a la nación, no relevaríamos ninguna incoherencia ni 
contradicción. Más en concreto la región franquista era lo que era, no aquello 
que nosotros podemos imaginar o la oposición franquista reivindicar: un 
paradigma espiritual, un espacio para la erudición elitista, un lugar para disfrutar 
del folclore. Al fin y al cabo, como se ha subrayado, el contenido del paradigma 
identitario franquista era lo que era, donde el pueblo y lo popular fueron 


substituidos por la tradición y lo tradicional. 444 


Una tercera cuestión atañe al papel que se le asigna a Cada región, en su 
cometido de afluente chico pero valioso del río grande de la patria. Una 
respuesta inmediata, diríamos gráfica, se puede ofrecer al hilo de las páginas 
aquí escritas. Esbozar una suerte de genealogía franquista de las regiones 
españolas choca de entrada con la cuestión de Castilla, primus inter pares para 
unos y fundadora de España para otros. Es más, choca con todo el patrimonio del 
nacionalismo español y todas sus tendencias. Circunstancia que, de paso, 
dificulta sobremanera la articulación de un regionalismo castellano, al necesitar 
un arriesgado replanteamiento del papel imperial de Castilla. Y sin embargo cada 
región aporta algo, incluso en los planteamientos más castellano-céntricos: 
Asturias, el reducto más auténtico de la cristiandad española, de sus tradiciones 
intactas; Aragón, la solera de una prestigiosa corona y cultura de Estado; ambas 


conservan auténticos tesoros culturales en sus hablas entrañables pero 
condenadas a la desaparición. Cada región aporta también sus hijos a la patria, y 
cada uno de ellos mantiene a menudo una postura regional-particularista menos 
conocida, integrada en otra nacional-universalista, o bien combina una visión 
global con una particular: Calvo Serer en Valencia, Ibáñez Martín en Aragón, 
Tovar ante lo vasco, etc. 


Por último, dejamos el asunto más polémico entre todos, porque afecta 
directamente a las fidelidades e identidades que el historiador del presente pueda 
tener de facto, su lugar en el mundo, su punto de vista, como producto de 
relaciones históricamente determinadas y a menudo invisibles. Pues sería el caso 
preguntarse cuánta parte de todo lo que hemos reseñado es peculiar del 
franquismo y no lo sería también, por lo menos en sus líneas generales, del otro 
oficial-nacionalismo, el de la oposición. El castellano-centrismo, el papel 
particular y/o nacionalizador de la pequeña patria, la jerarquización entre nación 
y región, el eje central de la justificación de la nación articulada desde el Estado, 
al margen de los recursos argumentales que se utilicen, y unas cuantas cosas 
más, no pueden achacarse solamente al franquismo. Asimismo, como se ha 
podido sobradamente observar, el paradigma del particularismo es plenamente 
parte del oficial-nacionalismo, por la vía del nacionalismo regionalizado. 


Todo esto habría que retenerlo con atención cuando nos desplacemos a la 
época inmediatamente sucesiva, a los siguientes tres lustros, significados por la 
introducción de elementos y problemáticas nuevas que contribuyen a dibujar 
algunos de los contornos de la crisis final del régimen: las necesidades del 
regionalismo funcional, la renovación y resurrección de los nacionalismos 
periféricos y el cambio semántico sufrido por aquellos mismos productos 


culturales que aquí hemos observado.142 


* La investigación en que se basa este ensayo se enmarca en el proyecto de 
investigación HAR2009-07825 y representa una extracto de algunas partes de 
nuestra tesis doctoral en curso de redacción por la Universitat Autónoma de 
Barcelona. Unas primeras bases incipientes de este ensayo, en A. Geniola: 
«Erudición y particularismo. Sobre la oferta “regionalista” del franquismo», en 
A. Cabana Iglesia, D. Lanero Taboas, V. M. Santadrian Arias (eds.): VII 
Encuentro de Investigadores sobre el Franquismo, Santiago, Fundación 10 de 


Marzo-Departamento de Historia Contemporánea e de América/Universidade de 
Santiago de Compostela, 2011, pp. 163-175. 
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FRANQUISMO BANAL: ESPAÑA COMO RELATO TELEVISIVO 
(1966-1975) 


José Carlos Rueda Laffond 
Universidad Complutense de Madrid 


INTRODUCCIÓN 


Nationwide fue un programa emitido diariamente entre 1969 y 1983 por el 
canal británico BBC1. Difundido tras el noticiario de mediodía, servía de 
contrapunto a la información política. Nationwide era un magazine de asuntos de 
actualidad donde se entremezclaban entrevistas, crónicas deportivas o reportajes 
de tono intrascendente. El espacio apostaba por una información de proximidad 
con secciones regionalizadas («Look East», «Look North», «Points West», 
«South Today», «Wales Today», «Midlands Today», «Scene Around Six», 
«Reporting Scotland», «Spotlight South-West» y «London»). Su carácter como 
propuesta de infoentretenimiento sirvió de modelo para otros formatos que 
proliferaron en las televisiones europeas a partir de los años ochenta. 


Nationwide fue objeto de una investigación académica, desarrollada entre 
1975 y 1979 en el Centro de Estudios Culturales Contemporáneos de la 
Universidad de Birmingham, que dio como resultado dos publicaciones 


complementarias de Charlotte Brunsdon y David Morley.2 Ambos textos 
antecedieron a los trabajos de Billig, Enderson, Eley y Suny, Babha, Bonner o 
Schlesinger, centrados en analizar el papel socializador de los medios gracias a 
un sentido sutil —pero inequívoco— de lo nacional, con frecuencia a través de 


contenidos intrascendentes, pero asequibles para la audiencia.2 Una de las 


conclusiones más relevantes de la investigación de Morley y Brunsdon fue 
subrayar el carácter de lo nacional como encuadre que podía guiar la 
comprensión de la audiencia. Nationwide ofrecía un amplio muestrario de 
formas de idiosincrasia británica, se difundía desde una cadena pública nacional 
y se dirigía a una comunidad heterogénea de espectadores, que podía entenderse 
como familia. Sin embargo, ambos investigadores también observaron que el 


programa era apreciado de distintas formas por los televidentes, y que estos se 


ubicaban en posiciones variadas —de aceptación, indiferencia o crítica— ante sus 


contenidos.2 


Morley y Brunsdon problematizaron, pues, los automatismos entre 
intencionalidad del relato televisivo y la práctica social de la recepción. Al 
tiempo, discutieron otras consideraciones negativas otorgadas tradicionalmente 
al poder de la televisión. Con frecuencia tanto la reflexión politológica como la 
cultural han insistido en idea de que el medio sería, por definición, un 


instrumento narcotizador o alienante.4 


El presente capítulo se aproxima al binomio Televisión Española (TVE) e 
identidad nacional durante el tardofranquismo. Plantea, por tanto, una 
aproximación histórica, aunque nuestro deseo es sugerir un marco de reflexión 
más amplio sobre las relaciones entre televisión generalista y discurso nacional. 
En los últimos años —sobre todo desde 2011, cuando comenzó a sustanciarse la 
aspiración soberanista en Cataluña como propuesta política de amplio espectro— 
se han multiplicado las voces acerca de la capacidad de la televisión a la hora de 
teledirigir el sentimiento nacional. En ocasiones dichas interpretaciones han 
respondido a un esquema de corte mecanicista, donde se ha planteado una 
correlación automática y de alcance homogeneizador entre manipulación, 
diseminación selectiva de valores y determinación de los procesos de 


recepción.2 En correspondencia con este enfoque, se ha considerado que el canal 
autonómico público Tv3 (Televisió de Catalunya) se habría distinguido por 
actuar como una maquinaria propagandística volcada en la difusión partidista del 
proyecto soberanista. Su estrategia habría consistido en invisibilizar los 
posicionamientos contrarios a esa postura y, en paralelo, en incurrir en 
escandalosas operaciones de instrumentalización, por ejemplo utilizando a 


niños.O 


Desde medios conservadores se ha llegado a apuntar, por ejemplo, que el 
discurso televisivo independentista catalán sería equiparable al manejado en el 
entorno de la izquierda abertzale, y que ambos mostrarían inquietantes 
similitudes con las técnicas propagandísticas de los totalitarismos de 
entreguerras. El reportaje de Cristina Ortega «La imposición y perversión del 
lenguaje» (emitido en el programa Zoom Telemadrid, en la cadena autonómica 
homónima en mayo de 2013) arrancaba con un encadenado de planos donde se 
sucedían imágenes de archivo de Stalin, Hitler, de militantes de ETA y de un 


consejo de gobierno de la Generalitat presidido por Artur Mas.Z Este reportaje se 


basaba en una concepción conductista sobre los efectos de los medios.2 Es 
posible detectar en este tipo de enfoques influencias, más o menos matizadas, de 
inspiración lasswelliana. En síntesis, vendría a decirse que la televisión actúa 
(junto a algún otro instrumento de socialización, como la escuela) como brazo de 
agit-prop del poder político, y sus mensajes serían balas mágicas o agujas 
hipodérmicas que habrían inoculado directamente en la audiencia el virus del 
nacionalismo radical, alterando así las conductas, actitudes y comportamientos 


de ese sujeto social paciente? 


¿Cómo podemos medir la manipulación?, ¿y cómo podemos cuantificar los 
efectos televisivos? ¿La televisión pública es una mera Caja de resonancia de 
discursos políticos construidos desde arriba?, ¿o bien, por el contrario, 
constituye un reflejo de los discursos sociales, y, por tanto, su esencia es 
eminentemente especular, dando forma a tendencias de opinión y a formas de 
cultura nacional presentes en el espacio público? Cabe adelantar que son 
cuestiones que, desde luego, no van a tener aquí respuesta, porque 
probablemente esa respuesta no existe según los estrictos términos que acabamos 
de formular. Pero lo que sí puede ser ilustrativo es explorar ciertas experiencias 
de pasado. En primer lugar, porque tal vez nos permiten apreciar con cierta 
distancia las conexiones entre gestión televisiva y mecánicas de intencionalidad 
nacional. Y, por otro lado, porque dichas experiencias de pasado pueden arrojar 
luz sobre la relación entre representación televisiva e impregnación de ciertas 
culturas hegemónicas presentes en el espacio público. Ambas esferas —gestión y 
representación— no son divergentes. La cuestión que hay que formularse no se 
refiere tanto a los efectos directos que pueden tener, puntualmente, unos 
hipotéticos contenidos manipuladores. Por el contrario, nuestro objeto de interés 
son los usos históricos del medio como proyecto nacionalizador y como 
encuadre para múltiples expresiones de lo nacional. Dicho de otro modo: más 
que a la tormenta, nos interesa aproximarnos a la lluvia fina persistente, casi 
omnipresente. 


ESTUDIANDO LA TELEVISIÓN FRANQUISTA 


Las relaciones entre televisión y representación nacional han sido objeto de 
análisis en la bibliografía internacional, particularmente ante contextos definidos 
por las tensiones identitarias o por el desajuste entre aparato estatal y sentimiento 


nacional. 10 Respecto al caso español, en los últimos años se han multiplicado 
los estudios interesados por la conexión existente entre las televisiones 
autonómicas y la representación de claves idiosincrásicas, y, sobre todo, se ha 
abordado la ficción como contenedor privilegiado de discursos sobre la cultura 


de lo nacional.11 En cambio, el papel de TVE o de las cadenas privadas 


comerciales como ámbitos de recreación de marcas nacionales españolas ha sido 


estudiado en menor grado.12 


Este vacío es mayor en lo referido a las investigaciones de corte 
retrospectivo. Si bien existe una historiografía que ha cartografiado la televisión 
franquista, no contamos con monografías específicas dedicadas a su carácter 
como herramienta nacionalizadora o a su posible papel en el contexto de la 


cultura popular nacional española.13 Cabe justificar dicho vacío desde el punto 
de vista de que, por definición, TVE se configuró y actuó como un instrumento en 
el que habría que dar por supuesta la intencionalidad nacionalizadora. Cabría 
entender por tanto que cualquier esfera televisiva estuvo consustancialmente 
impregnada de españolidad, haciéndola en cierto modo invisible. No obstante, 
semejante axioma se complica si nos interrogamos por las pautas singulares de 
articulación de discursos e imaginarios, por sus cambios y persistencias, o por 
las conexiones con otros ámbitos institucionales o sociales. Como destacó 
Vicente Sánchez-Biosca, TVE se insertó en un tejido más vasto y poliédrico (las 
culturas del tardofranquismo). En tales ejes ocupó una posición definida. Sin 
embargo, esa trama no era cerrada, y cabe suponer que TVE coparticipó también 
en dinámicas de permeabilidad con otras manifestaciones derivadas del cine, el 


teatro, la literatura, la música o el periodismo. 14 


Sí contamos, en cambio, con una prolongada línea de interpretación centrada 
en lo que se ha estimado como sesgo manipulador de TVE. Este aspecto 
conformaría, en algunas valoraciones históricas, un hilo conductor coherente 
capaz de enlazar la televisión franquista con la democrática, independientemente 
de la promulgación del Estatuto de radio y televisión de 1980. Se trata de una 
consideración que resalta la función política de la televisión recalcando el sesgo 
gubernamental de TVE, dimensión que habría permitido constantes injerencias y 
utilizaciones interesadas desde el poder. Las raíces de esta apreciación se 
encuentran en las primeras observaciones críticas sobre la televisión de la 
dictadura formuladas desde la izquierda a finales de los años sesenta o inicios de 


los setenta. 12 La percepción crítica también fue frecuente en la prensa del PCE o 


el PSOE, coincidiendo con las campañas del referéndum de 1976 o de las 


legislativas de 1977.1£ Con posterioridad, ha vuelto a plantearse a la hora de 
enjuiciar los mandatos de algunos directores generales (como José María 


Calviño, durante la etapa socialista), 12 o como consecuencia de la gestión de 
TVE en los momentos inmediatamente posteriores a los atentados de Madrid del 


11 de marzo de 2004.18 Un estudio de conjunto que resalta la continuidad de 


este uso político de la televisión pública sería el de Enrique Bustamante.12 En él 
se plantea que la esencia del diseño televisivo franquista se fundamentó en el 
principio del intervencionismo, aspecto que no se corrigió durante la transición 
ni en el «sistema competitivo y comercializado» coincidente con los gobiernos 
de Felipe González, alcanzando finalmente cotas de «dependencia extrema 
gubernamental» a partir de 1996, con los gobiernos populares. Según el análisis 
de Bustamante, el modelo de televisiones autonómicas surgido a partir de inicios 
de los años ochenta se habría caracterizado por reiterar, a pequeña escala, los 
mismos vicios endémicos que aquejaban a TVE (designación gubernamental de 
los directores generales; consejos de administración sin competencias reales, 
definidos por el reparto de cuotas partidistas; o modelo comercial publicitario, 
prontamente deficitario). 


Tal y como se ha indicado antes, el objeto de nuestro trabajo se centra en 
concretar algunos rasgos estructurales de la televisión y en analizar ciertas 
representaciones emitidas en la recta final del régimen franquista. Estimaremos 
que resultan relevantes para valorar la naturaleza del medio como instancia con 
pretensiones nacionalizadoras, dirigido a (re)producir valores, normas o pautas 


de significación ubicadas en un encuadre de orden nacional.20 La posición 
central ocupada por TVE en el entramado mediático gestionado directamente 
desde el ámbito estatal permite apreciar asuntos como el sentido de lo español 
dentro del esquema ideológico tardofranquista, o cuáles fueron algunas de sus 
estrategias de difusión y vulgarización hacia la esfera pública. Debe subrayarse 
que la televisión vivió un acelerado e intenso proceso de socialización entre 
1966 y 1975, pasando de ser un medio hasta cierto punto minoritario y con 
presencia geográfica limitada a convertirse en un referente colectivo generalista 
e interclasista con alcance en el conjunto del territorio nacional. 


Partiremos de varios supuestos. Como ya se ha indicado antes, en particular 
de la necesidad de distinguir entre gestión y oferta de contenidos. Si bien TVE 
presentó un sesgo nítido como medio gubernamental, no constituyó un todo 


homogéneo, debiéndose diferenciar entre las dimensiones de la política 
(planificación televisiva, dinámicas de expansión territorial, modelo de 
explotación económica y administrativa) y la representación (programación). 
Esta dualidad permite interrogarse por el acoplamiento entre una concepción de 
lo nacional español de arriba abajo (diseño estatal del servicio) y otra de abajo 


arriba (polifonía en la recreación de la españolidad).21 TVE fue, ante todo, un 
medio de entretenimiento, y hacia ese tipo de espacios se orientó la aceptación 
de la audiencia. Ello supone cuestionar las posibles fórmulas de coerción frente 


al sentido común o el placer para vehiculizar la (re)construcción identitaria.22 


Desde tales coordenadas estimaremos que el discurso nacional televisivo mostró 
una gradación de propuestas coherentes con la retórica franquista, pero que 
también lo superaba. 


La programación televisiva combinó contenidos tradicionales y expresiones 


de modernidad, en ocasiones haciendo lo viejo nuevo.22 Alternó, además, 
producciones propias y material foráneo, básicamente estadounidense. Este 


aspecto invita a reflexionar sobre las mecánicas de apropiación identitaria.24 


Estimaremos que la gestión política de TVE se orientó a fabricar españoles. Pero 
dicho objetivo no supuso trasladar un unívoco nacionalismo carpetovetónico, ni 
tampoco excluyó que fuese la españolidad banal y su amplio catálogo de 


imaginarios los que, en buena medida, fabricaron la televisión. 22 Por otro lado, 
la socialización del medio convivió en el tiempo con la creciente discusión del 
españolismo franquista. En ese sentido, debe considerarse que la expansión de su 
consumo fue paralela a la articulación del heterogéneo abanico de proyectos y 


prácticas nacionalistas que eclosionaron en el ocaso de la dictadura.28 


LAS BASES ESTRUCTURALES DE LA TELEVISIÓN NACIONAL FRANQUISTA 


TVE comenzó sus emisiones regulares en la tarde del 28 de octubre de 1956. 
En su discurso inaugural, el ministro de Información y Turismo Gabriel Arias- 
Salgado destacó dos efemérides que fijaban el nuevo servicio: la festividad de 
Cristo Rey, celebrada en esa misma jornada, y la de la fundación de Falange, que 
tendría lugar al día siguiente. Ambas fechas aportaban «los dos principios 
básicos» sobre los que se construiría la televisión: «la ortodoxia y el rigor desde 
el punto de vista religioso y moral (y el servicio) a los grandes ideales del 
Movimiento Nacional». Desde tales frontispicios, TVE nacía con el objeto del 


«perfeccionamiento individual y colectivo de las familias españolas».27 Sin 
embargo, y a pesar de la pía retórica del ministro, el desarrollo experimental de 
TVE fue lento y estuvo plagado de dificultades técnicas, profesionales y econó- 


micas.29 El parque inicial de receptores apenas sí reunía unos pocos centenares, 
y la primera señal televisiva únicamente pudo captarse en Madrid. 


Madrid se erigió en indiscutible capital televisiva. Concentró la producción 
de contenidos —primero desde los estudios del Paseo de la Habana, y a partir de 
1964 desde Prado del Rey-, y fue núcleo de la red. Esta se vertebró entre 1959 
(inauguración del enlace entre Madrid y Barcelona) y 1964 (enlace con 
Canarias). Entre ambas fechas se fueron multiplicando los enclaves 
retransmisores para Cataluña, parte de Aragón, la cornisa cantábrica, el litoral 
levantino, la cuenca del Guadalquivir o zonas de la meseta central. A ello se 


sumó la conexión con Eurovisión.22 Se trataba de un diseño tentacular que 
reiteraba las lógicas de estructuración espacial presentes en redes anteriores, 
como la ferroviaria, la de carreteras (Circuito Nacional de Firmes Especiales) o 
la radiofónica. 


Junto a la centralización territorial, TVE se fundamentó en un principio de 
rígida centralización política. Amparándose en la Ley de 26 de octubre de 1907, 
que facultaba al Gobierno a desarrollar en régimen de monopolio los servicios de 
telecomunicaciones, la Dirección General de Radiodifusión (adscrita a 
Información y Turismo) se encargó de regular, gestionar y actuar como 
programador. En este sentido es importante destacar que la televisión no se 
concibió como empresa, sino como sección departamental integrada 
orgánicamente en el esquema ministerial. Esa naturaleza no se modificó durante 
el franquismo. Únicamente en 1973, y por motivos de gestión interna y 
racionalización administrativa, se matizó al integrarse las emisoras de Radio 
Nacional y TVE en el Servicio Público Centralizado RTVE, un ente sujeto a la Ley 
de 1958 sobre Entidades Autónomas del Estado. 


Esta peculiar personalidad definió TVE como televisión gubernamental 
inscrita en los parámetros de control, dirigismo y fiscalización de la dictadura. 
Tal cariz debe complementarse con otra variable más: su naturaleza comercial. 
La aportación publicitaria se convirtió en partida fundamental, pasando de 
alrededor de cuatro millones de pesetas en 1958 a cerca de quinientos en 1963, y 
a más de cuatro mil en 1972. Más ilustrativo aún es destacar su peso 
comparativo en la estructura de ingresos: a la altura de 1968 las asignaciones 
provenientes de los presupuestos del Estado supusieron 336 millones de pesetas, 


partida que llegó hasta 818 en 1973. Para ambas fechas, la facturación 


publicitaria alcanzó 2.448 y 4.226 millones, respectivamente. 


La opción de un modelo de financiación comercial privada se ratificó a 
mediados de los años sesenta. Por Ley de 21 de diciembre de 1965 se suprimió 
el canon que gravaba la tenencia y disfrute de receptores. En su articulado se 
argumentó que «la televisión constituye uno de los instrumentos más eficaces 
para la difusión de la cultura entre las masas», y, por tanto, resultaba socialmente 
razonable la eliminación del impuesto. No obstante, esta disposición debe 
ponerse en relación con otros aspectos más amplios que permiten resaltar la 
trascendencia de 1966 como gozne. 


En efecto, en ese momento puede hablarse ya de una dinámica de 
socialización masiva. Se estimó que más del cincuenta por ciento de la población 
urbana poseía un receptor, y que cerca de un sesenta veía regularmente la 


programación. Ese nicho urbano fue el segmento socioterritorial determinante 


en términos de público objetivo. La publicidad jugó un papel estratégico no solo 
permitiendo la financiación de redes y equipamientos, sino también 
coadyuvando a abaratar la posesión de televisores. Por su parte, en 1966 se 
iniciaron las emisiones de la Segunda Cadena en UHF y el centro de producción 
de Prado del Rey se encontraba a pleno rendimiento. En este contexto se 


multiplicaron los estudios demoscópicos sobre los gustos de la audiencia.22 


Tales sondeos resultaban paradójicos, pues TVE disfrutaba de una situación de 
monopolio y no existía competencia alguna. Su objetivo era otro: aquilatar con 
precisión el valor de los tiempos televisivos según preferencias de consumo, para 
poder graduar los precios de la tarificación publicitaria y facilitar la inflación de 


spots en horario de prime time.22 


La pretensión de rentabilidad comercial se complementó con el objetivo de la 
rentabilidad político-social. La apuesta por una televisión de entretenimiento y, 
en menor grado, de carácter informativo y divulgativo fue una decisión política. 
Paralelamente, el discurso televisivo (y el propio discurso político sobre la 
televisión) se nucleó en torno a la idea de modernidad. Dicho precepto era 
plenamente coherente con la retórica populista del tardofranquismo organizada 
en torno a leitmotiv desarrollistas (paz social, orden autoritario, bienestar 
material y crecimiento económico). La televisión se consolidó como escaparate 
privilegiado para dichos preceptos, en clara consonancia con la dinámica de 
promoción comercial. 


El maridaje entre política popular, entretenimiento, consumismo y eficacia 
económica determinó la representación de los imaginarios nacionales. 
Complementariamente, tales factores evidenciaron cuál era el perfil de los 
gestores del medio. Cabe hablar de un personal definido por una impronta 
política relativamente diluida, una clara intencionalidad técnica y un carácter 
paradigmático como franquistas administrativos posibilistas, a caballo entre las 
estructuras de la dictadura y las de la transición. En 1967 formaban parte del 
organigrama de TVE Adolfo Suárez (director de Programas), Juan José Rosón 
(director de Coordinación) o Jesús Sancho Rof (jefe del Gabinete de Estudios). 
Con posterioridad, fueron directores generales en 1969-1973, 1974 y 1975, 
respectivamente. El director general entre 1964 y 1969 fue Jesús Aparicio 
Bernal, figura modélica de ese franquismo posibilista. Bernal, un hombre 
vinculado al Opus Dei, había sido con anterioridad jefe nacional del seu. A 
inicios de los años setenta formó parte de las cohortes aperturistas, y en 1977 
acabó recalando en las filas de UCD, dedicándose después a la actividad 
empresarial privada. En todo caso, y a pesar de esa posible ductilidad y 
adaptabilidad, las élites gestoras de la televisión se implicaron en una lógica de 
explotación del medio fundamentada en los que han sido considerados como 
«factores realmente importantes» en cualquier política nacionalizadora: usar TVE 


como instrumento de poder, educación y cultura. 24 


POLIFONÍA NACIONAL TELEVISIVA 


Lo visible y lo invisible 


La representación televisiva de lo nacional se sustanció desde una amplia 
oferta determinada por la articulación asimétrica entre anomalía y hegemonía. 
En 1959 se pusieron en marcha los estudios de TVE en la sede barcelonesa de 
Miramar, que comenzó a operar como centro de producción secundario 
especializado en espacios de variedades y entretenimiento. A partir de 1964 se 
inició un tímido proceso de emisiones en lengua catalana con realizaciones 
puntuales de corte cultural y, con posterioridad, con informativos de proximidad. 
Esta presencia del catalán fue una anomalía en la televisión franquista, y 
constató los límites de permisividad de su discurso nacional hegemónico. 


Su difusión durante los años sesenta y primeros setenta tuvo un alcance 
estrictamente regional. Estos espacios se situaron, además, en franjas periféricas 
de la programación, apenas sí fueron promocionados y adolecieron de pocos 


recursos. No obstante, su presencia evidenciaba una reivindicación con eco en 
las élites franquistas locales. Por ejemplo, José María de Muller, presidente de la 
Diputación de Barcelona, abogó en 1969 por un mayor reflejo del teatro y la 
lengua catalana en TVE no como expresión de especificidad identitaria, sino 


«como muestra de la riqueza cultural de toda España».22 Se trataba de una 
singularidad compatible con el lema de unidad desde la diversidad. Un eslogan 
que no se materializó, empero, en el conocido episodio del veto a Joan Manuel 
Serrat a participar en el festival de Eurovisión de 1968, tras anunciar su deseo de 


interpretar la canción La, la, la con alguna estrofa en catalán. 28 


Las dimensiones y los límites del discurso hegemónico nacional se pusieron 
de manifiesto desde los formatos informativos. Su producto modélico fue 
Telediario, una oferta esencial en la construcción de las rutinas televisivas a 
partir de la adaptación a la pequeña pantalla del molde del parte radiofónico. 
Popularmente fue tildado de «BOE en imágenes», y sin duda representó el 
ejercicio más depurado de control (y autocensura) periodística en TVE. Cabe 
afirmar que sirvió de emblema para una estrategia connotativa sobre lo nacional 
de largo alcance. Enric Sopena sugirió en 1968 la «prodigada imagen de una 
España panegírica y tópica» que destilaba TVE, tras analizar su oferta informativa 
durante una semana. Destacó la dialéctica establecida entre las referencias a 
«numerosos paros, manifestaciones estudiantiles y crisis gubernamentales que 
aquejan a otros países» y la representación de «nuestra patria [...] un país 


equivalente al mejor de los mundos pensados».22 Puede añadirse que esa 


dualidad se vio reforzada gracias a otras representaciones sobre la normalidad 
interior, bien desde otros informativos bien desde las retransmisiones taurinas y 
deportivas. 


Parece evidente la trascendencia de estas últimas en la panoplia de 
recreaciones nacionales (y nacionalizadoras) de TVE. No obstante, el alcance del 
fútbol y los toros debe medirse desde planos complejos. Uno tiene que ver con la 
especificidad simbólica privativa encarnada por equipos como el Real Madrid, el 
Athletic Club de Bilbao o el Fútbol Club Barcelona. Otro, con las formas de 
sociabilidad que podía suscitar el visionado colectivo de los partidos en bares o 
Cafeterías. Esta fórmula surgió en los primeros tiempos de la televisión como 
consecuencia del alto precio de los receptores, pero se mantuvo como práctica 
social a pesar de la universalización del consumo en el hogar vivida desde 
mediados de los sesenta. 


La información de actualidad fue objeto de varios programas de reportajes 


emitidos desde finales de aquella década. Entre ellos resalta Informe semanal 
(nacido como Semanal informativo). Su catálogo da cuenta de esa dialéctica 
entre encuadre de lo nacional y lo foráneo. La clasificación del alrededor de 
doscientos reportajes difundidos entre el 31 de marzo (primer programa) y el 29 
de diciembre de 1973 se desglosaría del siguiente modo: las piezas sobre 
temática nacional y extranjera prácticamente se repartieron a un cincuenta por 
ciento. Sin embargo, alrededor de treinta reportajes internacionales fueron sobre 
cuestiones políticas (Watergate, guerras de Yom Kippur y Vietnam o congreso 
del SPD), y otro número relevante se dedicó a política retrospectiva (aniversarios 
de la ONU, del Muro de Berlín o del asesinato de Kennedy). La información 
política española se redujo, en cambio, a seis reportajes (tres sobre el magnicidio 
de Carrero Blanco, otro sobre la designación de Arias, otro con entrevistas a 
varias alcadesas y el último sobre las elecciones por el tercio familiar). El grueso 
de crónicas dedicadas a actualidad nacional se nutrió de entrevistas a figuras 
populares del deporte o los espectáculos, y de realizaciones sobre temas como 
economía y consumo, relaciones domésticas y eventos culturales. Entre ellos 
cabría mencionar trabajos como «Las amazonas» (sobre un certamen deportivo) 
o «Jornadas de fontanería» (acerca de unas jornadas sobre saneamiento). 


Una dialéctica equiparable entre visibilidad e invisibilidad estuvo presente en 
los formatos documentales. Entre 1966 y 1975 fueron abundantes los programas 
que abordaban múltiples planos de lo que cabría denominar como españolidad 
cultural generalista (historia, rutas geográficas, enclaves turísticos, folclore, 
gastronomía, costumbres y fiestas populares, hábitos de vida o actividades 
laborales). Un espacio pionero fue Conozca usted España. Se programó entre 
1966 y 1969 con entregas autónomas realizadas por Mario Camus, Jorge Grau o 
Jesús Fernández Santos. Se trató de una buena muestra de divulgación de amplio 
espectro, coherente con la orientación dominante en la política ministerial de 
aquel periodo. En esos años se emitieron también Fiesta (1966-68), La España 
viva (1968) o Puerta grande (1970). Más allá de sus diferencias, fueron 
variantes de una representación de lo nacional-provincial (o lo nacional-local) 
afín al fomento del turismo de masas, la divulgación de lo español desde la 


Dirección General de Cultura Popular y el uso generalista de la televisión. 28 


En cambio, durante la primera mitad de los años setenta es perceptible el 
reforzamiento de enfoques más especializados y minoritarios. Una muestra 
inicial fue Rito y geografía del cante (Mario Gómez, Pedro Turbica y José María 
Velázquez Gaztelu, 1971-1973). Ha sido advertido como propuesta enfrentada al 


imaginario del andalucismo tópico y como soporte para un discurso de corte 
antropológico e identitario muy diferente al manejado por la retórica popular 


oficialista.22 Un afán alternativo equiparable —esta vez sobre la pluralidad de la 
cultura académica— subyacía en La víspera de nuestro tiempo (Jesús Fernández 
Santos, 1967). Sus episodios volvieron a situarse en una escala provincial o 
regional, con aproximaciones a la Barcelona modernista, Hemingway, Marañón, 
García Lorca o el «País Vasco de Pío Baroja». 


Otras realizaciones documentales se orientaron a enfatizar los contrastes y 
conexiones entre pasado y presente, tomando como referencia a determinados 
colectivos profesionales o culturales (Los españoles, Jesús Fernández Santos, 
1970-1971). Las ideas de raíz y continuidad comunitaria también sirvieron de 
fondo para espacios de corte histórico en los que se reproducía la tensión entre lo 
mostrable y lo obligadamente eludible. Ciertas temáticas —como la Guerra Civil 
o el régimen de Franco—fueron excluidas de las reflexiones documentales incluso 
a pesar de haber estado previstas en la planificación de las series. España siglo 
XxX (Ricardo Fernández de Latorre y Ricardo Blasco, 1970-1973) constituye el 
prototipo de documental histórico tardofranquista. Preveía un recorrido 
diacrónico desde el Desastre de 1898 hasta inicios de los años setenta. No 
obstante, su emisión acabó bruscamente a la altura de 1932. Al parecer, la causa 
determinante se encontró en el rechazo del propio Franco, molesto con la forma 


en que se trató el advenimiento de la República. 40 


Una realización ulterior del mismo estilo fue Tiempos de España (Ricardo 
Blasco, 1975). En este caso participaron como asesores autores ligados a la 
historiografía orgánica de la dictadura (Joaquín Arrarás, Ricardo de la Cierva, 
José Manuel Martínez Bande o Vicente Palacio Atard). El proyecto contemplaba 
dos bloques: uno, dedicado a los antecedentes del conflicto; y otro previsto para 
1976, con motivo del cuadragésimo aniversario de la guerra. El primero se 
programó entre el verano y el otoño de 1975, coincidiendo con el inicio de la 
enfermedad terminal de Franco, pero el segundo no llegó a ser difundido. Parte 
del montaje de la serie fue, sin embargo, reutilizado para una producción 
posterior de TVE (Memoria de España, Ricardo Blasco, 1983), que contó ya con 
la asesoría de un grupo de historiadores de perfil democrático, como Manuel 
Tuñón de Lara, Antonio María Calero o Alfons Cucó. 


Entretenimiento, metáforas nacionales y españoladas 


Otras dimensiones de españolidad, sin duda más festivas, eran las que 


destilaba la oferta de variedades y entretenimiento. Resulta obvio apuntar el 
potencial amplificador de los programas musicales en prime time respecto a la 
difusión a gran escala de artistas nacionales, en un contexto complementario a 
las emisiones radiofónicas en frecuencia modulada. En este tipo de espacios 
convivieron la canción española, los temas foráneos y las adaptaciones patrias 
del pop o el rock internacionales. De manera adicional, otros programas 
formularon mecánicas de recreación de la familia nacional mediante estrategias 
de enorme éxito. La casa de los Martínez (Romano Villalba, desde 1968) 
combinaba empatía y simbolismo inclusivo, presentando a una imaginaria 
familia de clase media que invitaba a su hogar a una figura popular para ser 
entrevistada. Un, dos, tres... responda otra vez (Narciso Ibáñez Serrador, desde 
1972) fue, por su parte, el paradigma de concurso-competición. En él varias 
parejas vinculadas por lazos familiares o de amistad se lanzaban a un viaje 
excluyente (las pruebas eliminatorias), hasta alcanzar el clímax consumista (el 
automóvil como premio emblemático). 


Un, dos, tres... puede valorarse como metáfora del bienestar colectivo. Los 
hombres saben, los pueblos marchan (realización de Enrique Martí Maqueda y 
presentación de Joaquín Soler Serrano, 1969-1970) pretendía vulgarizar, por su 
parte, la lógica de unidad en la diversidad propia del nacionalismo 
integracionista franquista. Se trataba de un concurso dirigido a dar a «conocer 
todo lo español», cuyas fases eliminatorias reflejaban las sucesivas escalas de 
representatividad socioterritorial exaltadas por el régimen. Primero competían 
concursantes de modo individual, pero progresivamente podrían contar con la 
ayuda de familiares (la familia), vecinos (el municipio y la provincia) y, 
finalmente, de cualquier conciudadano (la nación). Algún otro concurso trasladó 
leitmotiv queridos por la política social. Clan familiar (realización de José Palau, 
1968) nació con el objetivo de cubrir la programación veraniega. Su mecánica 
era sencilla: en este caso contendían varios grupos coincidentes en ser familias 
numerosas venidas de distintos puntos de España. 


Ya se ha apuntado la relevancia de 1966 en la conformación histórica de una 
televisión de consumo. En esa coyuntura debe inscribirse la puesta en marcha de 
una línea de producción de enorme alcance posterior: la encaminada a crear una 
ficción de «estilo español». Así fue tildada por Aparicio Bernal al anunciar 
públicamente el objetivo de ampliar el stock de programas filmados mediante la 
producción propia. De este modo se complementaría el fondo de series o 
telefilmes importados, corrigiendo «la angustiosa escasez de originales» con la 
cabida de escritores o realizadores nacionales en «el más popular de los medios 


de comunicación social para llegar al pueblo español» 41 El proyecto inicial se 
tituló genéricamente Historia de la gente ibérica. En él se incluyó únicamente 
Diego de Acevedo (una idea de Luis de Sosa con realización de Ricardo Blasco, 
1967), aunque también se previó una producción complementaria dedicada a 
Grandes nombres españoles. Diego de Acevedo evocaba el marco patriótico de 
la Guerra de la Independencia desde un prisma romántico y de aventuras propio 
de la tradición del folletín decimonónico. La segunda teleserie fue La familia 
Colón (Julio Coll, 1967). En este caso se trataba de una comedia familiar 
compatible con los mitos inclusivos de hispanidad y madre patria. Sus tramas 
narraban las peripecias de una familia latinoamericana —de nuevo numerosa— que 
arribaba a España. 


La ficción en soporte cinematográfico se multiplicó desde inicios de los años 
setenta, conformando un segmento específico frente a los dramáticos en estudio. 
Su expansión debe explicarse en relación con un sistema de producción rentable 
para TVE. Una hora de material filmado podía exigir, hacia 1975, alrededor de 


quince días de rodaje. 42 Sin embargo, aunque eran productos más caros que las 
realizaciones en vídeo, permitieron acumular un creciente fondo de series en 
color. Paralelamente, dieron forma a una primera generación de ficciones de 
calidad, con actores o realizadores provenientes de la gran pantalla y 
localizaciones grabadas en exteriores. Calidad significaba, además, legitimación 
cultural, aspecto que se resolvió mediante la adaptación literaria de autores 
españoles o internacionales (Narraciones, 1971; Los libros, 1973; Cuentos y 
leyendas, 1973; El quinto jinete, 1975). 

Tales propuestas eran equiparables a las programadas por la ORTF O la BBC. 
Por el contrario, otras ofertas podrían valorarse en términos de españolada. 
Miguel Ángel Huerta y Ernesto Pérez Morán han coordinado un estudio sobre 


esta tipología en su versión cinematográfica. 43 Dicha categoría alude a un 
subgénero de ficción popular comercial. Se trata de un término despectivo, 
identificado con comedia banal y escapista que, a pesar de su aparente 
superficia-lidad, puede advertirse como vehículo de valores compatibles con el 
discurso tardofranquista y con claves sociológicas reaccionarias. Sus rasgos de 
conjunto se resumirían en varias ideas complementarias: exaltación de la 
españolidad, si bien refiriendo en ocasiones situaciones de tensión entre lo rural 
y lo urbano, o entre lo español chauvinista frente a lo foráneo; loa al desarrollo 
económico y al bienestar material; silencio sobre lo político, incluyendo una 
mirada benévola ante instituciones como la Iglesia o las fuerzas de orden 


público, y, finalmente, insistencia en tramas domésticas de proximidad, 
fundamentadas en patrones masculinos hegemónicos, roles femeninos 
subalternos y en la dualidad represión y pulsión sexual. 


¿Cabe hablar de traslación de la españolada cinematográfica a la peque-ña 
pantalla? No en un sentido mimético, pero sí en términos de readecuación 
compatible con los márgenes de representación existentes en TVE. Pueden 
comentarse, al respecto, varios ejemplos. Historias de Juan Español (guión de 
Luis Emilio Calvo-Sotelo y realización de Gabriel Ramírez, 1972-1973) era una 
telecomedia en la que el actor Juanjo Menéndez encarnaba diversas 
posibilidades de español medio urbano (envidioso, aprensivo, hincha, 
pluriempleado, perezoso, arribista, machista, cabaretero...). Sus entregas ponían 
de manifiesto aspectos como el conflicto entre tradición cultural y cambio social, 
si bien incidiendo en un españolismo que servía de punto de encuentro inclusivo 
(«Juan Español turista»), o en la naturalidad de la desigualdad de género («Juan 
Español celoso»). Los camioneros (guión de Pedro Gil Paradela y realización de 
Mario Camus, 1974) trasplantaba las normas de la road movie. Paco, 
interpretado por Sancho Gracia, es un camionero que viaja en cada capítulo a 
distintos puntos de la geografía española. De este modo, la serie trasladaba a 
parámetros de proximidad la dualidad entre escala nacional y particularidad 
local. Los camioneros presentaba como protagonista a un prototipo propio de la 
clase trabajadora. Sin embargo, ese perfil sociológico era corregido mediante la 
insistencia en su universo laboral y de valores. No se trataba de un asalariado, 
sino de un profesional autónomo deseoso de asegurarse el bienestar material y 
personal. En esta última esfera, y como subtrama periférica, se situaba su 
relación con los personajes femeninos. 


Finalmente debe mencionarse Crónicas de un pueblo (Antonio Mercero y 
otros realizadores, 1971-1974). Nació del interés de Carrero Blanco por difundir 
los preceptos del Fuero de los Españoles. Su relato recreaba las relaciones de 
vecindad en una imaginaria localidad castellana (Puebla Nueva del Rey Sancho), 
exaltando la cultura integracionista del consenso, las élites naturales de poder 
(alcalde/cura/maestro) y el respeto a su autoridad benévola. Desde este punto de 
vista, Crónicas de un pueblo debe ser considerado como el producto más 
acabado de vulgarización de la retórica oficial por la ficción televisiva. Pero su 
presencia no debe obviar otras series caracterizadas por la crítica, más o menos 
sutil, a la idealización nacional. Sería el caso de Suspiros de España (Jaime de 
Armiñan, 1974), otra producción basada en estereotipos colectivos, aunque 
desde una perspectiva esperpéntica interpretable como de denuncia del 


franquismo sociológico. 


CONCLUSIONES: EFECTOS DE LA NACIONALIZACIÓN TELEVISIVA 


TVE nació y se desarrolló en los parámetros de la política nacionalizadora 
franquista. Sus representaciones ofrecieron un amplio palimpsesto sobre lo 
nacional español, cubriendo una gama que abarcó desde la traslación de 
eslóganes oficiales hasta una cierta disidencia. Más allá de su diversidad, fueron 
prácticas emplazadas en correspondencia con un discurso hegemónico de 
encuadre nacional. Sin embargo, dicho discurso tampoco fue inmutable. En 
vísperas de la muerte de Franco, diariamente se emitía el Programa regional 
simultáneo entre las 14 y las 14.30 horas, momento en que desde los centros 
territoriales de TVE (Madrid, Barcelona, Bilbao, Sevilla, Valencia, Santiago, 
Oviedo y Las Palmas) se difundía un informativo de proximidad. Este producto 
no dejaba de ser anecdótico en el conjunto de la programación. Pero puede ser 
apreciado en relación con fenómenos más vastos. Por un lado, reflejaba la 
expansión técnica y humana de TVE. Por otro, constataba la incipiente 
asimilación de un nuevo estándar (el noticiario local), que llegó a ser presentado 


en 1975 como «camino lógico hacia la televisión regional». 44 Desde tal 
perspectiva, este modelo informativo puede explicarse como embrión de una 
fórmula que acabó de concretarse, gracias a las televisiones autonómicas, entre 
los años ochenta y noventa. 


El Programa regional simultáneo resultaba compatible con el regionalismo 
de corte administrativo o cultural asimilado por el franquismo. Era un enfoque 
compatible con el discurso y la práctica regionalista política. Un proyecto que 
formó parte del programa del primer Gobierno de la monarquía y tuvo presencia 
en Alianza Popular o en sectores de Unión de Centro Democrático. Sus 
preceptos eran claros: estimar la región como «hecho natural»; admitir una cierta 
descentralización por criterios de gestión económica o como derivada del 
crecimiento de la Administración; considerar las escalas territorial y local como 
los espacios idóneos para aplicar ciertas medidas de gestión económica, O 
admitir la posibilidad de «regímenes especiales» para las provincias vascas y 
catalanas, pero también —por el factor insularidad- en Baleares o Canarias. 
Fueron argumentos coyunturales, pero que tuvieron cierta presencia en el 
entorno del compromiso territorial nacido en la transición democrática. 


El discurso nacional en la televisión franquista no debe ser valorado, por otra 
parte, como una mera excepcionalidad española. La historiografía internacional 


ha llamado la atención acerca del maridaje entre televisión y políticas 


nacionalizadoras, Y coincidiendo en la idea de que su peso se amplificó según 


avanzaba el proceso de socialización masiva del medio. En su versión española, 
esa dinámica adquirió forma entre 1966 y 1975, momento en que ver la 
televisión y poseer un televisor fueron hábitos universalizados entre las clases 
medias y generalizados entre las capas populares urbanas. 


Sin embargo —tal y como destacaron Morley y Brunsdon-, ello no supone 
admitir, sin más, la presencia de unos efectos uniformes sobre el conjunto de la 
esfera pública. De hecho, resulta bastante difícil aquilatar con exactitud tales 
efectos. Se ha estimado que el franquismo no creó tantos españoles como 
pretendía y que generó múltiples rechazos, pero también que determinados 
mecanismos socializadores (el servicio militar, la educación o los medios) fueron 


determinantes en ese propósito. 48 Ante el caso concreto de la televisión debe 
destacarse, no obstante, la parquedad de fuentes que nos permitan calibrar con 
exactitud el éxito de dicha nacionalización, por ejemplo entre los televidentes 
vascos o Catalanes. El material demoscópico sobre opiniones o preferencias de 
los espectadores confeccionado durante el tardofranquismo es incompleto y poco 
fiable. Incluso sus datos territoriales se clasificaron habitualmente atendiendo al 
tamaño de los municipios, y no tanto a la ubicación territorial de la audiencia. 


Pero sí debe llamarse la atención sobre otro indicador apuntado en las 
encuestas, tanto oficiales como privadas. En Madrid, Barcelona o Bilbao los 
ritmos históricos de penetración y consumo del medio fueron similares. En 1965 
el porcentaje de tenencia de receptores en las tres ciudades se estimó en un 48, 
un 55 y un 36%. A la altura de 1969, más del 64% de hogares de estas 
localidades poseía televisor, frente a la débil densidad de receptores existente en 
áreas como Extremadura o buena parte de Castilla la Vieja (con tasas menores al 
24%). Para 1975, se calculó en un 79% el volumen de población madrileña que 
veía diariamente la televisión, ítem que en el caso de Barcelona se situaba en el 
entorno del 70%. Complementariamente, otros datos sugieren posibles 
reacciones espectatoriales diferenciadas. Por ejemplo, solo un 22% de 
televidentes barceloneses afirmaron en 1965 que entre sus preferencias se 
encontrasen los informativos, frente al 38% que sí lo declaró en Madrid, o el 


50% en Bilbao.1Z Cabe argúir, no obstante, que una cosa es el volumen 
cuantitativo de consumo y otra el uso cualitativo que el espectador hace de la 
televisión. Este supuesto conlleva sugerir que ser reacio al nacionalismo 
franquista no tenía por qué estar necesariamente reñido con el placer o el interés 


por ver determinados programas en la televisión franquista. 


El alcance de esta última consideración supera los estrictos límites de 1975, y 
puede proyectarse hacia un plano más amplio: el de la relación entre etiqueta 
política, intencionalidad televisiva y recepción. Al inicio de este trabajo se ha 
hecho mención a los enfoques de inspiración lasswelliana —mecanicistas, que 
destacan la conexión directa entre propaganda, manipulación y eficacia—, a la 
vista de muchos comentarios recientes sobre la estrategia y el discurso nacional 
en TVv3. Hace más de setenta años, coincidiendo todavía con la presencia activa 
de la propaganda nazi, desde la sociología empirista norteamericana se relativizó 
el enfoque de la aguja hipodérmica. The People's Choice fue la primera 


investigación electoral sistemática realizada en Estados Unidos.48 Abordaba las 
actitudes políticas de un grupo de votantes matizando, abiertamente, la idea de 
poder directo de los medios frente a otros «factores intermediarios» que 
condicionaban el voto. Tales factores abarcaban desde los gustos personales de 
los votantes a los contactos cara a cara. También incluían la acción de los 
«líderes de opinión», es decir, de aquellos individuos que, bien en el ámbito 
familiar o laboral, influían en las actitudes de sus conciudadanos. 


En 1948 Paul F. Lazarsfeld y Robert K. Merton publicaron un breve ensayo 
donde terminaron de dar forma a esta interpretación, reiterando de nuevo la 


importancia de los líderes de opinión y de los factores intermediarios. 42 Y 
aunque resaltaban la posición central de la radio o el cine en la sociedad 
estadounidense, los valoraron más como reproductores de valores, o como 
mecanismos que consolidaban preferencias preexistentes, que como agentes 
capaces de provocar bruscos cambios de opinión. Finalmente, argiían que la 
sobreabundancia de ciertas informaciones o discursos no tenía por qué conllevar 
que el público los interiorizase de modo activo, identificándose con ellos. 
Lazarsfeld y Merton estimaron, más bien, que podían provocar lo contrario: la 
indiferencia y la apatía. A ese fenómeno lo denominaron «disfunción 
narcotizante». 


Más allá de las críticas que podamos formular a estos trabajos y a pesar de las 
muchas décadas transcurridas desde su publicación, a veces tiende a olvidarse 
este tipo de observaciones sobre la problemática conexión entre medios y 
espacio público, así como sobre los condicionamientos que afectan al contrato 
suscrito entre televisión y audiencia. Estos supuestos son esenciales para 
enfrentarnos a los fenómenos de visibilidad, diversidad, hegemonía oO 
subordinación de marcas identitarias nacionales en los contenidos televisivos. 


No debe dejarse de lado que la televisión —en cualquier circunstancia histórica— 
no actúa de forma aislada, sino que se inscribe en un complejo ecosistema 
mediático y cultural. Tampoco deben obviarse algunos comportamientos que 
pueden existir entre la audiencia, como el factor refuerzo (la tendencia del 
espectador a dar por buenos aquellos argumentos, visiones o puntos de vista que 
coinciden con sus valores o con su percepción sobre el entorno). Estas 
cuestiones ayudan a relativizar, además, la noción de manipulación como hecho 
unidireccional y absoluto que va de la pantalla a la retina. Finalmente, la 
producción y recepción televisiva deben enmarcarse en un contexto no de 
identidades puras, sino híbridas o mixtas, definidas por la interacción entre 
esfera pública e instancias de poder, pero también por la interacción existente 
entre las áreas que componen la sociedad civil. Todo esto es válido ante la 
televisión franquista o ante la televisión del siglo XXI. 


* Trabajo resultado de los proyectos «Televisión y memoria. Estrategias de 
representación de la Guerra Civil y la Transición» (MICINN, HAR2010-20005) y 
«Memorias en segundo grado: posmemoria de la Guerra Civil y el franquismo en 
la España del siglo xxI» (URV, 2013-LINE-01). 
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EL ESTADO FEDERAL EN EL PSOE: DE SURESNES A LOS 
PACTOS AUTONÓMICOS 


Vega Rodríguez-Flores Parra 
Universitat de Valencia 


La reflexión acerca del federalismo en el Partido Socialista Obrero Español se 
mantuvo viva durante todo el proceso de la transición democrática. Y decimos 
viva porque no se teorizó sobre esta problemática desde una posición estática 
que desarrollara fielmente unos dogmas bien aprendidos y extendidos entre la 
militancia del partido. Podríamos decir que esto ni siquiera sucedía entre la élite 
dirigente encargada de conducir y alentar el debate. La discusión estaba viva, 
pero también se aprecia la inexperiencia entre la mayoría. Pese a todo, vivo no 
implicaba masivo, de hecho no parece que entre las preocupaciones más 
importantes del grueso de los miembros del PSOE estuviera esta cuestión. 
Probablemente por todo esto sabían de la necesidad de apresurarse en la 
elaboración de una alternativa meditada que ofreciera una respuesta lo más 
coherente y consecuente posible. 


Cuando nos referimos a que reflexionaban en torno al federalismo quizá 
deberíamos matizar, ya que no abundaban sesudas teorizaciones sobre este 
complejo concepto de forma abstracta, sino que durante esta etapa se esforzaron 
por dotar de contenido concreto su opción federal para España. Pese a que la 
defensa de un Estado federal no era en absoluto una novedad para los socialistas, 
se impuso en estos momentos la necesidad de ahondar en esta alternativa, entre 
otras cosas por el protagonismo creciente que esta formación tenía en la 
elaboración de la infraestructura del nuevo Estado democrático, y por la 
intensidad, cada vez más acusada, con la que la izquierda española se 
solidarizaba con las reivindicaciones de autonomía de las nacionalidades y 
regiones. No debe ignorarse que a partir de los años setenta, desde los partidos 
considerados como de izquierda radical y especialmente desde los partidos 
socialistas que tenían su origen en las propias nacionalidades o regiones, se 
había generado un discurso cada vez más preocupado por su identidad 


diferenciada y los derechos que de esta se generaban. Esta tendencia, que se fue 
haciendo más fuerte conforme nos acercamos al inicio de la Transición, se 
contagió a los partidos de la izquierda mayoritaria, representados 
fundamentalmente por el PCE y el PSOE, que aunque de obediencia española no 
debían ni podían quedarse atrás en estas cuestiones. Ciertamente esto estaba 
influido por la solidaridad con unas aspiraciones que se consideraban justas, 
entendidas como parte de la lucha antifranquista por la democracia; pero sin 
lugar a dudas también ejerció un papel importante en este cambio la competencia 
entre los partidos de izquierda, que una vez se iniciaba la democracia no podían 
quedarse atrás con ninguna de las reivindicaciones que pudieran arrastrar tras de 
sí las aspiraciones de parte de la población. 


El PSOE quedó definido como federalista en 1974, como sucedió también en 
1981, pero muchas cosas cambiaron entre estas dos fechas. Cambió el contexto y 
el propio partido y con ello cambiaron, evolucionaron o se adaptaron los 
presupuestos y el discurso en torno al «problema nacional» y a su solución, lo 
que implicaba necesariamente al federalismo del que se hacía gala. En el primer 
supuesto se trataba de una apuesta decidida por esta forma de Estado, al menos 
en teoría y en el marco del «programa máximo», por lo que en la Resolución 
sobre nacionalidades y regiones del Congreso de Suresnes en octubre de 1974 se 
afirmaba como uno de los principios fundamentales: «El PSOE se pronuncia por 
la Constitución de una República Federal de las nacionalidades que integran el 


Estado español...».? En 1981, la Constitución no había sancionado un Estado 


federal y los socialistas ya no se referían a ello más que de una forma secundaria, 
Casi en un tono idealista, que además muy poco tenía que ver con el contenido 
del resto de las Resoluciones sobre política territorial de este congreso. De 
forma escueta, se mencionaba el federalismo como una forma futura y deseable, 
pero sin olvidar que la necesidad del momento requería un paso previo, el Estado 
de las autonomías, que centraba por el momento todo su interés: 


... Siempre hemos creído que la viabilidad política del federalismo exigía 
una fase previa de devolución de los poderes centralizados a las 
nacionalidades y regiones (la fase de construcción de las autonomías). Que 
constituye en sí misma un proceso histórico cuyo desenlace lógico y 
político puede y debe ser el Estado Federal. De ahí nuestra defensa de las 


autonomías y también del carácter político de toda autonomía. . 2 


Como estamos viendo, la apuesta federalista de los socialistas sufrió un 
cambio importante, al menos aparentemente, de 1974 a 1981. El saber cómo se 
produce este cambio, o si supuso un giro radical de sus presupuestos iniciales, 
son algunas de las cuestiones que trataremos en las siguientes páginas. Ya hemos 
mencionado que el debate sobre el federalismo dejaba ver un partido en el que se 
pretendía ahondar en una materia no consensuada, más aún, sobre la que no se 
tenían Opiniones claras ni muy formadas. En cualquier caso, estuvo siempre 
marcado por el deseo de permitir la convivencia de unos pueblos, nacionalidades 
o regiones en una unidad superior estatal y española, clave que nos permitirá 
entender la lógica del pensamiento socialista en estas materias. El concepto en el 
PSOE de la estructura de Estado no puede desligarse del concepto de España y de 
nación española que imperaba en el partido. Partimos de la tesis de que se 
compartía de forma mayoritaria un nacionalismo plural y distinto al 
nacionalismo centralista y excluyente que el franquismo había impuesto y contra 
el que reaccionaba la izquierda española; pero no puede por ello ignorarse que 
era heredero de una determinada manera de pensarse y construirse como partido 
español y así se observa en sus prácticas y discursos. El hecho de que el 
socialismo promulgara el internacionalismo no impide en absoluto reconocer 
que, tanto en la práctica como de forma teórica, la relación con el nacionalismo 
ha sido siempre muy estrecha, pese a que haya suscitado intensos debates e 
incluso aparentes contradicciones sobre las que la historiografía ha 


reflexionado.2 Si bien es cierto esto, el problema de la izquierda y el 
nacionalismo español, sobre todo si hablamos del periodo que comprende la 
transición democrática, no ha sido tratado en profundidad, pese a que en los 


últimos años parece que esta dinámica está cambiando. 4 


Precisado el referente nacional del socialismo, estableceremos algunos 
criterios muy básicos sobre el federalismo, no con el ánimo de definirlo, cosa 
que se aleja por completo del objetivo de este artículo, ni siquiera con la 
intención de plantear el complejo debate que acerca de tal término existe entre 
los especialistas. En realidad vamos a tratar de contextualizar la opción federal o 
federalizante de los socialistas para la incipiente democracia española. Qué es un 
Estado federal no supone una pregunta sencilla, ya que no existe un modelo 
aceptado universalmente para definirlo. El propio Estado de las Autonomías 
podría pasar, según muchos autores, por una especie de forma híbrida que 
demuestra la dificultad de encorsetar la realidad en unos paradigmas teóricos que 
se revelan demasiado estrictos. Según Ferran Requejo estaría a caballo entre un 


Estado regional, que lo abría inspirado constitucionalmente, con algún aspecto 
más propio de los modelos centralistas, y otros que lo acercarían más a los 
Estados federales, concluyendo que «és un model presidit per una lógica més 


“regionalitzadora” que genuinament federal».2 Xosé M. Núñez Seixas, muy 
consciente de la polisemia de estos conceptos, califica a España como «Estado 
regionalizado»; «modelo federalizante», en lo que respecta a la distribución del 
poder pero no de la soberanía, o «Estado democrático ampliamente 


descentralizado».£ Otros autores, como Eliseo Aja, prefieren no prestar 
demasiada atención al nominalismo en la Constitución de 1978, de manera que, 
pasando por alto que no se define como federal, considera que en el Estado 
autonómico se dan los elementos esenciales que deben encontrarse en el 
federalismo, reconociendo sin embargo que existen algunas diferencias 
reseñables, por lo que lo califica como «sistema federal con hechos 


diferenciales».Z Miquel Requejo hablará de «estat compost», en el que «dues 


concepcions d'Espanya radicalment oposades es posaven d'acord malgrat 
mantenir el desacord de fons». Las dos posiciones nos son explicadas por este 
autor a través de las palabras del ponente constitucional Jordi Solé Tura: aquellos 
que compartían la visión de España como una nación única e indivisible y por 
otra parte quienes pensaban en un conjunto de pueblos, nacionalidades y 


regionalidades.8 Aquí subyace la cuestión de fondo y por ese motivo nos hemos 
detenido en describir qué se entiende en muchas ocasiones por el Estado de las 
Autonomías. En ningún caso pretendemos responder a esta pregunta, pero nos 
interesa remarcar que su indefinición se debe a que fue el producto de un 
compromiso entre diferentes concepciones y visiones que colisionaron, que 
dialogaron y que debieron converger, dando como resultado el Estado de las 
Autonomías. Entonces, ¿cuál fue la postura del Partido Socialista Obrero 
Español? ¿Se convirtió en el adalid de alguna de estas dos concepciones? Desde 
luego, Solé Tura tenía la intención de reducir al máximo un panorama que él 
sabía mucho más complejo, pero debemos tener cuidado de no descontextualizar 
una afirmación como esta, ya que existe el riesgo de que se simplifique tanto que 
tan solo se muestre la anécdota O la caricatura. El propio PSOE, en su XXIX 
Congreso de octubre de 1981, una vez que el proceso autonómico ya estaba 
encauzado, hacía su interpretación de qué concepciones sobre el Estado habían 
intervenido en los trabajos constitucionales, estableciendo algún factor más en 
juego: 


Se ha dicho, con razón, que en el Título VIII de la Constitución concurren 
tres tradiciones políticas diferentes: 1) la liberal conservadora, utilizada por 
Alianza Popular y la mayoría de UCD, partidaria de un simple proceso de 
descentralización regional del Estado, combinado con el reconocimiento de 
la autonomía política para Cataluña y el País Vasco. 2) Los nacionalismos 
burgueses, de raíz tradicionalista, orientados al reconocimiento de su 
autogobierno particular sobre la base del pacto y hacia su desarrollo sobre 
la base de un proceso de negociación bilateral permanente. 3) La 


democrática y federalizante asumida por el socialismo español.2 


En las siguientes páginas trataremos de observar cuál fue la postura federal o 
federalizante de un partido que fue clave y decisivo en el diseño de la estructura 
estatal con la que se dotó a la nueva democracia. Es decir, pretendemos ver cómo 
se defendió el principio federal que esgrimían de forma muy evidente en los 
inicios de la Transición y de una manera más sutil hacia finales del proceso; si se 
sufrieron renuncias importantes debido a la coyuntura histórica, a la necesidad 
del pacto constitucional o al mero oportunismo; o si por el contrario existió una 
evolución lógica de este pensamiento dentro de las dinámicas propias del 
momento, del partido y de la ideología que siempre habían defendido. Nos ocupa 
por tanto, también, la cuestión de si en el PSOE se situaban con los de la España 
única e indivisible; con los que preferían una España plural de nacionalidades y 
regiones, o si se trataba más bien de una postura híbrida, como el Estado de la 
Autonomías, del que se convirtieron en fervientes defensores. Aunque no se 
trataba de un partido en el que la visión fuera, ni mucho menos, homogénea, esto 
se hace especialmente evidente cuando se analizan las diferentes federaciones 
territoriales, sobre todo si nos referimos al psc. Pese a que no ignoramos la 
influencia de estas en la Ejecutiva federal y los matices que un estudio más 
pormenorizado de ellas aportaría, escapa de los objetivos que perseguimos en 
este artículo, a causa de los límites lógicos que el espacio nos impone. Por ello, 
hemos preferido dedicar el estudio a las directrices generales que se establecían 
y se discutían desde la Ejecutiva federal. 


DEL FEDERALISMO AL SISTEMA FEDERALIZANTE: LA ESPAÑA DEMOCRÁTICA SERÁ PLURAL 
PERO SERÁ UNA 


Como ya hemos adelantado, durante el Congreso de Suresnes se sentaron las 
bases que marcarían los inicios de la transición en el PSOE. A través de la 
Resolución sobre nacionalidades y regiones se apostaba por primera vez por el 


«pleno reconocimiento del derecho de autodeterminación», siempre «dentro del 
contexto de la lucha de clases», y se reafirmaba ante su preferencia por un 
Estado federal, ya que reconocía los derechos de las nacionalidades a su auto- 
gobierno mientras que se salvaguardaba «la unidad de la clase trabajadora de los 


diversos pueblos que integren el Estado Federativo».19 A priori parece que en el 
partido se había decidido apostar por una fórmula federalista que estableciera el 
doble nivel de gobierno, entre el Estado federal y los estados federados, con el 
reconocimiento previo de la soberanía de las nacionalidades. Si bien lo habitual 
habría sido que la construcción del nuevo Estado se realizara de arriba abajo — 
dado que se partía de una unidad previa que iba a proceder a su 
descentralización—, en este caso, si se consideraba la plurinacionalidad del 
Estado y el derecho a la autodeterminación de las nacionalidades que debían 
decidir integrarse voluntariamente en una unidad superior, lo lógico era suponer 
que eran estas quienes cedían parte de su soberanía en favor del Estado federal, 
configurando un modelo de federalismo construido de abajo arriba. 


Veamos, pues, si esta afirmación del «programa máximo» se siguió mante- 
niendo o si las consecuencias que parecían extraerse de este eran sostenidas en 
los debates que el grupo fue produciendo. Acudamos, pues, al «documento de 
trabajo para uso interno» de la Secretaría de Formación «Jornadas de estudio 
sobre el problema de las nacionalidades y regiones en el contexto del Estado 
español», de abril de 1976, en el que intervinieron Luis Gómez Llorente (como 
secretario de Formación de la Comisión Ejecutiva), Francisco Rubio Llorente, 
Enrique Moral Sandoval, Carlos Solchaga, Baltasar Aymerich, José Félix 
Tezanos y algunos delegados de varias de las federaciones del partido. En estas 
jornadas se advertía de que se trataba de desarrollar los supuestos de la 
resolución del Congreso de Suresnes para disponer de «elementos de juicio 
suficientes para pronunciarse sobre los diversos aspectos que plantea su 
definición de principios sobre el tema federal» ante la inminencia del XXVII 


Congreso del psoÉ.LL Esta manifestación de falta de una respuesta bien 
elaborada y fundada se observa en varias de las intervenciones de las jornadas, 
en las que se reclamaba una postura unívoca por parte del partido, pero que 
estuviera exenta de oportunismo. En este sentido incidía la ponencia de Félix 


Tezanos, «Actitudes ante el regionalismo: las Regiones y las clases sociales»,12 


en la que su autor advertía de que el «rótulo federalista» no era muy popular 
entre los españoles y especialmente entre la clase trabajadora, exceptuando, claro 
está, a Catalanes y vascos. Sin embargo, admitía la necesidad de recoger las 


inquietudes federalistas y sobre todo las regionalistas —a las que sí reconocía una 
mayor aceptación entre la población— a través de la elaboración de una fórmula 
«no amedrentadora en la denominación» que de paso aumentara la popularidad y 
la implantación del partido. Cabe pensar que comenzaran a plantearse la 
posibilidad de que el término Estado regional fuera más adecuado para el 
momento, ya que este supone la dinámica dominante entre las ponencias. Quien 
lo expresaba de una forma más clara era Rubio Llorente, decantándose 
abiertamente por esta fórmula para concluir una ponencia que había mantenido 
hasta ese momento un tono formativo y bastante aséptico, tratando de describir 
las características de un Estado federal y de un Estado regional (al que también 
llama Estado de nacionalidades o Estado plurinacional): 


Personalmente, entiendo que en nuestras circunstancias actuales la única 
opción posible y deseable es la del Estado Regional o Plurinacional. La 
opción Federal no sólo me parece producto del oportunismo, sino de un 


oportunismo torpe, por estar destinado al fracaso. 13 


A pesar de esta conclusión, no se observaban grandes diferencias entre un 
modelo y otro, sino que se subrayaba que los objetivos finales que se obtendrían 
serían muy similares pero a través de diferentes métodos. Lo cierto es que se 
desprendía de estas jornadas la necesidad de una descentralización, que bien 
podía ser ofrecida por un Estado simplemente regional; pero en el que el carácter 
unitario no fuera cuestionado, pues la redistribución interregional, necesaria para 
la igualdad de la clase trabajadora en toda España, debía ser asegurada por un 
plan de desarrollo coordinado y supervisado por el Estado central. Estaba 
presente la defensa de la descentralización y del autogobierno, pero se mantenía 
la cautela ante situaciones que pudieran atentar contra principios como la 
igualdad o la solidaridad de clase. Parece como si prefirieran dejar para otro 
momento las fórmulas plenamente federales, como expresaba Aymerich 
Corominas cuando apostaba por: 


Una profunda descentralización a través de la constitución de un Estado 
regional, definido por su carácter unitario, con situaciones de autonomía a 
nivel nacional y regional, como punto de partida para que, en el futuro, se 


pueda crear, si se considera oportuno, un Estado federal. 14 


Pese a que de momento no se trataba de una postura tajante, es obvio que al 
menos amplios sectores tenían algunos recelos respecto a radicalizar unos 
planteamientos federalizantes que pudieran erosionar intereses más acuciantes 


para el socialismo. No sería sin embargo el caso de los firmantesl2 de las 
Conclusiones de los delegados de las nacionalidades y regiones, quienes 
ratificaban plenamente tanto el principio federal como el derecho a la 
autodeterminación, poniendo de relieve las diferentes sensibilidades existentes 
en el partido sobre una materia acerca de la cual no se había definido sin fisuras 
la línea de actuación. Así lo demostraban estas jornadas de las que se esperaban 
«líneas generales de orientación» y no «conclusiones de carácter programático». 


Poco después, en agosto de 1976, se celebró en el partido la Escuela de 
Verano, donde uno de los temas tratados fue el de la «cuestión nacional». La 
conferencia Las nacionalidades y regiones del Estado español, de carácter 
colectivo, fue elaborada por muchos de los que participaron también en las 
jornadas anteriores. En ella se mantuvo el carácter formativo que indicaba de 
nuevo la inexistencia de una posición definida y homogénea a este respecto. Sin 
embargo, sin observar ninguna voz que destacara por su radicalidad en la 
defensa de los principios que regían el partido desde su último congreso, sí se 
apreciaba una tendencia, al menos entre algunos ponentes, a rectificar la 
posición que el PSOE había hecho oficial en 1974, si así lo requería la coyuntura y 
el proyecto estatal democrático, unitario y solidario, que era una prioridad en el 
partido. Por lo tanto, sin abandonar las reivindicaciones de autogobierno de las 
nacionalidades y regiones, uno de los ponentes expresaba: 


Hay que tener ojos críticos para nuestras ideas establecidas [...] el espíritu 
de la resolución del Congreso anterior sigue siendo el mismo espíritu que 
nos anima. Pero refleja unos estados de reflexión sobre el asunto de hace 
dos años. Y la política española ha cambiado tremendamente [...] hay que 
replantear el problema federal, no ya simplemente como la defensa de la 
libertad de unas nacionalidades oprimidas, sino de una manera mucho más 
rica, como una reorganización de todo el Estado, de tal manera que se 
pueda potenciar esta acción de masas que hemos estado describiendo 


anteriormente.19 


Estas palabras de Gómez Llorente enlazan con un principio asociado al 
federalismo que siempre había estado en la ideología del PSOE, pero que irá 


tomando cada vez más fuerza, hasta acabar siendo hegemónico en el discurso 
oficial —aunque no todavía—. Cuando mencionaba la acción de masas, se estaba 
refiriendo a las ventajas que desde esta perspectiva ofrece el federalismo en 
cuanto a instrumento democratizador, ya que al descentralizar el poder lo acerca 
al pueblo, facilitando así la política de masas. Se trata del principio de 
subsidiariedad, que propugna la aproximación del poder a los ciudadanos, 
incidiendo en una mayor democratización y en un aumento de la eficacia y el 
desarrollo de la gestión administrativa y política. La vinculación de estos 
objetivos con el federalismo no es extraña, ya que en ambos casos la 
descentralización es necesaria, pero en cambio no se persigue el mismo 
resultado, por lo que, como señala Ferran Requejo, esta confusión en los 
conceptos «pot, fins i tot, revertir en l1”erosió del principi federal [...] En altres 
paraules, l'equiparació de les logiques implícites en el federalisme i en la 
subsidiarietat no repara en el fet que la separació de poders constitueix el punt de 


partida del federalisme i no pas el seu punt d'arribada».1Z Esta erosión y 
contradicción se manifiesta en la tendencia que ejemplificaba Gómez Llorente 
en su intervención, en la que anteponía una política de masas que tuviera su 
fuerza en la unidad de la clase trabajadora a los objetivos genuinos de un 
federalismo que reivindicaba los derechos de las nacionalidades. Se demonizaba 
el centralismo uniformizador y antidemocrático de la derecha, del franquismo, 
pero no la unidad. De hecho, según este pensamiento, la clase trabajadora tenía 
la obligación y la necesidad de luchar unida por unos objetivos comunes, y por 
tanto esta unidad no podía ser socavada en aras de la libertad de las 
nacionalidades oprimidas. En este punto, la contradicción es evidente: siempre 
que los derechos de la clase trabajadora y los propios de las nacionalidades no 
colisionaran, no tenían por qué ser incompatibles, de hecho, podían favorecerse 
mutuamente, pero si se atentaba contra la solidaridad, la igualdad y la unidad, el 
federalismo debía hacerse a un lado. 


Las prioridades entre la élite dirigente estaban claras y marchaban por este 
camino, como lo demuestra Felipe González en el mismo encuentro de la 
Escuela de Verano, pero en su conferencia, «Línea política del PSOE», en la que 
decía hablar sin limitaciones porque estaba en un acto interno del partido. 
Arengando al público en favor de la unidad y estableciendo de forma clara los 
objetivos principales del partido que lideraba, afirmaba: 


El socialismo tiene que fundamentarse en la lucha de clases, tiene que 


responder a los intereses de unas clases y tiene que unir solidariamente a 
esas clases por la base. [...] A veces creemos que hay quienes sucumben a 
la tentación de crear su propio grupo y buscar justificación para la creación 
de su propio grupo. Y no estamos dispuestos a caer en esa demagogia [...] 
porque esa demagogia centrífuga, que tiene una explicación, pero no una 
justificación, por la existencia de un aparato burocrático centralizador y 
dictatorial, puede conducir en estos momentos históricos, en esta coyuntura 
histórica, a una grave involución política [...] Autonomía, toda la que sea 
necesaria; solución autonómica de los problemas específicos de cada 
regionalidad y de cada nacionalidad, pero a la vez alternativa socialista 


para el Estado de todo el conjunto de los socialistas.19 


Se debe seguir incidiendo, sin embargo, en el hecho de que las posturas no 
estaban plenamente definidas en el partido y que la problemática estaba en 
proceso de maduración. Las voces que reclamaban unidad —siempre dentro de 
una España plural y tendente al autogobierno, recogiendo el testigo de cualquier 
lucha que se revelara ante la opresión— eran mayoritarias pero no eran las únicas. 
El PSOE se caracterizó en la Transición por un nacionalismo español plural, muy 
condicionado por la tradición de su cultura política y por la asimilación de las 
reivindicaciones de los macionalismos no estatales en el contexto de la 
solidaridad surgida en la lucha antifranquista. Pero además no hay que pasar por 
alto la influencia de los socialistas catalanes, que introdujeron la perspectiva más 
consciente y firme ante el federalismo, la autodeterminación y la defensa de los 
derechos de las nacionalidades. Nos centraremos en José Antonio González 
Casanova, uno de los personajes cuya autoridad sobre estas cuestiones era muy 


tenida en cuenta dentro de la Ejecutiva del psog 12 


Aunque compartía en gran medida la mayor parte de los presupuestos ya 
expuestos, podría incluirse en una tendencia distinta a la que representa el 
discurso concreto que hemos analizado en González y Gómez Llorente. 
González Casanova, aun decantándose por una especie de sistema de autonomías 
en lugar de preferir un Estado federal, se alejaba de la lógica de la 
subsidiariedad, al menos en gran medida, y ponía en un lugar destacado los 
derechos de las nacionalidades o de lo que prefería denominar como «regiones 
autónomas» —por ser una fórmula jurídica que permitiría dar una respuesta 
común tanto a nacionalidades como a regiones—. ¿Significa esto que uno de los 
socialistas catalanes que más incidieron en el PSOE no estaba de acuerdo con el 


derecho de autodeterminación o con el principio federal en sí? Pese a que 
renunciara en la práctica a ellos, esta conclusión sería a nuestro parecer 
precipitada y simplificadora. 

Como hemos comentado, un posible Estado federal en España partiría de la 
problemática de cómo establecer el pacto de cesión de soberanía, si como un 
Estado unitario que se descentraliza y concede a los Estados miembro el derecho 
al autogobierno; o como un Estado que por el hecho de ser plurinacional otorga a 
las nacionalidades o regiones la plena soberanía y estas, a través del ejercicio del 
derecho de autodeterminación, decidirían libremente ceder parte de esta 
soberanía al Estado. En principio, esta última fórmula se adecuaría bastante bien 
al concepto que González Casanova tenía en mente cuando a finales de 1976 
escribía lo siguiente: 


...€l Estado democrático futuro sólo puede surgir —para ser verdadero, para 
no ser una ficción jurídica y superestructural-de esa realidad popular, 
plural y específica, que pasa por los pueblos y regiones de España [...] De 
ese modo, la ló-gica culminación de un proceso federativo de abajo arriba 
sería la Constitución democrática de un Estado español que reconociera y 
consagrara simplemente la realidad: la autonomía de unas fuerzas políticas 


que son carne viva del esqueleto estatal.20 


Tres años más tarde, cuando la Constitución española había descartado la 
posibilidad de cualquier Estado federal, incluso uno construido de arriba abajo, 
este autor auguraba un final feliz a Cataluña y a esa España real de la que 
hablaba tiempo atrás: «el final feliz de una justicia histórica que habría tardado 
Casi una vida pero que, al fin, se habría cumplido. Con tal justicia, España y su 
Estado habrían empezado a ser de verdad y en plenitud por primera vez, según 


mis tesis».21 Pese a lo que pudiera parecer a primera vista, esta declaración no 


significaba la acomodación a una situación impuesta que ofrecía claras mejoras 
frente a tiempos pasados; no se puede tampoco hablar de oportunismo; ni tan 
siquiera podríamos referirnos a una evolución propia del transcurso de los 
acontecimientos. La declaración de 1979 estaba acorde con el pensamiento que 
este autor desarrollaba tres años antes. Lo que se nos escapa a simple vista es la 
profunda convicción de González Casanova de que España era real a través de 
su pluralidad y de que Cataluña había tenido siempre una vocación española; de 
que España no era sin Cataluña y de que Cataluña quería permanecer en España, 


siempre desde la libertad, desde una unidad real y no ficticia. La unidad para este 
autor era un referente tan importante como lo era para González o Gómez 
Llorente. Y lo cierto es que la antepuso al reconocimiento formal de la soberanía 
de las nacionalidades, quizá porque la daba por supuesta y no imaginaba un 
Estado en el que no se encontraran unidos todos los pueblos de España. Ante el 
peligro de disgregación de un Estado centralizado que tuviera que ceder, 
previamente a constituirse en federal, su plena soberanía, no se planteó tal 
opción. Las consecuencias de esto no eran únicamente simbólicas, sino que los 
entes autonómicos habrían perdido así la oportunidad de reservarse para sí y 
garantizarse las atribuciones que decidieran otorgarse. Pese a ello, el autor 
ofrecía dos posibilidades que le parecían asegurar «la autonomía genérica de las 
regiones y nacionalidades»: el Estado federal constituido de arriba abajo y un 
sistema de autonomías regionales. 


Entre las dos opciones se decantaría por la segunda, pero lo haría para evitar 
que el principio de la subsidiariedad erosionara los derechos de las 
nacionalidades que, contando con una voluntad de autogobierno mayor, pudieran 
haberse arrogado unas prerrogativas más amplias en otro sistema. Aunque 
reconocía que las dos estructuras podían garantizar constitucionalmente los 
derechos de las autonomías, y admitía que en los dos casos se corría el peligro de 
que se cedieran pocas competencias o de poca importancia —al ser el Estado 
federal o central el que debía decidir qué derechos otorgar—, observaba una 
diferencia que le hacía decidirse por el segundo sistema. Creía que este sería más 
abierto, dejando más opciones a los pueblos para que, si querían, fueran más 
lejos con sus propios estatutos de autonomía. En este sentido escribía: 


Este sistema podría lograr, de paso, la autonomía uniforme de los Estados 
miembro y el máximo poder para el Estado federal. Se trataría, en suma, de 
una racionalización escrita de lo que suele ser hoy práctica centralizadora 
de los Estados federales de capitalismo altamente desarrollado o de 
socialismo muy centralizado. 


Es verdad que un sistema de autonomías regionales [...] en cambio, 
podría permitir a las regiones y nacionalidades que, de «abajo arriba», 


crearan e integraran en el Estado común sus estatutos específicos... pr 


Quería evitar una mayor centralización y uniformización que podría darse a 
través del acceso de la derecha al poder, y, por qué no, del de una izquierda 


demasiado preocupada en la unidad —pese a que esto no llega a manifestarlo 


abiertamente—.23 Trataba de impedir que se renunciara a los derechos reales a 
cambio de una mítica situación jurídica en la que, gracias a una soberanía 
reconocida, se garantizaran las pocas competencias que el Estado decidiera 
conceder. 


EL ESTADO AUTONÓMICO, ¿ÉXITO O FRACASO PARA EL PSOE? 


Es común la referencia a un oportunismo inicial del Partido Socialista Obrero 
Español ante la denominada «cuestión nacional», oportunismo que se haría 
patente ante la renuncia de los principios guía sobre esta problemática, 
especialmente en la coyuntura del debate constitucional y con la conformidad 
respecto a la organización del Estado que se impuso finalmente. Negar con 
rotundidad lo anterior sería no analizar el todo, pero aceptar que no se trataba 
más que de una de las partes —y mo la más importante-simplificaría la 
explicación histórica, que es mucho más compleja. Hay que admitir que en el 
PSOE no existía una postura ni homogénea ni totalmente definida a este respecto, 
pero del mismo modo debe reconocerse que se observa un hilo conductor en 
unos planteamientos en construcción, que respondían a su herencia ideológica y 
política y a la influencia que ejercía la coyuntura. Aquellos que se aferran al 
oportunismo lo hacen desde el presupuesto de la renuncia de unos principios que 
se habrían formulado en los inicios de la Transición. ¿Pero qué principios eran 
estos?, ¿los del Congreso de Suresnes en 1974 o aquellos que hemos estado 
desgranando a través de una trayectoria más amplia? No existe una línea que 
delimite una postura de otra, ya que todas se entremezclan, al mismo tiempo y 
entre los militantes del mismo partido, produciéndose a la larga una evolución 
que irá decantando las posturas y aclarando el panorama, por estrategia y por 
exigencias del pacto constitucional, pero también y sobre todo por la dinámica 
interna del PSOE, en el que ideológicamente se irían clarificando las ideas y 
jerarquizando los principios que defender. 


En la Constitución aprobada en 1978 no se hicieron grandes concesiones o 
renuncias respecto al debate que se producía en el partido. El Estado de las 
Autonomías configuraba un sistema descentralizado pero unido y basado en un 
texto fundacional lo suficientemente abierto para que se generalizaran las 
autonomías a todo el territorio estatal, respetando el principio de igualdad. 
Asimismo, concedía un margen de libertad a los pueblos y nacionalidades para 
que concretaran los límites de su autogobierno en la elaboración de sus estatutos 


de autonomía. Visto en estos términos no parece que se pueda afirmar que se 
tratara de una estructura completamente ajena a la diseñada desde el proyecto 
socialista. Se salvaguardaba un grado de autonomía suficiente y no se 
sacrificaban los valores que querían representar, la igualdad, la solidaridad y la 
democratización, favoreciéndose también la eficacia y la racionalización. 


Esta dinámica fue haciéndose cada vez más patente, pese a que en el XXVII 


Congreso del PSOE en diciembre de 1976 la Resolución sobre nacionalidades24 
mantuviera en lo esencial lo establecido en 1974. Durante 1977 y 1978 se 
observa esta tendencia, y muestra de ella podría ser la publicación del libro La 
alternativa socialista del psok. (Algunas contribuciones), desde la Secretaría del 
Equipo de Trabajo Jaime Vera y que pretendía ampliar y concretar algunos 
aspectos del programa del PSOE que nacía del último congreso. Nos interesa en 


este sentido el capítulo de Baltasar Aymerich «La transición al federalismo», 22 


en el que podría decirse que fusionaba la visión más cercana a unas autonomías 
vinculadas al principio de subsidiariedad, con un interés real por los derechos de 
autogobierno de las nacionalidades y regiones. En el texto, el sistema ideal era el 
federalismo, que tenía una significación política muy diferente a la de cualquier 
tipo de Estado unitario descentralizado, pese a que pudiera alcanzar un nivel de 
competencias muy similar al primero. Admitiendo que la diferencia fundamental 
estribaba en el reconocimiento de la soberanía de los Estados federados y en la 
constitución del poder central de abajo arriba, elegía sin embargo una «fase 
previa de un Estado integral descentralizado». El motivo era que en su táctica de 
conquista progresiva de parcelas de poder, y por tanto de niveles de democracia 
superior, se prefería «la disponibilidad inmediata de una capacidad de 
autonomía, quizá menos amplia, a la promesa de una constitución federal más 


perfecta pero que demoraría el ejercicio de autogobierno» 26 


Sobre estas bases deben interpretarse las conclusiones de la Reunión de 


Sigúenza, 2 en la que el PSOE estableció las líneas maestras que debían seguirse 


en la redacción del proyecto constitucional, manteniendo la misma tónica 
comentada. El título destinado para la estructura del Estado recogía «como 
elemento fundamental la AUTONOMÍA contemplada como principio, como 
regla general y como derecho de las nacionalidades y regiones». Además, se 
diseñaba que los principios básicos del proceso de federalización serían: la 
democratización, la solidaridad, la autonomía y la racionalidad; y se establecía la 
directriz de un «procedimiento uniforme en cuanto a las posibilidades de llegar 


al resultado final y a su vez múltiple recogiendo las situaciones varias existentes 
en cuanto a la iniciativa autonómica y delimitación territorial». ¿Hasta qué punto 
podemos calificar como una derrota de los planteamientos del PSOE la forma de 
Estado que instauró una constitución especialmente abierta en estos aspectos? 


Como Luis Fajardo Spinola?8 afirma, Sigúenza proponía un sistema que 


coincidía sustancialmente con el esquema constitucional que se impuso.29 


Este mismo autor señala que fue en aquella reunión donde se decidió la 
estrategia constitucional del partido respecto al carácter federal del Estado. Allí 
se habría barajado la posibilidad de definirlo, desde el artículo primero, como 
Estado federal; la de que se limitara a responder a principios federativos, e 
incluso la incompatibilidad entre el concepto de Estado federal y el de otro 
organizado por estatutos de autonomía. Finalmente —según nos explica— sería el 
propio Felipe González el que propusiera el esquema aceptado, aludiendo a la 
estrategia que debían adoptar ante la batalla que se daría con UCD: 


Consideraba González que bastaría con referirse al carácter federal en el 
preámbulo, y no definir expresamente como tal el Estado, pues esa 
caracterización constituiría más una meta que una base de partida [...] «esa 
va a ser a mi juicio la batalla, presagiaba Felipe, saber si se incluye o no en 
el texto constitucional el marco genérico de las autonomías, porque ellos 
no quieren incluirlo. Por tanto la discusión con ellos no puede ser federal o 
no federal; lo fundamental va a ser cómo van a configurarse las 
autonomías, y va a ser una batalla muy dura. Por ello bastaría incluir en el 


preámbulo de la Constitución la aspiración a un Estado Federal».20 


Como es bien sabido, la Constitución de 1978 no mencionó el Estado federal 
en ninguno de sus apartados, aunque la referencia a este ideal —como lo describió 
Gregorio Peces-Barba— estuvo presente en el debate sobre el Anteproyecto 
constitucional, pero de forma muy retórica. Negándose a votar a favor de una 
enmienda del diputado de Euskadiko Ezquerra, Letamendía Belzunce, que 
suponía la supresión de la prohibición de la federación de comunidades 
autónomas, Peces-Barba decía: 


... hosotros también estamos por el Estado federal. Lo que ocurre es que 
entendemos que esta Constitución no es una Constitución federal. [...] 
nosotros tenemos que estar en contra; primero porque no tiene nada que 


ver con el Estado federal; segundo, porque supone un salto de soberanías y 
hacen acuerdos bilaterales desconociendo la estructura de la organización 
del Estado y produciendo una discusión que consideramos superada. Es, en 
definitiva, la vieja idea del pacto social en uno de sus aspectos, el pacto 
entre dos comunidades con soberanía propia, desconociendo la soberanía 
general del Estado, que está muy claramente reconocida en el título 


preliminar de nuestra constitución. 21 


El modelo de Estado del PSOE se basó finalmente en la unidad de España 
como comunidad superior o nación de naciones, en la autonomía y en la 


solidaridad, tal y como señalaba en 1981 su ponente constitucional.22 Acabaron 
negándose a incluir de forma explícita el derecho de autodeterminación en la 


Constitución?2 y prefirieron un Estado que se asegurara para sí la soberanía, 


salvaguardando una unidad que siempre habían antepuesto a los derechos de las 
nacionalidades. Al fin y al cabo, querían evitar caer en la demagogia, una 
demagogia que les impediría hacer realidad el proyecto que, en esencia, siempre 


habían defendido.24 En definitiva, la defensa de la autodeterminación cobraba 
sentido para ellos dentro de una lógica de estrategia de clase, y aunque se 
defendiera como un derecho justo, nunca debería ejercerse en contra de los 
intereses de la clase trabajadora, que debía permanecer unida para luchar por su 
libertad e igualdad, para lo que la solidaridad interregional era indispensable y 


por lo que el separatismo no era viable. 32 


Coherente con esta trayectoria, Gregorio Peces-Barba escribía que se debía 
otorgar un peso principal a los valores que coincidían con el principio de 
subsidiariedad en la elaboración de la Constitución. Resaltaba lo que calificaba 
como la «perspectiva racional y jurídica» que entendía la autonomía como 
«profundización de la democracia, limitación del poder y participación de los 


ciudadanos en la formación del mismo»;28 aunque no dejaba de señalar la 


complementariedad del fundamento, podríamos decir identitario, que justificaba 
el Estado autonómico en el derecho de las nacionalidades y regiones a su 
autogobierno. La primera visión tenía además una virtud añadida, y era la de 
encajar mejor en los presupuestos de igualdad y solidaridad propios del 
socialismo, ya que era válida para todos los pueblos de España, incluidos 
aquellos que quizá no pudieran justificar una conciencia identitaria diferenciada. 
Casaba mejor, por tanto, con su estrategia de generalizar la autonomía como 


principio y no como excepción: 


Se podría incluso decir que el fundamento que califica específicamente al 
Estado de las autonomías constitucionalmente garantizadas es el primero 
más que el segundo, porque es el único que permite la explicación racional 
y total de reorganización del Estado en base a las Comunidades Autónomas 
y como concepto integral o total del Estado y no sólo como excepciones 


autonómicas.22 


Así, cada vez se incidía más en estos aspectos, procurando representar el roll 
de partido que quería ser la alternativa real de gobierno y que para ello habría 
«encarado el proceso autonómico con una responsabilidad de Estado», por lo 
que, según creían, su camino sería «valorado históricamente como el camino 


más serio y consecuente hacia la nueva estructuración del Estado».29 De todos 
modos, como veremos a continuación, el círculo no se cerraría hasta los 
Acuerdos Autonómicos entre UCD y PSOE, donde los socialistas acabaron por 
definirse y el sistema quedó finalmente diseñado. 


Tras la promulgación de la Constitución se dio paso a un periodo en el que se 
debatió el modelo de Estado autonómico que debería imponerse finalmente, y en 
el que la coyuntura y el curso político determinaron la homogeneización de los 
procesos autonómicos por la vía del artículo 143 para todos, todos los que no 
fueran las tres nacionalidades históricas o Andalucía. Un periodo en el que el 
PSOE culminaría su viraje discursivo, llegando a unas posiciones que no le eran 
en absoluto ajenas y ayudando a conformar en la práctica un modelo de Estado 
que pondría el acento en la solidaridad, la democratización y la racionalización, 
más que en el respeto a la diferencia identitaria. 


Con una Constitución ambigua en muchos aspectos, por lo que al Título VII 
tocaba, fue necesario establecer un pacto entre el Gobierno y el principal partido 
de la oposición para sancionar de forma definitiva el modelo del Estado 
autonómico. Los Acuerdos Autonómicos del 31 de julio de 1981 supusieron el 
desbloqueo de un proceso que había llegado a un callejón sin salida, sobre todo 
tras el anuncio oficial por parte de UCD, en enero de 1980, de su intención de 
generalizar la vía lenta del artículo 143 para todos los territorios, a excepción de 
las tres nacionalidades históricas. En estos momentos, los socialistas mantenían 
en teoría su intención de posibilitar el acceso por la vía de la autonomía plena — 
del art.151— a todos aquellos pueblos cuya voluntad lo exigiera y lo hiciera por 


tanto posible; pero en la práctica ya habían iniciado el cambio estratégico que 
impedía en algunos territorios continuar con normalidad un proceso autonómico 
ya iniciado por la vía del 151. Era por ejemplo el caso del País Valenciano, en el 
que el bloqueo previo de UCD no había permitido que el proceso avanzara como 
debía y donde la Ejecutiva federal socialista, a diferencia de lo que sucedió en 
Andalucía, no iba a presentar batalla. Nos detendremos a detallar algunos 
aspectos del caso valenciano, ya que evidencian cómo fue imponiéndose el 
pragmatismo dentro de la Ejecutiva federal, pero también en las federaciones del 
partido, donde viejas promesas comenzaron a olvidarse. En este territorio el PSPV 
(PSOE) cedió posiciones desde finales de 1979, cuando abandonó el Consell 
Preautonómic, no tanto como una maniobra para presionar a los centristas y 
denunciar la situación de bloqueo que se estaba produciendo —como alegaron 
tras los sucesos, como a modo de uno de los primeros actos del viraje en 
materia autonómica. La «crisis del Consell» supuso la salida de los socialistas, el 
18 de diciembre de 1979, del órgano que habían presidido desde su constitución 
y que debía dotar al País Valenciano de la autonomía. Se argumentaba desde las 
instancias oficiales como una medida para forzar la «autonomía plena», pero 
pronto se demostró que los planes de esta formación no concurrían exactamente 


en esa dirección. Son muchos los que advierten? de que la maniobra del 
Consell pretendía en realidad defenestrar a su presidente, José Luis Albiñana, 
quien por aquel entonces suponía un obstáculo en la política negociadora del 
PSPV (PSOE) y del propio PSOE. Los socialistas estaban en aquel momento 
deseosos de aliviar las tensiones que se estaban produciendo en el País 
Valenciano a raíz de la cuestión autonómica, con una gran parte de los 
dirigentes, de la militancia y de los votantes cansados de la crispación que la 
«Batalla de Valencia» estaba generando. Librarse de Albiñana era una solución 
para muchos entonces, como explicaba Fernando Millán: 


el pueblo identificaba en él la autonomía. Pero en la situación presente lo 
que estaba identificado era la confrontación permanente y la falta de un 
discurso sosegado que permitiese avanzar a la autonomía. La permanencia 
en la presidencia de José Luis Albiñana no sólo imposibilitaba la 
pacificación del país, sino que impedía cualquier pacto con la derecha que 
vehiculara la finalización del proceso autonómico. Él era un nacionalista 
convencido y entendía que cualquier sacrificio era válido si con ello se 
lograban los objetivos previstos. Si el obstáculo era Albiñana, el obstáculo 


debía ser removido, 40 


Se estaba asistiendo a un cambio estratégico en el que ciertos presupuestos, 
como el de la vía de acceso, comenzaron a ser prescindibles. En el socialismo 
valenciano, como en el estatal, se fue imponiendo la opinión de los sectores para 
los que la importancia de la autonomía residía en la racionalización y la 
democratización y no en afirmar una identidad cultural y nacional diferenciada 
de la española. Sectores que se habrían identificado sin problemas con la 
afirmación que el político socialista Ximo Azagra realizara a posteriori: 


Incorporar la dreta al projecte autonómic va esdevenir un objectiu 
prioritari. No en va 1'Estatut Autonómic era no tant una reivindicació 
identitaria en el nostre cas, com un element més d'avanc en l'eficácia de la 
gestió i en la cohesió social a través d'una profunda reestructuració de 


IEstat 4 


Fue esta dinámica que comentamos la que hizo que, en el mes de diciembre 
de 1979, se aprobara con los votos socialistas la Ley Orgánica Reguladora de las 
distintas modalidades de Referéndum, impuesta de forma retroactiva. Una ley 
que invalidaba la campaña de verano que J. L. Albiñana, a la cabeza del Consell 
Preautonómic, había llevado a cabo para la petición de autonomía por parte de 
todos los ayuntamientos del País Valenciano. Tal y como explica Jesús Sanz, la 
ley escondía una carta trucada, la de imponer el requisito de la especificación de 
la vía deseada a posteriori, anulando incluso la voluntad de muchos municipios 
que se decantaban implícitamente por la fórmula del 151, al «pedir el mayor 


grado de autonomía en el menor tiempo posible» 42 


A este respecto, un informe del Departamento de Derecho Político de la 
Universidad de Valencia, concluía a finales de junio de 1981 que la única salida 
legal posible a la situación del País Valenciano era la de convocar un 
referéndum, tal y como había sucedido en Andalucía, donde como señala 


Manuel Alcaraz 13 se Obvió el trámite de especificar la vía a la que se acogían 


los ayun-tamientos en su demanda de autonomía. Este es un detalle significativo, 
entre otras cosas, por la diferente actitud que adoptó el PSOE en uno y otro 
territorio. Las diferencias se hacen evidentes con la Proposición de Ley del 
Grupo Parlamentario Socialista, el 9 de mayo de 1980, sobre la «Modificación 
de la Ley Orgánica Reguladora de las distintas modalidades de Referéndum», en 


la que únicamente se pretendía resolver problemas relacionados con los 
resultados del referéndum, y no se contemplaban los casos de los territorios en 
los que el bloqueo político no había permitido avanzar hasta la proclamación de 
este. Esta reforma estaba destinada a solucionar la situación andaluza, 
estableciendo por ejemplo la posibilidad de repetir la consulta popular en los 
casos en los que «el voto afirmativo de la mayoría del Censo de electores no se 


haya alcanzado en una sola provincia», 44 como pasó con Almería. En el debate 


del congreso sobre esta proposición, el 12 de junio, se admitía que era una 
iniciativa realizada ad hoc para el problema andaluz, pero se señalaba que sin la 
solución de este «difícilmente puede vislumbrarse la solución del resto de las 


autonomías», 42 para las que sin embargo no se tomaban medidas concretas. Más 


bien se rechazaban propuestas como las que el PSPV (PSOE) realizó a través de un 
informe interno, firmado por el responsable de Política Autonómica de la 
Federación valenciana el 14 de mayo. En él se pedía, para resolver el colapso del 
proceso autonómico en este territorio, retirar esta proposición de ley para 
presentar una nueva que incluyera la solución para el País Valenciano, o en su 
defecto una enmienda a la ya presentada. El texto que debería añadirse aludiría a 
que las iniciativas autonómicas «adoptadas con anterioridad, se considerarán 
formalizadas si [...] reflejan expresa o implícitamente la voluntad de acceder a la 


autonomía por la vía del art. 151 de la Constitución». 48 


Esta petición no tuvo un gran eco, pues no se planteó esta alternativa ni en el 
debate sobre la proposición de ley ni tampoco durante la moción de censura 
contra el Gobierno presentada por el PSOE y debatida en el Congreso los días 28, 
29 y 30 de mayo. De hecho, al presentar la moción, Alfonso Guerra distinguió 
entre el caso de Andalucía y el de otros territorios como Aragón, Canarias o País 
Valenciano, a los que no les llega a reconocer total legitimidad para la vía del 
151: 


Suárez no ha ofrecido garantías fiables para dar satisfacción a las 
aspiraciones de Galicia y Andalucía; no resuelve democráticamente los 
casos en que la iniciativa se encuentra congelada por no haberse logrado la 
mayoría suficiente para ninguna de las vías de acceso, caso del País 


Valenciano, Aragón y Canarias. 42 


La moción estuvo motivada en gran medida por los conflictos autonómicos y 
en ella los socialistas defendieron el derecho de los territorios a no ver socavadas 


sus aspiraciones; pero reflejaron también, a través del programa autonómico que 
presentó Felipe González, cómo la postura que se caracterizaba por priorizar el 
elemento racionalizador y democratizador del Estado de las Autonomías había 
ganado terreno frente a la reivindicación identitaria. En su exposición, la 
creación del Estado de las Autonomías venía justificada por: a) la eficacia y la 
racionalización administrativa que una descentralización acompañada de las 
medidas adecuadas debería aportar; b) las mejoras que se pondrían al servicio 
del pueblo y democratizarían el sistema, y c) la igualdad y solidaridad que 
primarían entre las regiones, acabando así con los desequilibrios territoriales. 


Da la sensación de que en estos momentos se trataba de eliminar el contenido 
más sentimental, cultural e identitario que tras la constitución del Estado de las 
Autonomías existía. La sensibilidad que hacia estas cuestiones se mostraba en 
tiempos anteriores parecía querer diluirse en argumentos sobre una mayor 
racionalización, eficacia y democratización. Como venimos señalando, la 
estrategia del PSOE cambió y evolucionó, o, según se mire, se fue definiendo, 
como lo hizo su propia ideología. El partido no podía ser ajeno a su alrededor, y 
al calor de su propia experiencia como protagonista político del proceso adoptó 
nuevas actitudes ante los problemas que no divergían tanto de las que mantuvo 
antes. Así, en un documento formulado con la vocación de ser la guía del 
proyecto político del partido, «El PSOE, ante la situación política», de mediados 
de junio de 1981, y «que recoge las bases de acción que, a juicio de los 
socialistas, deberían presidir la actuación política española en la actual 
coyuntura», se decía: 


En el campo autonómico, el entendimiento y el acuerdo han de ser un 
objetivo. La estrategia para su consecución ha venido siendo, en efecto, 
una aspiración de los socialistas desde la aprobación de la Constitución. 
Opera sobre esta base tanto la necesidad de posibilitar y desarrollar el 
Título VIII, como el carácter de todo proceso de transformación del 
Estado, y la propia experiencia de nuestra etapa de desarrollo 
constitucional, en la que la ruptura unilateral del consenso provocó el freno 
y bloqueo de un gran número de procesos autonómicos, con el 


consiguiente deterioro, inseguridad y desconfianza hacia las autonomías. 48 


Se traslucía la voluntad de los socialistas de favorecer un ambiente de 
concordia, en el que se ejerciera por parte de los partidos implicados una 


«política de Estado», y esto suponía en este caso, renunciar a la libre elección de 
la vía de acceso autonómica. Para ello, qué mejor que alentar los principios de la 
subsidiariedad desde todos los ámbitos, también desde el órgano de prensa del 
partido, en el que se publicaron, coincidiendo con el momento de los Pactos 
Autonómicos tres números en los que la columna de opinión de Félix Grande iba 
dedicada a la cuestión autonómica, con el título de «¿Autonomía oO 


Antinomia?».49 En ellos el autor transmitía la idea de que tratar de ir demasiado 
lejos con el nacionalismo, que identificaba en ocasiones con el separatismo, era 
tan deplorable como el mantenimiento del centralismo, calificando estas 
actitudes como «imbéciles», «insolidarias» o «bárbaras», por poner algunos 
ejemplos. En cambio no dudaba en resaltar las bondades que un proyecto 
solidario, igualitario, democratizador y racionalizador podía ofrecer, siempre que 
en el respeto a la diversidad se tuviera muy claro que la unión hacía la fuerza: 
«autónomos pero juntos; orgullosos de nuestras diferencias, pero reunidos para 
defender cada uno incluso la diferencia de los otros; respetuosos con nuestra 
propia identidad y con la del vecino, y a la vez y por tanto solidarios». Sin esto 
claro, el Estado de las Autonomías podría llegar a ser como el «monstruo de 
Frankestein», como un «chichón moral» o como un «porrazo en la convivencia, 
que se caracteriza porque su lema reza así: “Maricón el último”». Consideraba 
insolidarios y antidemócratas a todos aquellos que no compartían esa visión de la 
unidad de España, los «políticos, funcionarios, cidcampeadores de la identidad, 
testaferros de los diversos y picapleitos de la diferencia», a aquellos que «toman 
la nacionalidad como un aperitivo previo a un festín de nación» y a la «progresía 
que por esos caminos tal vez un día decida que [...] no habremos recobrado la 
verdadera personalidad si mo volvemos decididamente a las cavernas». Creía 
pues que el éxito del Estado de las Autonomías estaba en edificar esa estructura 
«no para ser más “nuestros” sino para ser más demócratas». 


Ciertamente se trata tan solo de un artículo de opinión, eso sí, al que 
dedicaron los tres números que salían previa, durante y tras los Acuerdos 
Autonómicos. Artículos que criticaban aquellas actitudes que habían salido 
perdiendo en los pactos y que ensalzaban la «filosofía política» que había guiado 
a Felipe González en este proceso —según explicaba la crónica sobre los pactos 
del último de estos tres números—: «la necesidad de introducir los principios de 
igualdad, eficacia, racionalidad y solidaridad en la configuración del nuevo 


Estado». 20 
Finalmente se aceptó la uniformización por el 143, con la excepción del caso 


de Andalucía, que los socialistas primaron ante el resto. El sacrificio de 
territorios como el País Valenciano o Canarias, que era en definitiva el sacrificio 
de la opción de la libre elección de los territorios por su vía de acceso a la 
autonomía, se produjo sobre todo para cumplir con esa política de Estado que 
mencionaban y de paso, también, para conseguir que Andalucía entrara en el 
selecto grupo de aquellos que accedían desde el inicio al máximo grado de 
autogobierno. Pero en su estrategia de entendimiento no todos podían ser tenidos 
en cuenta y casos como el del País Valenciano no eran sencillos. Según hemos 
visto parece que sí se cumplían los requisitos para convocar un referéndum, pero 
la situación de crispación social y política que la derecha había creado tratando 
de identificar el socialismo nacionalista valenciano con el catalanismo y la 
propia situación de divisiones internas sobre estas cuestiones dentro del PsPvV 
(PSOE) provocaron que el PSOE decidiera no desgastarse en esta lucha. Al fin y al 
cabo, el partido estaba apostando por el diálogo, pero también por un Estado de 
las Autonomías en el que la importancia recaía en otras cuestiones más 
racionalizadoras, de las que en la práctica no dependía la vía de acceso, pues a 
través del 143, como defendían, el proceso sería más lento pero con el mismo 
techo de competencias. De todos modos, aunque no pueda negarse la coherencia 
con muchos de sus principios, el PSOE traicionó aquí otros y sobre todo muchas 
otras declaraciones, como la que Felipe González hacía el 30 de mayo en el 
debate sobre la moción de censura, cuando afirmaba que facilitar el acceso por la 
vía del 151 significaba no confundir igualdad con uniformidad. Ellos, a 
diferencia de UCD, querían hacer una oferta en la que «la igualdad es, a su vez, el 


respeto a la diferencia». 21 


ESPAÑA, UNA ANTIGUA NACIÓN 


La solidaridad no es un valor más del socialismo, sino el valor fundante del 
movimiento obrero y la matriz de la que emergen los demás valores. Por 
eso, los socialistas ponemos una fuerza especial en el desarrollo de las 
menciones constitucionales de la solidaridad, a las que la connivencia de 
fondo entre la derecha estatal y las derechas nacionalistas querría reducir a 


un mero nominalismo.22 


La cita anterior pertenece a las Resoluciones sobre política territorial del 
Congreso de 1981, que se realizó en un contexto en el que el aparato del partido 


planteaba abiertamente su defensa de la Constitución y de los acuerdos de julio 
de 1981, justificando la homogeneización como necesaria para el buen 
funcionamiento del sistema, ya que al fin y al cabo la igualdad de los ciudadanos 
y de los pueblos estaba garantizada, se siguiese la vía que se siguiese. Así pues, 
nadie encontrará la manifestación anterior disonante con tal periodo, más bien al 
contrario. Probemos ahora a pensar en ella como si la hubiéramos extraído de un 
texto previo a 1978, ¿podría alguien negar que estos principios se hubieran 
enunciado en esa coyuntura? Parece difícil afirmar que la solidaridad no guiaba 
los planteamientos que sobre el federalismo o los derechos de las nacionalidades 
y regiones se expresaban desde 1974. Y no es que el socialismo sea ante todo un 
movimiento de identidad de clase, es que nunca se ha cuestionado la separación 
territorial del conjunto del Estado o de la nación que es España. Como se 
afirmaba en el mismo texto: 


... huestra defensa de las autonomías ha tenido siempre también un sentido 
político del todo diferente al autonomismo de los nacionalismos 
particularistas burgueses o pequeño-burgueses. Estos han planteado la 
autonomía como una reivindicación particular frente al Estado Central sin 
pretender situar esta reivindicación en el contexto de una transformación 
general del Estado. Los nacionalismos burgueses y pequeño-burgueses han 
sido y son por ello particularistas, desestabilizadores e ilusorios. Son 
particularistas porque apuntan a objetivos exclusivos de su nacionalidad 


renunciando a todo proyecto político para España.. 23 


Los modelos de Estado que se enunciaban a principios de la Transición y que 
se impusieron y se defendieron al final no eran en absoluto irreconciliables, 
como hemos tratado de ir demostrando, pero queda otra pregunta por plantear: si 
tras la subsidiariedad se escondía algo más, si la solidaridad y la igualdad a la 
que se apelaba eran algo más que el intento de democratizar y racionalizar 
España. Si la unidad de los pueblos y regiones del Estado, si la unidad de la clase 
trabajadora, no escondía también la voluntad de la unidad nacional. En el 
documento «El PSOE ante la situación política», presentado por Felipe González 
ante la prensa en junio de 1981, se afirmaba en el inicio: «España, la más joven 


de las democracias europeas pero una de sus más antiguas naciones».24 Este 
enunciado, que no supone en ningún caso un hecho aislado, demuestra que en el 
PSOE sí se pensaba en España y se pensaba en España como nación. En realidad 


estaban construyendo un concepto de nación opuesto al que se había heredado 
del Franquismo, una nación que los identificaba pero que no dejaba de verse a sí 
misma como un todo indivisible. En esa lucha contra la opresión y el centralismo 
uniformizador imaginaron un Estado federal en el que se respetaban las 
identidades diferenciadas, tal y como para ellos sucedería con ese Estado 
autonómico que contribuyeron a construir. En él trataron de acomodar la 
pluralidad, pero quizá jamás llegaron a pretender nada más que eso, seguramente 
jamás lo imaginaron plurinacional. 


* La autora participa en el Proyecto de Investigación: «De la dictadura 
nacionalista a la democracia de las autonomías: política, cultura, identidades 
colectivas» (HAR 2011-27392), financiado por la Dirección General de 
Investigación Científica y Técnica, Ministerio de Economía y Competitividad. 
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CUARTA PARTE 
LOS PROBLEMAS 


FUEROS, FISCALIDAD Y LA ESPAÑA ASIMÉTRICA 


Eduardo J. Alonso Olea 
Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea 


En un entorno cambiante como es el actual, con una crisis económica que ha 
puesto, para mal, a España en el mapa, seguimos discutiendo sobre si es una 
nación, tres o cuatro, si el Estado fue capaz de hacerla(s) por acción u omisión, 
en medio de un debate sobre la oportunidad de que una parte de ella, Cataluña, 
se independice. 


El caso es que España desde luego tiene un Estado no anómalo sino con 
características un tanto peculiares. Desde el centralismo liberal del siglo XIx, 
más formal que efectivo, hasta el Estado de las autonomías del último cuarto del 
siglo xx, en la actualidad se está en un momento en que posiblemente la crisis 
económica ha agravado ciertas disputas o líneas de ruptura antes solo esbozadas. 


El Estado en España tiene una larga historia pero una historia cargada de 
matices y facetas. En estos primeros compases del siglo xx1I no sabemos qué nos 


cabe esperar, si continuará o según los agoreros caerá en manos privadas.l No 
sabemos lo que pasará, pero intentaremos explicar lo que pasa conociendo lo que 
pasó. 


FUEROS 


En el entorno institucional, en el que nos vamos a mover, lo foral no solo va a 
ser lo Foral en su estricto contenido, es decir, en lo referente a la letras de los 
textos que recopilaron y articularon el especial estar de las provincias de Alava y 
Gipuzkoa y el Señorío de Bizkaia, desde los albores de la Edad Moderna, dentro 
de la Corona castellana y luego hispánica. Lo foral también será lo distinto al 
resto del Estado, bien entendido que en el Estado liberal mo solo vamos a 
encontrar anomalías institucionales y competenciales en el País Vasco y Navarra 
sino en otros muchos lugares. El régimen fiscal canario o de las ciudades 
norteafricanas, o el uso del derecho foral privado en Cataluña, Aragón, Galicia, 


son casos evidentes. 


Figura 1 Mapa politico de España. 13852 
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Pero como indicamos nos vamos a concentrar en el caso vasco, en esa España 
foral del mapa de Torres Villegas. 


En principio, los fueros vascos eran textos en que se regulaban diversas 
facetas de estos espacios multijurisdiccionales en los que participaba también la 


Monarquía, de hecho, en el Fuero de Bizkaia de 15262 encontramos la famosa 


excepción fiscal 2 pero también muchas otras cosas, disposiciones de derecho 
penal, de derecho civil o de gestión de recursos (bosques, presas, etc.), y además 
no se aplicaba a todo lo que hoy entendemos como Bizkaia, sino a las 
anteiglesias, porque las villas y ciudad se regían por el derecho común 
castellano, con proyecciones en otros territorios castellanos en diversos 


momentos.4 Asimismo, existían otras jurisdicciones:2 la eclesiástica O la 


mercantil a través del Consulado de Bilbao, que desde 1508 tenía su propio 
terreno jurisdiccional en el comercio, pero también en las instalaciones 
portuarias. También contamos con espacios dentro de Bizkaia con sus propios 
fueros particulares, como las Encartaciones, cuya integración en el Señorío fue 


tan tardía como 1804. 


Y estos mosaicos se integraban, a su vez, en el mosaico jurisdiccional de los 
distintos reinos de los Habsburgo, y luego de los Borbones. Sí que es cierto que 
los Fueros pudieron generar elementos simbólicos que a lo largo del tiempo 


hicieron trasladar el sentido estricto de su letra a algo más, a una forma de estar 
y hacer distinta dentro del complejo ser y estar de la Monarquía Católica que 
luego pasó a un especial ser y estar en el Estado constitucional, pero el hecho es 
que estos elementos simbólicos se perpetuaron adaptándose a nuevas 


situaciones./ Son tradiciones inventadas, utilizando el término de Hobsbawm y 


Ranger, 2 o reinterpretadas pero perfectamente operativas. 


La operatividad de los fueros fue tal que persistieron desde el siglo xv1 hasta 
el último cuarto del siglo xIX, aunque realmente, como veremos, continúan 
siendo una de las bases, no la única, del especial estar y ser del País Vasco en 
España. 

El siglo x1Ix comenzó plagado de problemas que se materializaron en una 
guerra contra Francia, pero también en una guerra civil entre los sectores más 
avanzados y los más reaccionarios, y en 1812 la Constitución de Cádiz comenzó 
la historia constitucional española, en cuyo texto no aparecía ninguna alusión a 
los Fueros, lo que fue una norma hasta la Constitución de 1978, como veremos. 
En definitiva, el problema que planteaba esta constitución —y las siguientes— era 
que si la soberanía nacional residía en la nación, toda la nación estaría gobernada 
de la misma forma, por lo que dejaba fuera del sistema a las instituciones forales. 
Desde aquí, en la pendular historia de los tres primeros cuartos del siglo los 
Fueros y las instituciones forales, fueron apareciendo y desapareciendo según 
cambiaba el sesgo del gobierno o régimen de turno: abolición en el Trienio, 
reposición en la Década Ominosa, abolición con Espartero o reposición con la 
vuelta de los moderados. La Guerra Carlista de 1833-1839 no fue una guerra 
foral, fue una guerra civil en la que se enfrentaron de nuevo los sectores 
reaccionarios y los liberales, pero en todo caso terminaron viéndose envueltos en 
ella, de forma que en 1839 se llegó a un acuerdo, en el Convenio de Bergara, por 
el que Espartero se comprometía a intervenir cerca del Gobierno para el 
mantenimiento foral. En octubre de 1839, por la Ley de 25 de octubre, se llegó a 
la cuadratura del círculo al confirmarse los Fueros «dentro de la unidad 


constitucional de la nación».2 Desde aquí se sucedieron décadas de discusiónL0 


—que en parte continúa hasta hoy-— sobre cómo era esto posible y cómo se hacía. 
La solución, por medio de la práctica, fue inicialmente la tomada con Navarra, 
con cuyos representantes se alcanzó un acuerdo, materializado en la conocida 


como Ley Paccionadall de agosto de 1841. 
Debería haberse llegado a un acuerdo siquiera similar con las provincias de 


Álava, Gipuzkoa y Bizkaia, pero aquí no hubo la sintonía entre el Gobierno 
progresista y los moderados vascongados, que sí hubo entre progresistas 


navarros y madrileños. El hecho es que esta negociación*2 se dilató en el 


tiempo, hasta que en 1876, tras la última guerra carlista, Antonio Cánovas del 
Castillo, después de meses de intentos de llegar a un arreglo, hizo aprobar en las 
Cortes la famosa Ley de 21 de julio de 1876, por la que se eliminaban las 


excepciones forales que todavía quedaban, 12 como eran la militar y la fiscal. 
Desde ese momento, por lo tanto, las obligaciones de aportar quintos y de pagar 
impuestos como el resto del Estado se extendieron a las Vascongadas. Sin 
embargo, en la propia ley se contemplaba la opción de que este pago fiscal fuera 
de forma diferente al común. 


El siguiente paso en la eliminación del edificio foral fue el Decreto de 5 de 
mayo de 1877 por el que, tras meses de nuevos intentos infructuosos de arreglo, 
finalmente se eliminaron las instituciones forales: la Diputación Foral o General 
de Bizkaia y sus Juntas Generales. Así que, por lo menos en lo formal, las 
especialidades forales desaparecieron desde este momento, organizándose en 
Bilbao y -—en diciembre— Vitoria y San Sebastián sendas diputaciones 
provinciales a cargo de diputados nombrados desde el Gobierno. 


FISCALIDAD 


Un punto importante para entender por qué la excepción fiscal, en un 
momento en que formalmente no había motivos para mantener un espacio fiscal 
propio, se pudo mantener es que la tributación en el País Vasco tenía escasa 
conexión con la actividad del Estado, es decir, esencialmente este recaudaba las 
tarifas aduaneras y otros pequeños derechos —los de las hipotecas— y las cédulas 
personales, pero salvo esto no tenía recaudación ni actividad directa en lo 
económico en el país, por lo tanto no se sabía cuánto se podría recaudar desde el 
Estado en las provincias cuando nunca lo había hecho. Además, y aquí hay otro 
factor que ayuda explicar la continuidad de los sistemas fiscales forales sin 
fueros, hay que entender que las diputaciones forales habían incurrido en una 
deuda —cuadro 1- basada en sus propios ingresos; si estos desaparecían con la 
acción del Estado en el territorio como agente fiscal, la lógica liberal de la época 
implicaba que esta deuda habría de ser satisfecha por el Estado. Sin embargo, el 
Estado, ya de por sí agobiado por una deuda creciente debido a la reciente 
guerra, optó por un medio más económico de solucionar el problema. 


La solución no se halló de la noche a la mañana sino que fue fruto de un 


proceso. En efecto, como hemos indicado, en mayo de 1877, desaparecieron las 
instituciones forales en Bizkaia —en diciembre pasaría lo mismo en Álava y 
Gipuzkoa—, por lo que se entendería que el Estado extendiese el régimen común 
al viejo señorío. Pero así como lo hizo con las quintas en 1877, comenzó a fijar 
la cantidad a pagar por las provincias por el cupo correspondiente al principal 


tributo de la época, como era la Contribución Territorial, 44 por medio de un 


decreto de 13 de noviembre de 1877 15 


Las diputaciones protestaron por lo crecidos que eran, a su entender, estos 
cupos señalados para unas provincias que lentamente se estaban recuperando de 
una guerra y se entraron en negociaciones para reducirlos, y una vez nombradas 
las nuevas diputaciones provinciales de Álava y Gipuzkoa, desde diciembre de 
1877, se negociaron no solo estos cupos, sino los que se iban a recaudar del resto 
de los tributos de la época (contribución territorial, industrial, papel sellado, 
timbre y consumos). Fruto de esta negociación, que acabó en febrero de 1878, es 
lo que conocemos ahora como Concierto Económico. 


Decimos que lo conocemos ahora como Concierto Económico porque 
inicialmente no tuvo nombre, fue un simple Real Decreto publicado el 1 de 


marzo de 18781 por el que de forma provisional se fijaban los pagos que debían 
efectuar las provincias a la Hacienda del Estado en equivalencia de lo que se 
suponía que podría llegar a recaudar si se estableciese el régimen común. Como 
no había bases de recaudación se utilizaron comparaciones con otras provincias 


para obtener medias de recaudación por habitante y por km?, que luego se 
aplicaron a Bizkaia, Álava y Gipuzkoa, por los tributos principales del 


momento.1 


Cuadro 1 Relación de créditos contra el Estado que tiene la Excma. Diputación 
Provincial de Vizcaya sobre los que se han entablado respetuosas reclamaciones 
al Gobierno de S.M. pidiendo el abono correspondiente (pts.) 


Convenidos de Vergara. Pagos bechos con arreglo a la Real Orden de 28 
de Septiembre de 1341, en la que se expresa que serán abonados en cuenta 
259.147 


del donativo que por otro concepto deba darse al Gobierno 


Religiosos sexazenarios y enfermos. Pensiones señaladas por la 
Diputación a los regulares sexazenarios y enfermos residentes en Vizcaya 
a calidad de reclamar su reintegro en tiempo oportuno. 172.058,00 


Batallón de Nouvillas. Cantidades entregadas en metálico por la Caja 
Provincial desde 20 de mayo hasta 22 de agosto de 1873, cuyo débito está 
197 


reconocido por el Gobierno. 


donde se estableció un Hospital Militar 

Importe de los suministros prestados a las tropas del Ejército, Guardia 5 
Foral y Miñones desde 1 de enero de 1876 hasta 30 de junio de 1877, por 

pueblos de la provincia de Vizcaya. 485.815,65 


Suministros hechos durante la Guerra Civil de 1833 5.119.231,00 





Fuente: ACIGRF (Archivo de la Casa de juntas de Gernika), registro 13, legajo 10. 


En el cuadro 2 se aprecia cómo desde 1878, con las sucesivas renovaciones 
del acuerdo, se fueron incorporando más tributos y no poco importantes. 


¿Por qué se pasó de un simple real decreto que reconocía el pago por las 
diputaciones de las obligaciones generales al Estado a un sistema que salvo la 
censura franquista persiste hasta ahora? Porque pronto manifestó sus indudables 
ventajas para ambas partes. 


De entrada, digamos que el decreto original fijaba una vigencia de ocho 


años, 18 periodo en el que las diputaciones pagaron puntualmente el cupo 


trimestralmente sin ningún problema. Las provincias se pacificaron, y sobre todo 
en Bizkaia comenzó un proceso de industrialización, basado en una explotación 
minera intensiva, por lo que dejaron de ser un problema para el Gobierno. Por 
otra parte, la recaudación se efectuaba sin gastos, es decir, el Estado no invertía, 
o lo hacía en escasa medida, en las provincias, que se autofinanciaban en lo que 
se podría exigir al sector público en la época: carreteras, enseñanza secundaria, 
policías provinciales (Miñones de Álava y Bizkaia y Miqueletes guipuzcoanos), 
etc., y eso sin invertir en personal, que se dedicaba esencialmente a la 
recaudación de las aduanas, los escasos impuestos no concertados y poco más 
(jueces y —pocos— guardias civiles). Las diputaciones, por su parte, continuaban 
sosteniendo las estructuras forales con ingresos procedentes de impuestos 
gestionados por ellas mismas, puesto que un punto importante es que el 


concertar un tributo no quería decir que se tuviera que recaudar ni lo que tuviera 
que hacer con la misma norma que el Estado, sino que cada diputación mantuvo 
su propio sistema fiscal. 

En 1882 se solucionaron los primeros problemas efectivos de acomodación 
del nuevo sistema al régimen común (legitimación de la e provincial, 


ley provincial, etc.) en que se fijaba en general la excepción L2 9 del cumplimiento 
de la norma general en el País Vasco. 


Estas renovaciones no fueron gratis, es decir, en Cada una de ellas se 
aumentaron los cupos que debían pagarse, pero también se fijaron por plazos en 
general más largos, por lo que el sistema ganaba en seguridad jurídica. 


Cuadro 2. Tributos concertados 1573-1926 
AC CC CO CC CC E 
Revision parcial Tercera revisión | Revisión Revisiones Cuarta revisión 
general parcial parciales general 
Ídem Lo denomina 
«territorialo 


Considera comprendido m 
el impuesto de 

derechos reales 

sobre concesiones 


imbre sobre | Lo denomina 
ae a As productos | «timbre» 
An envasados 


1,20% sobre 
pagos 
Patentes de O 
alcoholes 





CO EC E 193506 





Fuente. Diputación de Vizcaya. Régimen del Concierto Económico y sus revisiones, Bilbao, 1927. 


Cuadro 3. Cupos liquidos concertados. 1873-1976 (pts.) 


[1900 | 2703.65300| 149059300] 60368400| 4797930.0| 
[1904 | 255305375] 131389496| 54811961| 447506832] 
1913 | 4388.359,75| 206651596| 62318961| 7.078.065,32| 
1916 | 470943475] 22651596| 64211461| 7.578.065,32| 
sr | | isogaso00l | 
pi oo | | ésoowwwo| | 
pese [YY aora] | 
per | | | eérsoowwmo0| | 
joe || [2ssw00w000| | 


* Ajustes automáticos periódicos. Renovación del Concierto (en cursiva) 





Antes de avanzar aclaremos que el concepto de cupo líquido se corresponde a 
lo efectivamente pagado por las diputaciones a la Hacienda del Estado, puesto 
que hasta 1927 lo habitual fue negociar unos cupos teóricos (en función de las 


equivalencias por habitante y km?) a los que luego se restaban algunos gastos de 
las diputaciones (policías provinciales, amortización de la deuda de carreteras, 
premios por recaudación, etc.). 


En definitiva, por lo tanto, tenemos un sistema de recaudación provincial 
propio junto con algunos tributos del Estado, que contaba con una estructura 
recaudatoria pequeña (esencialmente la aduanera). Este sistema de recaudación 
se fue desarrollando según la propia hacienda pública, sobre todo en el siglo xx. 
De esta forma lo que en principio se buscó como un elemento protector frente al 
contribuyente (la actividad de las diputaciones en el terreno fiscal) varió hacia 
una intervención fiscal directa desde las diputaciones, en la medida en que a las 
instituciones públicas se les pedía cada vez más gasto. No estamos en el Estado 
del bienestar, pero sí en un proceso anterior en el que ya se estaba abandonando 
el esquema de la beneficencia clásica pero se avanzaba en la extensión de los 
servicios públicos. 


Vemos, por lo tanto, que la corporación provincial cubría un amplio espectro 
de actividades y competencias, unas idénticas a las corporaciones de régimen 
común, otras vinculadas directamente al Concierto Económico —esencialmente 
las tributarias— y otras más bien derivadas del pasado foral y que persistieron 
ante la pasividad del Estado (v. gr. los miñones o el control de las cuentas 


municipales).20 Además, subvencionaba otras muchas actividades deportivas, 
culturales (como el Museo de Arte Moderno o el de Reproducciones) o 


recreativas, que por motivos de espacio no podemos detallar. 21 


El esfuerzo económico de todas estas atenciones era importante en términos 
absolutos, pero todavía lo es más en relativos, si lo relacionamos con una 
población que además desde 1876 no hizo más que crecer. Así, eliminado el 
cupo concertado, el gasto por habitante de Bizkaia era de lejos mucho mayor que 
en las provincias de régimen común, y dentro de las vascas fue superior hasta los 
años veinte, en que cedió la hegemonía a Gipuzkoa. 


Gráfico 1. Gasto per capita (sin cupos). 1886, 1917 y 1927 (pts./hab.) 


























Fuente: elaboración propia sobre los presupuestos respectivos y media de 
las diputaciones provinciales procedente de INE. 


Y eso con una población en fuerte crecimiento, porque no hay que olvidar 
que estas inversiones debían atender a una población que debido al desarrollo 
minero e industrial creció de forma significativa entre 1877 y 1936. 


Gráfico 2. Población del País Vasco y Navarra. 1877-1940 (habs.) 

















Fuente. Elaboración propia sobre los correspondientes censos de población. 


Muestra de la diversificación, por último, de las funciones de la diputación la 
tenemos en la ampliación del número y temática de sus comisiones, de forma 
que si en 1877 la de Bizkaia solo contaba con las fundamentales: Hacienda, 


Gobernación y Beneficencia, en 1891 contaba ya con 16, en 1909 con 28, en 
1919 con 35, y 49 en 1923. 


Estos distintos ramos de servicios se pagaban con un creciente número de 
impuestos, porque no hay que olvidar que el encabezamiento de los tributos 
sujetos a concierto no suponía, per se, que se pusieran al cobro efectivo en las 
tres provincias. De hecho, las diputaciones mantuvieron cada una de ellas sus 
propios sistemas tributarios con predominio de la tributación indirecta (los 
consumos). Sin embargo, cada una de ellas llevó a cabo su propia política 
tributaria. Si Álava mantuvo los consumos, como así fue, no es menos cierto que 
mantuvo un sistema muy descentralizado, de forma que sus ingresos los 
encabezaba con los respectivos ayuntamientos de la provincia, de forma que eran 
los pueblos, en definitiva, los que decidían recaudar o no los impuestos 


concertados.22 Como vemos en el gráfico inferior, hasta 1919 no comenzó a 


recaudar por su cuenta tributos, esencialmente el de Utilidades, por lo que hasta 
1933 no dejó de depender, en más de la mitad de sus ingresos, de las partidas 
transferidas desde los ayuntamientos. Es más, algunos tributos tradicionales, 
como la hoja de hermandad, viejo tributo de capitación medieval, siguió siendo 


recaudado hasta fechas tan tardías como 1914.23 


Gráfico 3. Impuestos en ingresos. 1877-1935 (%) 



































Gipuzkoa introdujo desde fases relativamente tempranas tributos más 
modernos (esencialmente las contribuciones territorial e industrial), pero no dejó 
de usar con largueza el recurso a los arbitrios. El planteamiento básico fue, en la 
medida en que el turismo se hacía un hueco en las actividades provinciales, que 


era una forma de gravar a los visitantes que no tenían residencia ni actividad 
económica en la provincia y, además, fue especialmente amplio el abanico de 
especies gravadas puesto que no solo lo fueron las de lujo (champagne, por 
ejemplo) sino legumbres y sobre todo bebidas alcohólicas de amplio consumo, 
como la sidra y el txakoli. 


El caso vizcaíno es, si se quiere, más espectacular por cuanto, como vemos en 
el gráfico 3, no comenzó a recaudar impuestos modernos hasta la última década 
del siglo xIx, dado que sus ingresos se basaban en los arbitrios de consumo y en 
los ingresos, en algunos años cuantiosos, del ferrocarril minero de Triano. Sin 
embargo, precisamente debido al descenso de los ingresos del ferrocarril de 
Triano, la Diputación vizcaína tuvo necesidad de aumentar sus ingresos 
corrientes no solo debido a la natural elevación de sus gastos por el aumento de 
sus servicios, sino por el aumento del cupo en distintos momentos. 


Por todo ello encontramos que la Diputación fue ampliando su base tributaria 
con cada vez más impuestos, y dentro de ellos con aplicación de más tarifas y 
con tipos fiscales que si bien en muchos casos eran inferiores a los del Estado 
(como en la tarifa 3.? de Utilidades —para entendernos, el actual Impuesto de 


Sociedades— o en los Derechos Reales) en otros no eran muy distintos.24 


Esta evolución la mostramos en el gráfico 4, donde se aprecia que si en 1907 
más de la mitad de los ingresos procedían de los arbitrios, con un escaso 11% de 
los tributos de transportes y de derechos reales, para 1924 las contribuciones de 
utilidades o derechos reales ya superaban el peso de los tradicionales arbitrios, 
que para 1935 no suponían el 14% de los ingresos, mientras que la Diputación 
disponía de un amplio abanico de impuestos, no solo concertados sino tributos 
no concertados, pero tampoco establecidos por el Estado, como el de bares o las 
patentes sobre el ganado cabrío. 


Gráfico 4. Ingresos tributarios de la Diputación de Bizkaia. 
1907, 1924 y 1935 (%) 





Gráfico 4. Ingresos tributarios de la Diputación de Bizkaia. 
1907, 1924 y 1935 (96) 





El 19 de junio de 1937, las tropas nacionales entraron en Bilbao, y el 23 de 
junio fue abolido el Concierto Económico con Bizkaia y Gipuzkoa, debido a que 
se había convertido —según el texto del decreto- en un privilegio insolidario, 
aunque no por ello ocurrió lo mismo con el Concierto de Álava y el Convenio de 
Navarra. Desde este punto, la asimetría fiscal desapareció en Bizkaia y 
Gipuzkoa, y en cierta forma en Navarra y en Álava, por cuanto se fueron 
introduciendo reformas que afectaban a sus sistemas tributarios y 
administrativos de forma que fueron convergiendo con el sistema central, aunque 
mantuvieron una gran autonomía en el ingreso y en el gasto. Pero el régimen de 
Franco no era el de la restauración canovista, y las posibilidades de operar 
autónomamente se vieron limitadas. Una muestra de ello, no en el terreno fiscal 
sino en algo tan aparentemente alejado como era la ordenación financiera, la 


tenemos en el decreto sobre las cajas de ahorro de Álava y Navarra en referencia 
al crédito agrícola de 1949. 


Nos referimos a la Orden del Ministerio de Trabajo, de 4 de noviembre de 


1949,22 por la que se disponía que las cajas de ahorro municipal y provincial de 
Navarra estaban obligadas al cumplimiento de los preceptos establecidos en la 
Ley de 17 de julio de 1946 y demás disposiciones en materia de ahorro. El 
origen de esta norma era la Ley de Crédito Agrícola de 17 de julio de 1946, que 
estableció un nuevo sistema de concesión de créditos a los agricultores para que 
pudiesen modificar sus métodos de cultivo, mejorar sus tierras y protegerlos de 
la usura, y que obligó a las cajas de ahorros y los bancos a aportar hasta 1.000 
millones de pesetas al Servicio Nacional de Crédito Agrícola al 25% de interés, 
de los que correspondieron a las cajas 184 millones. Pues bien, parece que esta 
medida y otras no se cumplían en Navarra por sus cajas, que utilizaban su estatus 
distinto para justificarlo. 


Concretamente, son las Cajas de Ahorro establecidas en territorio de 
régimen foral las que han dejado de cumplimentar lo dispuesto en la citada 
Ley, apoyándose en la petición por ellas presentada solicitando se las 
exceptuase del régimen general establecido para las demás Cajas generales 
de Ahorro Popular, invocando como base de la petición las facultades 
autonómicas en materia de administración municipal y provincial 
consignadas en los artículos sexto y décimo de la Ley de 16 de agosto de 
1841 [...] 


Aun concediendo la máxima amplitud al adecuado funcionamiento de la 
Administración provincial, no es viable el hecho de que una Caja de 
Ahorros, por estar creada por una Diputación o Ayuntamiento, pase a ser 
un servicio provincial o municipal. Precisamente por ello las Cajas de 
Ahorro constituyen una personalidad jurídica y gozan de la consideración 
de elementos auxiliares del Ministerio de Trabajo. Si así no fuese, si no 
existiese una completa diferenciación entre las Entidades de Ahorro 
Popular y un servicio provincial o municipal cualquiera, no habría por qué 
poner a unas bajo el protectorado de este Departamento (de Trabajo) y 
hacer depender los otros del Ministerio de la Gobernación. 

El hecho de que las Cajas generales de Ahorro Popular establecidas en 
territorio de régimen foral figuren inscritas en el Registro especial de este 
Ministerio, desvirtúa el carácter de servicio provincial o municipal de las 


mismas, ya que su inscripción lleva consigo y da origen al nacimiento de 
una personalidad de absoluta autonomía jurídica, económica y 
administrativa, reconocida expresamente por la misma Caja Provincial de 
Navarra al consignar en el artículo tercero de sus Estatutos que la entidad 
«constituye una personalidad jurídica independiente con funciones 
exclusivamente peculiares y representación privativa». 


En definitiva, por lo tanto, vemos que las cajas, tanto de Álava como de 
Navarra, no habían seguido los pasos de la ley, aduciendo que eran dependencias 
provinciales y que las administraciones provincial y municipal, en el régimen 
foral, tenían un discurrir distinto que en el común. La orden deja claro que no 
tenía que ser así y por lo tanto obligaba a cumplir la obligación del préstamo 
agrícola. Más allá de este aspecto concreto del ámbito crediticio, lo que muestra 
también es que las cajas de los territorios forales no cumplían o no se cumplía 
con ellas la ley de igual forma, debido a su entronque con las corporaciones 
provinciales y municipales. Mostramos este ejemplo de un aspecto como el 
financiero, que normalmente se deja al margen de los análisis sobre la autonomía 
foral, que se suelen centrar en los espacios tributarios y, en menor medida, 
administrativos. 


ESPAÑA ASIMÉTRICA 


Nos ocuparemos de lo que se nos muestra como lo actual, que vemos que en 
ocasiones no lo es tanto o no lo es solo. Hablaremos de la España asimétrica 
desde una perspectiva fiscal pero no solo. 


En efecto, España es asimétrica en muchos elementos, no solo el fiscal; 
cuenta con diversas peculiaridades fiscales (regímenes forales vasco y navarro, 
régimen canario o de las antiguas plazas norteafricanas, ahora ciudades 
autónomas) o jurídicas (derechos civiles peculiares en Bizkaia, parte de Álava, 
Navarra, Cataluña, Aragón o Galicia) que operan además en un entorno con 17 
comunidades autónomas y dos ciudades autónomas, la actuación del Estado 
central, siete cabildos insulares en Canarias, dos consejos insulares en Baleares, 
38 diputaciones provinciales, tres diputaciones forales, más de 8.000 
ayuntamientos y todo ello en un medio más grande como es la Unión Europea 
(de la que forman parte España y otros 27 países). En este mosaico no es extraño 
que surja la asimetría, pero además hemos de tener en cuenta la historia, y no 
solo la geografía, para explicarla. Así, por ejemplo, en las comunidades 


autónomas uniprovinciales (Asturias, Cantabria, Murcia, Madrid o La Rioja) no 
hay diputación provincial porque al constituirse el gobierno autónomo sus 
funciones fueron traspasadas a estos. Caso aparte es el de Navarra, cuya 
diputación foral y provincial (desde 1841), al constituirse la comunidad foral de 
Navarra también se subsumió en ella por medio del Amejoramiento del Fuero, 
que no es exactamente un estatuto de autonomía (ya que no discurrió por 
ninguno de los dos artículos para su aprobación), sino una derivación, utilizando 
la Ley de 1839 y el Decreto de 16 de agosto de 1841 —conocida como Ley 
paccionada— del viejo término del Reino de Navarra, lo que dio lugar, como 


elemento más especial, a que no hubiera referéndum autonómico.20 


El fundamento de este sistema, en principio, procede de la Constitución de 
1978, en la que se organiza la nueva estructura del Estado como el conocido 
Estado de las Autonomías. En este texto constitucional, además de fijar las dos 


vías de acceso a la autonomía —el 143 (o vía lenta) y 151 (especial)-22 dejando 
aparte la excepcional de Navarra, Ceuta y Melilla, establece con su Disposición 


adicional primera el amparo y respeto a los Derechos Históricos.28 Por lo tanto, 
la Comunidad Autónoma Vasca, además de tener acceso a un Estatuto de 
Autonomía, como así fue en 1979, tiene como peculiaridad que incorpora 
competencias derivadas de esta Disposición Adicional 1.*% de esos derechos 
históricos. Este es el fundamento esencial, por lo tanto, de la asimetría en el caso 
vasco (y navarro). Esta asimetría no se encuentra solo en los asuntos fiscales, 
sino que abraza otros aspectos, por lo menos en parte, como la policía, el 
régimen local, etc. La asimetría más clara es sin duda la presencia de las 
diputaciones forales, en el aspecto organizativo, que desarrollan competencias 
tan importantes como la propia fiscal, de forma que dentro de la comunidad 
autónoma tenemos tres agentes recaudadores de tributos, las tres diputaciones 
forales, siendo el Gobierno vasco, esencialmente, un mero receptor de 
transferencias, conocida como aportación. 


Las diputaciones forales y el Gobierno vasco, por lo tanto, son agentes 
políticos con competencias a veces claramente específicas, la fiscal en el 
primero, O la educación, la sanidad y la policía en el segundo, aunque hay 
competencias que se mantienen no solo en los dos niveles sino que también 
alcanzan un tercer nivel, el municipal, que igualmente, además de sus propios 
tributos municipales y sus tasas, recibe partidas para su financiación de las 
diputaciones forales. 


El instrumento de adjudicación de competencias fue la Ley de Territorios 


Históricos de 1983,29 que en principio repartió las atribuciones entre Gobierno y 
diputaciones, aunque en ocasiones ha habido conflictos entre uno y otras sobre la 
respectiva capacidad de hacer normas sobre ramos concretos, para lo que opera 
una Comisión Arbitral que dirime conflictos de competencias, es decir, no entra 
a valorar una ley o norma impugnada por las partes, sino quién puede hacerla. 


En definitiva, se organiza un complejo sistema institucional en el que las 
diputaciones forales, como decimos, se configuran como la principal anomalía. 
De hecho, no son estrictamente entidades locales, como las diputaciones 
provinciales, pero tampoco son entes autonómicos, son... diputaciones forales. 
En las elecciones locales, en el País Vasco, se añade una urna en la que se votan 
candidatos a las juntas generales respectivas, de cuyas mayorías proceden los 
gobiernos de las diputaciones forales. El peso de estas diputaciones y su amplio 
ámbito competencial, sobre todo en los aspectos tributarios, explica que el 
Parlamento vasco —otra especificidad-tenga una representación paritaria, es 
decir, que esté formado por 75 parlamentarios, 25 por cada uno de los territorios 
históricos, por lo que la representación no es proporcional a la población, sino 
que realmente es una cámara territorial. En cambio, las aportaciones al Gobierno 
vasco sí son proporcionales al peso económico de los tres territorios históricos. 


Además de estos aspectos de organización, específicos del país, también 
contamos con una clara especificidad tributaria, con proyecciones a otros 
aspectos más amplios, como es la basada en el Concierto Económico, el sistema 
que regula las relaciones tributarias y financieras entre el País Vasco y el Estado. 


No nos vamos a extender en el Concierto, 20 porque el espacio es limitado, pero 


sí habría que señalar ciertas características esenciales. 


Para empezar, digamos que es una ley del Estado derivada de la Disposición 
adicional 1.* de la Constitución y del propio Estatuto de Autonomía del País 
Vasco, que en su artículo 41 indica que las relaciones tributarias entre este y el 
Estado se regirán por el «tradicional sistema de concierto o convenios», 
aprobado por medio de una ley de artículo único, por lo que los acuerdos de la 
Comisión mixta de Concierto —formada por representantes del Estado y del País 
Vasco (Gobierno vasco y diputaciones)- que vayan a las Cortes se pueden 
aprobar o no, pero no se pueden modificar, a modelo de lo que ocurre con los 
tratados internacionales. 


Dentro de las competencias que, vinculadas a los derechos históricos, tienen 
las diputaciones forales, como más destacada encontramos la de la recaudación 
tributaria. Esta recaudación va a estar regulada por las juntas generales por 


medio de normas forales y de sus ejecutivos, las diputaciones forales. 21 


Las diputaciones recaudan, por lo tanto, los tributos esenciales22 en el País 


Vasco. Con estas recaudaciones financian al Gobierno vasco, en parte a los 
ayuntamientos, y a sí mismas. Además, pagan al Estado, por medio del Gobierno 
vasco, que lo considera como una partida extrapresupuestaria, un cupo por los 


servicios que reciben del Estado (el país y/o sus habitantes), 22 además de su 
parte en el fondo de compensación interterritorial como cuota de solidaridad con 
el resto del Estado. 


Las características generales del régimen de Concierto se pueden sintetizar 
en: 


Reconoce, con límites, la soberanía tributaria originaria de los territorios 
históricos (no de la comunidad autónoma). 


Sistema paccionado. Las comisiones del Concierto Económico, o la Junta 
Arbitral de Concierto Económico, son paritarias. 


Reconoce la autonomía de gestión tributaria de las diputaciones forales. 


Implica un riesgo financiero unilateral para el País Vasco. Como hemos 
indicado, el cupo depende de los gastos del Estado, no de las 
recaudaciones que tengan las diputaciones. Es sobre las partidas de gasto 
del Estado sobre las que se calcula el cupo, calculado como una parte 
asignada al País Vasco, esencialmente por fundamentos de renta, que 
desde 1981 es del 6,24. Por lo tanto, el País Vasco pagaría el 6,24 de lo 
que se gaste el Estado en Ejército, Casa Real, fondo de solidaridad, etc. 
Luego habría que restar los ingresos del Estado no concertados y 
obtenidos en el País Vasco. Posteriormente se producen unos ajustes por 
competencias como la Ertzaintza. 


Figura 2. Esquema gráfico del cupo 





— Respeta el principio constitucional de solidaridad. Dentro del cupo, además 


de los servicios realizados por el Estado, se paga una parte para el Fondo 
de Solidaridad de las autonomías. 


— Modelo peculiar en el catálogo del federalismo fiscal: implica elementos 
de organización confederal. En los modelos habituales de federalismo 
fiscal se entiende que —frente al esquema igualitario, como el que 
mostramos en la figura 3-la simetría se produce cuando entre el Gobierno 


central y el Gobierno regional asimétrico se sitúa una organización 
interregional (figura 4). 


Figura 3. Esquema de federalismo fiscal igualitario 
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Figura 4. Esquema ordinario de federalismo fiscal asimétrico 


de 
Gobierno central | 
Sa 


de py — 


faenas 


C a. bl 


Gobierno a y Gobierno 
regional 2 | regional 3 
"E 





Pero la situación de esa asimetría en el caso vasco, y en el ámbito fiscal, es 
todavía más compleja por cuanto las relaciones por medio del Concierto 
configuran comisiones mixtas entre la comunidad autónoma y el Estado, con 
participación de entes subestatales como las diputaciones forales, que a su vez, 
hacia abajo, mantienen sus propias estructuras paritarias (Consejo Vasco de 
Finanzas y Órgano de Coordinación Tributaria), dejando aparte el Convenio 
Económico, que también cuenta con sus órganos paritarios respectivos entre el 
Gobierno central y el foral. 


Esta asimetría se ha visto desde determinados territorios y ámbitos de opinión 
como privilegio insolidario, atentatorio contra la libertad de establecimiento y 
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hasta ilegal.% Se ha recurrido, incluso, al cupo para justificar la falta de 


autonomía económica del paíso2 o a sentenciar por el Tribunal Supremo que la 
capacidad normativa de los territorios históricos se debía limitar a copiar la 


normativa del Estado porque el derecho comunitario lo decía así.28 


Figura 5. Esquema de asimetría en materia fiscal. España. 2013 





Nota. Para simplificar no incluimos los 17 gobiernos autónomos sino solo dos 


El problema es que el derecho comunitario no decía nada al respecto porque 
no habló hasta cuatro años más tarde, cuando utilizando los criterios utilizados el 
Tribunal de Luxemburgo dictó, en la famosa Sentencia Azores —en una cuestión 


prejudicial—,2 que el Concierto y su capacidad normativa estaban dentro de la 
legalidad comunitaria, ya que cumplía los tres requisitos para ello: 


— Autonomía institucional: los territorios históricos y la comunidad 
autónoma son entes diferentes que el Estado y cuentan con su propio 
estatuto de autogobierno. 


— Autonomía de procedimiento: toman sus medidas sin intervención del 
Estado. 


— Autonomía económica: los efectos de sus propias políticas tributarias los 
experimentan ellas mismas, es decir, no se compensan con transferencias 
del Estado las posibles pérdidas de recaudación —que tampoco se han 
demostrado hasta hoy-que pudieran tener si bajan su presión fiscal. 


En definitiva, por lo tanto, el Concierto y su capacidad normativa se ajustan 


al derecho comunitario. En efecto, la sentencia29 de 11 de septiembre de 2008 
aplicaba los requisitos de la de Azores. El fallo era claro: 


El artículo 87 CE, apartado 1, debe interpretarse en el sentido de que, para 
apreciar el carácter selectivo de una medida, se tiene en cuenta la 
autonomía institucional, de procedimiento y económica de la que goce la 
autoridad que adopte esa medida. Incumbe al órgano jurisdiccional 
remitente, único competente para identificar el Derecho nacional aplicable 
e interpretarlo, así como para aplicar el Derecho comunitario a los litigios 
de los que conoce, verificar si los Territorios Históricos y la Comunidad 
Autónoma del País Vasco gozan de tal autonomía, lo que tendría como 
consecuencia que las normas adoptadas dentro de los límites de las 
competencias otorgadas a dichas entidades infraestatales por la 
Constitución española de 1978 y las demás disposiciones del Derecho 
español no tienen carácter selectivo, en el sentido del concepto de ayuda de 
Estado tal como aparece recogido en el artículo 87 CE, apartado 1. 


Finalmente, cabe preguntarse si el modelo es tan excepcional, y si miramos 
un poco en derredor no es tan extraño, aunque sin duda el Concierto sí que tiene 
elementos distintivos dentro del federalismo fiscal, como son: la capacidad 
normativa en tributos de bases móviles, la asimetría a un tercer nivel (TT. HH.) no 
periférico ni ultraperiférico y, por último, el riesgo unilateral que significa el 
cupo calculado sobre bases presupuestarias del Estado. 


CONCLUSIONES 


Hemos visto que lo que se supone que ha sido un Estado centralista, 
realmente no lo era tanto —otra cuestión es que hubiera y haya personas que lo 
quieran más o menos centralista—, y nos hemos centrado en un aspecto tan 
consustancial con el Estado-nación contemporáneo como es el apartado fiscal, 
en que hemos visto que la asimetría tiene una larga historia y un amplio 


presente.29 


Esta amplitud de la asimetría analizada en el caso concreto del País Vasco, 
fundamentada en lo fiscal, ha tenido proyecciones muy diversas hacia lo admi- 
nistrativo, cuando no hacia lo político, de forma que sus diputaciones forales 
(salvo momentos a veces largos como el Franquismo) han operado en amplios 
espacios competenciales a veces en competencia con la Corona, con el Estado 
central pero también con el Gobierno autonómico. Han formado, en definitiva, 
un espacio periférico dentro de un Estado teóricamente omnipresente y 
omnipotente, debido a su tamaño (ni grande ni pequeño) o a la debilidad de un 


Estado que ha visto en muchas ocasiones más práctico desentenderse de sus 
funciones de control en beneficio de unas élites locales con gran capacidad de 
gestión y de supervivencia, lo que en definitiva reforzó históricamente el sistema 
al vincular gestión próxima con eficiencia, frente a la tradicional imagen del 
Estado español como ineficiente y pobre. 


Por último, una aclaración, esta es una visión sintética de la asimetría, que 
abraza otros elementos que aquí no caben, pero que tampoco pretendemos 
identificarla con el debate sobre la nacionalización, en el sentido de que esta 
asimetría no es un reflejo automático, de una débil (o fuerte) nacionalización. Es 
simplemente una perspectiva más de la actuación del Estado en España, que en 
unos casos se ha mostrado débil y en otros fuerte, generalmente fuerte con los 
débiles y débil con los fuertes; sin poder derivar esta asimetría, esta resiliencia 
foral, como una muestra automática de débil nacionalización por el mero hecho 
de que se encuentre. Hay otros espacios, otros agentes que no son el Estado y 
que aquí no hemos abordado. 


1 J. Fontana: El futuro es un país extraño. Una reflexión sobre la crisis social 
de comienzos del siglo xx1, Barcelona, Pasado €x Presente, 2013. 


2 A. Celaya Ibarra: Fuero Nuevo de Vizcaya, Leopoldo Zuzaga, Durango 
(Vizcaya), 1976. Sobre los distintos textos forales de Alava y Gipuzkoa, véase S. 
Larrazabal Basañez: Contribución a una Teoría de los Derechos Históricos 
vascos, Oñati, IVAP, 1997. 


3 Ley 4 del Título primero. En este apartado del Fuero se establecía la 
exención fiscal frente al fisco real salvo en unos tributos concretos: el pedido de 
los labradores censuarios, el pedido de las villas, la renta de las ferrerías, el 
diezmo de los monasterios y la renta de las prebostades de las villas, aunque 
algunos autores los han reducido a cuatro renglones al unir la renta de las casas 
censuarias a la de los monasterios. Véase R. López Atxurra: La administración 
fiscal del Señorío de Vizcaya (1630-1804), Bilbao, Diputación Foral de Bizkaia/ 
Instituto de Derecho Histórico de Euskal Herria, 1999, pp. 113 y ss. 

4 Véase R. Sánchez Domingo: El aforamiento de enclaves castellano al 


Fuero de Vizcaya. Organización jurídica de los valles de Tobalina, Mena, 
Valdegobía y Valderejo, Burgos, Universidad de Burgos, 2001. 


5 Sobre las relaciones de estos diferentes cuerpos, y estos con la Monarquía, 
vid. Juan José Laborda: El Señorío de Bizkaia. Nobles y Fueros (c. 1452-1727), 
Madrid, Marcial Pons, 2012. 


6 Véase F. de la Quadra Salcedo: Fuero de las M.N. y L. Encartaciones, 
Bilbao, Academia Vasca de Derecho, Zuzenbidearen Euskal Akademia, 2007. 


7 J. M. Sánchez Prieto: «La construcción simbólica de los fueros de 
Navarra», Historia Contemporánea, 47, 2013. 


8 E. Hobsbawm y T. Ranger (eds.): La invención de la tradición, Barcelona, 
Crítica, 2002. 


9 Sobre el proceso de elaboración de la Ley, véase G. Monreal Zia: «La 
elaboración de la Ley de 25 de octubre de 1839», fura Vasconiae, 9, 2012. 


10 Sobre las diferentes lecturas del sentido de esta Ley, véase Larrazabal 
Basañez: Contribución a una Teoría de los Derechos Históricos vascos. 


11 El aparente contrasentido de Ley y paccionada es solo uno de los muchos 
que pueblan estos casi dos siglos de entendimiento entre constitución y fueros. 
El análisis del acuerdo se halla en M. Cruz Mina Apat: Fueros y revolución 
liberal en Navarra, Madrid, Alianza, 1981. Sus efectos fiscales, en J. de La 
Torre y M. García-Zúñiga: «Hacienda foral y crecimiento económico en Navarra 
durante el siglo xIx», en J. de La Torre y M. García-Zúñiga (eds.): Hacienda y 
crecimiento económico. La Reforma de Mon, 150 años después, Madrid, 
Gobierno de Navarra-Marcial Pons, 1998. 


12 Las negociaciones se analizan en M. Vázquez de Prada: Negociación 
sobre los Fueros entre Vizcaya y el poder central.1839-1877, Bilbao, Caja de 
Ahorros Vizcaína, 1984. 


13 En 1841 Espartero había eliminado la excepción aduanera y municipal, 
así como el Pase foral. 


14 En aras de la brevedad diremos que los impuestos en el momento se 
recaudaban por cupos, no por cuotas; es decir, en las Cortes se aprobaba un 
reparto de lo que se debería recaudar por el Estado en las distintas provincias (en 
proporción a su población y extensión esencialmente), cupos que luego se 
repartían entre los municipios. De aquí procede el término actual cupo cuando se 
trata de la aportación del País Vasco a la hacienda del Estado. Una explicación 
más amplia de estos cupos decimonónicos se halla en M. Martorell Linares: «El 
Concierto Económico en el contexto de la Hacienda Española del siglo xIx», en 
J. Agirreakzuenaga y E. Alonso Olea (eds.): Haciendas Forales: 30 años de 


Concierto Económico y perspectivas de futuro, Bilbao, Ad Concordiam, 2011. 
15 Gaceta de Madrid, 518, 14 de noviembre de 1877, pp. 473-474, 


16 Real Decreto de 28 de febrero de 1878, Gaceta de Madrid, 60, 1 de marzo 
de 1878, pp. 505-507. 


17 Sobre el proceso de negociación y cálculos de los cupos concertados, 
véase J. Eduardo Alonso Olea: El Concierto Económico (1878-1937). Orígenes 
y formación de un Derecho histórico, Oñate, Instituto Vasco de Administración 
Pública, 1995. 


18 Estos ocho años no fueron un capricho. En 1876, en la Ley de 21 de julio, 
se había fijado una exención fiscal para los liberales afectados por las 
destrucciones de la guerra carlista durante diez años. Como habían pasado dos, 
quedaban ocho años. 


19 Por ejemplo la establecida en la Ley provincial: Ley provincial de 29 de 
Agosto de 1882: Disposiciones transitorias. 
Cuarta. Mientras subsista el Concierto económico consignado en Real Decreto 
de 28 de Febrero de 1878, y las Diputaciones de las Provincias Vascongadas 
hayan de cumplir las obligaciones que les imponen los artículos 10 y 11 del 
mismo, se considerarán investidas dichas Corporaciones, no sólo de las 
atribuciones consignadas en los capítulos 6* y 10 de la presente Ley, sino de las 
que con posterioridad á dicho convenio han venido ejercitando en el orden 
económico para hacerlo efectivo (Gaceta de Madrid, 1 de septiembre de 1882). 


20 Sobre esta clasificación competencial, véase I. Olabarri Gortazar e 1. 
Arana Pérez: «Las atribuciones de las Diputaciones vascongadas y su 
fundamento jurídico durante la Restauración», en Los Derechos Históricos 
vascos (Actas del Congreso sobre los Derechos Históricos vascos celebrado en 
el seno del II Congreso Mundial Vasco, en Vitoria-Gasteiz, los días 13, 14, 15 y 
16 de octubre de 1987), Oñate, Ivap, 1988. 


21 Sobre las actividades de la Diputación Foral y Provincial, véase J. 
Agirreakzuenaga y E. J. Alonso Olea (eds.): Historia General de la Diputación 
Foral de Bizkaia. 1640-2012, Bilbao, Diputación Foral de Bizkaia, 2014. 

22 Es decir, que la Contribución Industrial, por ejemplo, la podían recaudar, 
si así lo deseaban, los ayuntamientos, limitándose la Diputación a una simple 
autorización, como así hizo al Ayuntamiento de Vitoria. 

23 Véase J. M.* Ortiz de Orruño: «Hoja de Hermandad versus Contribución 
catastral. El arcaísmo del sistema tributario foral alavés en el siglo xIx», en 


Economía y conflictividad social (siglos XIX y XxX). Congreso de Historia de 
Euskal Herria del II Congreso Mundial Vasco, San Sebastián, Txertoa, 1988. 


24 Véase E. J. Alonso Olea: Continuidades y discontinuidades de la 
administración provincial en el País Vasco. 1839-1978. Una «esencia» de los 
Derechos Históricos, Oñati, IVAP, 1999. 


25 Orden del Ministerio de Trabajo, de 4 de noviembre de 1949, por la que 
se dispone que las Cajas de Ahorro Municipal y Provincial de Navarra vienen 
obligadas al cumplimiento de los preceptos establecidos en la Ley de 17 de julio 
de 1946 y demás disposiciones en materia de ahorro (BOE del 28). 


26 Este fue el motivo de que la Ley de 25 de octubre de 1839, derogada por 
la Constitución de 1978, por su Disposición Derogatoria 2.*, solo lo fuera para 
las provincias de Bizkaia, Álava y Gipuzkoa, pero no para Navarra, por cuanto 
esta Ley soporta todo el edificio foral actual. 


27 Estas fueron vías de acceso, luego la evolución de las autonomías derivó, 
esencialmente, en el conocido como «café para todos», en el que las 
competencias de unas y otras, con los años, han ido convergiendo salvo 
elementos excepcionales en algunas de ellas. Esta igualación obedece a diversos 
factores: influencia de las periferias de los partidos del Gobierno y oposición, 
sistema de aliviar la presión de los nacionalismos más influyentes (vasco y 
catalán, esencialmente), etc. Véase J. A. Castellanos López: La transición 
democrática en Castilla-La Mancha (1976-1983). Proceso autonómico y 
construcción regional, Toledo, Consejo Economico y Social de Castilla La 
Mancha, 2007, pp. 70-72. 


28 «La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los 
territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a 
cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía». 


29 Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones 
comunes de la Comunidad Autónoma y los órganos forales de sus Territorios 
Históricos. BOPV n.* 182, de 10 de diciembre de 1983, y BOE n.” 92, de 17 de 
abril de 2012. 


30 La bibliografía sobre el Concierto es muy amplia y abarca muchos 
aspectos de este, una consulta amplia de aquella se puede hacer en la página web 
del Centro de Documentación del Concierto Económico y de las Haciendas 
Forales, de la UPV/EHU: <http://www.ehu.es/ituna/index_es.html>. 


31 Artículo 1. Competencias de las Instituciones de los Territorios 

Históricos. Uno. Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos 
podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen 
tributario. 
Dos. La exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los 
tributos que integran el sistema tributario de los Territorios Históricos 
corresponderá a las respectivas Diputaciones Forales. Ley 1212002, de 23 de 
mayo, modificada por Ley 28/2007, de 25 de octubre. Señalamos como artículo 
1.”, realmente, al anexo de la Ley, puesto que en realidad esta Ley solo tiene un 
artículo. 


32 Prácticamente todos los impuestos están concertados. El de aduanas no lo 
está pero realmente tampoco es un impuesto estatal sino comunitario. En el 
último acuerdo de la Comisión de Concierto Económico de 16 de enero, se han 
alcanzado acuerdos para concertar nuevos impuestos: impuesto especial sobre 
los premios de determinadas loterías y apuestas, impuesto sobre los depósitos en 
las entidades de crédito, impuesto sobre el valor de la producción de la energía 
eléctrica, impuesto sobre la producción y almacenamiento de combustible 
nuclear, impuesto especial sobre hidrocarburos, impuesto sobre los gases 
fluorados de efecto invernadero e impuesto sobre actividades de juego. 


33 Por ejemplo, las Cortes, la Casa Real, el Ejército o el servicio 
diplomático. 

34 Véase «“No puede ser que a 500 metros otro tenga más privilegios”, dice 
Sanz», en El CorreoDigital, de 15 de enero de 2008. 


35 Véase Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de noviembre de 2013. En 
esta sentencia se desestimó un recurso de casación de la Comunidad de La Rioja 
contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco que había 
desestimado el recurso de esa comunidad contra la Norma Foral 3/09 de 
Presupuestos Generales del Territorio Histórico de Bizkaia de 2009. 


36 Véase Sentencia 7927/2004 de la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Supremo. Sala 2.*, de 9 de diciembre de 2004, 

37 Sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 11 de septiembre de 2008. 

38 Sentencia en la cuestión prejudicial sobre los asuntos acumulados C- 
428/06 a C-434/06. Diario Oficial de la Unión Europea. C 28%. 8 de noviembre 
de 2008. Sobre esta sentencia el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 
pudo dictar una sentencia —esta vez sí- ajustada al Derecho comunitario 
desestimando los recursos de La Rioja por cuanto entendió que se cumplían los 


tres requisitos. Véase S. Serrano Gazteluurrutia: El Concierto Económico vasco 
ante el Juez Comunitario, Oñati, IvAap, 2012. 


39 Por motivos de espacio nos hemos limitado al régimen concertado, pero 
luego habría que tratar sobre el Convenio navarro, e incluso sobre el uso de la 
capacidad normativa de las comunidades autónomas regidas por la LOFCA que 
permite, por ejemplo, que en la Comunidad Autónoma de Madrid no haya 
Impuesto de Patrimonio, lo que no ha desatado, que se sepa, ninguna cruzada 
contra el privilegio fiscal de las grandes fortunas radicadas en Madrid. 


«IGUAL QUE FRANCO PERO AL REVÉS»: UNA 
APROXIMACIÓN SOCIOLÓGICA AL ANTICATALANISMO EN 
LA ESPAÑA AUTONÓMICA 


Vicent Flor 
Universitat de Valencia 


La acumulación de desconfianza mutua entre Cataluña y España 
supone un obstáculo de gran magnitud para el funcionamiento 
eficaz del Estado español como organización. 

GERMAÁ BEL 


Tal vez sea misión histórica de la catalanidad convertirse en el 

peligro interior español número uno, tanto de la lengua como de las 

piedras, y contribuir así a reforzar la identidad de la españolidad. 
MANUEL VÁZQUEZ MONTALBÁN 


Cataluña (y lo catalán) es el gran otro en la política interna española actual. A 
la luz de los datos de que disponemos, lo catalán ha devenido una de las 
principales alteridades de la identidad nacional española debido a su resistencia 
(real o percibida) a la asimilación cultural que promueve el Estado español. Los 
Catalanes son percibidos como uno de los grupos étnicos más diferentes de 
España. Esta distinción (homodistinción y heterodistinción) sería una de las 
causas principales del anticatalanismo. 


El nacionalismo es una ideología política contemporánea que aspira a crear 
una identidad colectiva, de base territorial, que se imagina como soberana y que 
afirma la existencia de un pueblo, constituido como sujeto político legitimante. 
Al respecto, las reivindicaciones últimas de los nacionalismos español y catalán 
son mutuamente incompatibles, como se está comprobando en los diferentes 
posicionamientos del proceso independentista de Cataluña. 


El anticatalanismo se ha de entender dentro de la pugna entre los 


nacionalismos españoles y los nacionalismos catalanes? por la naturaleza 


ideológica y territorial del Estado, una guerra en la que llevan la ventaja 
aquellos pero no la victoria completa: la resistencia de estos es vista como una 
afrenta para la culminación de la nación española (o, atendiendo a la naturaleza 


perennialista de buena parte del españolismo,? a la aceptación finisecular de 


España como nación). Al fin y al cabo la identidad nacional española ha tenido 
una penetración desigual y Cataluña ha sido uno de los territorios más desafectos 


a esta propuesta identitaria.2 


En este capítulo el análisis se limitará al papel que tiene el anticatalanismo en 
el españolismo y en la construcción de la España autonómica y no a su posible 
reverso, el anticastellanismo o antiespañolismo del catalanismo, que sería 
análogo en cierta manera al anticatalanismo, aunque no simétrico, debido a las 
diferentes posiciones de poder de un nacionalismo como el español, que controla 
el Estado, y del nacionalismo catalán, que controla a lo sumo un poder delegado 
de este, la autonomía de la Generalitat de Catalunya. 


LA RIQUEZA CATALANA 


Cataluña tiene un importante peso demográfico, económico y cultural en 
España. El padrón indica que el 1 de enero de 2013 los catalanes representaban 
el 16% de la población española. Es, con más de siete millones y medio de 
habitantes, la segunda comunidad autónoma (CA) más poblada, solamente por 
detrás de Andalucía. 


Económicamente aún representa un porcentaje mayor. Su Producto Interior 
Bruto ascendía en 2012 a 192.535.185 €, lo que representaba un 18,9% del total 
de la riqueza española y en números absolutos el territorio más rico de España, 
por encima incluso del de Madrid. Su PIB per cápita en el mismo año ascendía a 
26.412 €, lo que supone 4.121 € por encima de la media estatal y 812 € por 
encima de la media de la Unión Europea de los (entonces) veintisiete miembros. 
Sin embargo, su riqueza media está por debajo de la de los vascos (30.043 €), 
madrileños (28.491 €) y navarros (28.491 €), ciudadanos mejor tratados por las 
inversiones y las balanzas fiscales del Estado. Por lo que respecta a la renta bruta 
disponible per cápita (2011) los resultados son similares. Cada catalán disponía 
de 17.147 €, mientras que la media de cada español era de 14.992 €. Si la media 
española fuera 100, la renta catalana media sería, en ambos indicadores y 
respectivamente, 118,5 y 114,4. Si a lo escrito se le añade que Cataluña es uno 


de los territorios con mayor número de empresas activas por número de 
habitantes y que tiene uno de los menores porcentajes de trabajadores públicos 
porcentuales, se llegará fácilmente a la conclusión de que la economía catalana 
es una de las más productivas del Estado. Todavía. 


Por lo que respecta a la cultura, la vehiculada en catalán representa la 
segunda más importante del Estado, a mucha diferencia de la tercera y de la 
cuarta. Por ejemplo, en catalán-valenciano se editaron en 2012 en España el 


11,1% del conjunto de libros editados en lenguas propias del estado 4 a mucha 
distancia de cualquier otra lengua no castellana (en euskera se editó el 1,9% y en 
gallego el 1,7%). Aunque los libros en catalán representan un porcentaje 
sensiblemente inferior al número de catalano-hablantes, lo que indicaría una 
posición subordinada de esta lengua, este porcentaje representaría la mayor 
alteridad étnica de un mercado mayoritariamente editado en castellano, con un 
85,3% del total. Además, con relación a la territorialización del mercado 
editorial, Barcelona ha sido un centro tradicional fundamental. En 2012, en 
Cataluña se editó el 26,1% del total de libros, solo por detrás de Madrid (41,5%), 
y a mucha distancia de la tercera CA (Andalucía, con un 11,1%). 


De manera resumida se puede decir que uno de cada seis españoles, (casi) 
uno de cada cinco euros españoles y uno de cada cuatro libros españoles son 
catalanes. No es poca cosa. Los catalanes, pues, son muchos españoles, son unos 
españoles ricos y son unos españoles cultos. Así, se podría apuntar como 
hipótesis del anticatalanismo que la riqueza de Cataluña y la potencia de la 
alteridad cultural catalana serían un factor de rechazo en buena parte de los 
defensores de la construcción de la identidad nacional española. 


LA INSOLIDARIDAD CATALANA 


El economista Germá Bel? ha calculado, a partir de las únicas balanzas 
fiscales publicadas por los diferentes gobiernos españoles, las de 2005, qué 
ocurriría si hubiese una redistribución progresiva entre CC. AA., es decir, si las CC. 
AA. más ricas, de acuerdo con sus diferentes niveles de riqueza, fueran solidarias 
sin romper el principio de ordinalidad, es decir con el supuesto de que esta 
solidaridad no permitiera que un territorio más pobre avanzara en riqueza a uno 


más rico, lo cual propiamente no se podría denominar solidaridad.£ Bel descubre 
que existen CC. AA. más pobres que la media que deberían recibir aún más 
solidaridad, como Murcia (un 6,7% del PIB), Castilla-La Mancha (3,1%), 


Andalucía (2,8%) y Canarias (0,9%). En cambio, deberían reducir la solidaridad 
que reciben Asturias (-10,5%), Castilla y León (-6,0%), Extremadura (-5,4%), 
Cantabria (-4,6%) y Galicia (-2,3%). 

El caso del País Valenciano y de las Islas Baleares, territorios 
tradicionalmente catalanohablantes, merece un comentario específico. Según 
Bel, Valencia debería recibir una solidaridad del 2,5% de su PIB. Contrariamente 
se le detrae un 6,4%, lo que en 2005 suponía 7.827.000.000 €, una cantidad muy 
importante. En total, la financiación le supone una detracción del 8,9% del total 
de su riqueza. Baleares, con una riqueza media superior a la española, es la CA 
que más porcentaje de su renta aporta, un 10,8%, un 3,3% más de lo que le 
correspondería. 


Entre las CC. AA. ricas también existen las que aportan más de lo que les 
corresponde y las que lo hacen menos. La de Madrid en 2005 era la que disponía 
de más PIB per cápita (26.835 €) y alcanzaba el 130% de la riqueza media 
estatal. Sin embargo, el flujo que aportaba a la solidaridad era de un 5,8% de su 
PIB, es decir, que porcentualmente aún era menos solidario que el País 
Valenciano (a pesar de que este contaba con una renta del 91% de la media 
estatal), y muchísimo menos que Cataluña y las Islas Baleares. De hecho, según 
los cálculos de Bel, a Madrid le correspondería aportar otro 2% de su PIB, es 
decir, 3.178 millones de euros más de 2005. Así, a pesar del inmenso beneficio 
que supone ostentar la capitalidad política (de hecho, ha pasado a ser el segundo 
territorio más rico per cápita de España), es menos solidaria con el resto de Cc. 
AA. de lo que le correspondería. 


No en términos absolutos pero porcentualmente aún hay comunidades más 
insolidarias que Madrid: sin contar las ciudades autónomas de Ceuta y de 
Melilla, la medalla de oro a la insolidaridad la tiene el País Vasco (debería 
aportar un 6,1% de su PIB de 2005), la de plata Aragón (un 3,9%) y la de bronce 
Navarra (un 3,85%). Contrariamente, Cataluña, que transfiere un 8,7% de su PIB, 
lo que supone un 3,6% más de lo que le correspondería (es decir, 6.063 millones 
de euros de 2005), concentra, como se verá, las percepciones de insolidaridad 
económica y de trato de favor en el resto de España. 


LOS MENOS QUERIDOS EN ESPAÑA 


Disponemos de escasos instrumentos demoscópicos para medir la simpatía o 
antipatía que han generado y generan los catalanes entre el resto de ciudadanos 
del Estado. Existen algunos datos correspondientes a la transición democrática y 


a la década de los noventa del siglo pasado que servirán para contextualizar el 
fenómeno, aunque, sorprendentemente, no contamos con datos recientes con la 
calidad suficiente. Así, nos fundamentaremos en tres encuestas de opinión, una 


de OYCOS/ODEC de junio de 1990,2 de 6.600 entrevistas, y otra del cis de 


noviembre de 1994, de 3.000 entrevistas, 9 que vienen a coincidir en lo 


fundamental, y se compararán con otro estudio del periodo 1976-1979. 


En la encuesta de OYCOS/ODEC (tabla 1), en una escala o-100,10 la puntuación 
más baja la recibieron los catalanes y, en segundo lugar, los vascos, a pesar de 


que el terrorismo de ETA fue muy activo durante ese periodo. 11 De hecho, los 
catalanes obtuvieron las puntuaciones más bajas entre asturianos (29, la más baja 
de todas en todos los casos), canarios (40, empatados con los vascos), cántabros 
(41), manchegos (44), castellano-leoneses (45), madrileños (49), gallegos (52) y 
navarros (57, empatados con extremeños y canarios), y las segundas más bajas, 
detrás de los vascos, entre murcianos (37), andaluces (39), aragoneses (47), 
extremeños (50), valencianos (55) y riojanos (64). Entre vascos también los 
Catalanes son los segundos peor valorados, solo por delante de los madrileños 
(50). Únicamente una cc. Aa., la balear, catalanohablante, no tiene a los catalanes 
entre los primeros o segundos peor valorados (aun así, los catalanes son los 
cuartos peor valorados, con un 59, empatados con castellanos y manchegos). En 
conjunto, en nueve CC. AA. se obtuvo una puntuación por debajo del aprobado. 


Tabla 1. Sentimientos hacia los «otros» por comunidades autónomas 
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Fuente: Tabla 9 en Garcia Ferrando et al. (op. cit, p. 29). Indicador de O a 100, donde el valor 0 indica máxima extrañeza y 100 máxima buena vecindad. 
Están reordenados alfabéticamente. 


¿A qué sería debida tan baja consideración? Para los sociólogos Manuel 
García Ferrando, Eduardo López-Aranguren y Miguel Beltrán la culpa la tienen 
los nacionalistas periféricos: 


Se ha desarrollado, pues, a lo largo de esta primera década de experiencia 
con la España de las Autonomías, una corriente de distanciamiento hacia 
los vascos y los catalanes por parte de segmentos amplios de la población 
del resto de las Comunidades Autónomas. Se trata, evidentemente, de las 
dos Comunidades Autónomas que más han tratado de ahondar en el hecho 
diferencial y en las posibilidades de autogobierno que ofrece el actual 
marco constitucional. Pero no se trata tan solo de esta profundización en la 
especificidad diferencial lo que parece alejar a muchos españoles de los 
vascos y de los catalanes, como también las formas políticas adoptadas por 
los grupos nacionalistas más radicales en ambas Comunidades. El 
terrorismo, las continuas declaraciones nacionalistas radicales, la 
«normalización» lingúística del euskera y del catalán, son hechos que son 
difícilmente asimilables por amplias capas de población, de ahí esa fuerte 
caída en el grado de simpatía que manifiestan muchos españoles hacia los 


vascos y los catalanes. 12 


Tratándose de científicos sociales cabría esperar una interpretación como 
mínimo más matizada. Sin embargo, para los autores de este estudio publicado 
por el Centro de Investigaciones Sociológicas son los otros, los nacionalistas 
radicales, los principales causantes de la desafección. El nacionalismo español, 


aparentemente banal, 13 no aparecería como responsable o corresponsable en 
ningún caso. Análogamente, ¿responsabilizaríamos a las feministas radicales de 
ser la principal causa del desarrollo del machismo y de la misoginia? ¿O a los 
activistas negros o gays radicales del racismo o la homofobia? Lo dudo mucho. 


Si se comparan los datos de 1990 respecto a los de 1979,14 el anticatalanismo 
había crecido en general en todo el Estado. La valoración de los catalanes había 
experimentado un descenso generalizado e intenso con la única excepción de 
Baleares (que había mantenido el indicador de 59) y Extremadura (de 49 a 50, 
aunque en 1979 era la que peor los valoraba). En este sentido hay que reseñar 
descensos de más de la mitad en Asturias (de 61 a 29), de 20 puntos en Canarias 
(de 60 a 40), de 16 puntos en Murcia (de 53 a 37) y de 15 puntos en Andalucía 
(de 54 a 39). La España autonómica parecería que habría desarrollado aún más el 
anticatalanismo tradicional. 


Tabla 2. Actitudes hacia los distintos grupos émicos, según la comunidad autónoma de residencia (promedios). Datos no ponderados 
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Fuente. Tabla 4.2 en J. L. Sangrador- Identidades.... op. cit., p. 66. Indicador de 0 a 10. 
Para el resto de CC. AA. no hay datos de suficiente calidad y aparecen agrupados en conjunto. 
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El estudio 2123 sobre identificación territorial y las actitudes y estereotipos 


que los residentes en las diversas CC. AA. del Estado español mantienen unos 


hacia otros, así como hacia españoles y europeos del cis de 199412 (tabla 2), 
confirma que la peor valoración de los diferentes grupos territoriales del Estado 
corresponde a los catalanes. En una escala 0-10, los catalanes son los únicos que 
suspenden (4,8), quedando a un punto de distancia de los siguientes peor 
valorados (los vascos, con un 5,8). El resto oscila entre el 6,3 de los murcianos y 
el notable (7,0) de los andaluces. Los que peor valorarían a los catalanes serían 
los gallegos (4,39) y los andaluces (4,50). Aún más, «los europeos son 
percibidos sistemáticamente y en todas las C.a. de modo más favorable que los 
propios catalanes, precisamente unos de los grupos que se sienten más 


europeos», € Estos datos confirmarían que los catalanes son los menos queridos 
del Estado: «cabe destacar que la actitud hacia catalanes es, sistemáticamente, la 
más baja en todas las C.A. analizadas aquí, incluso entre vascos y valencianos 
(catalanes y valencianos, por cierto, no parecen mostrar una especial afinidad, en 


función de los datos)». 12 
Asimismo Sangrador, respecto a la imagen de los catalanes, destaca que: 


aparece una curiosa bipolaridad: una mixtura entre rasgos positivos 
(trabajadores, emprendedores) con otros claramente negativos, pero no en 
el sentido de separatismo o independentismo (que también aparecen, 
aunque no en primer lugar), sino en torno a rasgos psicológicos: tacañería, 
orgullo, egoísmo, antipatía...Paradójicamente, la imagen obtenida de los 
catalanes se acerca mucho más a la de los europeos, lo que la aleja de los 


españoles implícitamente. 14 


En la misma línea, los catalanes son los que más rechazo presentarían como 
posibles compañeros de trabajo (49,2%), a mucha distancia de los vascos 
(33,9%) y más del doble de los terceros más rechazados, los andaluces 


(19,4%).19 Los que concentran el mayor rechazo hacia los catalanes son los 
andaluces. Curiosamente, Cataluña sería la segunda CA preferida de no haber 
nacido (o criado) en la propia CA (con un 14,2%, detrás de Madrid, que contaba 
con un 16%) y, lo más significativo, donde se viviría mejor (66,4%), a muchí- 
sima distancia de Madrid (36%) y el País Vasco (18,3%). 


Otros datos sorprendentes, atendiendo a que el nacionalismo español es 
hegemónico y que este proclama la solidaridad entre todos los españoles, con 


independencia del territorio donde viven,20 indican que existiría una percepción 


generalizada de que el Gobierno español favorece a algunas CC. AA. Un 67,1% de 
los encuestados así lo afirmaba, frente a solo un 22,6% que opinaba que se 
trataba a todas por igual. Aunque hay que tener en cuenta que durante el trabajo 
de campo había un gobierno español dirigido por el PSOE, con el apoyo 
parlamentario de los nacionalistas catalanes de Convergencia i Unió, lo más 
llamativo es que la gran mayoría (un 76,7%, en multirrespuesta, con un máximo 
de tres respuestas) respondía que era Cataluña la más favorecida. A una 
grandísima distancia estarían Andalucía (36,2%), Madrid (29,1%) y el País 
Vasco (28%). Al respecto, hasta un 91,3% de los andaluces así lo consideraría, 
como un 87,1% de castellanos, un 84,4% de madrileños, un 82,1% del resto de 
CC. AA., un 78,7% de gallegos, un 73,9% de valencianos, un 60,3% de vascos e, 
incluso, un 41,1% de los propios catalanes. Si exceptuamos a los catalanes, todos 
los grupos étnicos de España coincidían en este supuesto trato deferencial. A 
pesar de los datos económicos vistos en el capítulo anterior, la inmensa mayoría 
de madrileños (favorecidos por la capitalidad política y la política de inversiones 


radiales) 21 e incluso de vascos (el País Vasco goza de un sistema de concierto 
económico, cosa que permite a los vascos poseer muchos más recursos 
económicos por habitante que otros territorios con balanza fiscal negativa), 
consideran que Cataluña es la CA del Estado más favorecida. 


EL ANTICATALANISMO, UN PROCESO IDENTITARIO ESPECULAR 


Manuel Castells ofrece una definición de identidad que puede ser de utilidad 
en el estudio del anticatalanismo. Para el sociólogo catalán: «La identidad es la 
fuente de sentido y experiencia para la gente [...] Por identidad, en lo referente a 
los actores sociales, entiendo el proceso de construcción del sentido atendiendo a 
un atributo cultural, o un conjunto relacionado de atributos culturales, al que se 


da prioridad sobre el resto de las fuentes de sentido».22 


El antropólogo Fredrik Barth, en sus estudios sobre los grupos étnicos, revela 
que la identificación de los individuos con la etnia a la que pertenecen es de 
tanta significación que organiza su vida social e incluso la manera de interactuar 
con los propios y con los otros. Y ello con independencia de que una 
determinada identidad colectiva pase a ser hegemónica o marginal: «Los grupos 
étnicos son categorías de adscripción e identificación que son utilizados por los 
actores mismos y tienen, por tanto, la característica de organizar interacción 


entre los individuos».22 


Las identidades, pues, son el resultado de una construcción social 


dialógica.24 Estas se conforman mediante un devenir continuado en la esfera 
social: van haciéndose (reproduciéndose y reinventándose) con un constante 
proceso dialéctico o dialógico, interactuando en un contexto social determinado 
y reajustando las propias definiciones con las otras narrativas identitarias 
competidoras (o complementarias). 


En consecuencia, identidad implica diferencia —y a menudo otredad-, 
diferencia frente a los otros (individuos y grupos). Esta voluntad 
diferenciacionista, pues, necesariamente se debe concretar en algunos elementos, 
también denominados marcadores, producto tanto de la autodefinición 
consensuada O hegemonizada internamente del endogrupo como de las 
definiciones de los distintos exogrupos, con independencia de que sean 


contrarias o coincidentes a las dadas por la colectividad propia.22 Para ser 
nosotros es necesario que haya un ellos. Y nosotros seremos nosotros tanto por 
cómo nos definimos internamente como por cómo nos definen los otros y lo 
haremos normalmente mediante aquellos elementos más visibles, que más 
fácilmente nos identifican (y nos separan de ellos). 


Por todo ello, por identidad colectiva aquí se entenderá: 


un estado de conciencia compartido o coincidente, un sentimiento más o 
menos explícito de pertenecer a una categoría específica de gente, a un 
grupo bien definido o a una communitas de contorno más impreciso pero 
de una llamada emocional más fuerte. Las identidades son realzadas por un 
movimiento reflexivo a partir del yo hacia otro (singular), contraponiendo 
un nosotros a un otro (plural). Así, una identidad colectiva se construye por 
medio de manipulaciones ideológicas, simbólicas o rituales. Ahora bien, 
sin duda tales ideologías, sistemas simbólicos y mitos gravitan encima de 
unas realidades sociológicas, culturales e históricas preexistentes, las 
cuales en el proceso manipulador tienden a ser más o menos aumentadas, 


recreadas y reafirmadas según las circunstancias,20 


Esta definición resultará de utilidad por tres aspectos: 1) destaca la categoría 
construccionista, de artefacto cultural, que tiene necesariamente la identidad 
colectiva; 2) alerta sobre la formulación de esta construcción a partir de 


elementos de tipo ideológico, simbólico o ritual y 3) reconoce que esta creación 
cultural identitaria no es el resultado de una invención desde la nada, sino a 
partir de unas realidades sociales e históricas preexistentes que son reutilizadas o 
cocinadas. 


Dentro de este proceso identitario, los grupos humanos se han 


estereotipado22 a lo largo de la historia. También durante la modernidad. Los 
vecinos acostumbran a crear estrategias de diferenciación y el estereotipo y el 
prejuicio resultan fundamentales para estos objetivos. Los estereotipos presentan 


dos grandes funciones, 28 por una parte marcan fronteras y diferencias hacia los 


otros y, como consecuencia, refuerzan la identidad colectiva propia, de cada uno 
de los grupos: 


Las actitudes y conductas estereotipadas o prejuiciadas contra «los otros», 
aquellos que pertenecen a un grupo o categoría distinto del nuestro, 
desempeñan un papel importante en la afirmación de la identidad grupal 
[...] son manipulados para marcar distancias y fronteras frente a los otros, 
e indirectamente para afianzar el sentimiento de pertenencia y solidaridad 
intragrupal. Estos de dos maneras principales: a) negando-desprestigiando 
a los otros, sobre todo a aquellos grupos que son rivales y competidores 
directos por cualquier motivo; b) haciendo énfasis en las diferencias que 
separan al ingroup (el propio grupo) de los outgrups (los otros grupos en el 
mismo nivel estructural), no importa su carácter o peso específico 


«objetivo». 22 


También los catalanes han estereotipado a sus alteridades y han sido víctimas 
del mismo proceso. Tradicionalmente, la percepción del catalán ha oscilado en 
un continuo entre dos extremos representados por las figuras del avaricioso y del 
emprendedor. Así, por una parte, «ya sea en relación al almogávar o al negrero, 
la imagen secular —tanto la extra como la intrapeninsular— está asociada al 
egoísmo, a la brutalidad, a la codicia y a la explotación del trabajo o las vidas 
ajenas», y, por otra, también se edificó «la contraimagen del comerciante 


honesto y laborioso, del tendero familiar y del empresario afanoso».29 Duarte ha 
representado estas dos miradas antagónicas en dos clásicos de la literatura 
castellana, Quevedo y Cervantes, respectivamente. Sin embargo, parecería que el 
principio quevediano y su, entre otros, «son los catalanes aborto monstruoso de 


la política» habrían resultado «más fecundo(s)»21 y habrían acabado por devenir 
hegemónicos. Algunos de estos materiales quevedianos se reformularán con la 
irrupción de los nacionalismos en la Península Ibérica y se transformarán en el 
anticatalanismo moderno. 


En uno de los primeros estudios sobre los estereotipos de las nacionalidades y 
regiones de España durante la transición democrática, restringido a las élites 
culturales, el heteroestereotipo de los catalanes lo conformaban en mayor 
medida los diez adjetivos siguientes (en orden decreciente): prácticos, 
ambiciosos, orgullosos, trabajadores, separatistas, emprendedores, inteligentes, 


tacaños, amantes de su tierra y antipáticos, 22 que conformaban un estereotipo 


sensiblemente diferente al de castellanos, andaluces, vascos y gallegos (los 
grupos estudiados). Contrariamente, el autoestereotipo estaba construido a partir 
de los adjetivos siguientes: emprendedores, amantes de su tierra, responsables, 


hogareños, reflexivos, nobles, educados y honrados.22 Como era de esperar, la 
percepción colectiva de los propios catalanes era sustancialmente diferente de la 
que tenían de ellos el resto de ciudadanos del estado. Pero aún más, como 
destaca Sangrador, «llama también la atención el hecho de que sean sólo los 
sujetos catalanes quienes perciban una distancia media entre ellos y los demás 
pueblos superior a las restantes medias, lo que hace que en la estructura 


resultante aparezcan como muy diferentes a todos los demás grupos». 4 


El sociólogo valenciano Rafael Ll. Ninyoles atribuyó en su ensayo Madre 
España de 1979, con una tesis de inspiración gellneriana y, en cualquier caso, 
discutible, la estereotipación de los catalanes al «distinto ritmo de desarrollo 


económico y cultural entre Cataluña (Barcelona) y la España central», 22 que 


habría separado el «modo de ser catalán» del «modelo “normal”» definido según 
el carácter tradicional español. Así, la industrialización catalana habría generado 
un demostration effect, que habría sido percibido como una amenaza, como un 
peligro, ante el que surgiría la respuesta anticatalanista. Todo ello contribuiría a 
ayudar a entender los estereotipos de los catalanes como industriosos y 
trabajadores, avaros y codiciosos, inteligentes y astutos, que disfrutarían de una 
situación privilegiada (económica y política, controlando puestos de poder y 
decisiones) y, lo que resultaría contradictorio, serían cerrados, incluso clánicos. 
Como el propio Ninyoles apunta, esta visión está extraordinariamente cercana a 
la antisemita: catalanes y judíos (por lo menos hasta la creación del Estado de 
Israel) compartirían su condición de ser grupos minoritarios (en España los 


primeros, en la mayoría de los estados europeos previos al Holocausto los 
segundos) y de ser vistos «en ciertos aspectos en una situación de superioridad»: 


La ambivalencia a que lleva esta doble situación, sólo puede entenderse si, 
junto a la desvalorización a que tales grupos quedan sujetos en su 
condición de «minorías» (el prejuicio negativo) se añade el hecho de ser 
valoradas como «minorías privilegiadas», con lo que se convierten, a la 


vez, en punto de referencia positiva para las conductas de las mayorías. 28 


Sin embargo, los vascos, que deberían haber generado una percepción 
relativamente similar, han experimentado un heteroestereotipo sustancialmente 
diferente del catalán. Así, los vascos eran vistos como (en orden también 
decreciente) fuertes, separatistas, amantes de su tierra, valientes, extremistas, 


trabajadores, individualistas, brutos, inteligentes y cerrados.22 


Lógicamente, el anticatalanismo en sentido estricto se desarrollará como 
reacción frente al proceso de crecimiento del catalanismo, ideología política que 
impugnará la construcción del Estado unitario, mononacional y monolingiie 
español. Esta impugnación, junto con la del vasquismo, será la más importante a 
la que habrá de enfrentarse el nacionalismo español, que en muchos territorios 
del Estado prácticamente no tuvo alternativa y que, por tanto, generó 
relativamente rápido una identidad nacional española hegemónica y plenamente 
naturalizada. 


¿Qué se entiende por anticatalanismo? Aquí se entenderá como una reacción 


moderna?2 contra el catalanismo =sea real o percibido por el otro— y contra la 


consiguiente negativa catalana y de Cataluña al  uniformismo, 


castellanocéntrico,29 que promueven las estructuras del Estado español, aspecto 


que ya planteó el historiador Alfons Cucó en 1979 respecto al País Valenciano, 
aunque se puede generalizar al resto del Estado: 


El impulso de una ya relativamente estable tradición anticatalanista (y/o 
anticatalana) que surge en el País Valenciano —por lo menos en el siglo xx— 
de una manera prácticamente mecánica, cuando las bases ideológicas, 
culturales y políticas sobre las que descansan los fundamentos del Estado 
centralista son de alguna manera amenazadas oO, incluso, puestas en 


discusión 40 


En este sentido, también sería una reacción desde el nacionalismo español 
contra cualquier identidad política que se resiste a asimilarse. De alguna manera 
el anticatalanismo español es en buena medida parecido a la reacción 
antivasquista o antinacionalista vasca. El antivasquismo, por lo tanto, también se 
debe entender como una «cierta complicidad en el castigo de la diferencia, en la 


penalización de la negativa a dejarse asimilar» 4 


El sociólogo Salvador Cardús, en el prólogo de un libro de Josep Huguet y 
Rosa M. Cassa sobre el anticatalanismo, apunta a la contradicción del 
nacionalismo español por utilizar el anticatalanismo no solo como una estrategia 
eficaz, sino como una característica capital del discurso de este, cuestión que 
inventaría a los catalanes (los catalanes más o menos catalanistas, se entiende, y 
no necesariamente aquellos que responden a la catalanidad regional y asimilada 
que imagina aceptable el españolismo) como una especie de extranjeros del 
interior de España, lo cual, paradójicamente, supondría un obstáculo para la 
asimilación de los catalanes por parte de la identidad nacional española: 


El anticatalanismo que fabrican, consumido preferente y ávidamente fuera 
de Cataluña, es en él mismo un obstáculo a cualquier proceso que quiera 
integrar nacionalmente a los catalanes en España. Ellos son los primeros 
que nos inventan como extranjeros y su xenofobia los aporta, parece, a 
desear una imposible Cataluña sin catalanes, o un improbable país solo con 
aquellos que hacen bastante gala de autoodio como por ser readmitidos, 


como conversos a la comunidad nacional española. 42 


Según Francesc Ferrer existen tres grandes ejes que sustentarían el programa 
general del anticatalanismo español (o catalanofobia): 1) el uniformismo 
político; 2) el déficit fiscal (Ferrer lo llama expolio económico y tributario), 
acompañado de la idea de que la riqueza de Cataluña es debida básicamente al 


esfuerzo del resto de España, y 3) el asimilacionismo cultural y lingútístico.44 


Seguidamente se analizará con algún detalle cada uno de estos tres ejes. 


ESPAÑA, UNA (UNINACIONAL) 


El nacionalismo español es un proyecto uniformista político que se concreta, 
si bien con matices distintos según grupos ideológicos y contextos históricos, en 
la pretensión de asimilar políticamente a, entre otros, los catalanes en un 


proyecto de nación española unitaria, única, homogeneizadora (se explicite o 


no), castellanocéntrica y madrileñocéntrica. 44 La resistencia catalana a la 
uniformización sería la causa que generaría una reacción contra el grupo que se 
niega, los catalanistas, y, mediante una sinécdoque no siempre consciente, el 
conjunto de los catalanes. Los catalanes, pues, serían odiados por la pretensión 
(insisto real o percibida, a estos efectos resulta una cuestión menor) de recuperar, 
continuar y/o incrementar su autogobierno: «En vista de la incapacidad de 
asimilar a los catalanes, teniendo en cuenta la falta de atractivos de su proyecto, 


el trato que les dispensaban era la fobia contra el que se resiste». 42 


Así, el catalán ha sido visto tradicionalmente como un separatista, y según 
Duarte esta percepción se desarrollará a partir del pensamiento de Valentí 
Almirall por la negativa del catalanismo a aceptar el unitarismo del Estado 


español 46 En este sentido, las llamadas Bases de Manresa fueron contestadas de 
manera contundente y llegaron a ser vistas como incompatibles con la nación 


española. 42 Todo ello, por tanto, anteriormente incluso a que el catalanismo se 
afirmara explícitamente nacionalista (finales del siglo XIX) y, en consecuencia, 
muy previamente a que deviniera hegemónicamente  soberanista O 
independentista, que es un proceso muy reciente, y que se puede situar a partir 
de la respuesta a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 2010 contra el 
nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña aprobado por los parlamentos catalán 
y español y por la ciudadanía catalana en referéndum. Así, el nacionalismo 
español permitía una cierta identidad catalana siempre que esta se afirmara como 
regional, como subordinada: «si no quieren ser provincia el dilema es crudo: 


“Hermanos o Extran)j eros”» 48 


Esta percepción separatista no hará sino incrementarse ante la hegemonía del 
catalanismo en Cataluña y su transversalidad ideológica, por lo menos a partir de 
los estertores de la dictadura franquista, donde logró conformarse como uno los 
consensos básicos de la sociedad catalana: 


A lo largo del último quinquenio de la dictadura, los valores básicos del 
antifranquismo habían alcanzado en el Principado un altísimo grado de 
socialización o, si se quiere, de aceptación pasiva, que eclosionó a partir de 
la muerte de Franco [...] Naturalmente, no todos los catalanes se 
consideraban, por aquellas fechas, nacionalistas; pero gracias al trabajo 
pedagógico de la oposición democrática, muchísimos —y de todos los 


orígenes— habían asumido la condición nacional de Cataluña, la demanda 
del Estatuto, la legitimidad del presidente Tarradellas. [...] Este conjunto 
de actitudes, sentimientos y convicciones configuraban una simbología (los 
Segadors, el Once de Septiembre, Macia, Companys, la épica de la lucha 
antifascista del 1936-39, la Generalitat exiliada...) y una cultura política 
transversales que, en la primavera de 1977, impregnaban casi todos los 
medios de comunicación catalanes y eran asumidos —cierto que con grados 
diversos de convicción o de tacticismo- desde Unió Democrática de 


Catalunya hasta las diversas ramas de la frondosa extrema izquierda. 49 


Uno de estos consensos, en mayor o menor medida, que se han ido tejiendo 
últimamente también ha sido la consideración de Cataluña como nación, 
pretensión contra la que el españolismo reaccionará de manera contundente. Una 
España plurinacional no solo es un proyecto contra el que se oponen 
abiertamente los nacionalistas españoles, sino que incluso es visto también como 
una destrucción de España, de su España. Así, con motivo del nuevo Estatuto de 
Autonomía de Cataluña de 2005, el entonces secretario general del pp, Ángel 
Acebes, declaró que aceptar la nación catalana implicaba «el primer paso en el 


desguace de España». 20 


El catalanismo, asimismo, ha sido acusado constantemente desde el 
nacionalismo español de ser una ideología antiliberal, anticosmopolita y 
antiuniversalista y de defender una identidad catalana cerrada, prácticamente 
clánica o tribal. Al respecto, el profesor de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia Javier Varela escribió en 1996 que: 


el señor Pujol no tiene ninguna «idea de España», [...] ni siquiera puede 
decirse que tenga idea del Estado llamado a albergar esa pluralidad 
lingúística y cultural que nadie discute. El señor Pujol tiene, es evidente, 
una idea de la comunidad catalana como identidad cerrada, maciza, 
unánime y sin conflictos. Pero a esa idea teológicopolítica, falaz y 
peligrosa, nunca podrá prestar su asentimiento un liberal español y 


europeo. 


Paradójicamente, la construcción de la España de las autonomías, resultado 
en buena medida de la presión del catalanismo para transformar las tradicionales 
estructuras centralistas del Estado, ha supuesto lo que Luis Moreno denomina 


«competencia etnoterritorial», una pugna de los nuevos poderes autonómicos por 
los recursos económicos y simbólicos, siempre escasos, y por evitar no ser 


menos que los otros. 22 O, como ha apuntado Duarte, «del agravio económico se 
transitará, en el proceso de conformación del estado de las autonomías, al 


político».22 Está en juego, en efecto, no ser percibido como inferior, como 
menos, y particularmente no ser menos que Cataluña, el otro. Los discursos de 
competencia etnoterritorial se pueden percibir en no pocas CC. AA., hasta el 
extremo de haber inspirado la modificación legislativa de diversos Estatutos de 
Autonomía para no alejarse de Cataluña. Particularmente llamativa al respecto 


ha sido la conocida como «cláusula Camps», 4 la disposición adicional segunda 
del nuevo Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana de 2006, que 
intenta blindarse políticamente (con independencia del debate jurídico de la 
aplicabilidad de la reforma, que escapa del alcance del capítulo) ante una 
hipotética mejora competencial de cualquier otra autonomía y, singularmente, de 
Cataluña: 


1. Cualquier modificación de la legislación del Estado que, con carácter 
general y en el ámbito nacional, implique una ampliación de las 
competencias de las Comunidades Autónomas será de aplicación a la 
Comunitat Valenciana, considerándose ampliadas en esos mismos términos 
sus competencias. 2. La Comunitat Valenciana velará por que el nivel de 
autogobierno establecido en el presente Estatuto sea actualizado en 
términos de igualdad con las demás Comunidades Autónomas. 3. A este 
efecto, cualquier ampliación de las competencias de las Comunidades 
Autónomas que no estén asumidas en el presente Estatuto o no le hayan 
sido atribuidas, transferidas o delegadas a la Comunitat Valenciana con 
anterioridad obligará, en su caso, a las instituciones de autogobierno 
legitimadas a promover las correspondientes iniciativas para dicha 
actualización. 


Los catalanes marcan la pauta, para bien (para copiarlos) y para mal (para 
odiarlos). 


VOSOTROS, LOS INSOLIDARIOS 


El segundo de los tres principales ejes de la catalanofobia española se centra 
en la cuestión económica. Si Cataluña es rica, según este discurso, sería debido a 


la inversión y al esfuerzo que han hecho el resto de españoles en ella (como si no 
hubieran habido, por ejemplo, obreros de origen catalán), en ningún caso, o solo 
subsidiariamente, debido a la iniciativa de las élites industriales catalanas o de la 
sociedad catalana en general. Pero no solo eso: con esta riqueza de todos el 
Catalanismo incrementaría su poder, comprando voluntades y extendiendo sus 
tentáculos. Un ejemplo ilustrará esta retórica. El entonces catedrático de Historia 
Medieval de la Universidad de Zaragoza (durante un periodo fue de la de 
Valencia) Antonio Ubieto, en una entrevista en el diario anticatalanista de 
Valencia Las Provincias, afirmaba que los catalanes, con el dinero que habrían 
invertido el resto de españoles en Cataluña, harían proselitismo fuera de sus 
fronteras para apoderarse no solo de la historia de la franja catalanohablante 
aragonesa sino de unos determinados intereses económicos. Así se refuerza la 
imagen del catalán como un avaro incontinente que contribuye a crear el 
anticatalanismo español: 


El Omnium Cultural de Barcelona intenta que las gentes de Fraga o de toda 
Ribagorza se consideren catalanes, están gastando muchos millones de 
pesetas en este sentido. Becan a gente para que sencillamente digan que 
son Catalanes, se patrocina esto con el dinero que las empresas catalanas 
detraen de los impuestos para la cosa cultural [...] demostré que en 
Barcelona están falsificando la documentación para intentar convencerlos 
de que son catalanes [...] El problema de Fraga es económico, produce 


electricidad, la que necesitan los catalanes.22 


Asimismo, en el discurso anticatalanista abundan las acusaciones a Cataluña, 
los catalanes y los catalanistas de haberse apropiado no solo de la riqueza de la 
mano de obra de la meseta y del sur peninsular sino también de las inversiones 
económicas y políticas de diferentes gobiernos españoles, incluyendo los de la 
dictadura de Francisco Franco: 


¿No es cierto que Franco se volcó en el País Vasco y Cataluña, 
favoreciendo, en perjuicio de otras regiones, su desarrollo económico, 
dotándolas de excelentes comunicaciones viarias y férreas e incluso 
obligando a las cajas de ahorros de las demás regiones a invertir en 
Cataluña? Sin olvidar la eficaz contribución a la gobernación del país de 


ministros catalanes. Gana Pujol; pierde España.28 


La retórica anticatalanista a veces se adentra abiertamente en el terreno de la 
xenofobia, siguiendo una cierta tradición quevediana. Al respecto, se adjunta una 
Cita que describe particularmente el estereotipo anticatalán al presentar el 
conjunto de Cataluña y de los catalanes como una gente extremadamente tacaña, 
mediante una deformación grotesca acompañada de un cierto victimismo 
etnocéntrico muy significativo, además de inexacto (ya que, precisamente, el 
coste de la vida no es más caro en Sevilla, lugar de publicación, que en 
Cataluña): «En Cataluña la única palabra que no tiene traducción al castellano es 
gratis [...] Un ejemplo: si en Cataluña existe una gran afición al esquí y a la 
micología, es porque la nieve y las setas son gratis. Por aquí, por el centro del 


manifestódromo, las cosas cuestan más».22 


Este discurso ha sido asumido y reproducido por diversos regionalismos 
anticatalanistas, como el regionalismo  anticatalanista valenciano O 


blaverismo.22 Así, «los catalanes» querrían exprimir económicamente el País 
Valenciano y, para justificar este supuesto expolio, la unidad lingúístico-cultural 
e incluso política pasaría a ser una estrategia fundamental y previa. Muchas 
veces, como en otros relatos xenófobos, se aludiría a una mano negra que 
dificultaría histó-ricamente y en la actualidad el desarrollo de la economía 
valenciana (de «los intereses valencianos») en beneficio de «sus intereses»: 


Todo el ruido que el pancatalanismo está organizando tiene una motivación 
exclusivamente económica y por ello los catalanes, maestros en cuestiones 
monetarias, involucran la lengua, la cultura y hasta la historia en cuestiones 
políticas y económicas para favorecer sin duda sus propios intereses [...] Y 
nos asombra que en ciudades como Alcoy no recuerden que, en tiempos de 
la IT República, la alta burguesía catalana pagaba a agitadores profesionales 
para ocasionar oleadas de huelgas en las industriales textiles, con el fin de 
que las empresas se trasladasen a Cataluña, como así hicieron algunas. Y 
hoy están muy recientes casos como Iberflora, Feria del Mueble, Juguete, 
Muestras, en las que motivaciones económicas pretendieron trasladarlas a 
Cataluña con desprecio a los intereses valencianos que ellos dicen ser los 


suyos, pues todos somos hermanos.22 


LOS QUE SE OPONEN A LA HEGEMONÍA DE LA «LENGUA COMÚN» 


El tercer y último gran eje del anticatalanismo español es consecuencia de la 


voluntad asimilacionista de las periferias culturales y lingúísticas del Reino de 
España por parte del nacionalismo español. Sin embargo, este asimilacionismo 
comenzará a generar una reacción contraria a finales del siglo xIx con la 
reivindicación de, como los llamaba la Ley de Registro Civil de 1870, algunos 
«dialectos del país», que tendrá una acogida muy negativa en el unitarismo: 


la lengua, de hecho, solo empezó a entrar en liza de modo protagónico 
cuando el uso de lenguas distintas del castellano que sobrepasase su cultivo 
diglósico en géneros literarios menores, como la poesía o el teatro 
costumbrista, empezó a plantearse por parte de varios escritores catalanes 
desde la década de 1880. Surgió entonces una polémica con los detractores 
de cualquier literatura regional que fuese más allá del pintoresquismo 
folclórico. Si se saltaba al ámbito de la reivindicación de cooficialidad 
administrativa y educativa, las reacciones de la esfera pública española 
eran de auténtico estupor. Un parlamentario se refirió a la demanda de 
cooficialidad del catalán, planteada ya por el Manifiesto a la Reina Regente 


de 1888, como una extravagancia salida de un manicomio.C0 


La reacción contraria a la oposición a esta asimilación castellano-española y, 
en concreto, a la resistencia catalanista al proyecto uniformizador provocará, 
pues, retóricas apasionadas y, a veces, abiertamente catalanófobas. Estas 
retóricas presentan a los catalanes, en general, como un pueblo acomplejado, 
precisamente por la voluntad de permanecer en la identidad diferenciada, de no 
asumir la identidad general española, de negarse a la asimilación: «Los 
historiadores catalanes siempre han tenido el complejo de inferioridad de que 
nunca han sido un reino y no existe un solo documento en el que se hable de que 


Jaime I hubiese querido crear un reino en Cataluña» 61 
Por tanto, el anticatalanismo se ha de entender también como una reacción 


contra los que se oponen al supremacismo lingúístico92 del castellano en la 
España de las autonomías, o lo que viene a ser lo mismo, la defensa de una 
ordenación jerárquica con el castellano como hegemónico y el resto de lenguas 
en posiciones (políticas y sociales) subordinadas, posición a menudo implícita, 
pero a veces bastante explícita, incluso en candidatos a la presidencia del 
Gobierno español como José María Aznar, quien en el verano de 1995 declaró 
que la segunda prioridad de su gobierno, solo por detrás del paro, sería 
«garantizar la primacía constitucional» del español «en todo el territorio 


nacional».23 Otro ejemplo de la explicitación supremacista la tendríamos en el 
llamado «Manifiesto por la lengua común», firmado en 2008 por diversos 
intelectuales espa-ñolistas como Mario Vargas Llosa, José Antonio Marina, 
Aurelio Arteta, Félix de Azúa, Albert Boadella, Carlos Castilla del Pino, Luis 
Alberto de Cuenca, Arcadi Espada, Alberto González Troyano, Antonio Lastra, 
Carmen Iglesias, Carlos Martínez Gorriarán, José Luis Pardo, Álvaro Pombo, 
Ramón Rodríguez, José M.* Ruiz Soroa, Fernando Savater y Fernando Sosa 
Wagner, en el que se afirmaba que el castellano tenía que ser la «lengua principal 
de comunicación democrática en este país» y elogiaba la asimetría 
constitucional, y social, de las diferentes lenguas habladas por los ciudadanos del 
Estado: 


Todas las lenguas oficiales en el Estado son igualmente españolas y 
merecedoras de protección institucional como patrimonio compartido, pero 
sólo una de ellas es común a todos, oficial en todo el territorio nacional y 
por tanto sólo una de ellas —el castellano—- goza del deber constitucional de 
ser conocida y de la presunción consecuente de que todos la conocen. Es 
decir, hay una asimetría entre las lenguas españolas oficiales, lo cual no 
implica injusticia de ningún tipo porque en España hay diversas realidades 
culturales pero sólo una de ellas es universalmente oficial en nuestro 
Estado democrático. Y contar con una lengua política común es una 
enorme riqueza para la democracia, aún más si se trata de una lengua de 
tanto arraigo histórico en todo el país y de tanta vigencia en el mundo 


entero como el castellano.24 


Asimismo, en la construcción del castellano o español estándar se intentará 
ocultar el etnocentrismo (castellanocentrismo, en concreto) que alberga este 
proceso con el objetivo de devenir un instrumento cultural hegemónico, proceso 
llevado a cabo por instituciones del Estado español como la Real Academia 
Española a través de una inversión ideológica, tal como ha denunciado el 
lingúista Juan Carlos Moreno: 


...el español estándar es una variedad del castellano, y no al revés, como 
afirma el nacionalismo lingúístico español. [...] el discurso lingúístico 
nacionalista pretende ocultar el castellanocentrismo del español estándar al 
afirmar que el castellano no es más que un dialecto del español entre otros 


muchos. Esto no se hace por vergienza a reconocer el carácter étnico del 
español, sino para presentar esta lengua como un instrumento de 
comunicación culturalmente neutral en el que todas las identidades tienen 


cabida.5 


Así, a través de la ocultación de la sinécdoque, el castellano es presentado 
como español y este es construido como la lengua común de todos los españoles 
y, aún más, de todos los ciudadanos de países hispanófonos. No solo será común, 
sino también obligatorio. La Constitución Española de 1978, en su artículo 3.1, 
así lo explicita: «El castellano es la lengua española oficial del estado. Todos los 


españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla». Una excepción 


europea. 6 


De hecho, el nacionalismo español no intentará edificar algo demasiado 
diferente que el francés en Francia o el británico en el Reino Unido, ya que las 
lenguas nacionales pasarán a ocupar un lugar central con la modernización. 
Previamente, «el labrador medieval hablaba, pero la persona moderna no puede 


hablar sin más; hemos de hablar alguna cosa —una lengua—.97 Según Ernest 
Gellner, la modernidad comporta necesidades de homogeneización cultural y 
unidad política. A diferencia de la importancia decisiva del parentesco de los 
hombres y mujeres medievales, 


la mejor inversión de un hombre es con diferencia su educación, y ésta es 
la que realmente le provee de identidad. Diga lo que diga, el hombre 
moderno no es leal al monarca, tierra o fe algunos, sino a una cultura y, en 
términos generales, es eunuco. El mameluquismo se ha generalizado. 
Ningún vínculo importante le liga a ningún grupo de parentesco, y los que 
pudieran haber entre él y una comunidad más grande, anónima, han 


desaparecido.C9 


De tal manera que «la denigración del catalán(ista) ha pasado a ser más grave 
en la medida que ha procedido a dotar de sentido político moderno a valores, 
hábitos y sustratos previos. El primero, la constancia en el uso de la lengua 


nativa».22 Así, la llamada normalización de la lengua catalana será uno de los 
caballos de batalla principales para el nacionalismo español, ya que suponía un 
intento de configurar una alternativa a la prácticamente completa hegemonía del 


castellano como lengua de alta cultura y en los medios de comunicación que 
promovió el régimen franquista (y también diversos regímenes políticos 
anteriores). De hecho, ya en 1979 el líder de la derecha española Manuel Fraga 
declaraba que «en Cataluña, el tema se plantea con menor violencia [que en el 
País Vasco], pero la lucha cultural es fortísima, y la total catalanización de la 
enseñanza va a plantear problemas muy serios, como también el no disimulado 


expansionismo de los supuestos países catalanes». 1 Al respecto, han sido 
muchos y pertinaces los intentos de evitar que el catalán se equiparara al 
castellano: desde el Manifiesto de los 2.300 de 1981, firmado entre otros por el 
sociólogo Amando de Miguel o el periodista Federico Jiménez de los Santos, en 
el que se responsabiliza al incipiente proceso de recuperación del catalán de 


generar una cierta limpieza étnica, LL pasando por las acusaciones de Acebes 


durante la campaña contra el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2005 
al entonces presidente español José Luis Rodríguez Zapatero de ser, ni más ni 
menos, que «cómplice de la persecución del castellano», hasta las recientes 
resoluciones judiciales que impugnan y limitan la inmersión lingúística en 
catalán en la escuela. 


La derecha española, y particularmente AP-PP, ha denunciado constantemente 
los supuestos abusos en la normalización lingiiística del catalán y se ha 
presentado como defensora de los  castellanohablantes de Cataluña, 
presuntamente discriminados. En el año 1993, en el contexto de un acuerdo de 


legislatura entre el PSOE y Convergencia i Unió, se recrudeció este discurso.22 


Más de un analistaZ2 ha coincidido en la importancia al respecto de la portada 


del diario madrileño ABC del 12 de septiembre de 1993, que incorporaba una gran 
fotografía del entonces presidente de la Generalitat Jordi Pujol combinada con el 
siguiente titular: «Igual que Franco pero al revés: persecución del castellano en 


Cataluña».24 No fue un hecho aislado. El periodista anticatalanista Federico 


Jiménez Losantos, en un ensayo también publicado en 1993, defendía que: 


la política lingiística de los nacionalismos catalán y vasco ha reproducido 
la que ellos denunciaron y padecieron durante el franquismo, estableciendo 
un sistema escolar y cultural abiertamente discriminatorio para los 
castellanohablantes. [En Cataluña] tres millones de personas están 
sometidas a la operación política y cultural del cambio de lengua, de 
erradicación de la lengua castellana en la segunda generación, [proceso] 


comparable en lo cultural a la «limpieza étnica» de los serbios de la antigua 
Yugoslavia, [perpetrado por] una especie de Ku-Klux-Klan difuso, pero 


terriblemente duro./2 


Aunque la imposición lingiiística del castellano ha sido un proceso negado 
reiteradamente, incluso por el jefe del Estado (en 2001 Juan Carlos 1 durante el 
discurso de entrega del Premio Cervantes a Francisco Umbral afirmó que «nunca 
fue la nuestra lengua de imposición, sino de encuentro; a nadie se le obligó 
nunca a hablar en castellano: fueron los pueblos más diversos quienes hicieron 
suyo, por voluntad libérrima, el idioma de Cervantes»), no es de extrañar, con la 
retórica reiterativa contra la normalización del catalán, reproducida por potentes 
medios de comunicación, que la victoria electoral del PP el 12 de junio de 1994 
en las elecciones al Parlamento Europeo se celebrara por parte de militantes y 
simpatizantes con un cántico como el de «¡Pujol, enano, habla castellano!», muy 
significativo de la fobia a la diversidad lingúística española. 


Esta fijación contra la política educativa de la inmersión lingúística en catalán 
contrasta con la desatención que generan, por ejemplo, los derechos de los 
padres y madres valencianos a una escolarización en valenciano, hecho que ha 
llevado a Germa Bel a calificar el enfoque de los temas lingúísticos en el sistema 
educativo español como colonial: 


como cualquier sistema colonial, el poder central promueve los intereses de 
su cultura y lengua, obviando los de los aborígenes de lenguas y culturas 
diferentes. Recordad: unas decenas de familias en Cataluña merecen la 
protección que se niega a decenas de miles de familias en la Comunidad 
Valenciana. La única diferencia: las primeras quieren la escolarización en 
castellano, y las segundas, en valenciano. ¿Resultados del sistema 
educativo? ¿Competencias lingiísticas de los alumnos? Estos son 
discusiones propias de países avanzados. El Gobierno central está más 
interesado en fomentar el monolingiiismo y proteger la hegemonía del 


castellano por toda España.Z€ 


En la edición del 5 de marzo de 2014 El País confirmaba en primera página 
que el ministro Wert «solo ampara a los padres que quieran el castellano como 
lengua vehicular. La ley se desentiende de los idiomas cooficiales». En efecto, 
en el Real Decreto de desarrollo de la última ley de educación española, la 


LOMCE, un «texto hecho a medida para Cataluña», se desatienden los derechos de 
los padres indígenas. 


¿EL ANTICATALANISMO ESPAÑOL ES TRANSVERSAL? 


Se ha visto que el anticatalanismo es un elemento identitario común del 
conjunto de Cc. AA. del Estado español. Ideológicamente, ¿sería igualmente 
transversal?, ¿lo utilizaría igualmente la izquierda que la derecha? A mi juicio es 
evidente que la intensidad y la retórica anticatalanista son diferentes en la 


derecha, más desacomplejada,2 que en la izquierda, más matizada. Sin 


embargo, los discursos ideológicos nacionalistas españoles, a derecha pero 
también a izquierda, están impregnados de anticatalanismo. Al fin y al cabo, se 
ha tendido a «sobrestimar las diferencias y a subestimar los aspectos comunes 


que comparten».29 Duarte, al respecto, considera que históricamente «la 
condición del catalán como enemigo interior no sólo atravesaba fronteras 
regionales sino también barreras ideológicas. El riesgo de ruptura patria 


aterroriza, casi por igual, a derechas y a izquierdas».22 De hecho, «frente a la 


perdurabilidad de los desencuentros, los episodios de identificación y empatía 


fueron, en ambas direcciones, más bien escasos». 20 Así, el anticatalanismo no es 
patrimonio exclusivo del nacionalismo español conservador o reaccionario. 
También el españolismo progresista, y como muestra un editorial del periódico 
El País consideraba que, a pesar de pertenecer a la Unión Europea desde 1986, 
sin la mano de obra barata del sur peninsular «Cataluña no sería hoy lo que es y 
no tendría ocasión de pagar más impuestos, pero tampoco de vender en el 


mercado español mucho más de lo que en él compra».91 


El País, de hecho, se afirma como un diario nacional español, con todo lo que 
suele llevar aparejado, es decir, contrario no solo a la plurinacionalidad y el 
derecho de autodeterminación de los pueblos del Estado (con la excepción, 
obviamente, del español), sino también al plurilingiiismo. Ya en 1995, ante las 
quejas de un ciudadano valenciano por haberle traducido al español las cartas al 
director que enviaba, la negativa del defensor del lector se fundamentaba en que 
aunque «el Libro de estilo no dice nada al respecto, [...] la negativa se deduce 
del principio de que es un diario nacional que se publica en lengua 


castellana».22 Al fin y al cabo se observa en este y en otros muchos casos «la 


tendencia del nacionalismo español de cualquier signo a no considerar como 
plenamente propios, en términos de plena paridad de derechos y deberes con el 


castellano, a los demás idiomas de España, más allá de un estatus constitucional 


visto como una concesión suficiente, o, para varios sectores, excesiva» 93 


Además, ante la propuesta del referéndum de soberanía de Cataluña, muchos 
articulistas habituales del periódico (además de bastantes otros ad hoc) han 
salido no solo en defensa de las posiciones unionistas, sino que han denigrado al 
adversario catalanista con munición de calibre grueso. Así, a modo de ejemplo, 
un escritor como Javier Cercas ha manifestado que «es posible que en los 
últimos tiempos estemos viviendo en Cataluña una suerte de totalitarismo soft» 
(13-IX-2013), un académico como Antonio Muñoz Molina ha calificado a los 
Catalanistas como kitsch (20-IX-2013), Gabriel Tortella ha escrito que habría en 
Cataluña «una vaga frustración, y unos celos violentos por no ser el centro de 
España y porque el idioma catalán tenga un relieve insignificante comparado 
con el castellano» (19-X-2013), Vicente Verdú, contrariamente, ha acusado a los 
Catalanes de tener un intenso complejo de superioridad (14-XII-2013) y César 
Molina ha ido aún más allá: 


Menestrales son la monja Forcades, Carme Forcadell y Oriol Junqueras, 
todos ellos en la versión casa pairal. En versión pro domo mea, menestrales 
son Jordi Pujol y Artur Mas, entre muchos otros. El denominador común 
de la menestralía es la nostalgia de un medioevo idealizado, el gusto por 
una fuerte regulación de la sociedad y de la actividad económica —de lo que 
es buena muestra el Estatuto catalán en vigor, con sus 223 artículos y 152 
páginas—, la limitación de horizontes y la falta de ambición para proponer 
un proyecto capaz de integrar a todos los catalanes y, también, a todos los 
españoles. El modelo de sociedad del independentismo menestral parece 
inspirado en el pueblo de los hobbits (18-1-2014). 


¿ES INEVITABLE EL CHOQUE DE TRENES? 


Planteo la pregunta pero cualquier sociólogo desconoce con exactitud la 
respuesta. No somos adivinos, nosotros, y, por otra parte, todo es posible aunque 
no todo es igualmente probable. Sin embargo, si jugara a tratar de anticipar el 
futuro, el choque entre el nacionalismo español y el nacionalismo catalán parece 
muy probable. Y ello porque la convivencia se antoja muy complicada: España 
es un estado muy poco acogedor para las demandas históricas del catalanismo. 
El Estado está trufado por la ideología españolista excluyente y asimiladora de la 
alteridad cultural y, aún más, nacional. 


España no permite acoger la plurinacionalidad porque se imagina 
hegemónicamente como una única nación. La reivindicación del catalanismo de 
Cataluña (o, en su caso, los Países Catalanes) como nación no encaja en España. 
Lo han expresado por activa y por pasiva las principales instituciones del Estado: 
el parlamento, los diferentes ejecutivos, el judicial (el Tribunal Constitucional ha 
devenido una fábrica de independentistas catalanes), los medios de 
comunicación con sede en Madrid (y muchos con sede «en provincias»), los 
partidos políticos (mayoritarios), la sociedad civil y los intelectuales, no pocos 
de los cuales son agentes activos del nacionalismo español y contribuyen 
activamente a este con sus reiterados manifiestos y artículos. 


La respuesta al catalanismo no ha sido un acuerdo para la convivencia en un 
estado cómodo para todos (hay que insistir en que, guste o no, el nacionalismo 
catalán ha sido, como mínimo desde la restauración de la Generalitat, 
hegemónico en Cataluña). La respuesta mayoritaria ha sido, contrariamente, la 
misma de siempre, el anticatalanismo: 


la historia de España [...] se nos presenta como una sucesión de 
oportunidades perdidas en el diálogo, entendimiento, articulación...de la 
identidad catalana —convertida en vector de acción colectiva— en el interior 
de la común unidad española. Lo que hemos planteado tiene que ver con 
un interrogante. ¿En qué medida la percepción que se tiene de los catalanes 
está condicionada por la incapacidad de los catalanistas de explicarse? Sin 
duda, los que hicieron esfuerzos en esta dirección fueron muchos: Enric 
Prat de la Riba, Francesc Cambó, Lluís Companys, Josep Tarradellas, Jordi 
Pujol...Se encontraron, más allá de la pervivencia de un sustrato 


quevediano, con una serie de problemas.24 


Y así, la ecuación sigue abierta, entre una asimilación (cada vez más 
improbable) y una secesión (con más partidarios que nunca). 


* Este capítulo es resultado del proyecto de investigación HAR2011-27392 
«De la dictadura nacionalista a la democracia de las autonomías: política, cultura 
e identidades colectivas», dirigido por Ismael Saz y financiado por el MICINN. 
Los textos traducidos del catalán son del autor del artículo. Agradezco a Ferran 


Archilés diversas sugerencias y alguna bibliografía útil para su redacción. 
También Rafael Company ha aportado mejoras a la redacción. 
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¿DEL AUTONOMISMO AL INDEPENDENTISMO? EN VÍAS DE 
INTERPRETAR EL GIRO RECIENTE DEL NACIONALISMO 
CATALÁN 


Klaus-Júrgen Nagel 
Universitat Pompeu Fabra 


Cuando el día 11 de setiembre de 2012, en Barcelona, más de un millón de 
personas se manifestaron bajo el lema «Catalunya, un nou Estat a Europa», 
muchas opiniones generalizadas sobre el carácter del nacionalismo catalán 
entraron en crisis. Fuera de Cataluña y España, los medios de comunicación se 
interesaron por un país, Cataluña, que antes solamente había aparecido en las 


noticias diversas (por ejemplo, cuando se prohibieron las corridas). Hasta ahora! 
este interés no ha desaparecido. A la manifestación de la Diada de 2012 
siguieron la victoria electoral de los nacionalistas en noviembre de ese mismo 
año, la cadena humana de la Diada de 2013, las declaraciones del Gobierno y del 
Parlamento catalán sobre el «dret a decidir» del pueblo catalán, el proyecto de 
celebrar un referéndum sobre la estatalidad y la independencia de Cataluña en 
noviembre de 2014 y el rechazo de este por parte de las autoridades y la opinión 
pública españolas. 


Inmediatamente después de la Diada de 2012, según una encuesta realizada 
por el Centre d'Estudis d'Opinions (CEO) de la Generalitat de Catalunya, el 49% 
de los que contestaron se declararon «totalmente a favor» de que Cataluña se 
convirtiera durante los próximos años en un Estado independiente de Europa y 
un 19,4% adicional se posicionaron «más bien a favor». Solamente un 10,6% se 


declararon «más bien en contra» y un 13,6% «totalmente en contra».2 Una 


mayoría impresionante del 89% aceptaría el resultado de un referéndum sobre la 
independencia, al cual, como es bien sabido, el Gobierno español se opone. 
Aunque cifras más recientes y de otras fuentes suelen dar cuotas más bajas de 
independentistas, no cabe duda de que nunca en la historia tantos catalanes han 
estado a favor de la separación como en los últimos dos años. 


Este capítulo consiste en dos partes principales. En la primera parte se 
presentan las interpretaciones del fenómeno que se han publicado en la prensa 
«de calidad» alemana, para analizar las explicaciones que fuera se dan del auge 
del independentismo y si estas concuerdan con las que ofrecen los medios 
españoles, o si obedecen más a un trasfondo típico alemán. Puede ser que los dos 
factores se combinen para impedir que los medios transporten una interpretación 
alternativa, que es la que se propone en la segunda parte, y que ve en el 
particular proceso estatutario la razón principal del giro independentista del 
nacionalismo catalán. 


ENTRE LAS AGENCIAS, LOS CORRESPONSALES DE MADRID Y LAS COMPARACIONES 
ENTRE «SEPARATISMOS». LA PRENSA ALEMANA ANTE EL FENÓMENO INDEPENDENTISTA 
CATALÁN 


Los diarios y semanarios alemanes cubren las noticias de Cataluña con la 
ayuda de agencias de noticias (generalmente, DPA, AFP y Reuters) y artículos de 


la redacción, de corresponsales residentes en Madrid? y de colaboradores 
externos para reportajes particulares y artículos de comparación. Recurren a las 
agencias entre otras razones por su rapidez. Así, muchas veces encontramos que 
las primeras noticias publicadas con ocasión de manifestaciones espectaculares, 
como las de las Diadas, el resultado electoral del 25N o el acuerdo CiU/ERC sobre 
las preguntas del referéndum, son de agencias, de vez en cuando convertidas en 
artículos de redacción. Más interesante para nuestro tema son las contribuciones 
de los corresponsales y de los articulistas particulares, ya que permiten 
interpretar las pautas de cada diario y de la prensa de calidad alemana en su 
conjunto. 


Parece obvio que la localización de los corresponsales en la capital del 
Estado, su ambientación allá, en ocasiones el poco conocimiento personal que 
tienen de Cataluña, influye en sus artículos. Eso es así, pero con matices. En 
ningún diario alemán he encontrado afirmaciones de que fue el «adoctrinamiento 
de la población» masivo y sistemático para mantener el poder los nacionalistas, 


con su «paroxismo separatista» 4 o bien la influencia de los medios y del sistema 
de educación catalán y en catalán, el responsable del giro independentista de 


buena parte de la población catalana.2 De hecho, los conflictos sobre la 


inmersión se comentan poco, y sobre las medias catalanas, casi nunca; si acaso, 


se supone que la enseñanza del catalán ha reforzado el sentimiento identitario.£ 


La «Ley Werb», si se comenta, no es tema por el ataque al sistema de 


inmersión./ Más a menudo, y tanto desde la derecha como desde la izquierda, se 


insiste en el hecho de que no todos los catalanes quieren la independencia, 9 y los 


articulistas se suelen preocupar del tratamiento de la minoría no-independentista, 
hasta transportando acusaciones de personas particulares, por ejemplo, una queja 
de una madre no-independentista de Arenys contra supuestas discriminaciones 


de a hijo en la escuela.2 La insinuación de que el auge del independentismo se 


explica por las manipulaciones de un grupo de dirigentes nacionalistas (y que 
por tanto eventualmente será rechazado por los catalanes después de su fracaso) 
no se encuentra con frecuencia. En cuanto a Mas, particularmente en los diarios 
de orientación más izquierdista, como Taz o ND, no se le ve a menudo como un 
líder manipulador, sino como un autonomista que, a causa de los movimientos 


populares, se ha dejado llevar mucho más lejos de lo que él habría querido. 10 


Con el tiempo, la opinión de que los catalanes «van en serio» se encuentra 


más. 1 


La prensa en general reproduce muy a menudo el punto de vista de que el 
referéndum es  anticonstitucional, obviando casi siempre las Otras 
interpretaciones del texto constitucional, que el Gobierno catalán no ahorra 
esfuerzos en comunicar. Es en los artículos del corresponsal de la Faz, Leo 
Wieland, donde la opinión del Gobierno de España encuentra una difusión más 


reiterada, casi podríamos decir de letanía.12 Es en este aspecto donde la prensa 
alemana se encuentra más en línea con el Gobierno español. 13 


En la prensa alemana, Cataluña habitualmente tiene tratamiento de región. La 
más Clara negación del carácter nacional la encontramos en la prensa 
conservadora. En los artículos de Leo Wieland hasta se pone el adjetivo y el 
nombre de catalanista entre apóstrofes, una práctica que en Alemania recuerda a 
los años de la Guerra Fría, cuando se usaba esta práctica con la denominación de 


la RDA para poner a la vista que no se trataba de un Estado reconocido. 14 


También hay coincidencia con las posiciones del Gobierno español cuando se 
discute qué lado tiene la culpa principal del crecimiento de las tensiones. En 
general, la culpa se localiza en el lado catalán, y en particular, para Leo Wieland, 
es Artur Mas quien alimenta el fuego. Pero de esto discrepan algunos artículos 
de la prensa de izquierda, de la FR, pero en particular Ralph Streck, el 


corresponsal del np en el País Vasco.12 


La coincidencia más acusada entre la prensa española y la alemana, sin 


embargo, se encuentra en la afirmación de que el separatismo es consecuencia, o 
por lo menos se explica más bien, por el problema financiero que por cuestiones 
de identidad, de democracia o de preferencias diferentes de policies: «Todo por 
unos millones» (Taz, 26-9-12), «Las regiones españolas discuten sobre el 
dinero» (FR, 21-9-12), «[los catalanes] no quieren sacrificar su bienestar a una 
España en crisis» (FR, 11-9-13), «se trata de limitar maximalmente una 


solidaridad estirada» (Die Zeit, 22-11-12) 16 De esta manera, hay un acuerdo 
sobre el «egoísmo» o hasta el «chovinismo de bienestar»1Z de los catalanes. 


No sorprende que en los diarios de la izquierda encontremos a autores 
economistas para los cuales los problemas nacionales son artilugios para desviar 
a la gente de poder entender el problema principal. Esta tendencia se ve hasta en 
artículos que presentan las reivindicaciones nacionales como comprensibles, 


sobre todo en el ND.L8 


Pero excepciones aparte, y generalmente sin dedicarse a discutir los números 
O las razones de un independentismo de izquierdas en Cataluña, se presenta sin 
más el caso catalán como un caso de insolidaridad, de negación de ayuda al más 


necesitado.19 Esa posición se encuentra más acusadamente en la prensa de 
izquierda. Si hay excepciones, las encontraremos más en articulistas no 


habituales.20 


En consecuencia, la posible justificación económica de la reivindicación 
Catalana se entiende bastante poco; más bien se comunica la necesidad de 
resistirse contra un movimiento tan insolidario, o bien que si, como último 
remedio, se tuviera que ceder por razones políticas a tales reivindicaciones, por 
lo menos se pararía en seco el proceso independendista. Líneas de 
argumentación muy comunes en Cataluña (sobre la dimensión del déficit, su 
carácter estructural, la falta de inversión pública estatal o el vínculo entre la 
solidaridad económica que se tiene que prestar obligatoriamente pero a la que no 
se corresponde con reconocimiento nacional o respecto a la lengua) no se 


encuentran en la prensa alemana. Con las palabras de Jochen Bittner:21 «Ningún 


catalán podrá afirmar en serio ser oprimido por Madrid». 


La prensa española habitualmente usa el calificativo nacionalista cuando 
habla de catalanes y vascos; lo mismo pasa en la prensa alemana. Parece que el 
nacionalismo español no existe. Excepciones a esta regla las encontramos, otra 


vez, en algunos artículos de colaboradores no habituales22 y en algunos, pocos, 


)23 


artículos de autores como Javier Cáceres (Súddeutsche Zeitung/sz)92 y Martin 


Dahms (rr). 24 Se tiene que hacer excepción también de los corresponsales del 
ND izquierdista, que, en la línea que persigue su diario en la política alemana, se 
presenta como azote de la extrema derecha. Cubre extensivamente los actos del 
día de la hispanidad en Barcelona, citando los gritos de «Artur Mas, cámara de 


gas» (en castellano), 2 y habla de las supuestas dificultades de los manifestantes 
del PP y de Ciutadans para distanciarse de la manifestación de la extrema 
derecha. En general, sin embargo, se habla poco o nada del nacionalismo español 
de la derecha mayoritaria, y nada del de la izquierda española. 


De la misma manera que no se habla del nacionalismo español o apenas, 
cuando del catalán sí, tampoco se tematiza mucho el futuro español después de 
una posible separación catalana, cuyas posibles consecuencias para Cataluña 
(consideradas nefastas) sí que son objeto de todo tipo de consideraciones. 
También en este punto existe un paralelismo entre la prensa española y la 
alemana. Solamente en ocasiones se menciona que sin Cataluña «el ingreso per 


cápita bajaría a un nivel griego»,20 reconociendo así que también el 


nacionalismo español podría tener cierta dosis de egoísmo económico.22 


Otro punto importante de acuerdo entre la prensa española y la alemana se 
refiere a la exclusión catalana de la UE en caso de declarar la independencia. Este 
punto viene muy a menudo añadido al de la no-constitucionalidad del 
referéndum. De hecho, muchos artículos, en primer lugar los del corresponsal 


Wieland de la Faz, combinan estos dos puntos.28 Ocasionalmente, se argumenta 


que los que invirtieron en Cataluña lo hicieron creyendo que invertían en 
España, y que la independencia cambiaría las bases del negocio de manera que 


también los inversores (hasta los pequeños) se podrían retirar de Cataluña.22 Los 
diarios alemanes, según parece, forman parte de lo que los independentistas 
Catalanes consideran una «campaña del miedo» (Europa, las inversiones), 
aunque sus artículos obviamente no tienen por destino desviar a los catalanes de 
una opción independentista. 


Muchos periódicos alemanes, quizá también a causa de asumir los resúmenes 
proporcionados por las agencias, con ocasión de las elecciones catalanas del 
25N, primero reprodujeron la interpretación de los medios de Madrid (Arthur 
Mas ha perdido, ergo también el proyecto independentista) y solamente después 


algunos rectificaron. 0 


A la hora de buscar las fuentes de los artículos que publica la prensa alemana, 
en primer lugar se encuentran las comunicaciones de los gobiernos de Madrid y 
Barcelona. Entre los políticos independentistas  no-gubernamentales, 
habitualmente se cita a Oriol Junqueras, pero de segunda mano. Esto no excluye 
citas directas de independentistas de segundo rango, como por ejemplo de los 
alcaldes de Arenys (CuP) y de Vic (UDC), en artículos de colaboradores no- 
habituales (en FR o Taz). El ND, frente a lo que pudiera pensarse, parece tener 
más relación con ERC que con ICv (partido generalmente excluido de los análisis 
de todos los articulistas), y hasta se encuentra una entrevista con Alfred 


Bosch.21 


Es curioso ver los números de manifestantes que la prensa alemana acepta. 
En general, son los mínimos que se publican en la madrileña. La 
socialdemócrata FR generalmente se refiere a 600.000 manifestantes en la 
marcha de la Diada de 2012. Hasta el corresponsal Wieland de la Faz 
habitualmente habla de un millón, cifra que encontramos a menudo. Esto es así 
tanto en la prensa de la derecha (Die Welt) como en la de la izquierda (ND), pero 
también es habitual encontrar cifras de alrededor o incluso de más de 1,5 
millones. Con el tiempo, los autores ponen más en cuestión las cifras mínimas de 
la prensa española: con ocasión de la vía catalana, R. Schulze, en el liberal Der 
Tagesspiegel del 13 de septiembre de 2013, explícitamente rechaza la cifra de 
400.000 participantes ofrecida por el ministro del Interior Jorge Fernández por 
inverosímilmente baja. Reiner Wandler, en la Taz, próxima al partido verde, a 
pesar de su habitual posición adversa al independentismo, contó más de 1,6 
millones (12-9-13), y en la izquierdista ND, Ralph Schulze, a posteriori, 
sencillamente habla de «millones» de participantes (11-1-14). 


Hasta ahora, y con alguna omisión notable, hemos encontrado en la prensa 
alemana los mismos tópicos que se usan en la prensa estatal. Pero hay una 
diferencia tremendamente importante que deriva del punto de vista alemán, y 
que lógicamente no podemos encontrar tanto en Madrid: para los medios 
alemanes el caso catalán más que obedecer solamente a una dinámica española 
(y todavía menos catalana) se interpreta como parte de un trend o corriente 
europea o hasta occidental independentista. Esto claramente afecta menos a las 
noticias de las agencias o a los artículos enviados de los corresponsales en 
Madrid. En los últimos dos años (2012 y 2013), han aparecido en la prensa 
alemana muchos artículos comparativos e incluso alguna miniserie de artículos 
escritos por colaboradores o miembros de las redacciones que tratan de los 


movimientos separatistas. Parece lógico: más que interesarse por las 
particularidades de un caso extraño, se agrupa este con otros para buscar 
generalidades. Ya que buena parte de la información sobre Cataluña se realiza 
dentro de este contexto es importante con qué otros casos se agrupa y qué 
lecciones se sacan. 


He analizadod doce artículos aparecidos entre setiembre de 2012 y enero de 
2014 procedentes de diarios y semanarios muy diversos (Die Welt del 13-12-12 y 
11-9-13; raz del 11-11-12 y 29-6-13; Tagesspiegel, 3-9-12; Die Zeit, 22-11-12; 
Sz, 6-10-12; FR del 15-11-12, 26-11-12 y 11-9-13; Taz, 17-1-14; ND, 11-1-14). 
Siete de estos artículos establecen la comparación con Escocia (o con el 
movimiento nacional escocés), y seis lo hacen con Euskadi y Flandes, 
respectivamente. Hasta aquí, ninguna sorpresa. Pero cuatro artículos (de la Faz, 
aunque también de órganos más liberales de izquierda como Die Zeit, 
Tagesspiegel e incluso FR) establecen la comparación con la Lega Nord, 
generalmente destacando sus resentimientos antieuropeístas y xenófobos. 
Obviamente, esta presencia de la Lega sirve para descalificar movimientos que 
se meten, con razones o sin ellas, en el mismo saco. Tres artículos hacen 
hincapié en Baviera (y solamente uno de ellos también se encuentra en el grupo 
anterior) y en dos de ellos se alude al libro Bayern kann es auch allein. Pládoyer 
fur einen eigenen Staat (Baviera también puede sola. Una plétora por un Estado 
propio) del político de la csu Winfried Scharnagl. Los tres artículos proceden de 
periódicos de la izquierda y de la derecha (Taz, Tagesspiegel y Faz). Resulta que, 
en estos casos, lo que más interesa de esta comparación es el ejemplo bávaro, 
donde precisamente no hay un movimiento nacional significativo (ya que la 
población se define como alemana, nacionalmente), pero donde se resalta la 
defensa de la estatalidad, así como de la prosperidad. Curiosamente, en el 
artículo del Taz se menciona la autonomía catalana («la Baviera de España») 
como tan relevante que los bávaros la quisieran tener, demostrando poco 
conocimiento de la autonomía catalana (17-1-14). Pero Autonomie suena a 
mucho en alemán. El caso demuestra que no todas las comparaciones se hacen 
para entender mejor el caso catalán, ya que otros son más familiares al lector (¿y 
autor?) alemán. Esto también pasa con los artículos que comparan con Tirol del 
Sur (Alto Adige para los italianos). El caso aparece en seis de los doce artículos 
considerados. Cabe mencionar la presencia de Transnistria en una miniserie de 
artículos (Die Welt, 13-12-12), un estado no reconocido creado con ayuda rusa 
dentro del territorio de Moldavia, que sirve para demostrar cómo es de 
problemática y hasta inmoral la existencia de tales miniestados que por las 


circunstancias viven gracias a un protector ajeno (Rusia) y con ingresos 
ilegítimos (contrabando, en este caso). La presencia de Groenlandia, también en 
Die Welt (13-12-12), no obedece al hecho de que los daneses sí que permitieron 
a los groenlandeses decidir, simo principalmente a las perspectivas de 
explotaciones minerales que harán de Groenlandia un partner de los chinos en su 
búsqueda de materias primas, algo que se insinúa como una amenaza para 
Europa. Otras posibles naciones sin estado, como los corsos (dos artículos) y los 
bretones (uno, el mismo donde se menciona a los corsos) aparecen poco. Quizá 
se explica de esta manera la insistencia de la prensa alemana en ver los 
movimientos causados por el sobredesarrollo económico o, para decirlo más 
claro, por falta de solidaridad y egoísmo, ya que los territorios citados más veces 
o bien disfrutan de un PIB más alto que la media del estado al que actualmente 
pertenecen, o, si este no es el caso, por lo menos se les puede acusar de quedarse 
recursos naturales existentes (Escocia) o en perspectiva (Groenlandia). Así 
también se sugiere que el respectivo movimiento (autonomista o separatista, 
según el caso) fue motivado por intereses económico-egoístas. En contra de lo 
que es típico en la prensa catalana, por ejemplo, el caso de Kosovo y la 
confirmación de la legitimidad de su declaración de independencia por el 


Tribunal de La Haya no se vinculan a menudo con el caso catalán. 22 


¿Pero aparte de ser más ricos, actualmente o en perspectiva, que más tienen 
en común, a los ojos de los autores, los casos mencionados? Un primer factor 
sería Europa. Con frecuencia se discute en estos artículos si Europa, finalmente, 
no habrá hecho posible estos movimientos (o por lo menos su auge), no tanto en 
el sentido de mejorar las condiciones de la independencia rebajando sus costes, 
sino más bien en el sentido de que estos movimientos se ven como 


contrarreacciones populistas a la europeización,22 sea esta una manifestación de 


la globalización o, ella misma, una reacción a esta. En este contexto 
interpretativo, los separatistas aparecen como unos gorrones que no quieren 
pagar los gastos de la independencia total, que quieren independencia sin riesgo, 
o mejor dicho, que otros paguen el precio, hecho que en el fondo mostraría la 


falta de confianza en sí mismos.24 En algunos casos, se delata mucho el 


trasfondo alemán de esta manera de pensar, como al declarar que la unión de 
transferencia europea es una gran equivocación cuando los separatismos 
demuestran que ni siquiera los Estados miembro pueden garantizar la respectiva 


unión de transferencias interna.22 La idea de que estos movimientos también 


defienden otro modelo de Europa, o sea, la Europa de las regiones, como 


antimodelo a una estatalidad que ya pertenece al pasado, ya no se encuentra 


tanto, 2€ en consonancia con el declive del concepto de la Europa de las 


Regiones como antimodelo a la Europa de los Estados, y con la tendencia de las 
naciones sin estado a abandonar este concepto a favor de la independencia en 


Europa.22 


Por lo que se refiere a la concreta posibilidad de que una Cataluña 
independiente llegase directamente a ser Estado miembro de la UE, los autores 
alemanes, como en el tema de la supuesta no-constitucionalidad del referéndum, 
reiteran la posición del Gobierno español, hoy también aceptada por la Comisión 
Europea, o sea, la exclusión de los catalanes cuando se declaren 


independientes.24 


De la comparación con los otros casos escogidos, por tanto, los artículos 


generalmente sacan la conclusión de que la tendencia es a menos solidaridad22 y 
de que, a la hora de la verdad, no se trata de defender identidades sino del 


dinero.4% Tiene cierta presencia el viejo concepto marxista (pero en ocasiones 


también liberal) de la viabilidad como criterio para aceptar un Estado, y en 


general se rechazan los «miniestados» 4 aunque quizá no sean «más mini» que 


los estados realmente existentes. Esta desconfianza a la viabilidad se alía con el 
rechazo del concepto de nacionalismo que en general predomina en el discurso 
público alemán. Pero, por otro lado, y curiosamente reproduciendo una 
característica del nacionalismo alemán histórico, que era un nacionalismo de 
unir estados preexistentes y no de secesión, lo que se considera fuera de tiempo 
es el secesionismo, que generalmente se presenta como retrógrado y/o folclórico; 
con las palabras del Tagesspiegel, diario liberal de Berlín, y con alusión clara a la 


vestimenta tradicional bávara, un «separatismo de pantalones de cuero» 42 


Contrasta esta posición con la típica catalana (separatista o no) de ver su 
movimiento como de modernización. De la misma manera, el nacionalismo de 
las naciones sin estado aparece, en parte de los artículos analizados, como un 


movimiento Neo-Biedermeier, de retirada a lo privado, indeseable43 (Bittner), y 
no como un movimiento participativo y democratizador, como lo ven muchos 
nacionalistas catalanes. 


Resulta de todo esto que, por razones diversas, algunas influenciadas por 
«Madrid» y otras de cosecha propia, y de vez en cuando por razones 
contradictorias (hasta se puede suponer que existe el temor —no admitido en 


ningún lugar— de que después de la separación los gastos para mantener el euro 
se incrementarían), la independencia catalana no tiene buena prensa en 
Alemania. Con las palabras de un corresponsal importante: «Es gibt keinen 
einzigen guten Grund fúr die staatliche Unabhángigkeit Kataloniens» (“No hay 
ni una sola razón buena para la independencia estatal de Cataluña”). Afirmación 
a la que Martin Dahms, el corresponsal en cuestión, que trabaja para la FR, de 
tendencia socialdemócrata, inmediatamente añade: «Ausser vielleicht den, dass 
die Mehrheit der Katalanen sie herbeiwinscht» (“Quizás con excepción de que la 


mayoría de los catalanes la desean”). 44 No es de extrañar que desde esta óptica 
se critique sobre todo al político que se supone que ha sacado este «espíritu 
separatista» (así se titula el artículo) de su botella: Artur Mas. O por lo menos los 
suyos: así, como ya hemos dicho antes, la culpa de la crispación, tanto en 
Alemania como en Madrid, se da principalmente a los nacionalistas, que 


solamente se encuentran en la periferia. 42 


Finalmente, a las lagunas mencionadas de la prensa alemana cabe añadir una 
muy importante. Quizá por razones de espacio o de las características de 
artículos de diarios que tienen poca memoria, no se menciona la razón que —en 
mi opinión y en la de otros— puede ser la explicación principal para el giro 
independentista del nacionalismo catalán: el fracaso del proyecto de reforma del 
Estatut. Obviamente, se trata de una historia algo pesada para explicarla a un 
público alemán y en un artículo de diario. No estoy diciendo que durante el 
proceso la prensa alemana no intentara, por lo menos de vez en cuando, explicar 
los hechos a su público. Christine Schallmoser (2008) ya ha evaluado la 
información que tres diarios alemanes (y otros de Suiza y Austria) dedicaron al 
proceso. Según Schallmoser, ya durante el proceso, Faz hizo hincapié 
repetidísimas veces en la supuesta inconstitucionalidad del nuevo Estatut, 


subrayando la imposibilidad de reconocer Cataluña como nación. 46 Schallmoser 
también destaca que el discurso de FR puso el foco más sobre los socialistas y el 
ND sobre ERC (y NO sobre los Verdes), pero que en general la prensa de habla 
alemana ya por aquel entonces aceptó sin dudas ni muchas preguntas la nación 
española como el hecho normal, y al nacionalismo (catalán) como problemático. 


Pero lo decisivo es que la experiencia del proceso de la reforma del Estatut es 
un proceso que se recuerda mucho en Cataluña y quizá menos en España, y allá 
donde no se recuerda tanto y claramente es en Alemania, donde apenas se 
vincula al giro independentista, cuando podría ser el factor decisivo. Es por esta 
razón por la que en la segunda mitad de mi capítulo intentaré dar unas pautas 


interpretativas alternativas a las que salen en la prensa. 
EN VÍAS DE EXPLICAR EL GIRO INDEPENDENTISTA 


Nacionalismo viejo, independentismo joven*Z 


En Cataluña, nacionalismo no es independentismo. El nacionalismo catalán 
es histórico; el independentismo, como movimiento de masas, es nuevo. La 
manifestación millonaria de la Diada del año 2012 no era la primera. Ya en 1977 
hubo un millón de personas en la calle —pero entonces no se manifestaron por la 
independencia, sino por un Estatuto de autonomía—. Por no ser independentistas, 
a los nacionalistas catalanes se les consideraba regionalistas. Ni la Lliga 
Regionalista (sic), ni Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) o el Partit 
Socialista Unificat de Catalunya (Psuc), los partidos catalanes que dominaron la 
política del país durante los primeros cuarenta años del siglo XxX, eran 
independentistas. Los primeros brotes los encontramos a principios del citado 
siglo, cuando se inventó la bandera independentista, la estelada, inspirada en la 


cubana, y cuando surgieron las primeras asociaciones, todavía muy pequeñas. 48 


Pero incluso durante la Segunda República todavía se trataba de grupos 
pequeños. Cuando durante los años sesenta y setenta volvió a haber separatistas, 
los del Partit Socialista d'Alliberament Nacional (PSAN) y sus escisiones, otra 
vez se trató de grupúsculos pequeñísimos, por cierto, no siempre ajenos al uso de 
la violencia. La llegada de la autonomía y el curso de la Transición reforzaron la 
tradición no-independentista del nacionalismo catalán. Comunistas y socialistas, 
las principales fuerzas políticas de la resistencia antifranquista, que durante la 
dictadura habían cultivado discursos autodeterministas, con la autonomía fueron 
abandonando estas ideas. La nueva Convergencia Democrática de Catalunya 
(cpc) de Jordi Pujol, vencedora por sorpresa en las primeras elecciones 
autonómicas del año 1980, se decantó hacia un nacionalismo autonomista 
moderado que, a pesar de no descartar expressis verbis la independencia, 
tampoco la propagaba, y más bien la desincentivaba, hasta en ocasiones 
ridiculizándola como una idea romántica y arrabiada. Pronto la cpc se alió y 
después se federó con los catalanistas moderadísimos de la Unió Democrática de 
Catalunya (UDC) para formar Convergencia i Unió (ciu). Bajo la presidencia 
duradera de Jordi Pujol (1980-2003) Cataluña reivindicaba más autonomía y, 
cuando la geografía electoral española era favorable, sacó alguna competencia 
nueva o más autonomía en los gastos («el peix al cove»). Des de los años setenta 


hasta entrado el nuevo milenio, ciu apostaba por una Europa de las Regiones, 
defendiendo y creyendo que, en la UE, los Estados miembro igualmente 
perderían importancia a favor de una Europa cada vez más integrada, pero 
también a favor de unas regiones que, Cada vez más, tendrían acceso, 


representación y participación en Bruselas. 12 Durante años y hasta tiempos muy 
recientes, tanto los partidos no-estatales como los estatales se adaptaron cada vez 


más al nuevo Estado de las Autonomías español. 20 


En el año 2002, el entonces lehendakari del País Vasco, Ibarretxe, retó al 
Estado español a renegociar la relación con Euskadi con ideas de índole más 
confederal. A la sazón, Artur Mas, por aquel entonces ya delfín de Jordi Pujol, 
aprovechó para presentar un plan, él también. No aspiraba a la soberanía, 


concepto que le pareció poco en consonancia con los tiempos modernos, 21 


prefirió reformas que podrían realizarse dentro del marco constitucional, 
retocando, reformando o eventualmente sustituyendo por otro el Estatut de 1979. 


La población tampoco pidió independencia. Cuando en el año 1976, a finales 
del franquismo, se publicaron las primeras encuestas solamente el 2% de los 
Catalanes prefirieron la independencia a las otras alternativas presentadas en la 
encuesta (autonomía, centralismo y federalismo). Cierto es que hasta 1982 la 


cuota de independentistas se dobló —aunque a un insignificante 49-22 El 
crecimiento rápido del independentismo es muy reciente. En marzo de 2006, el 
CEO, preguntando sobre si los encuestados preferirían que Cataluña fuera una 
región de España, una comunidad autónoma, un estado miembro de una 
federación española o un estado independiente, ya encontró una cuota de 
independentistas del 14%. Pero es a partir de este momento cuando la cuota se 
dispara y llega al 31% el año de la manifestación (2012) o al 49,8% de los 


encuestados un año más tarde.23 


Buscando el catalizador. El fracaso del proceso estatutario y el giro 


independentistaA 


Siempre se había discutido si la concesión de una dosis de autonomía no 
llevaría a una nación sin estado a reivindicar cada vez más el proceso —con el 
tiempo automáticamente patinaría— del independentismo (slippery slope). En el 
Estado de las Autonomías español, sin embargo, la acomodación de las naciones 
minoritarias a través de estatutos generalizó la concesión de autonomía a casi 


todas las provincias y agrupaciones de provincias que la pidieran («café para 
todos»). La Constitución, de hecho, permite tratamientos asimétricos, pero 
también  resimetrizaciones. Estos pueden consistir en concesiones 
compensatorias de autonomía con el fin de elevar a todos o casi todos al mismo 
nivel de autonomía; también en recentralizaciones mediante leyes orgánicas o 
sentencias del Constitucional, por enumerar solamente las técnicas más 
importantes. Durante los primeros años de la democracia, la descentralización 
era selectiva y asimétrica (1978-1981). Entre los años 1981 y 1992, los dos 
principales partidos españoles pactaron resimetrizaciones. Cuando entre 1993 y 
2000, primero el PSOE y después el PP se encontraron como partidos más votados, 
pero en minoría en las Cortes de Madrid, se apoyaron en partidos no-estatales, al 
precio de descentralizaciones, algunas de aplicación asimétrica. Pero una vez 
conquistada la mayoría absoluta en 2000 y hasta el 2004, el Gobierno de Aznar 
podía proceder a recentralizaciones a través de leyes base y orgánicas, en algún 


caso hasta con el apoyo del PSOE.22 Por aquel entonces, el PP alzó la bandera del 
«patriotismo constitucional», entendido este como algo categóricamente 
diferente al nacionalismo; con Aznar, el Estado de las Autonomías se convirtió 


en culminación y punto final del proceso constitucional español 26 El 
patriotismo constitucional, también compartido por muchos socialistas, mantiene 
que en España solamente hay una sola nación, la española, tal como manda la 
Constitución. Defenderla no sería nacionalismo, sino constitucionalismo. El 
término peyorativo de nacionalismo quedaría para las naciones no-estatales, 
denominadas nacionalidades, y sería de carácter étnico, cerrado, muy diferente 
del constitucionalismo español, imaginado como cívico, liberal y abierto; sin 
embargo, este continuaría basándose en una entidad preconstitucional, la nación 
española. 


Les elecciones catalanas de 2003 y las españolas de 2004 tuvieron como 
resultado dos cambios de gobierno. Primero, en Cataluña, una coalición entre 
PSC-PSOE, los Verdes (ICV) y una renovada ERC cogieron el relevo del eterno 
presidente Jordi Pujol. Por primera vez, un partido que se declaró 
independentista entró en el Gobierno de la Cataluña autonómica, aunque en 
posición subordinada. ERC, sin embargo, no siempre había sido independentista. 
Entre las corrientes fundadoras que se fusionaron en 1931, los independentistas 
formaron una minoría poco significativa. Dominaron los federalistas. En 1980, 
con ocasión de la celebración de las primeras elecciones al Parlamento catalán, 
el partido todavía se presentó con el mismo programa, la «declaració ideológica» 


del año 1931, donde se propone la federación de Cataluña con los otros pueblos 
ibéricos, por razones históricas y geográficas y para preparar el ideal de la 
fraternidad humana. Ni Macia (1931) ni Companys (1934) proclamaron la 
independencia a secas, sino una República catalana dentro de un marco federal 
hispánico o ibérico. En 1977, el partido reclamó la vuelta al Estatuto histórico de 
1932. Por cierto, ERC votó en contra de la Constitución española de 1978, pero su 
principal problema no era con el Estado español, sino con la existencia de una 


nación española común.22 ERC votó a favor del Estatut d' Autonomia de 1979, a 


pesar de criticar su carácter demasiado moderado, y recordando el derecho del 
pueblo catalán a la autodeterminación nacional y a la soberanía completa. 
Después de haber votado la investidura de Jordi Pujol, el histórico líder 
izquierdista Heribert Barrera argumentó a favor de una España como Estado 
plurinacional que respetaría los derechos soberanos de sus naciones 
participantes, reivindicando una reforma del Estatut de 1979, pero no la 


separación. 29 Es cierto que el partido defendió la idea de los Paisos Catalans 
como marco nacional de referencia, pero dejando claro que el Principat tendría 
que avanzar y guiar el camino al resto de los países de habla catalana. 


Apoyar incondicionalmente a Pujol en estos años causó la pérdida de más de 
la mitad de su electorado envejecido. En las autonómicas de 1984, no se llegó ni 
siquiera al 5%. Por esta razón, algunos militantes jóvenes se opusieron al 
proceso de satelización. Ángel Colom, Josep Lluís Carod-Rovira, Josep Huguet, 
Miquel Pueyo y otros que o bien militaron en el movimiento de defensa 
lingúística Crida a la Solidaritat (un movimiento cívico, de acción directa, 
también en contra de la LOAPA), o bien procedían de partidos nacionalistas de 
izquierda que habían quedado fuera del Parlament a causa del desacuerdo entre 
ellos (el PSAN y sus escisiones, los Nacionalistes d*Esquerra, el BEAN, o sea, los 
perdedores de las elecciones de 1980). El proceso de unificación de los 
independentistas duró hasta 1995, cuando los pocos militantes restantes de Terra 
Lliure abandonaron la vía de las bombas para dedicarse a la política. Cuando los 
militantes independentistas e izquierdistas se hicieron con la dirección de ERC, 
algunos liberales se fueron para afiliarse a Convergencia y otros militantes, más 
de izquierda, fundaron la ENE que acabó integrándose en ICv. 


Con la nueva dirección, la independencia se convirtió en objetivo principal 
declarado (pero a la larga) de ERC. El programa para las elecciones catalanas de 
1988 estableció una agenda gradual para llegar a esta meta: reforma del Estatut, 
reforma de la Constitución e inclusión del derecho a la autodeterminación. Para 


poder llegar a formar mayoría social dentro de Cataluña, una sociedad cada día 
más diversa, la lengua dejaría de ser un objetivo en sí mismo para ser un 
instrumento de comunicación para la comunidad política; tendencialmente, se 
desvincula el idioma de la identidad nacional. El primer programa claramente 
independentista se aprobó en 1992 («Cap a la independencia»). Bajo el liderazgo 
populista de Angel Colom i Colom, Erc se dirigió a un electorado joven y 
radical, hasta en municipios donde dominaba el idioma castellano. Federalismo y 
confederalismo, y la idea de una España Estado pero no nación, quedaron atrás. 
La reorientación programática cuajó entre los votantes. El año 1992, ERC subió a 
tercer partido del Parlament, y en 1993 recuperó su presencia en las Cortes. En 
1995, cuando ciu perdió la mayoría absoluta, ERC recogió casi el 10% de los 
votos. Los programas de estos años combinaron reivindicaciones de izquierda 
(no necesariamente obreras) con una cada vez más importante presencia del 
derecho a la autodeterminación y la idea de la «independencia en Europa», 
inspirada en el lema del snP escocés. Sin embargo, los programas siempre 
incluyeron reivindicaciones de reformar el Estado de las Autonomías, que se 
entendieron de realización más inmediata, para convertir España en un estado 
que, antes de nada, reconociera sin reservas su naturaleza plurilingúística, 


pluricultural pero también plurinacional.22 En un libro publicado en 1995,60 
Angel Colom habló con todo detalle de un nuevo Estatut d' Autonomia nacional, 
aunque prefería una solución confederal; solamente si esta fallase, la 


independencia. €! Quedó, por tanto, suficiente espacio de ambigiedad. La lucha 
interna endémica en este partido llevó a Colom a protagonizar una escisión y 
fundar el Partit per a la Independencia, de vida corta; después de la experiencia, 
Colom acabaría militando en Convergencia Democrática. Mientras, bajo el 
liderazgo de Carod-Rovira (a partir del noviembre de 1996), ERC se reorientó 
más hacia temas izquierdistas, analizando que el camino hacia la independencia 
sería largo, e insistiendo en que se tenía que caminar paso a paso. El programa 
para las elecciones de 2003 ya no puso la independencia en el primer plano, sino 
la presencia catalana en Europa y el mundo. El camino para la coalición con los 
partidos de izquierda no independentistas que finalmente se materializó en 2003 
estaba trazado. En plena euforia por crear una ventana abierta para negociar un 
nuevo Estatut, el xxIv congreso del partido, celebrado en el año 2004, proclamó 
el llamado independentismo social: solamente como primera fuerza de la 
izquierda y como primera fuerza nacionalista, el partido podría formar el bloque 
social para ejercer el derecho a la autodeterminación. Lo que ni el optimista más 


grande podía soñar. En consecuencia, tenía mucha más importancia la vía que se 
proponía para llegar a la hegemonía que el objetivo final. Haría falta colaborar 
con las fuerzas que podrían llevar a España a una república plurinacional. Este 
sería el tema estrella del programa para la campaña de las elecciones a Cortes de 
2004. 


Por sorpresa, el socialista Rodríguez Zapatero ganó estas elecciones. El año 
anterior, había prometido durante la campanña catalana que, una vez en el poder 
en Madrid, los socialistas españoles ayudarían a hacer pasar el nuevo Estatut 
d'Autonomia catalán que el parlamento con mayoría clara propusiera. Una 


«primavera federalista» l2 parecía posible. Un nuevo Estatut pesaría más que 


cualquier peix que Jordi Pujol nunca había puesto a su cove. Los 
independentistas de ERC colaboraron con dedicación extraordinaria y entusiasmo 
en su redacción. El 30 de setiembre de 2005, el Parlament aprobó con un 
mayoría de casi el 90% de sus diputados (todos menos los del PP) un texto que 
no reconocía el derecho a la autodeterminación pero sí el reconocimiento de la 
existencia de una nación catalana, un nuevo sistema financiero y bastantes 
innovaciones de índole federal. A la sazón, el 71,4% de los catalanes pensaron 
que un nuevo Estatut haría falta, un 60,4% querían que este definiera Cataluña 
como nación «dentro del Estado español» y un 79,7% reivindicaron la 
equiparación del catalán con el castellano. El 69,9% eran de la opinión de que 
Cataluña pagaba al Estado más de lo justo. La población catalana apoyaba los 


objetivos del Estatut, y no se ponía a favor de la independencia.03 


El 2 de noviembre de 2005, el Congreso aceptó a trámite el texto catalán, 
contra los votos del Pp. Hasta ete momento, la sociedad civil en Cataluña no 
había participado mucho en los debates. En España, la fuerza que tomó la calle 
fue la del PP junto a sus aliados dentro de la sociedad civil. Se organizó una gran 
manifestación en Madrid el día 3 de diciembre de 2005 bajo el lema de defender 


la nación española y su Constitución pretendidamente amenazada.4 La COPE, la 
radio de la Conferencia Episcopal Española, había ayudado a preparar la lucha 
contra la amenaza, en su opinión, más grande a la democracia desde la 


aprobación de la Constitución.£2 Al mismo tiempo, haciendo uso de los medios 
de comunicación sociales, se organizó una campaña de boicot contra productos 
Catalanes y en particular contra el cava catalán. Así como contra presuntas 
persecuciones a la lengua castellana en Cataluña, secundada también por 
políticos socialistas de fuera de Cataluña, como por ejemplo Paco Vázquez en 


Galicia, con cierta repercusión mediática internacional.2€ Por aquel entonces el 
vice-presidente del Parlamento Europeo era Aleix Vidal Cuadras, catalán y 
político del PP, quien inció la «fundación para la defensa de la nación española», 
para fomentar el patriotismo español. En lo que se refiere a manifestaciones 
Callejeras, soporte mediático y actividades de la sociedad civil simpatizante, el 
nacionalismo español tenía la primícia —cosa que se refleja poco en las 
publicaciones que cubren esta fase del proyecto estatutario, y no solamente en 
las extranjeras. 


El acuerdo final sobre las bases del nuevo Estatut llegó el día 21 de enero de 
2006, después de una negociación de siete horas entre Artur Mas, líder del 
principal partido de la oposición en Cataluña, y Rodríguez Zapatero, o sea, con 
exclusión del Gobierno tripartido catalán y del presidente de Cataluña, el 
socialista Pasqual Maragall. El compromiso desplazó el reconocimiento nacional 
de Cataluña a una sola frase del preámbulo; en el texto, en la parte jurídicamente 
relevante, se continuaría hablando de «nacionalidad» y de «Comunidad 
Autónoma». En lugar de cambiar a fondo el sistema de la financiación 
autonómica, se prometió incrementar, durante un periodo transitorio, las 
inversiones estatales en Cataluña en la cuota catalana sobre el PIB español, y 
respetar la ordinalidad en la compensación interterritorial. A pesar de los 
recortes, el PP denunció la supuesta inconstitucionalidad y antiespañolidad del 


compromiso.22 Mariano Rajoy, entonces el líder de la oposición, afirmó que en 
Cataluña se estaba haciendo con el castellano lo mismo que Franco había hecho 


con el catalán.C% El pp reunió entre 3,5 y 4 millones de firmas para hacer un 


referéndum, eso sí, en España, contra el nuevo Estatut. 


Bajo la presión continua de la opinión pública española mobilizada, el 
proceso de cepillar el texto continuaba en el Congreso, bajo la dirección del 
histórico socialista Alfonso Guerra. Sin embargo, finalmente el PP votó en contra 
del texto —en compañía de ERC (y de Eusko Alkartasuna)—. Sin dejar de formar 
parte del Gobierno catalán liderado por el PSC-PSOE, ERC se desmarcó del texto 
aprobado resultante del acuerdo Zapatero-Mas. Carod Rovira (ERC) comentó que 
los que en ese momento estuvieran contra el reconocimiento de Cataluña como 


nación mañana tendrían que reconocer a Cataluña como estado.22 Después de la 
aceptación del texto por el Senado, fue presentado al electorado catalán para su 
ratificación. Tras una campaña poco entusiasta (en la que ERC pidió votar «no»), 
el 74% de los votantes aprobaron el Estatut recortado, pero con una abstención 


de más de la mitad del censo. A pesar de su oposición a un Estatut que el 
Gobierno catalán había aceptado, ERC, después de las elecciones de noviembre 
de 2006, volvió a formar parte de un nuevo tripartito, esta vez bajo el liderazgo 
del socialista José Montilla. 


Durante todos estos años, en Cataluña fueron los partidos, el Govern y el 
Parlament los que guiaron el proceso. Pero con el partido supuestamente 
independentista integrado otra vez en una coalición de los que defendieron un 
estatuto recortado, la escena estaba preparada para la aparición de la sociedad 
civil catalana, que se realizó, sin embargo, solo cuando incluso este Estatut 
aprobado por el pueblo catalán estaba en peligro. En ese momento, la época del 
dominio monopolístico de los partidos sobre el proceso político había acabado. 


No obstante, faltaba el largo proceso de decisión que necesitaba el Tribunal 
Constitucional español para catalizar este proceso y movilizar un nuevo 
independentismo catalán. A la luz de los comentarios que hemos citado en el 
primer capítulo es interesante, sin embargo, observar que el crecimiento del 
independentismo se inició algo antes que la crisis financiera azotase fuertemente 
a los hogares de españoles y catalanes. 


Después de la aprobación parlamentaria del Estatut en Madrid, el grupo 
parlamentario del PP, pero también algunos políticos socialistas, recurrieron al 
Tribunal Constitucional, que necesitó cuatro años para fallar. Al mismo tiempo, 
siguiendo el ejemplo valenciano, y sin encontrar mucha oposición, se reformaron 
muchos estatutos de otras autonomías, en otro proceso de resimetrización, 
eliminando buena parte de la particularidad catalana. En el proceso, los partidos 
nacionalistas catalanes que habían apoyado el proceso estatutario durante los 
años anteriores perdieron simpatizantes. Es cierto que Ciu, de momento, todavía 
podía esconder las tensiones entre sus dos partidos miembro reivindicando un 
nuevo régimen financiero, en la campaña de las elecciones españolas de 2008, 
radicalizando un poco su pocisión nacional con la idea de la refundación del 
Catalanismo en una «casa grande». Mientras, ERC, en teoría el partido 
independentista, con su segunda participación en la coalición gubernamental, 
perdió credibilidad. Con la autoridad de los líderes en litigio, dentro y fuera de 


los partidos brotaron plataformas y círculos de estudios independentistas, 20 


críticos con la docilidad tripartidista. Ciu, que había negociado con Zapatero, no 
podía recoger estos brotes dentro de su «casa grande». En las elecciones 
españolas, ciu se quedó con su electorado más fiel, y ERC perdió 5 de sus 8 
escaños en el Congreso. La abstención creció. 


Es muy posible que este desengaño no hubiera engendrado un nuevo 
movimiento independentista si el Tribunal Constitucional no hubiese actuado de 
detonante. Durante todo el año 2009, de las negociaciones de un Tribunal 
politizado y en crisis, llegaron a la prensa rumores e informaciones sobre los 
muchos artículos del Estatut que se invalidarían, fuera por declararlos no 
constitucionales, o por añadir interpretaciones obligatorias que los mutilarían. El 
día 26 de setiembre de 2009, doce diarios catalanes publicaron un editorial 
idéntico, apelando a la «dignidad» de Cataluña, y subrayando que el texto del 
Estatut había sido ratificado en plebiscito por el pueblo catalán. A partir de este 
momento, y sin vincularse sistemáticamente con las protestas contra las medidas 
de lucha contra la crísis económica, surgieron plataformas independentistas 
locales para empezar a organizar referéndums locales para ver si la población 
quería un referéndum oficial sobre la independencia de Cataluña en Europa. En 
lugar de provocar más abstencionismo político, tal como había parecido antes, el 
Tribunal provocó una obilización de la sociedad civil, que empezó a presionar a 
los partidos nacionalistas y al gobierno de Cataluña. Una presión que no 
solamente sentía ERC, el partido independentista, sino tambien Ciu. Parte de su 
electorado se estaba radicalizando, y la nueva generación de líderes del partido 
estaba más inclinada a escuchar a estas voces. 


Durante el año 2009, precisamente un año en que la adhesión al Estado 
autonómico perdió mucha fuerza en las encuestas catalanas, empezó el 
movimiento para realizar referéndums municipales a favor del derecho a decidir 
sobre la independencia catalana. Entre setiembre de 2009 y abril de 2011, en la 
mitad de los municipios se realizaron este tipo de referéndums y más de 800.000 


ciudadanos y extranjeros residentes participaron. 21 Con la organización de estos 


referéndums a nivel local y comarcal, se formaron nuevos líderes 
independentistas, al lado, pero no necesariamente desvinculados por completo de 
los partidos tradicionales. 


En febrero de 2010,22 por primera vez una encuesta dio una mayoría 
absoluta, aunque todavía escasa, del 50,3% de votantes a favor de la 
independencia, en el caso de un hipotético referéndum. Y la misma encuesta 
mostró que el 63% todavía no creían en la posibilidad de la independencia. La 
encuesta, que se había hecho también a nivel del Estado, mostró las dificultades 
de reconciliación de las opiniones públicas catalana y española. Solamente el 4% 
de la población catalana consideraba que Cataluña tenía demasiadas 
competencias, y el 40% estaba contenta con el nivel logrado, cuando el 51,7% 


consideró este nivel insatisfactorio. A nivel español, las cifras respectivas eran 
23,6, 56,7 y 8,4%. Preguntados sobre si Cataluña tendría que tener derecho a 
votar la independencia en referéndum, solo el 10,6% de los españoles estaban 
totalmente de acuerdo, pero el 50,3% de los catalanes. Si sumamos a esto los que 
se mostraron «más bien» de acuerdo, llegamos a 26,3% de los españoles, pero 
73,6% de los catalanes; los contrarios, 54,9% de los españoles y 12% de los 
catalanes. 


Finalmente, en junio de 2010, llegó el momento, y el Tribunal Constitucional 
dio la razón a los nacionalistas catalanes que habían temido lo peor. Los recortes 
no solamente afectaron a la parte del texto que trata del reconocimiento nacional, 
sino también a la que habría aproximado a Cataluña a la situación de un Estado 
miembro de una federación, o sea, la que habría significado cierto 
reconocimiento de estatalidad o de demos propio. Con el tiempo también se dará 
que uno de los aspectos fundamentales de la identidad nacional catalana, la 
lengua, con la interpretación del Tribunal del nuevo Estatut, fuera incluso 
empeorado con relación a la situación bajo el Estatut de 1979; en consecuencia, 
desde 2010 se publican sentencias del Tribunal Supremo que, bajo la protección 
de la interpretación que del nuevo Estatut hizo el Constitucional, abren una 
brecha en la política de immersión. 


En nuestra opinión, es con las protestas contra las mutilaciones de un texto 
que había sido aprobado por el pueblo catalán cuando la sociedad civil 
nacionalista tomó las riendas del movimiento, forzando a los partidos y demás 
actores del proceso estatutario fracasado a reaccionar. Cataluña durante siglos 
había sido famosa por su rico mundo asociativo que había sido capaz de 
mantener vivas la lengua y la cultura catalanas durante la larga noche del 
franquismo. Con la llegada de la democracia, los partidos, tanto los nacionalistas 
como los de la izquierda catalana y española, habían domesticado este mundo 
asociativo, relegándolo a un segundo lugar, a funciones de proveedores de votos 
y de líderes. En los primeros años del proceso estatutario, como hemos visto, 
hasta se puede observar que la sociedad española estaba mucho más movilizada 
en contra del Estatut que la catalana a favor. Después de la sentencia, sin 
embargo, la situación cambió, y asociaciones catalanistas históricas como 
Omnium Cultural y nuevas plataformas recuperaron protagonismo. El Estatut 
negociado por los partidos se había quedado en poca cosa. El respeto, la 
subordinación al liderazgo de estos partidos, estaba en entredicho. Con la 
sentencia, actores no partidistas, o que no eran líderes en sus partidos, personas 
que ya habían bregado en el movimiento de los referéndum s locales, saldrían en 


primer plano. La gran manifestación de protesta contra la sentencia del 10 de 
julio de 2010 todavía iba presidida por el entonces presidente de la Generalitat, 
José Montilla. Pero el eslogan ya era transversal: «Nosaltres som la nació. 
Nosaltres decidim». Con una participación muy considerable (los organizadores 


contaron 1,5 miliones, la policia municipal 1,1 miliones y El País 425.000), 28 se 
vieron más banderas estelades (independentistas) que nunca. 


El nuevo poder del movimiento independentista no se dio a conocer en una 
sola manifestación ni estuvo totalmente desvinculado de ciertas renovaciones en 
el sistema de partidos. En las elecciones catalanas de 2010, los nacionalistas, 
todos juntos, crecieron un magro 5%. A causa de la bajada de ERC (-7%), el 
número de votos claramente independentistas (ERC, y las nuevas fuerzas de 
Solidaritat, Reagrupament.CAT, Esquerra Independentista) hasta se podía estimar 
más bajo. ciu finalmente podía poner fin a la época tripartita, a causa de las 
pérdidas muy fuertes del psc, formando gobierno de minoría. Sin embargo, la 
importancia creciente del voto identitario también se aprecia por el auge del 
Partit dels Ciutadans-Partido de la Ciudadanía, que por primera vez entró en el 
Parlament. El año 2011, según el CEO, el número de independentistas alcanzó el 
45,4% (con solamente un 24,7% de votos en contra). En apenas tres meses, el 
«sí» a la independencia en un hipotético referéndum había ganado 2,5%, 


mientras que sus adversarios perdieron un 3,5%, 24 


Después de la victoria del PP en las elecciones españolas de noviembre de 
2011, el Gobierno de Mariano Rajoy dispone de mayoría absoluta en las dos 
cámaras. Se hizo con el gobierno de 12 o 13 de las 17 autonomías, y de casi 


todas las ciudades grandes del Estado./2 Una vez agotadas las posibilidades de 
la reforma del Estatut y siendo políticamente imposible la reforma de la 
Constitución, la propuesta electoral de ciu se volcó sobre el tema de la 
financiación autonómica y se pidió un pacto fiscal con España. De esta manera 
ciu radicalizó su programa, se dirigió a catalanistas frustrados que estaban al 
borde de la abstención, pero también se posicionó frente a competidores 
nacionalistas independentistas, por un lado ERC, por otro, sus escisiones y nuevas 
fuerzas emergentes. El tema del pacto fiscal, un concepto muy maleable, había 
de dar cierto margen de maniobra, también para compromisos. Además, hasta el 
75% de los votantes de los socialistas también se declararon a favor de un pacto 


fiscal, 26 ya que los servicios públicos, en Cataluña y en España, los utilizan 
quienes disponen de menos recursos, ellos son más víctimas del déficit fiscal y 


de la falta de ordinalidad entre las comunidades autónomas que las clases más 


acomodadas, que utilizan proveedores de salud y escolarización privados./2 En 
Cataluña, siempre ha habido más defensores del pacto fiscal que de la 


independencia según las encuestas, y aún es así.28 


Pero el Gobierno del Estado no sentía la necesidad de negociar el pacto. 
Durante la primavera de 2012 ya se discutía en Cataluña si después de una oferta 
no aceptada de un pacto fiscal tendría legitimidad para convocar nuevas 
elecciones con el objetivo de una declaración de independencia del Parlament, 


siguiendo el modelo de Kosovo.22 


La Assamblea Nacional de Catalunya, fundada a partir de la Conferencia 
Nacional per l'Estat Propi, celebrada el 30 de abril de 2011, se constituyó el 10 


de marzo de 2012,20 para preparar ella, y no los partidos, la gran manifestación 
de la Diada. Después de esta, el propio Artur Mas se reinventó como el líder que 
llevaría a su pueblo al referéndum, lo que el corresponsal Leo Wieland de la FAZ 
describió como la «curiosa metamorfosis de un pragmático frío y calculador en 


un nacionalista fogoso».L En lugar de insistir más en el pacto fiscal, que el 


Gobierno español tampoco nunca dio señales de querer negociar, Mas convocó 
elecciones, y toda la campaña quedó marcada por la discusión del democrático 
«dret a decidir», y no en el derecho a la «autodeterminació nacional» ni tampoco 
por la crisis económica cada vez más aguda. 


Según las encuestas que La Vanguardia publicó antes de las elecciones, o sea, 
entre setiembre y noviembre del año 2012, en un hipotético referéndum sobre la 
independencia, entre un 47,7 y 55% de los catalanes habrían votado que «sí», y 
entre un 33,1 y 40,2% que «no». Como hemos demostrado, muchos de los 
simpatizantes de la independencia eran de conversión reciente. Por lo menos, en 
2012 esta opinión quizá era reversible —las diferencias entre encuestas también 
podrían indicar cierta falta de firmeza en las convicciones. 

Después de una campaña electoral sucia marcada por acusaciones mutuas de 
corrupción, 92 Convergencia perdió más de 90.000 votos. Sus pérdidas fueron 
resaltadas en Madrid y, por lo menos inicialmente, en la prensa alemana que 
hemos citado.22 Sin embargo, en suma, los defensores de la soberanía catalana y 
del referéndum habían incrementado votos y escaños: 

— Por la independencia: CiU+ERC+CUP = 74 (antes 76) escaños. 


— Por un referéndum sobre la independencia: CiU+ERC+CUP+ICV = 87 (antes 


86) escaños. 


— Por un referéndum en caso de que fuera legal: CiU+ERC+CUP+ICV+PSC—PSOE 
= 106 (antes 104) de los 135 escaños. 


Todas estas opciones, por lo tanto, cuentan con mayoría absoluta en un 
Parlament elegido con una participación electoral récord de casi el 70%, 
desmintiendo de esta manera la tesis de que cuanto menos participación, más 
éxito catalanista. Comparado con 2010, más de medio millón más de catalanes 


había acudido a las umas.24 Erc había ganado 270.000 votos, de ciu, pero 


también de la abstención y de algunos partidos independentistas pequeños. La 
cur entró al Parlament aupada por 126.000 votos. Pero las elecciones también 
vieron éxitos de los partidos que por lo menos en Cataluña se suelen identificar 
con el nacionalismo español (PP, 84.000 votos más; Ciutadans, aupado por medio 
de españoles, hasta recibió 169.000 más y triplicó sus escaños). 


La radicalización por ambos lados también se puede vincular con un cambio 
importante que tuvo lugar dentro de la opinión pública española respecto al 
Estado de las Autonomías. En 2005, según las encuestas, los españoles que 
querían cambios en el sistema autonómico no querían precisamente menos, sino 
más autonomía (y eran muchos: uno de cada tres españoles). Esto no solamente 
en Cataluña y Euskadi. En los últimos años de crisis, Gobierno de Rajoy y de 
auge de UPyD, se ha realizado un cambio de opinión. Según las encuestas 


realizadas por el c1s,92 las preferencias de los españoles se desarrollaron de la 
siguiente manera (en %): 
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Un estado que reconocería la independencia de CC. A4 
Un estado con más autonomía para las CC. A4 

Un estado de las Autonomías como el actual. 

Un estado con menos autonomía para las CC. A4. 

Un estado sin CC. 44. 


La da lus by tos 


Durante los años 2007 y 2008 la suma de los defensores de las posiciones 
recentralizadoras 4 y 5 todavía se había situado bajo el 10%. Desde 2011, los re 
centralizadores son más que los que reivindican más descentralización. Y la 
recentralización más radical (Estado sin Autonomías) es la opción que gana más 


adeptos y ya supera a los que defienden las posiciones 1 y 2, concentrados estos 
en los territorios de las naciones sin estado. 


Después de las elecciones catalanas del 2012, ciu era el único partido 
indispensable para formar mayoría. Pero no se llegó a ninguna coalición, y Artur 
Mas continuó gobernando en minoría. ERC, por primera vez el segundo partido 
en el Parlament, se presta a dar el soporte necesario. Hasta ahora (marzo del 
2014), y a pesar de la crisis y de las diferencias fuertes entre estos dos partidos 
sobre la estrategia de cómo enfrentarla, el pacto funciona. Al mismo tiempo, se 
han concretizado las declaraciones del Parlament, los instrumentos de la 
transición, el día y las preguntas del referéndum previsto para noviembre de 
2014. Sin embargo, no se ha obtenido ninguna concesión, ni siquiera 
negociación (que se sepa) con el Gobierno español, que, además, no ha dejado 
de seguir una agenda recentralizadora en política financiera, y legislación en 


aspectos clave como educación («españolizar a los alumnos catalanes»)4€ O 
Administración local y que ha movilizado a la Comisión Europea para subrayar 
la posición del Gobierno español de que una Cataluña independentiente se 
quedaría fuera de la UE. 


El día 6 de octubre, La Vanguardia publicó un sondeo según el cual un 84,1% 
de los encuestados está de acuerdo con que en Cataluña se podría convocar un 
referéndum para decidir sobre la independencia; el 49,8% votarían a favor y un 
38,3% en contra. Después de haber acordado entre Ciu y ERC que las preguntas 
del referéndum previsto para el 9 de noviembre de 2014 serían dos (si se quiere 
que Cataluña sea un Estado y, a los afirmativos, si se quiere que este sea 
independiente), las cifras parecen haber bajado, con un 73,5% a favor de que 
Cataluña podría convocar, y un 56,0 frente a un 36,6% a favor de la estatalidad, 
con solamente un 44,9% de encuestados a favor de la estatalidad e 


independencia —la posición llamada del «sí-sí»). 22 


¿El tiempo jugará en contra del independentismo?99 Seguramente será difícil 
mantener una movilización de la sociedad catalana durante mucho tiempo, a 
pesar del éxito de la segunda Diada de 2013 y otras actividades que demuestran 
que todavía hay capacidad de acción. La estabilidad del partido gobernante, ciu, 
también es un factor de riesgo para los independentistas; la solución de poner 
dos preguntas en el referéndum en lugar de una sola ya es debida a la necesidad 
del compromiso con los menos independentistas, y ya parece que el compromiso 
puede disminuir las posibilidades de ganar la independencia; más aun, la 
estabilidad del pacto de gobierno de Ciu y ERC puede peligrar. La política del 


Gobierno español de no negociar parece obedecer a la opinión de que el 
movimiento se autodetruye y que por tanto no hace falta negociar, contando 
además con la fuerza disuasoria de una Comisión Europea que parece entregada 
a la causa y amenazando indirectamente también con los riesgos económicos de 
la separación. Negar la votación democrática, y aprobando al mismo tiempo 
leyes que ponen en peligro políticas esenciales catalanas que, como la 
immersión, gozan de acuerdo transpartidista (con una lluvia de decisiones 
jurídicas en contra de la immersión como música de fondo), así como amenazas 
de represión contra los que organizarían un referéndum, pero también deja a los 


catalanistas sin otra opción que la de continuar adelante,92 a riesgo de que una 


eventual represión hasta podría poner a riesgo las simpatías que la posición 
española goza en estos momentos en la comisión (y por ejemplo también en la 
prensa alemana, como hemos demostrado). 


Es posible que la crisis desmotive a quienes ahora quieren la independencia 
(cuando empiecen a creer que «ara no toca», considerando riesgos y gastos del 
proceso), pero también que, por el contrario, la necesidad continua de pedir y 
tomar prestado dinero de los fondos de rescate de Madrid pagando interés (de 
dinero que en parte viene de los impuestos pagados por catalanes que, pueden 
opinar, no han recibido parte justa de este mismo dinero en inversiones del 
Estado que otros reciben gratis) refuerce el sentimiento de que con España no 
hay solución. Es posible que la crisis debilite las instituciones del nation- 
building catalán (media y escuela en primer lugar) más que las españolas, pero 
esto solamente afectaría a la perspectiva nacional catalana a largo plazo y no (o 
en sentido contrario) al independentismo actual. 


VENTAJAS DE LA INTERPRETACIÓN PRESENTADA AQUÍ 


Hemos intentado presentar una interpretación del giro independentista del 
nacionalismo catalán analizando su evolución y relacionándola con la cronología 
de los hechos que podrían haber fomentado su desarrollo durante los últimos 
años. Explicar el giro por un adoctrinamiento por los medios y el sistema 
educativo catalán no sirve, ya que este giro fue brusco; además, será difícil de 
demostrar por qué unos medios con relativamente poca audiencia (20-25% en el 
caso de TV3) tuvieron más influencia que el resto, y por qué el 55% de materias 
de educación secundaria, que ya antes de la ley Wert se controlaban desde 
Madrid, no podían evitar tal catalanización ideológica. Explicar el giro por un 
liderazgo carismático seductor de tipo populista tampoco funciona demasiado 


bien si falta precisamente tal líder; cuando Mas lo intentó, encajó una derrota, 
aunque como hemos mostrado esta no era una derrota del independentismo 
como tal. Explicar el giro por una retirada a la vida privada (el Neo-Biedermeier) 
como reacción a la globalización amenazadora, parece que olvide precisamente 
que el movimiento de la sociedad civil catalana iba a favor de más participación, 
de la politización de la población y hasta ha incrementado la participación 
electoral en 2012. Explicaciones «a la Padania» no concuerdan con la ausencia 
de xenofobia en el movimiento independentista (que ya en los referéndums no 
oficiales dejó participar a los residentes extranjeros y quiere repetir la 
experiencia en el referéndum de noviembre, abriendo el demos catalán mucho 
más de lo que las leyes electorales españolas preveen). Tampoco prevalece el 
euroescepticismo, por lo menos por ahora, aunque creció después del poco éxito 
de la Europa de las Regiones, aunque esté de moda entre los que se oponen a las 
maneras de luchar contra la crisis (véase la CUP). Hasta ahora, la clara mayoría 
de los independentistas quieren «independencia en Europa», y dentro de la UE y 
no fuera de ella. Obviamente, esto podría cambiar si las instituciones de la UE 
continúan dando apoyo incondicional a las posiciones del Gobierno español, 
certificando de esta manera que los catalanes independentistas no se consideran 
parte de un demos federal, en este caso europeo, que hay que respetar. Tampoco 
funciona demasiado bien explicar el giro como protesta contra el déficit fiscal; 
este ya existía muchos años antes del giro. Las explicaciones del giro como mero 
chovinismo del bienestar, como los citados en la primera parte de este capítulo, 
además del déficit en sí mismo, necesitarían postular un detonador que podría 
ser la crisis. 


Será difícil para los investigadores del futuro determinar la fuerza explicativa 
que tienen el proceso fracasado del Estatut (explicación preferida en este 
capítulo) y la llegada de la crisis. En la parte del electorado atraído por la opción 
de la cuP O las alternativas propuestas por activistas como Arcadi Oliveres o 
Teresa Forcadell, parece más obvio que el movimiento de los indignados tenía 
que ver, primero, con el auge de la candidatura y, después, con la propaganda de 
las alternativas. Pero por lo que se refiere a las corrientes mayoritarias, me 
parece que el vínculo con el percibido fracaso del Estatut es más obvio y en la 
secuencia de los hechos más convincente para explicar el giro. En las encuestas 
sobre las preferencias de los catalanes sobre las relaciones de su país con 
España, la alternativa «Comunidad Autónoma», tradicionalmente la preferida 


por los catalanes y con distancia, ya cae en picado desde el año 2007-2008,20 
antes de que los efectos de la crisis y/o de la manera de luchar contra ella 


llegasen a los hogares, pero precisamente cuando el Tribunal Constitucional 
deliberó sobre un Estatut ya cepillado. Desde entonces, el peso de la preferencia 
mencionada no ha dejado de caer. La curva de los que prefieren la independencia 
sube desde 2008-2009, aunque se puede opinar que el grado de auge es posterior 
a partir de 2011, hasta que en 2012 sobrepasa numéricamente a la de los que 
prefieren el estatus de una comunidad autónoma. La crisis sola no explica que 
tantos Catalanes se hicieran precisamente independentistas; además, se tendría 
que explicar por qué su efecto no fue justo el contrario, el retorno al centralismo, 
como parece que pasaba en muchas zonas del Estado. Sumando, sin negar toda 
importancia al efecto crisis, el percibido fracaso del proceso estatutario me 
parece el elemento necesario para explicar el giro. 


Sin embargo, esta contribución, que inicialmente fue motivada por las 
percibidas insuficiencias de la prensa alemana y española en su cobertura del 
auge del independentismo catalán, solo ha podido presentar una interpretación 
tentativa del giro independentista, destacando su rapidez y fijando 
cronológicamente sus fases. Al realizar esta tarea el autor se ha convencido de la 
importancia de la sociedad civil, que en un momento dado cogió las riendas, y 
sobre todo del fracaso del Estatut (y con esto, en la interpretación de muchos, del 


fracaso de la acomodación de la diversidad nacional en una España plural). 91 


Este texto fue escrito en marzo de 2014. 


1 
2 El Punt Avui del 15 de enero de 2013 incluso redondearía este resultado: 
«A loctubre, un 70% volia 1*Estat propi». 


3 Por ejemplo, de los diarios liberal conservadores, Leo Wieland 
(Frankfurter Allgemeine Zeitung, FAZ) y Ute Múller (Die Welt); de la Frankfurter 
Rundschau (FR, de tendencia más socialdemócrata), Martin Dahms; de la 
Siúddeutsche Zeitung (sz), Thomas Urban; del Tagesspiegel, Ralph Schulze; de 
Taz, de orientación ecologista, Reiner Wandler, y del semanario más influyente 
Der Spiegel, Helene Zuber. En el caso del Neues Deutschland (ND, socialista, 
más estrechamente vinculado a un partido —Die Linke— que los otros), destaca 
que tiene corresponsales en San Sebastián y Barcelona. Durante la transición, los 
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